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Los acuerdos firmados por el gobierno con las FARC-EP, movi-
miento insurgente que ha tenido como una de sus banderas de 
lucha la reivindicación campesina en materia de tierras, ha puesto 
el principal énfasis en el campo. Como simples académicos de 
la juridicidad colombiana, pensamos que la negativa plebiscitaria 
solo ha sido un traspié transitorio que podrá ser enderezado, y que 
–esa es nuestra esperanza–, Colombia se alista a pasar la página 
de la infame guerra interna que durante los últimos cincuenta 
años ha asolado nuestros campos y ciudades. Es esta una guerra 
que, además, ha venido suscitando numerosos conflictos de 
orden jurídico relacionados con el dominio de bienes inmuebles, 
motivo por el cual, en el caso de que finalmente prospere la paz, 
deberán ser tratados y resueltos en el posconflicto, dentro de 
una macropolítica para su formalización, que deberá brindar 
los espacios jurídicos adecuados para incrementar la riqueza 
de vastos sectores poblacionales, pues la realidad es que la 
propiedad, como medio primario generador de riqueza, deberá 
representar entre 50% y 60% del patrimonio de las familias para 
asegurar su prosperidad o al menos su estabilidad económica. 
Así, la búsqueda de un proceso judicial, que brinde trámite 
expedito para declarar la pertenencia y sanear títulos con falsa 
tradición, deber tener firmes efectos positivos colaterales en la 
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PRESENTACIÓN
Los acuerdos firmados por el gobierno con las FARC-EP, movi-
miento insurgente que ha tenido como una de sus banderas de 
lucha la reivindicación campesina en materia de tierras, ha puesto 
el principal énfasis en el campo. Como simples académicos de la 
juridicidad colombiana, pensamos que la negativa plebiscitaria 
solo ha sido un traspié transitorio que podrá ser enderezado, y que 
–esa es nuestra esperanza–, Colombia se alista a pasar la página 
de la infame guerra interna que durante los últimos cincuenta 
años ha asolado nuestros campos y ciudades. Es esta una guerra 
que, además, ha venido suscitando numerosos conflictos de 
orden jurídico relacionados con el dominio de bienes inmuebles, 
motivo por el cual, en el caso de que finalmente prospere la paz, 
deberán ser tratados y resueltos en el posconflicto, dentro de 
una macropolítica para su formalización, que deberá brindar 
los espacios jurídicos adecuados para incrementar la riqueza 
de vastos sectores poblacionales, pues la realidad es que la 
propiedad, como medio primario generador de riqueza, deberá 
representar entre 50% y 60% del patrimonio de las familias para 
asegurar su prosperidad o al menos su estabilidad económica. 
Así, la búsqueda de un proceso judicial, que brinde trámite 
expedito para declarar la pertenencia y sanear títulos con falsa 
tradición, deber tener firmes efectos positivos colaterales en la 
reducción de la pobreza. Confiamos, entonces, en que bajo el 
esquema del nuevo procedimiento oral que acoge el C.G.P. se 
logre este sentido propósito nacional.
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De otro lado, en cuanto a los predios rurales, la certeza de titula-
ridad de su dominio resulta ser piedra angular para el desarrollo 
del sector agropecuario, pues ello apareja sustanciales mejoras 
en la calidad de vida de los campesinos, puesto que, al incremen-
tarse su patrimonio, tendrán mayores posibilidades de acceder 
a créditos para financiar inversiones a largo plazo. Todo ello 
resulta imprescindible si se quiere promover efectivos proyectos 
productivos y se pretende su verdadera ejecución; con ello, sin 
duda, se logrará una mayor y más eficiente explotación agrícola, 
como también la implementación y desarrollo de los necesarios 
planes y programas de sustitución de cultivos. 
Teniendo en cuenta todo lo anterior, esto es, pensando en el 
marco de una Colombia del posconflicto, hoy la Facultad de 
Derecho de la Universidad Libre de Bogotá se complace en 
entregar a la comunidad jurídica la presente obra, en donde se 
recoge el pensamiento y posición jurídica de los docentes del 
área de Derecho Procesal. 
El libro que se titula La prescripción adquisitiva consta de siete 
capítulos, cuya autoría corresponde a sendos docentes del área 
de Derecho Procesal de la Facultad de Derecho, y en cada uno de 
ellos se abordan diferentes temáticas relacionas con el proceso 
de pertenencia. 
En el primer capítulo, denominado “Introducción al proceso 
de declaración de pertenencia”, cuyo autor es el Dr. León José 
Jaramillo Zuleta, se desarrolla el concepto de los derechos 
reales, sus características, la posibilidad de ser adquiridos 
a través del proceso de pertenencia y los efectos de dicha 
declaración; además, se profundiza sobre el alcance social del 
derecho de propiedad, la función social de la declaración de 
pertenencia, la declaración de pertenencia vía de acción y de 
excepción, oponiéndose el autor a esta última forma procesal, 
presentación
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considerando que el poseedor demandado en el proceso, por 
ejemplo, el reivindicatorio, deberá necesariamente hacer uso de 
la demanda de reconvención para ser declarado propietario del 
bien por prescripción adquisitiva. El autor igualmente diserta y 
enfatiza acerca de la necesidad de unificar el proceso de perte-
nencia, y siguiendo esta línea de pensamiento, toma partido 
por la derogatoria tácita de la Ley 1561 de 2012, aunque deja a 
salvo la vigencia de las normas sustanciales de dicha ley, dentro 
de las cuales incluye las normas sustanciales de la prescripción 
adquisitiva de las viviendas de interés social contenidas en la 
Ley 9 de 1989 y las referidas a los predios agrarios. Por último, 
en dicho trabajo se señala de manera muy precisa cuáles son 
los bienes que pueden ser objeto de prescripción, quedando 
absolutamente claro, según su punto de vista, que apoya en 
referencias históricas, que quedan excluidos los que pertenecen 
a entidades de derecho público.
En el segundo capítulo, denominado “Aspectos sustanciales de la 
prescripción adquisitiva”, cuyo autor es el suscrito, como indica 
el título del capítulo, se desarrollan los aspectos sustanciales que 
regulan este modo particular de adquisición de derechos reales 
respecto de cosas ajenas, como lo es la prescripción adquisitiva; 
en él se precisa que los derechos reales, salvo excepciones, son 
objeto de prescripción adquisitiva respecto de bienes muebles o 
inmuebles; se indica cuáles son los requisitos para la prosperidad 
de la pretensión de pertenencia; se hace un estudio acerca de la 
agregación de posesiones, la interversión del título, la posesión 
regular y la irregular, la suspensión, interrupción y renuncia 
de la prescripción adquisitiva, el enfrentamiento legal entre la 
prescripción adquisitiva y la pretensión de reivindicación, y por 
último, se hace un estudio de la más importantes reformas al 
derecho sustancial, en las leyes 9 de 1989, 791 de 2002, 1183 de 
2008, 1561 de 2012 y 1564 de 2012.
12 
LA PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA
En el tercer capítulo, denominado “Acerca de la imprescrip-
tibilidad de los bienes de las entidades de derecho público”, 
cuyo autor es el docente Francisco Edilberto Mora Quiñonez, 
partiendo de la base de que los bienes pertenecientes a entidades 
de derecho público son imprescriptibles, plantea que esta no 
es un regla absoluta, y expone las excepciones que encuentra a 
esta regla general, las cuales sintetizo: cuando el término nece-
sario para prescripción adquisitiva, respecto de un bien fiscal, 
se haya completado antes de la entrada en vigencia del Código 
de Procedimiento Civil; y en el evento en que el término para 
la prescripción adquisitiva se haya completado antes de que el 
dominio del bien sobre el cual recae el proceso de usucapión 
haya pasado a una entidad de derecho público. Por ello llega 
a la conclusión que permite afirmar que no es acertado que el 
juez rechace la demanda de pertenencia cuando establezca que 
el predio pertenece a una entidad de derecho público, sin que 
se permita probar, por parte del actor, estar en alguna de las 
excepciones a esta regla prohibitiva.
En el cuarto capítulo, denominado “Régimen probatorio en 
el proceso de pertenencia”, cuyo autor es el docente Ramón 
Antonio Peláez Hernández, partiendo de la base de la nueva 
estructura del proceso declarativo, en donde se deben practicar 
las audiencias, inicial y de instrucción y juzgamiento, plantea que 
la prueba más importante dentro de los procesos de pertenencia, 
la inspección judicial, se debe practicar de manera obligatoria 
y debe servir esencialmente para que en ella se realicen las 
mencionadas audiencias, por razones de concentración y eficacia 
del proceso judicial. Estima, en síntesis, que es en esta diligencia 
de inspección judicial en la que se deben practicar las demás 
pruebas solicitadas por las partes y decretadas por el juez de 
oficio. Igualmente resalta la novedad introducida por el C.G.P. 
acerca de la necesidad de fijar una valla o un aviso en el inmueble 
presentación
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objeto de prescripción y de incluir, para efectos de publicidad, 
el contenido de la valla o del aviso en el Registro Nacional de 
Procesos de Pertenencia que llevará el Consejo Superior de la 
Judicatura.
El quinto capítulo, denominado “El proceso de prescripción 
adquisitiva en la Ley 1561 de 2012”, cuyo autor es el docente 
Héctor Francisco Arévalo Fómeque, aborda el estudio de esta ley 
desde la perspectiva tanto sustancial como procesal. Para esto 
último realiza un estudio interesante del proceso declarativo 
especial diseñado por este estatuto para sanear la falsa tradición 
y para la declaración de pertenencia de inmuebles de pequeña 
entidad económica; también hace un estudio del régimen proba-
torio de la ley y de las medidas cautelares que se pueden practicar 
en este proceso.
En el sexto capítulo, denominado “El proceso declarativo de 
pertenencia en el Código General del Proceso”, cuyo autor es el 
docente Jorge Andrés Mora Méndez, antes de entrar a abordar 
el tema central del capítulo, las reformas introducidas al proceso 
de pertenencia en el C.G.P., hace un análisis de la posesión y la 
prescripción y de los diferentes procedimientos vigentes para 
adelantar el proceso de pertenencia en nuestro país. Respecto 
del C.G.P., desarrolla los temas de jurisdicción y la competencia, 
legitimación en la causa por activa y por pasiva, las notificaciones 
y formas de defensa del demandado; además se extiende en el 
tema para hacer algunas necesarias puntualizaciones relativas al 
régimen probatorio y de los efectos de la sentencia de pertenencia.
En el séptimo y último capítulo, denominado “Declaración de 
pertenencia con dos trámites especiales diferentes y legaliza-
ción administrativa de asentamientos precarios de origen ilegal 
ocupados con vivienda de interés social” (VIS)”, cuyo autor es 
el docente José Ignacio Castaño García, realiza un análisis de 
14 
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las Leyes 1561 de 2012 y 1564 de 2012, normas que regulan dos 
tipos de procesos de pertenencia. Por medio de la Ley 1561 de 
2012 se permite adelantar un proceso declarativo verbal especial 
de titulación de predios de pequeña entidad económica, cuando 
son urbanos y no superen 250 smlv; y, para el caso de los rurales, 
cuando no superen una UAF. Finalmente, aborda la temática 
relativa al saneamiento de los títulos inscritos en la denomi-
nada falsa tradición, precisando que la competencia para esta 
modalidad de proceso es de los jueces civiles municipales del 
lugar de ubicación de los bienes; para los demás casos –reitera–, 
se deberán aplicar las disposiciones del Código General del 
Proceso, lo cual deriva del hecho de que se deberá acudir al 
proceso declarativo, del cual conocerá, residualmente, el juez 
civil del circuito del lugar de ubicación de los bienes.
Como apreciará el lector, el presente volumen es un esfuerzo 
académico conjunto que presenta el Área de Derecho Procesal 
de la Facultad de Derecho a la crítica de la academia y de la 
juridicidad, con la sana intención de que sirva de ilustración 
a todos los que se interesan por estos meandros jurídicos, y 
este compilador espera que sea especialmente de utilidad para 
quienes se desempeñan en responsabilidades profesionales que 




INTRODUCCIÓN AL PROCESO DE 
DECLARACIÓN DE PERTENENCIA




“No habrá usucapión de ninguna especie 
sin posesión material, porque es la única 
forma que, siendo real y objetiva, contradice 
inequívocamente el derecho ajeno”1
Introducción
La temática del proceso de declaración de pertenencia es plan-
teada por Fernando Hinestrosa con esta pregunta: 
¿Cómo se llegó a considerar saneado un título en razón de 
quien recibió el bien a non domino lo poseyó a vista de todos 
y sin contradicción de nadie durante determinado tiempo, y 
más tarde, cómo se llegó a estimar legítimo e inexpugnable 
un derecho de propiedad a favor de quien, sin haber mediado 
transferencia por parte de alguien, lo detentó y explotó 
ininterrumpidamente, sin reconocimiento alguno de derecho 
ajeno, para, así, en la primera hipótesis, considerar extinguida 
toda posibilidad de recuperación del bien por el verdadero 
(anterior) dueño y aún extinguido su derecho; y en la segunda 
hipótesis, investir al advenedizo de la condición de dominus, 
en fuerza de sus solos actos reiterados y prolongados en el 
tiempo?2
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 27 de 
abril de 1955, M.P. José J. Gómez R. El epígrafe se tomó de la publicación 
efectuada en la Revista Jurisprudencia y Doctrina, t I, No. 6, Bogotá, junio 
de 1972, p. 368.
2 Hinestrosa, Fernando (2006). La prescripción extintiva. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, pp. 12-13.
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Por virtud de la respuesta a estos interrogantes se materializa, 
como una institución procesal, el proceso de declaración de 
pertenencia.
Mediante el proceso de declaración de pertenencia se persigue, 
entonces, perfeccionar el título constitutivo del dominio que 
complete el modo de adquirir un bien por el ejercicio de la 
posesión durante cierto lapso de tiempo previamente estable-
cido en la ley (ver los arts. 673 y 765 del C.C.) Así, la primera 
condición de la pertenencia es ejercer posesión y establecer ese 
“ánimo de poseer”, lo que al decir de Savigny, citado por Valencia 
Zea, consiste en “animus possidendi”, que no es otra cosa sino 
“la intención de ejercer el derecho de propiedad”.3 Así, concluye 
Savigny, “para ser considerado como verdadero poseedor de 
una cosa, es necesario que el que la detente se comporte como 
propietario; en otros términos, que pretenda disponer de la cosa 
como un propietario tendría la facultad de hacerlo, en virtud 
de su derecho, lo que implica en particular que no reconozca a 
nadie más un derecho superior al suyo”.4
Esta importantísima institución jurídica fue llamada en la Roma 
antigua usucapión; y en nuestra legislación contemporánea se 
denomina prescripción adquisitiva, aunque no es extraño en 
la doctrina y en la jurisprudencia referirse a ella mediante la 
acepción romana. 
Ahora bien, para poder adquirir la propiedad por este medio, 
según nuestro Derecho, se deben articular a plenitud tanto el 
título como el modo, conceptos respecto de los cuales nuestra 
legislación hace distinción juiciosa y precisa. No basta, en conse-
cuencia, haber poseído por los plazos establecidos en la ley, que 
3 Valencia Zea, Arturo (1968). La Posesión. Bogotá: Temis, p. 67.
4 Ibid., pp. 67- 68.
León José JaramiLLo ZuLeta
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varían según se trate de bienes muebles e inmuebles, de prescrip-
ción ordinaria o de la extraordinaria, dado que adicionalmente el 
modo de adquisición deberá ser complementado con un título 
que viene a serlo, o bien la ley, o ya,5 como es el caso de nuestro 
régimen jurídico, la sentencia pasada a autoridad de cosa juzgada 
inmutable y definitiva. 
Se trata, como bien lo apercibe Valencia Zea, de darle juridicidad 
a una situación en que 
una persona determinada ejerce de facto el derecho, mas no 
tiene la titularidad del mismo. En este caso el continuado 
ejercicio del derecho (apariencia del mismo) engendra la 
titularidad de que carecía; cuando tal sucede, la titularidad 
anterior se extingue por causas de utilidad privada y de 
utilidad social. En resumen, de la nada surge un derecho o, en 
otros términos: el trascurso del tiempo trasforma lo simple-
mente aparente en realidad.6
En definitiva, como lo plantea Hinestrosa, “la prolongación de 
un estado de cosas (tenencia de la cosa con ánimo de dueño) 
a lo largo de un determinado período de tiempo está llamada 
a producir una transformación de la realidad jurídica”,7 lo que 
equivale a decir que de la condición de poseedor, lograda la 
pertenencia, se adquirirá el estatus de propietario. Así, entonces, 
“el trascurso de tiempo que da nacimiento a la propiedad y sus 
5 En esto no existe completo acuerdo en la doctrina y jurisprudencia. Se 
puede consultar, por ejemplo, la sentencia de la Sala de Casación Civil 
y Agraria de la Corte Suprema de Justicia, del 12 de abril del 2004, 
Expediente 7077, M. P. César Julio Valencia Copete, en la que se plantean 
los principales problemas relativos a esta interesante polémica jurídica, 
acudiendo a puntualizar qué debe entenderse por título derivado y qué 
por título originario.
6 Valencia Zea, Arturo. Op. cit., pp. 448-449.
7 Hinestrosa, Fernando. Op. cit., p. 13.
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desmembraciones por una posesión continuada de una cosa, se 
denomina prescripción adquisitiva, y mejor aún, usucapión”.8
1. Derechos reales, declaración de 
pertenencia y sus efectos
Es en la propia idiosincrasia de los derechos reales, por preten-
derse precisamente la adquisición del mayor de ellos, que es la 
propiedad, en donde encontramos la primera característica espe-
cífica del proceso de pertenencia. Ello se debe a que el alcance 
de la sentencia y su fuerza vinculante, cuando pasa a autoridad 
de cosa juzgada material, y el pronunciamiento es acogiendo las 
pretensiones del demandante, esto es, declarándolo propietario 
(dominus, decían los romanos) del bien en cuestión, genera el 
perfeccionamiento de un derecho que habrá de ser respetado por 
“todos los demás”. Es por esa razón por lo que los alcances de tal 
sentencia son sui generis, en la medida en que ostenta efectos 
erga omnes (caso excepcional en nuestros fallos judiciales), por 
cuanto la declaratoria del dominio implica su ejercicio frente a 
todo el mundo. 
En efecto, como lo plantearon de vieja data sectores de la 
doctrina francesa de gran autoridad, en último término los 
derechos reales, y por supuesto la propiedad como el principal, 
no están caracterizados, como reza nuestro artículo 665 del C.C., 
por el poder que ejercemos sobre una “cosa sin respecto a deter-
minada persona”, sino por el derecho que tenemos para exigir 
obligaciones de no hacer a la generalidad de las demás personas9 
8 Valencia Zea, Arturo. Op. cit., p. 451.
9 Ver, por ejemplo, a Louis Josserand, quien en su “explicación histórica” 
se refiere a las críticas que se hacen a la definición tradicional de los 
derechos reales, como la relación de una persona con una cosa, sin tener 
León José JaramiLLo ZuLeta
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que no gozan de ese atributo en relación con un determinado 
bien, postura que se sustenta en el hecho incuestionable de que 
los derechos y obligaciones solamente pueden demandarse o 
exigirse de las personas y no de los bienes. 
Al respecto, precisan Planiol y Ripert: 
No es exacto decir que el derecho real, la propiedad, por 
ejemplo, consista en establecer una relación directa entre una 
persona y una cosa. Esta relación no es más que un hecho, 
y tiene su nombre, es la posesión, es decir, la posibilidad de 
tener la cosa y de servirse de ella como dueño. Una relación 
de orden jurídico no puede existir entre una persona y una 
cosa. Ello sería un contrasentido. En principio todo derecho 
es una relación entre personas. Esta es la verdad elemental 
en cuenta a las demás. “Este análisis ha sido vivamente criticado desde 
hace unos cuarenta años –asegura– (tenga en cuenta el lector que la 
obra de Josserand fue culminada hacia 1938). Se ha hecho la observación 
–continúa– de que un derecho no podría reducirse a una relación entre 
una cosa y una persona; el sujeto pasivo es necesariamente un ser 
humano, como el sujeto activo mismo, y no una cosa, la cual no puede 
serlo, porque no tiene voluntad. Todos los derechos son relaciones entre 
personas; en verdad, los derechos reales no son de distinta esencia que 
los derechos personales; lo que ha podido determinar la ilusión de que 
lo sean es que, en lo que les concierne, el sujeto pasivo no aparece a 
primera vista; permanece a lo lejos y en la penumbra: se llama todo 
el mundo (resaltado del autor). Decir que soy yo propietario de 
determinada casa, significa que nadie tiene derecho a tocar esa casa sin 
mi permiso: una misma obligación pesa sobre toda persona distinta 
de mí, la de no hacer nada que suponga atentado contra mi derecho: 
obligación negativa con sujeto pasivo indeterminado (Cursivas del 
autor, negrillas nuestras). Mientras que el derecho personal no liga más 
que a personas determinadas, el derecho real establece una vasta red 
obligatoria entre el titular y todas las demás personas. Pero no hay aquí 
más que una diferencia en la extensión del derecho, no en su calidad. Una 
obligación por mucho que brille a lo lejos, siempre es una obligación”. 
Ver Derecho Civil, Ediciones Jurídicas Europa-América, Bosch y Cia. 
Editores, Buenos Aires, 1950, pp. 16 y 17.
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sobre la cual está fundada toda la ciencia del derecho y el 
axioma es inquebrantable.10
De conformidad con ello, en el caso de la declaración de perte-
nencia, existe la necesidad de que la sentencia vincule “a todo 
el mundo”, para utilizar una pertinente expresión de Josserand. 
Así, con fundamento en dicha postura teórica, que encontramos, 
por lo demás, muy sólida y razonable, lo que hace la sentencia de 
declaración de pertenencia es declarar, crear un título constitu-
tivo (art. 765 del C.C.) para los fines de la prescripción, y darle 
así una trascendencia efectiva en el terreno jurídico a la pres-
cripción adquisitiva para imponer subjetivamente esa obligación 
de respetar ese derecho a las demás personas (obligación de no 
hacer), porque eleva a la condición de nuevo dueño (propietario) 
al poseedor prescribiente. Se trata, en todo caso, de una precisión 
teórica, y lo cierto es que la redacción del art. 665 del C.C. nunca 
ha generado mayores dificultades en la práctica.
Por último, debe recordarse que la propiedad como derecho 
real no se pierde por su no ejercicio, por su no disfrute, o por 
el solo transcurso del tiempo. Para que ello ocurra, como ya 
está señalado, se requiere además ejercicio de señorío de otro, 
aprovechamiento por parte de otro sujeto de derecho del bien 
en cuestión. De ahí por qué Fernando Hinestrosa destaque como 
ejemplo “paradigmático” de un derecho “inmune a la prescrip-
ción extintiva”, al dominio, ya que –resalta– “no se pierde por la 
inercia del titular: es inmune a la prescripción extintiva”.11
10 Planiol, Marcelo, y Ripert, Jorge (1946). Tratado Práctico de Derecho Civil 
Francés, t. 3. La Habana: Cultural S.A., pp. 43 y 44. Cursivas del texto.
11 Hinestrosa, Fernando. Op. cit., p. 36. En apoyo de su afirmación transcribe 
en nota a pie de página el siguiente aparte de una sentencia de casación 
de nuestra C.S.J., que precisa el tema con toda claridad: “De ahí que el 
derecho de dominio sobre el bien raíz urbano objeto del pleito no sea 
susceptible de extinguirse por el simple no uso, y por consiguiente, 
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2. Alcance social del derecho de propiedad
Sentado lo anterior, importa ahora determinar los alcances efec-
tivos del derecho de dominio o propiedad, que históricamente no 
siempre han sido los mismos, pues algunos regímenes jurídicos 
lo han garantizado a plenitud hasta la “arbitrariedad”, al paso que 
otros tienden a limitarlo atendiendo diversos factores, como el 
interés público, el derecho ajeno, la solidaridad, la prevalencia de 
lo social, etc. A Josserand le parecía que en su época el “absolu-
tismo” del derecho de propiedad no había perdido “terreno” en 
Francia, pues –anota– “se presenta tal cual era en Roma”. Incluso 
iba más allá, tomándose la molestia de apostrofar que se había 
“reforzado” –resalta– “porque el derecho de propiedad individual 
es oponible, no solamente a los particulares, sino también a los 
poderes públicos, al Estado”.12
Cabe señalar que en nuestra época, por la trasformación que ha 
tenido el concepto de Estado, evolucionando hacia un “Estado 
social de Derecho”, el alcance o “absolutismo” de la propiedad 
ya no es el mismo, y encuentra bastantes limitaciones tanto en 
el derecho ajeno como en los intereses prioritarios del colectivo 
que la prescripción extintiva no sea procedente en este caso (...) Por el 
no uso, en el caso que nos ocupa, el propietario no cesaría de serlo sino 
cuando otro ocupara su lugar en virtud de una prescripción adquisitiva”. 
Ver p. 37. Sin embargo, nos parece que el fenómeno de la prescripción 
extintiva, sí puede alcanzar el derecho de dominio, pero exclusivamente 
frente al atributo o derecho de persecución (ver Infra 6, de este trabajo), 
y siempre que se configuren dos supuestos: 1) que se plantee únicamente 
como excepción cuando el propietario intente la recuperación de la cosa, 
mediante proceso reivindicatorio, y esté llamada a prosperar; y 2) que 
simultáneamente no se pretenda mediante demanda de reconvención la 
declaratoria de la pertenencia o usucapión. Creemos que con tal alcance 
es que hay que entender el texto del art. 2513 del C.C., modificado por la 
Ley 791 del 2002. 
12 Josserand, Louis. Op. cit., pp. 81 y 82.
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social. Teniendo en cuenta las anteriores salvedades, nos parece 
apropiada la definición de propiedad de Fritz Schulz: “La 
propiedad es un derecho sobre una cosa corporal que confiere 
por principio a su titular, un pleno poder de la cosa, aunque este 
poder puede estar sujeto a variadas limitaciones”.13
Es esta, tanto como la del Código Civil colombiano, una sinté-
tica definición que nos da una idea genérica del derecho de 
propiedad; puesto que es precisamente en el alcance de “ese 
poder sobre la cosa”, donde encontramos lo esencial del derecho 
de “dominio”, toda vez que de él dimanan sus atributos. José 
J. Gómez señalaba que los derechos reales, lo que contienen 
“es poder jurídico, porque la relación real está amparada por 
acciones que lo hacen efectivo en justicia”.14 Y ello se debe a 
que cualquiera sea la tendencia de la legislación, el alcance del 
derecho de propiedad está determinado, fundamentalmente, 
por la fuerza o “poder” que se reconozca a sus atributos, los 
cuales son: uso, goce, disposición, persecución y preferencia. 
Así, pues, el alcance esencial de la propiedad, siguiendo el 
concepto tradicional citado por Josserand, es el poder de 
“oponerse a todos”, lo que conlleva –asegura– 
en provecho del titular, el derecho de persecución y el 
derecho de preferencia, atributos constantes de todo derecho 
real: quien quiera que sea el tenedor actual de mi bien yo 
podré alegar frente a él mi derecho de propiedad (derecho de 
persecución), y sin temor a las protestas, a los concursos de 
sus acreedores, porque mi derecho les es oponible, mientras 
13 Schulz, Fritz (1960). Derecho Romano Clásico. Barcelona: Bosch, p. 325, 
citado por nuestra Corte Constitucional en sentencia C-595 de 1999, 
Magistrado P. Carlos Gaviria Díaz.
14 Gómez, José J. (1981). Bienes. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
p. 114. Cursivas del texto. 
León José JaramiLLo ZuLeta
25 
que el suyo, del todo relativo, no existe para mí (derecho de 
preferencia).15
Y si bien es cierto originalmente en nuestro Derecho primó 
una prevalencia individualista sobre el derecho subjetivo de 
propiedad,16 como se recuerda en la importante sentencia de la 
Corte Constitucional que estudió la exequibilidad del art. 669 del 
C.C.,17 no lo es menos que –incluso desde la propia Constitución 
de 1886–, se empezó a recorrer el camino para limitarlo cuando 
entrara en conflicto con el interés público. Pero, además –según 
el mismo fallo–, al amparo de dicho régimen constitucional, 
la pregonada “arbitrariedad” del propietario para usar y gozar, 
también encontraba límites impuestos por la ley y el respeto por 
el derecho ajeno. 
Posteriormente vino la reforma constitucional de 1936 de la 
llamada “Revolución en Marcha” del presidente Alfonso López 
Pumarejo, por intermedio de la cual el poder “absoluto” del 
derecho de propiedad se limitó todavía más, echando mano de 
la doctrina de la “función social de la propiedad” tomada, según 
la misma sentencia, del jurista bordelés León Duguit; reforma 
que “sustituyó a la noción tradicional de derecho subjetivo la 
de función social”, invocando como sustento “la prevalencia 
de lo social sobre lo individual”, prevalencia que –se asegura–, 
en la letra de dicha reforma constitucional, “aparece clara e 
incuestionable”.18 
15 Josserand, Louis. Op. cit., p. 81.
16 Siguiendo en esto las fuentes primarias y liberales del llamado Código 
Civil de Napoleón, que tenían el alcance “absoluto”, apostrofado por Louis 
Josserand, que acá hemos ya recordado.
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Ahora bien, como se sabe, la Constitución de 1991 llevó aún más 
allá la función social de la propiedad, como “lógico corolario” 
–dice nuestra Corte– de haberse propuesto institucionalizar un 
“Estado Social de Derecho”, razón por la cual en dicho fallo se 
puntualiza que “la configuración del derecho de propiedad… se 
hizo atenuando aún más las connotaciones individualistas del 
derecho y acentuando su función social”.19
Pero todavía hay algo más: la Corte –con visión certera– hace un 
especial énfasis en que “el constituyente le otorgó otro alcance 
al derecho de propiedad”, que le es “inherente”, que consiste –se 
resalta– en “una función ecológica”, con el mandato específico 
de que simultáneamente “sean protegidas y promovidas formas 
asociativas y solidarias de propiedad”.20 Por lo demás, como se 
ha sentado en otros fallos, se trata de un alcance que es bifronte, 
en la medida en que irradia sus efectos en dos aspectos, con 
los cuales se logra precisar a cabalidad la función social que 
la propiedad tiene en nuestros tiempos. El nuevo espíritu del 
constituyente al respecto –resalta nuestra Corte Constitucional– 
tiene por una parte “el significado de moderar y restringir el 
alcance del derecho de propiedad, mientras que, por otra parte, 
le corresponde el de implicar una mayor afirmación de ciertas 
clases de propiedad”.21
3. Función social de la declaración de 
pertenencia
Puestas las cosas en los términos del apartado anterior, al 
fallarse cualquiera causa judicial que tenga que ver con el 
19 Ibid.
20 Ibid. Cursivas del texto.
21 Corte Constitucional, Sentencia C-589 de 1995, Magistrado P. Fabio 
Morón Díaz. Cursivas y negrillas nuestras.
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derecho de propiedad, es con esta inteligencia e inspiración 
hermenéutica con lo que se debe decidir. Sin olvidar los jueces 
que en sus providencias solo están atados “al imperio de la ley” 
(art. 230, C.P.); tampoco pueden ignorar que se deben a un 
Estado social de Derecho. Por tanto, la ley ha de entenderse 
rigurosamente atada a la Constitución de 1991. Ello implica 
atender a esta filosofía social que la inspiró y que perfiló el 
alcance del derecho de propiedad. Consecuencialmente, es con 
la misma inteligencia, sensibilidad e inspiración social como se 
deben aplicar y racionalizar las normas vigentes que regulan la 
usucapión o prescripción adquisitiva de dominio, que tienden a 
popularizar la propiedad sobre la tierra, de modo que beneficie 
a todos sus habitantes y no solamente a una élite terrateniente. 
En este sentido la “afirmación de ciertas clases de propiedad”, 
debe encontrar cabal desarrollo en los procesos de declara-
ción de pertenencia, que es la herramienta para popularizar 
el derecho de propiedad en vivienda de interés social y en la 
pequeña propiedad agrícola (Ley 1561 de 2012).22
Una buena aplicación jurisprudencial de esta doctrina la encon-
tramos en reciente sentencia de la Corte Suprema, en la que se 
reprocha al Inconder utilizar la acción de tutela para “socavar 
los derechos de campesinos minifundistas”, pretendiendo anular 
procesos de declaración de pertenencia con el argumento de que 
se debe invertir la carga de la prueba a su favor sobre bienes que 
alega son baldíos, cuando “es deber del Estado –asegura la Corte 
Suprema– garantizar el acceso a la administración de justicia sin 
mayores trabas que las previamente estatuidas en la Ley”; porque 
tratándose de “baldíos –concluye la Corte–, que son explotados 
por particulares para incorporarlos a la economía nacional, 
22 Más adelante nos referiremos a la dif ícil polémica que se ha generado en 
torno a la vigencia de esta Ley o su derogatoria tácita, con ocasión de la 
entrada en vigencia del C.G.P.
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cuentan con el beneficio del legislador para que se adjudiquen en 
pleno dominio, partiendo de la noción de que el aprovechamiento 
de la tierra significa que le pertenece al labriego y el Estado debe 
así declararlo”.23
De esta suerte, en tales eventos, para determinar el término de 
prescripción y demás requisitos para acreditar debidamente la 
posesión de la que dimana la prescripción, habrán de conside-
rarse otros factores o aspectos, por cuanto la legislación viene 
estableciendo otros términos y condiciones peculiares, según la 
calidad del prescribiente, pero más precisamente, considerando 
el objeto al que se destina el inmueble materia de usucapión. 
En efecto, deberá tenerse en cuenta que, en virtud de las actuales 
realidades socioeconómicas, y buscando el Estado cumplir con la 
función social preceptuada en la Carta, se ha venido generando 
legislación que hace distinciones adicionales a las originalmente 
previstas en nuestro Código Civil e identificadas tradicional-
mente como ordinarias y extraordinarias, verbigracia, como ya 
se anotó, determinando condiciones y términos privilegiados 
de prescripción cuando se trata de procesos de declaración de 
pertenencia sobre inmuebles destinados a vivienda de interés 
social o de destinación agraria. En su oportunidad nos referi-
remos específicamente a cada uno de estos temas. En todo caso, 
como bien anota Fernando Hinestrosa, “La prescripción, que 
como tal implica un cambio y tiene una función constitutiva, 
obedece a una decisión política del ordenamiento, consistente 
en otorgarle el derecho al interesado de hacer valer el tiempo 
corrido en determinadas condiciones”.24
23 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia de 16 de 
febrero de 2016, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona (STC1776-2016, sin 
publicar).
24 Hinestrosa, Fernando. Op. cit., p. 54. Cursivas nuestras.
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En cuanto a los términos genéricos de prescripción, se hace 
necesario precisar que estos fueron modificados por la Ley 791 
de 2002, habiéndose reducido la prescripción ordinaria para los 
muebles a tres años y la de inmuebles a cinco; y con relación 
a la extraordinaria redujo los términos a diez años (ver a este 
respecto los nuevos textos de los artículos 2529 y 2532 del C.C. 
modificados por la citada ley). 
Por último, para concluir estas anotaciones, debe dejarse sentado 
que hoy día existe un régimen general y único en punto al proceso 
de declaración de pertenencia. Es el que está previsto en el artículo 
375 del C.G.P., y que se aplica a todos los “bienes privados”, sean 
estos muebles o inmuebles que sean prescriptibles, esto es, que 
se incluye en dicho régimen procesal aquellos que corresponden 
al área agraria y a vivienda de interés social, para los cuales 
ciertas normas que deben tenerse por derogadas les señalaban 
trámites independientes, sobre lo cual trataremos más adelante 
con detalle.
4. La declaración de pertenencia por vía de 
acción y de excepción
En cuanto a la posibilidad de acceder a la declaración de perte-
nencia por vía de acción o de excepción, nuestra legislación 
ha venido sufriendo variaciones que marcan una evolución 
positiva, y ello ha sido una consecuencia obvia de la necesidad 
de dinamizar el tráfico jurídico y hacer más efectivo el derecho, 
ajustándolo a las realidades actuales. 
El sistema originario y vigente hasta el año 1928 preveía el 
acceso a la institución de la usucapión, o prescripción adqui-
sitiva, exclusivamente por vía de excepción. Ello implicaba que 
el poseedor en tránsito de acceder a una propiedad por las vías 
de ese instituto debía esperar a ser demandado, usualmente en 
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proceso reivindicatorio, para poder plantear la usucapión por 
vía de excepción, y de ese modo convertirse en propietario por 
prescripción.
Este procedimiento, aparte de constituir un grave quebranto 
a la esencia misma de todo nuestro sistema jurídico, cual es 
garantizar el acceso a la administración de justicia en procura del 
reconocimiento de un derecho subjetivamente establecido en la 
ley, significaba un obstáculo casi insalvable para el nacimiento del 
derecho de propiedad a través de la prescripción, puesto que era 
obvio que aquel propietario que sabía de la consumación en su 
contra del término de prescripción, no tenía motivación alguna 
para promover el proceso reivindicatorio, consciente como estaba 
de que, a buen seguro, la sentencia le iba a ser desfavorable, o al 
menos se encontraba en una situación comprometida, y por ello, 
razones de elemental lógica y de prudencia le aconsejaban que 
no debía arriesgarse a ventilar tal causa en un proceso judicial. 
Dada esta realidad, muy rara vez un poseedor con vocación de 
usucapir lograba finalmente elevarse a la condición de propietario, 
motivo por el cual la presencia de nuevas realidades socioeconó-
micas ejercieron fuerte presión y forzaron la evolución jurídica 
de esta institución para lograr satisfacer las expectativas de los 
justiciables. 
Ciertamente, ya a inicios del siglo XX estas nuevas realidades 
estaban fuertemente determinadas por el crecimiento incon-
trolable de la sociedad humana y el avance indetenible de las 
ciencias y de la tecnología, que han incrementado el tráfico 
comercial en forma inusitada, a volúmenes que se desconocieron 
en los diecinueve siglos anteriores, lo que afectó de un modo 
drástico nuestra sociedad, especialmente la campesina. Se fue 
generando muy rápidamente una carga social que exigía, cada 
vez y con más fuerza, establecer la posibilidad legal de permitirle 
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al actual poseedor, esto es, a quien detenta la tenencia de un bien 
con ánimo de señor y dueño, el ejercicio de todas las facultades 
derivadas de esa condición de “señorío”, a fin de facilitarle el 
disfrute pleno del respectivo bien, lo que exigía no ponerle corta-
pisas para su explotación, y terminar con la inseguridad jurídica 
que afectaba a los campesinos. 
En el fondo, como bien lo expone Valencia Zea, todos los casos 
de prescripción adquisitiva, se soportan en la necesidad de dar 
“seguridad” a las relaciones jurídicas; Savigny pone de presente 
que, en todo caso, surge la necesidad de dar término a un estado 
anormal de cosas, a fin «de fijar de una manera cierta la exis-
tencia de las relaciones de derecho y principalmente las que se 
refieren a la extensión de los bienes de cada uno; a este efecto, 
era necesario encerrar en el más corto plazo posible las incerti-
dumbres inevitables en semejante materia, y tal es el verdadero 
fin de la usucapión, de la prescripción de acciones,25máxime si se 
tiene en cuenta, como lo subraya Fernando Vélez, que “quien es 
dueño de una cosa no puede gozar y disponer de ella, mientras 
no la posea materialmente”, por ser la posesión “el signo visible 
de la propiedad”.26
Por consiguiente, apareció una legislación que se proponía 
brindar al poseedor la opción de ejercer su señorío según su libre 
albedrío, obviamente teniendo como límites el derecho ajeno y 
el respeto por los intereses del colectivo social, que resultan prio-
ritarios. En fin, procurando nuestro legislador responder a estas 
nuevas exigencias socio-económicas, se ha venido esforzando 
en institucionalizar una normatividad que se corresponda con 
25 Valencia Zea, Arturo, citando a Savigny, Op. cit., pp. 451 y 452.
26 Vélez, Fernando (1904). Estudio sobre el derecho civil colombiano, t. 3. 
Carlos A Molina, ed. Medellín: Imprenta del Departamento de Antioquia, 
p. 144. 
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esta nueva fenomenología. Así, ha venido apareciendo en esta 
materia una regulación legal de inspiración humanística que, 
precisamente por ello, solo encuentra su límite en no abusar 
del derecho propio, pues la teoría del abuso del derecho, apro-
ximadamente desde esa misma época, se vino desarrollando e 
imponiendo como un férreo postulado de nuestro orden jurídico, 
especialmente a partir de los fallos que a este respecto produjo 
en su momento nuestra denominada “Corte Admirable”,27 teoría 
que en la actualidad se encuentra elevada a canon constitucional 
(art. 95, No 1º del C.P.)
Palabras más, palabras menos, así fue como se impuso finalmente 
en nuestra legislación la tendencia jurídica que propugnaba por 
permitir que se alegara la usucapión por vía de acción, lo cual 
se materializó por primera vez en nuestro Derecho mediante la 
Ley 120 de 1928, cuyo ponente en el Senado fue el Dr. Francisco 
José Chaux,28 pero la redacción del texto del proyecto de ley, 
según lo refiere el profesor Jairo Parra Quijano,29 estuvo a cargo 
del procesalista Luis Felipe La Torre, en esa época abogado del 
extinto Banco Agrícola Hipotecario.
Ahora bien, ese –en su momento– fue un novedoso sistema que 
significó un gran avance en la materia, porque fue el primer paso 
en el camino de destrabar la inercia en los negocios jurídicos 
27 En esa época, la Corte sentó la doctrina del abuso al derecho con base 
en el artículo 2341 del C.C. que regula la culpa civil extracontractual, 
que se conoce en la doctrina como la “culpa aquiliana”, para lo cual le 
dio un amplia alcance a su contenido. Ver, entre otras, las siguientes 
sentencias de esa Corte, septiembre de 1935-XLII-601, 21 de febrero 
de 1938-XLVI-60, 5 de octubre de 1939-XLVIII-722 y 4 de abril de 
1940-XLIX-215.
28 Latorre, Luis F. (1937). Doce leyes y otros trabajos parlamentarios. 
Bogotá: Editorial Minerva S.A., pp. 27 y ss.
29 Parra Quijano, Jairo. Derecho Procesal Civil. Parte Especial. Bogotá: 
Ediciones Del Profesional, p. 22.
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para aquellos inmuebles que eran poseídos secularmente por 
personas que no eran sus propietarios, permitiéndoles la enaje-
nación plena de la propiedad y otras transacciones igualmente 
trascendentes, como ofrecer el respectivo bien como garantía 
hipotecaria en respaldo de un crédito. En efecto, la ley perse-
guía primordialmente dotar a nuestros campesinos poseedores 
para que pudieran gozar de la real y trascendental posibilidad 
económica de acceder a créditos blandos para la promoción de 
la actividad agropecuaria, por la vía hipotecaria.30
Parra Quijano, resalta esta ley como un buen ejemplo de lo 
que se puede lograr en materia legislativa con “la imaginación 
del jurista cuando apunta a solucionar problemas reales y no 
meramente teóricos”.31 Con todo, el “nuevo” sistema así sobre-
viniente de todas maneras se quedó corto, dado que no previó 
los alcances de la sentencia con efectos erga omnes, lo cual 
era necesario a la luz del contenido del derecho de propiedad, 
cuyos aspectos esenciales ya tratamos atrás echando mano 
fundamentalmente de la doctrina francesa. Como lo pone de 
presente el tratadista Hernán Fabio López Blanco, esa limita-
ción “restringió la efectividad de la norma pues no aseguraba 
un título libre de nuevos debates judiciales; por eso la ley 51 de 
1943 amplió los efectos de la sentencia respecto de todas las 
personas, establecimiento el lineamiento que se mantiene en la 
actual legislación”.32 Y tiene razón el tratadista citado, toda vez 
que el texto original del art. 12 de Ley 120 de 1928, que era el 
que tocaba el punto, literalmente preceptuaba: “La sentencia 
que se pronuncie en el juicio sobre prescripción adquisitiva del 
30 Latorre, Luis F. Op. cit. Doce Leyes y otros trabajos parlamentarios, pp. 
27 y ss.
31 Parra Quijano, Jairo. Op. cit., p. 23.
32 López Blanco, Hernán Fabio. (2004). Instituciones de derecho procesal civil 
colombiano. t. 2. Bogotá: Dupré Editores, pp. 81 y ss.
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dominio, no funda la excepción de cosa juzgada sino contra las 
personas que intervinieron como parte en el juicio”. 
De esa manera, fue la ley que cita este último autor la que vino 
finalmente a reconocerle efectos erga omnes a la sentencia de 
declaración de pertenencia, los cuales le son reconocidos hasta 
nuestros días, primordialmente por el Código de Procedimiento 
Civil y el Código General del Proceso (en vigor en toda la Repú-
blica a partir del 1º de enero de 2016), régimen que pasamos a 
examinar acto seguido. 
5. Declaración de pertenencia y demanda  
de reconvención
El sistema actualmente vigente de la declaración de pertenencia 
está regido en lo esencial por el sistema que creó el Código de 
Procedimiento Civil (llamado de los “Hernandos”33) que irrumpe 
en nuestro orden jurídico en 1970, obra en la cual se prevé la 
cuerda o proceso ordinario para el trámite de la pretensión de 
declaración de pertenencia. Ahora, en lo que se refiere al Código 
General del Proceso, salvedad hecha a que se deberá seguir el 
nuevo proceso verbal34 para la tramitación de esta pretensión, en 
líneas generales conserva el mismo sistema previsto en el Código 
33 Lo recuerdo en este artículo para que las nuevas generaciones lo sepan 
y no lo olviden: el Código de Procedimiento Civil, que es una obra 
excepcional en el arte de legislar y en la ciencia del Derecho Procesal, 
fue llamado por muchos años el “Código de los Hernandos”, por haber 
sido Hernando Morales Molina y Hernando Devis Echandía, nuestros 
más importantes cultores del Derecho Procesal en el pasado siglo XX, 
los principales inspiradores y redactores de dicho Código.
34 El proceso verbal en el régimen del C. G. del P. viene a ser el proceso 
“residual”, esto es, en el fondo viene a remplazar al ordinario como el 
pertinente a seguir, cuando la ley no prevea un trámite especial para una 
determinada pretensión.
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de Procedimiento Civil. Estos códices le dedican cada uno un 
artículo extenso (art. 407 C.P.C. y 375 C.G.P.) para regular 
puntualmente las vicisitudes a que puede dar lugar este proceso. 
Cada una de estas dos normas establece unos trámites puntuales 
y señala con precisión los alcances de la sentencia. 
De otra parte, cabe precisar que la preocupación principal del 
legislador para la confección de las reglas de este proceso no 
solamente ha residido en dar la posibilidad de que los posee-
dores accedan a la propiedad para propiciar el tráfico jurídico, 
como atrás se dijo, sino que, igualmente, tuvo en mente desa-
rrollar a plenitud las garantías para el ejercicio del derecho de 
defensa de los titulares de derechos reales principales35 que 
puedan verse afectados con las resultas del proceso. Además, 
vistas en profundidad las amplias posibilidades procesales que 
se brindan para la intervención de terceros, es fácil advertir 
que estuvo en la mentalidad del legislador del 70 salir al paso a 
maniobras fraudulentas, procesos artificiosos o simulados que 
apuntaran a lesionar los derechos de los verdaderos tenedores y 
poseedores. Tal la razón para que en este proceso se garantice la 
intervención de cualesquiera otros terceros que eventualmente 
puedan alegar derechos sobre el bien de que se trate, inclusive 
–lo entendemos así– la ventilación de la verdadera posesión que 
excluya o desvirtúe la supuesta del demandante.
Ahora bien, el sistema original del Código del 70 establecía 
la exigencia de proponer la declaración de pertenencia con 
causa en la prescripción por vía de acción. Así, para entender a 
cabalidad las nuevas posibilidades que derivan de la Ley 791/02 
35 Sobre este particular debe anotarse desde ahora que constituye un grave 
error del C.G.P. (art. 375, # 5), exigir que se vincule al acreedor hipotecario 
o prendario como litisconsorte necesario en el proceso de declaración de 
pertenencia, por las razones que en el desarrollo de este trabajo se irán 
puntualizando.
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que modificó los términos, alcances y formas de alegar la pres-
cripción, es necesario puntualizar que bajo el régimen de la 
anterior legislación no estaba excluida la posibilidad de alegar 
la “prescripción” por vía de excepción, pues de hecho el art. 306 
la relacionaba y relaciona expresamente como una de las tres 
excepciones de mérito que la doctrina denomina “propias”.36 
Ocurría, sin embargo, que el sistema del Código, haciendo 
gala de cierto rigor teórico, sentaba la metodología procesal de 
que, por vía de excepción, lo que cabe es alegar la prescripción 
extintiva,37 esto es, cuando se trata de proponer una defensa 
dirigida exclusivamente a neutralizar, enervar o destruir la 
pretensión del demandante, alegando que se ha consumado el 
término de prescripción.
Por tanto, teóricamente hablando, debe distinguirse entre la 
excepción de prescripción, que enerva la pretensión reivindica-
toria del demandante con base en que el derecho de persecución 
derivado del dominio o propiedad ha prescrito, con la pretensión 
de declaración de pertenencia, que apunta a que, previos los 
trámites del proceso jurisdiccional y de conocimiento de rigor, se 
declare al demandante propietario con base en que se han llenado 
las condiciones exigidas en la ley para que opere el fenómeno de 
la usucapión y se constituyan unas nuevas relaciones jurídicas 
de conformidad con dicha declaración, mediante sentencia que 
pase a autoridad de cosa juzgada con efectos erga omnes.
36 Se denominan “propias”, porque estas excepciones, que están taxativa-
mente relacionadas en el artículo 306 del C.P.C. y art. 282 del C.G.P. 
(prescripción, la compensación y la nulidad relativa), no siguen la regla 
general de las demás excepciones, en cuanto que deben ser declaradas 
de oficio siempre que el juez las encuentre probadas en el momento 
de dictar sentencia, sino que deben ser alegadas expresamente por el 
demandado al contestar la demanda, lo que armoniza con el art. 92, No. 
3. del C.P.C. y el 96, No. 3 del C.G.P.
37 Ver supra, nota a pie de página # 11.
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En puridad teórica jurídica, tal es la metodología más limpia. E 
inclusive, bien pesado el asunto, también resulta la más conve-
niente para efectos prácticos de un sistema procesal que sea 
respetuoso del debido proceso. Y ese fue el sistema que imperó 
desde cuando entró en vigencia el Código de Procedimiento 
Civil en 1970, lo que implicaba necesariamente que el poseedor 
que pretendiera haber adquirido por prescripción promoviera el 
proceso ordinario previsto en el art. 407 del Código, única manera 
de acceder al título de propiedad y consolidar jurídicamente el 
modo de la prescripción del bien en cuestión. Además, en virtud 
del desarrollo del principio de la economía procesal, se abrieron 
posibilidades para la acumulación no solo de pretensiones sino 
de acciones, razón por la cual ese mismo ordenamiento procesal 
de 1970, mediante la institución de la demanda de reconvención 
(también llamada de mutua petición), brindó dos opciones al 
demandado que fuera convocado a una acción reivindicatoria y 
que pretendiera litigarle el derecho de propiedad al demandante 
mediante la invocación en su favor del fenómeno de la prescrip-
ción adquisitiva, trátese de la ordinaria o de la extraordinaria: 
1) Proponer la prescripción exclusivamente como excepción, la 
cual, en el evento de prosperar, conducía a que se rechazaran 
las pretensiones del demandante, sin que la sola formulación 
de la excepción permitiera la declaratoria de pertenencia en la 
sentencia, ya que, en este supuesto, el demandado solo utiliza la 
prescripción como mecanismo de defensa y no como un supuesto 
de hecho que le permite fundamentar la prescripción adquisitiva 
de dominio (usucapión), mediante la formulación expresa de una 
pretensión en demanda de mutua petición o de reconvención; en 
el fondo, con un pronunciamiento de tal naturaleza (que también 
cabe en la legislación vigente), solo se enerva y se extingue por 
prescripción el derecho de persecución del propietario y nada 
más, y, por tanto, se trata más de una prescripción extintiva que 
constitutiva de un nuevo derecho. 
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2) Proponer la excepción de prescripción en contra de la 
demanda reivindicatoria y simultáneamente presentar demanda 
de reconvención, presentando la pretensión de declaración de 
pertenencia, a fin de ser declarado propietario dentro del mismo 
proceso, de prosperar la prescripción.
La Ley 791/02 intentó hacer un cambio radical de este sistema, 
pero creemos que no lo logró. En nuestro sentir, la norma tal 
y como está concebida resulta totalmente inoperante, por las 
razones que se expondrán inmediatamente. Ciertamente, el 
cambio que se propuso esta legislación quedó escuetamente 
plasmado en su artículo 2º, que corresponde al actual inciso 2º 
del 2513 del C.C., que reza: “La prescripción tanto adquisitiva 
como extintiva, podrá invocarse por vía de acción o por vía de 
excepción, por el propio prescribiente…”
En principio la norma es clara en cuanto a que la prescrip-
ción adquisitiva, esto es, la usucapión, puede invocarse, es 
decir, permite acceder al derecho de propiedad por vía de 
excepción. Sin embargo, el intérprete se enfrenta a obstáculos 
bien embarazosos, dado que, por una parte –y como ya se ha 
dejado sentado– tal proceder desde el punto de vista teórico 
es impropio, ya que la declaración de pertenencia supone una 
petición expresa a la jurisdicción que, como tal, es una típica, 
precisa y además excluyente pretensión. Se trata, sin duda, de un 
instrumento procesal que materializa una conducta que pretende 
que en un determinado proceso se le reconozca un derecho 
(que se le declare propietario). Resulta entonces manifiesto que 
estamos precisamente frente a lo que la doctrina de la teoría del 
proceso clasifica como una pretensión que origina una acción 
“declarativa-constitutiva”,38 pues se pretende que quien actúa, 
38 Ver, por ejemplo, a Hernando Morales Molina, quien precisa que “las 
acciones constitutivas” son aquellas que “persiguen producir un estado 
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después de la sentencia obtenga una calidad jurídica y derecho 
del cual antes carecía. Ello supone además la pérdida correlativa 
del derecho de otro, que es su contraparte, y de ahí que hayamos 
hecho énfasis en que es una pretensión excluyente. 
Por consiguiente, al configurarse una típica pretensión, en 
nuestro sentir deberá presentarse como tal en el cuerpo de una 
demanda, sea de una inicial con la cual se promueva el proceso 
de declaración de pertenencia, o bien de una de reconvención; 
porque esa será la única forma de salvaguardar el derecho cons-
titucional de defensa, del debido proceso de la contraparte y de 
las demás personas que eventualmente puedan llegar a ser perju-
dicadas con esa declaración, que desde luego tienen el derecho 
constitucional, que no les puede ser conculcado, de defenderse 
en un proceso con plenas garantías frente a esta demanda, y no 
por el precario esquema de responder a una simple excepción. 
Por otra parte, tal como estaba diseñado nuestro proceso de 
declaración de pertenencia en el C.P.C., consideramos que no 
resultaba posible hacer una declaración de pertenencia por vía 
de excepción, dado que dicho proceso estaba concebido para 
que la usucapión solo fuera ventilada y acogida por vía de acción. 
Según el profesor Hernán Fabio López Blanco,39 estos problemas 
podrían solucionarse por vía de analogía, por constituir un 
jurídico nuevo”. Curso de Derecho Procesal Civil, Parte General, ABC, 
Bogotá, 1978, pp. 130-134. Y a Hernando Devis Echandía, quien expone 
que estas acciones se “caracterizan por el hecho de que inician un 
proceso en el cual se persigue la declaración, por medio de la sentencia, 
de la constitución, extinción o modificación de un estado jurídico, ... “, 
precisando que “se opera no solo una declaración de certeza jurídica, sino, 
además, una modificación del estado jurídico preexistente”. Compendio 
de Derecho Procesal, t. 1, ABC, Bogotá, 1978, pp. 142 y 176. El proceso de 
declaración de pertenencia constituye típico ejemplo de ellas, pues de la 
condición jurídica de poseedor, pretende pasar a la nueva de propietario.
39 López Blanco, Hernán Fabio. Op. cit., pp. 90-93.
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vacío40 que puede ser llenado con vista de algún procedimiento 
semejante, que a su modo de ver lo era el propio proceso de 
declaración de pertenencia.
Con base en este pensamiento, desarrolla su idea proyectando 
cuál debería haber sido el trámite para hacer una declaratoria 
de pertenencia por vía de excepción en dicho régimen, especial-
mente en procura de satisfacer el requisito de la convocatoria 
de las personas indeterminadas, que es condición insalvable para 
proferir eventualmente la sentencia con alcances erga omnes, 
que –lo repetimos, según él– no era otro que ordenar simultánea-
mente con el traslado de la excepción (art. 399) el emplazamiento 
de las personas indeterminadas como lo prevé el numeral 6o del 
artículo 407, dando aplicación a su vez a los términos dispuestos 
en los numerales 7o y 8o de la misma disposición. 
Con todo y eso, quizás entendiendo que se trataba de una inter-
pretación demasiado forzada, el autor citado dejaba a salvo la 
posibilidad y aun la conveniencia de utilizar el sistema original del 
Código, esto es, proceder por vía de acción mediante la utilización 
de la demanda de reconvención, por lo que pone de presente que 
no puede discutirse la procedencia de que cuandoquiera que el 
poseedor sea demandado en proceso reivindicatorio y pretenda 
defenderse, pero simultáneamente ser declarado dueño, le es 
viable y aun provechoso presentar la demanda de reconvención 
correspondiente. Todo esto es conveniente tratarlo, en virtud 
de que el tránsito de legislación entre el C.P.C. y C.G.P. seguirá 
planeando tales problemáticas a los juzgadores, en razón de que 
40 Con el fin de superar este vacío, y los problemas que plantea, el C.G.P. 
introdujo una nueva norma, que es el parágrafo 1º de su artículo 375; pero 
esta norma la consideramos insuficiente, pues creemos que no garantiza 
a plenitud el derecho de contradicción de quien es el demandante, y de 
quienes eventualmente puedan alegar derechos sobre el bien o bienes 
materia de la usucapión alegada por el demandado por vía de excepción.
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en estos aspectos deberá seguirse aplicando el primero para los 
asuntos promovidos bajo su régimen.
Planteadas así las cosas, en presencia de lo estatuido por la Ley 
791 del 2002, el poseedor demandado en reivindicación gozaba 
en el régimen del C.P.C., además de las posibilidades originales 
para ejercer su derecho de contradicción contra el propietario 
demandante en el propio proceso, de otra adicional, que hoy día, 
bajo el régimen del C.G.P. persiste, con lo cual se consolidan tres 
posibilidades: 
1) Proponer únicamente la excepción de prescripción, que 
tendría exclusivamente el propósito de enervar la reivindicación 
del demandante, sin expresar intención alguna de ser declarado 
dueño del bien en cuestión en el proceso, que es en realidad la 
típica conducta exceptiva; 2) Proponer la prescripción como 
excepción, con la doble finalidad de enervar la pretensión de 
reivindicación del demandante, y además con la intención, 
expresamente manifestada,41 de que por vía de excepción sea 
declarado propietario del bien en cuestión; y 3) Proponer contra 
la demanda reivindicatoria la excepción de prescripción con la 
finalidad de enervarla (típica conducta exceptiva), y simultánea-
mente presentar demanda de reconvención de “declaración de 
pertenencia”, posibilidad que no está proscrita por la ley, luego 
es procedente; la que, en nuestro sentir, desde el punto de vista 
constitucional, consideramos no solo la más rigurosa sino la 
41 Ver: López Blanco, Hernán Fabio, Op. cit. El autor pone de presente 
que en la correspondiente excepción debe quedar plasmada con toda 
puntualidad la intención de ser declarado dueño en la sentencia, caso 
de resultar próspera la excepción, ya que si ello no es así, el juez deberá 
limitarse a estudiar únicamente la prescripción con carácter exceptivo; 
y porque, por otra parte, la declaratoria de pertenencia implica siempre 
la citación de personas indeterminadas, y la condición sine qua non 
para que sean convocadas al proceso en el dado caso, sería esa expresa 
manifestación del demandado de querer ser declarado dueño.
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más efectiva y práctica, por tener diseñados a plenitud todas sus 
etapas y estancos procesales que dan las suficientes garantías 
contradictorias a ambas partes. 
En realidad, consideramos apreciable el esfuerzo que hace el 
reputado profesor López Blanco por darle eficacia a la opción 
prevista por el art. 2º de la Ley 791 de 2002, solución que, por 
lo demás, en líneas generales fue la que acogió normativamente 
el C.G.P. en el parágrafo 1º de su art. 375; pero en presencia de 
la garantía constitucional del debido proceso, y teniendo como 
presupuesto de análisis que la declaratoria de pertenencia cons-
tituye una típica pretensión, no vemos procedente la analogía 
propuesta para superar la dificultades que plantea la posibilidad 
de declarar la pertenencia o usucapión por vía de excepción, por 
constituir la excepción precisamente el inverso de la moneda de 
la pretensión y no ser, por ende, su semejante, máxime si se tiene 
en cuenta, como lo es, que la analogía no es procedente cuando 
se restringe el derecho de defensa, que en los procedimientos 
judiciales es lo prioritario.
Debe recordarse que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 
de Justicia, órgano jurisdiccional límite sobre estos temas, en 
forma precisa le cerró el paso a la referida interpretación, con los 
siguientes argumentos: 
En el proceso reivindicatorio de que se trata, la demandada 
… optó por invocar dicha prescripción adquisitiva a través 
de la formulación de la excepción de mérito correspondiente 
(..), sin presentar demanda de reconvención, situación que 
le impone al Juez aguardar hasta la sentencia para pronun-
ciarse al respecto y, en el evento de que dicha excepción se 
encuentre llamada a prosperar, así lo deberá declarar en 
el fallo que decida la instancia, denegando la pretensión 
reivindicatoria, pero no podrá declarar al demandado-
excepcionante como dueño del bien, pues para ello éste 
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habría tenido que alegar la prescripción adquisitiva a través 
de la correspondiente demanda de reconvención. Y, como en 
este caso, el demandado no procedió en ese sentido, el Juez 
no podía suplir esa inactividad ‘adecuando’ el trámite del 
proceso reivindicatorio promovido por el actor al del proceso 
de pertenencia.42
La conclusión es que a los jueces no les es dado adecuar el trámite, 
pues ello equivaldría a que se convirtieran en legisladores para 
establecer los procedimientos, los que, por el contrario, son de 
orden público y de obligatorio cumplimiento (art. 13 C.G.P. y 
art. 6º del C.P.C.)
Y nótese que en este caso se vulneraría el derecho de defensa 
tanto de los titulares de derechos reales principales como de 
las personas indeterminadas, que deberían ser convocadas para 
responder a una demanda judicial y no a una simple excepción. 
Por consiguiente, en nuestro sentir lo que resulta más conveniente 
es promover una ley que modifique el actual texto incorporado al 
Código Civil, para volver a poner las cosas al derecho, y exigir que 
siempre que se pretenda una declaración de pertenencia debe 
procederse por vía de acción, y no de excepción, pues de solo 
ser ejercida esta (opción que es del exclusivo resorte del deman-
dado y que deberá seguirle siendo garantizada), solo logrará un 
pronunciamiento de la jurisdicción relativo a la extinción del 
derecho de persecución que tienen los titulares del derecho de 
dominio.
Y, ciertamente, es este un planteamiento que se debe sostener 
aun en presencia del C.G.P., toda vez que el parágrafo 1º del art. 
375 que es el que pretende solucionar este problema, lo consi-
deramos absolutamente insuficiente con una garantía plena del 
42 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Acción de Tutela, 
Sentencia del 27 de septiembre de 2011, M.P. Arturo Solarte Rodríguez.
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debido proceso, que implica que los litigantes que se trenzan en 
un proceso judicial, que controvierten, se desempeñen en los 
trámites judiciales con idénticas posibilidades de igualdad.
Al respecto, lo primero que deberá puntualizarse es que una 
norma que regula el procedimiento para la materialización 
de un derecho por vía de excepción, que puede teóricamente 
presentarse en varios tipos de procesos, parece inconveniente 
haberla incluido como un parágrafo del artículo que se destina a 
reglamentar exclusivamente el proceso de declaración de perte-
nencia. Nos parece que una mejor técnica procesal aconsejaba 
destinarle un artículo independiente dentro de la regulación 
genérica del proceso verbal, a continuación del actual 371 del 
C.G.P. (que regula la demanda de reconvención), para en tal caso 
haber tomado el lugar del art. 372 de dicho estatuto. 
Ciertamente, para emprender adecuadamente el cometido de 
desarrollar procesalmente la excepción “adquisitiva de dominio” 
(usucapión, arts. 2518-2534 del C.C.), la realidad procesal que 
ha debido tenerse en cuenta es la de que su ejercicio es posible 
en cualquier proceso de conocimiento, pues nada se opone 
a que sea alegada en cualquier tipo de proceso instaurado por 
el propietario contra su actual poseedor o supuesto tenedor a 
cualquier título. La verdad es que, para la integración de esta posi-
bilidad, lo único que se requiere es que algún titular del derecho 
real de propiedad, en ejercicio de los derechos de persecución 
y preferencia, proceda contra quien se cree su actual poseedor 
con opción de usucapir. Cuando tal hipótesis ocurra, quien ha 
sido demandado estará facultado y legitimado para proponer la 
excepción “adquisitiva de dominio” en contra de dicho titular, 
y, en todo caso, haya o no otros titulares de derechos reales, se 
deberá a proceder a integrar el contradictorio, en la forma en que 
lo prevén los actuales Nos. 5, 6 y 7 del art. 375 del C.G.P. (ver el 
parágrafo en comento). 
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Y ello puede suceder –lo repetimos–, en cualquier tipo de 
proceso en que un propietario proceda en contra cualquier 
sujeto de derecho que se diga poseedor del bien en cuestión 
y con las condiciones para alegar la prescripción adquisitiva 
de dominio. Lo más usual será que la hipótesis ocurra en el 
proceso reivindicatorio, por ser el proceso por excelencia en 
el que el propietario pretende la recuperación de la cosa de 
su propiedad que está en posesión de otro. Pero igualmente 
podrá ser instrumentada, por ejemplo, en un divisorio, cuando 
el comunero demandado crea que en su favor ha operado ya 
el término de prescripción extraordinaria. Igualmente, nada se 
opone a que pueda proponerse en el proceso de restitución de 
inmueble arrendado, a condición que en cabeza del demandante 
se aúnen la doble condición de arrendador y propietario, ya que 
el demandado puede haber intervertido el título de tenencia, 
o de una artimaña del propietario que sabe que ha perdido su 
posesión, y pretenda de esta forma indebida recuperarla, lo que, 
lastimosamente, no es de extraña ocurrencia en la práctica. 
Así las cosas, ha debido existir una norma genérica que dispusiera 
que cuando en proceso de conocimiento el demandado pretenda 
alegar la excepción “adquisitiva de dominio” (usucapión, arts. 
2518-2534 del C.C.), el demandado deberá atender las reglas 
previstas en los Nos. 5, 6 y 7 del art. 375, y proceder a desarrollar 
los otros aspectos puntuales a fin de superar los inconvenientes 
que en seguida empezaremos a comentar.
Y es que, obsérvese que si bien es cierto esta norma llenó el vacío 
para vincular a posibles afectados con la sentencia que acoja la 
usucapión, porque ordena al demandado aportar certificación 
de la tradición del bien (certificado del registrador, tratándose 
de inmuebles), dispuso el decreto de la medida cautelar de 
inscripción de la demanda que tiene efectos de publicidad; y, 
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finalmente, dispone el emplazamiento genérico de todas las 
personas indeterminadas que puedan resultar afectadas con una 
eventual sentencia de declaratoria de pertenencia, fácilmente se 
advierte que el demandante a quien se le excepciona con pres-
cripción adquisitiva de dominio, no se le brinda la oportunidad 
o el derecho fundamental a contradecir proponiendo a su turno 
excepciones, contra esta mal llamada “excepción”,43 con lo cual 
se lesiona la garantía constitucional del debido proceso.
La impresión que queda de esto es que el art. 375 del C.G.P. en 
sus aspectos sustanciales44 fue un precepto que fue redactado con 
43 Como ya se precisó, no es otra cosa que una pretensión de carácter 
declarativo constitutivo, y permitir que se proponga como excepción 
es retroceder en la evolución de la ciencia procesal, a más que por ello, 
plantea un dilema y contrasentido procesal irreconciliable.
44 A propósito, queremos echar nuestro cuarto a espadas en norma tan 
inconveniente como la de citar los acreedores hipotecarios o prendarios 
en este proceso, que constituye un yerro garrafal. En efecto, esta 
disposición desquicia todo el orden sobre el que están montadas estas 
garantías, como derechos reales accesorios, y al mismo proceso de 
pertenencia. Las deudas que el propietario haya contraído, en particular 
mediante garantías reales sobre el bien en trance de ser usucapido, para 
nada conciernen con el poseedor en su pretensión de hacerse dueño; 
solo que recibirá el derecho de propiedad, con todos los gravámenes y 
defectos que lo afecten, porque no podrá recibir un mejor derecho. Del 
mismo modo, al acreedor hipotecario o prendario no son afectados en 
su respectiva garantía real, por el cambio de titular de la propiedad, pues 
sea quien sea el propietario, es este último quien deberá responder por la 
garantía hipotecaria o prendaria. Pero al entrar en vigor el C.G.P., con esta 
exótica norma, pareciera que estos esenciales extremos de esta institución 
jurídica cambian, afectando gravemente el régimen de derecho sustancial. 
Ojalá nos equivoquemos, pero pronosticamos que con ello se propiciarán 
enredos procesales, porque el régimen, al contradecir el derecho sustancial, 
permitirá manipulaciones que degenerarán en eventuales maniobras tanto 
de propietarios como de poseedores, con lo cual se podrán entorpecer, no 
solo los procesos de pertenencia, reivindicatorios, posesorios, etc., sino 
–y esto es lo más grave–, los propios ejecutivos hipotecarios, al quedar 
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evidente descuido y ligereza, y solo se desplegó especial cuidado 
en desarrollar aspectos de mecánica procesal, en particular para 
perfeccionar su publicidad. En este sentido encontramos que son 
aportes prudentes y juiciosos los de la instalación de la valla en el 
predio, las fotografías, el Registro Nacional de Procesos de Perte-
nencia que deberá llevar el Consejo Superior de la Judicatura o la 
institución que la remplace, la vinculación de la SuperItendencia 
de Notariado y Registro y el Incoder, etc. Pese a ello, es nuestro 
punto de vista que los solos yerros garrafales que se cometieron en 
esta norma ameritarían la conveniencia de hacer una cuidadosa 
revisión de este Código, que sin duda tiene buenas intenciones y 
avances excelentes, pero que igualmente contiene graves errores 
que pueden ocasionar un colapso judicial sin precedentes, y su 
reciente entrada en vigencia ya lo viene poniendo de manifiesto. 
Con efecto en lo que concierte específicamente al punto que 
tratamos, se desarrollaron, por ejemplo, los pasos procesales 
que el poseedor demandado debe dar en eventual proceso 
reivindicatorio cuando decida pretender por vía de excepción la 
declaratoria de pertenencia, todo en la búsqueda de blindar la 
eventual sentencia con efectos erga omnes; pero, en cambio, no 
se previó, y aún más, se cerró la posibilidad para que el deman-
dante, verbigracia, en el trámite del proceso reivindicatorio, 
se defendiera como se debe de la pretensión de pertenencia de 
su demandado propuesta por vía “exceptiva”, como pasamos a 
examinarlo rápidamente. 
La grave omisión en que se incurriera reside en el hecho de que 
después que se culminen los trámites rigurosos del emplaza-
miento (art. 375, No. 7 inciso final), se preceptúa que dentro del 
“término de un mes” podrán contestar la demanda “las personas 
eventualmente determinados a la suerte de un proceso de declaración de 
pertenencia. 
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emplazadas”; lo que quiere significar que cuando se actúa por 
vía de excepción, tales personas (las emplazadas) tendrán un 
mes para contestar,45 porque a esa disposición remite de modo 
expreso el parágrafo 1º, que es el que regula el trámite que debe 
seguir la usucapión alegada por vía de excepción. 
Con todo, el demandante, que sin duda es el principal afectado, 
no gozará de ese derecho. Y no gozará de este derecho ni de este 
término porque sencillamente el demandante no es persona 
emplazada, ya que está fungiendo como actor desde el inicio de 
la actuación, esto es, se encuentra a derecho dentro del proceso, 
y en tales circunstancias en manera alguna podría entenderse 
que es persona emplazada. 
Se nos dirá que no se lesiona el derecho de defensa del deman-
dante, puesto que se le trasladará la excepción por la vía del art. 
370 para que pueda pedir pruebas adicionales. Pero nótese que 
45 Una inquietud adicional aflora al respecto, dado que pensamos que esa 
contestación, en ejercicio del derecho de defensa y contradicción, se refiere 
a que esos potenciales terceros que se vinculen como parte, gozan de la 
facultad no solo de contestar la demanda (en este caso, la reivindicatoria), 
como reza literalmente la disposición, sino igualmente la contestación 
de la demanda del demandado (que es la pieza procesal que pretende la 
usucapión), puesto que, por supuesto, es con ocasión de ella que se les está 
llamando para que hagan valer sus derechos, razón por la cual venimos 
sosteniendo que, pese a la presentación de tipo exceptivo que permite 
ahora impropiamente la ley, se sigue tratando de una pretensión, en toda 
la extensión que esta idea tiene en la disciplina procesal civil. Por eso, 
nótese, que en el ejercicio de seguir enhebrando posibilidades normativas, 
la convocatoria que se hace por medio de este emplazamiento, puede ser la 
posibilidad por antonomasia para que se vincule el interventor excluyente 
de que trata el art. 63 del C.G.P. Al rompe se ve que la dificultad anotada 
proviene del hecho de que el inciso final del No. 7 del art. 375 Ibid. fue una 
norma que se redactó exclusivamente para el proceso de declaración de 
pertenencia, y de ahí la conveniencia a la que aludíamos en renglones atrás 
de haber regulado el tema en norma independiente y genérica para todos 
los procesos de conocimiento. 
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no goza del derecho de contestar la pretensión de pertenencia, 
es decir, no se le brinda el derecho de proponer excepciones 
contra esta “excepción”, opción y derecho que en cambio sí prevé 
la norma para los emplazados, que a buen seguro no podrán 
ventilar un derecho tan claro como el del propietario. 
Por otra parte, el desequilibrio procesal entre demandante y 
demandado es manifiesto, si se considera que solo gozará del 
derecho a pedir pruebas adicionales con relación a la pretendida 
usucapión, y por el término exiguo de 5 días, mientras que para 
los “emplazados” se prevé el largo término de un mes, siendo 
que el propietario es quien ha iniciado el proceso reivindicatorio, 
es parte originaria y principal, y quien, por lo demás, por la vía 
exceptiva, corre el riesgo de perder su derecho de propiedad. 
Ahora bien, en reconocimiento al derecho de defensa de este 
demandante, alguien pudiera argüir la procedencia de la apli-
cación analógica para otorgarle el término de un mes y con las 
mismas facultades que a los emplazados, con el argumento de 
que donde hay igual razón cabe idéntica disposición. Pero encon-
tramos que no cabe analogía en donde no hay vacío. Y aquí no lo 
hay, en primer lugar porque la disposición es precisa en señalar 
que el término es de aplicación exclusiva para los “emplazados”, 
y en segundo lugar porque el ya citado 370 del C.G.P. prevé 
expresamente cuál es la forma de proceder en cuanto al deman-
dante, de modo que no existe vacío ninguno, sino una regulación 
puntual que menoscaba el derecho de contradicción de este 
demandante, lo que nos parece contrario a la Carta Política, pues 
se lesiona el debido proceso y, por ende, se viola su art. 29.
En consecuencia, en nuestro concepto la posibilidad de que se 
haga viable la declaratoria de pertenencia por vía de excepción 
está a la espera todavía del diseño de un procedimiento expreso, 
sistemático con el derecho sustancial, que tenga la capacidad 
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de darle coherencia al trámite garantizando un debido proceso 
que permita la declaratoria de pertenencia por vía de excepción. 
Por tanto, en nuestro criterio, y mientras no exista una ley que 
desarrolle la actual norma sustancial, esa posibilidad podría 
convertirse en letra muerta. 
6. Prescripciones adquisitivas especiales
La llamada “explosión legislativa” no ha sido ajena al proceso de 
declaración de pertenencia, y es así como el legislador, quizá con 
la sana intención de brindar regulaciones más expeditas y apro-
piadas para sectores sociales que requieren especial atención del 
Estado, ha promulgado procedimientos paralelos al del ordinario 
del art. 407 del C.P.C., particularmente en el ámbito del sector 
agrario y de la vivienda de interés social, tendencia que –inclu-
sive– tuvo su último desarrollo poco antes de la expedición de 
Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso) con la Ley 1561 
de 2012, pero que acaso tienda a acabarse para lo agrario con 
la derogatoria expresa que el art. 626 literal c) del C.G.P. hizo 
del Decreto 2303 de 1989, que regulaba íntegramente la llamada 
“jurisdicción agraria”, temas que pasamos a examinar.
6.1 Jurisdicción agraria
Desde las épocas de la “Revolución en Marcha”, la idea de una 
“Jurisdicción agraria” ha estado rondando como complemento de 
las normales instituciones jurídicas para dar solución a las graves 
problemáticas económico-sociales de nuestra región campesina, 
que requiere con urgencia una reforma agraria, y que, pese a las 
buenas intenciones de algunos gobiernos, siempre ha resultado 
fallida o letra muerta. 
Acaso la frustración reiterada en este aspecto se deba a la carencia 
de una jurisdicción agraria, que en el año 1989 se estableció, pero 
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es lo cierto que no se pudo poner a operar eficazmente, pues su 
adecuado funcionamiento dependía de que se nombraran magis-
trados en los tribunales que conformaran salas especializadas 
agrarias, y se nombraran igualmente jueces especializados en 
tal ramo, lo que nunca se materializó por la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura. Eso derivó en que, como 
veremos, la jurisdicción agraria estuviera encarnada en los 
jueces y magistrados del ramo civil, los que la ostentaron hasta 
el momento en que volvió a desaparecer con la expedición del 
C.G.P. (Ley 1564/12), que en su artículo 626, literal c) derogó 
el Decreto 2303 de 1989 que la había creado. Y esta orfandad 
procesal ha sido lo que ha mantenido castrado todo intento de 
reforma agraria en Colombia, pues, como lo resaltó el maestro 
Hernando Devis Echandia, “el derecho procesal es, pues, el más 
eficaz instrumento de la seguridad jurídica y social en el agro y 
por lo tanto de la paz y la armonía no solamente en las zonas 
rurales (que son la gran mayoría del territorio de nuestros países), 
sino de la Nación en general”.46
A pesar de su evidente derogatoria por el C.G.P., cabe precisar 
que la llamada “jurisdicción agraria”, destinada a conocer y dar 
solución a las graves problemáticas de tierras con las que tiene 
que lidiar nuestro Estado, plantea, por el trasunto social que lleva 
implícito, una de las temáticas más sensibles de nuestro Derecho, 
pues que si no es la causa exclusiva, por lo menos es uno de los 
factores que más pesan en nuestro secular conflicto social, y de 
ahí deriva la necesidad y urgencia de que sea implantada una 
operante y eficaz jurisdicción agraria en Colombia. Como bien 
dice el profesor Iván Santos Ballesteros, “la propiedad rural en 
46 Devis Echandía, Hernando. El derecho procesal agrario como instrumento 
de la seguridad jurídica y social del agro. Trabajo presentado al VIII 
Congreso Mexicano de Derecho Procesal, en Xalapa, Veracruz, noviembre 
de 1979, publicado en Estudios de Derecho Procesal, t. II, ABC, Bogotá, 
1980, p. 589.
52 
INTRODUCCIÓN AL PROCESO DE DECLARACIÓN DE PERTENENCIA
Colombia conlleva un concepto clave, en especial si la tierra se 
mira como riqueza acumulativa de los individuos y como factor 
de producción; la propiedad adquiere un poder no sólo social 
sino político”.47 
Se aspira a que el proceso de paz que adelanta el gobierno del 
presidente Juan Manuel Santos abra una ventana para dar paso 
a esta urgente necesidad, o por lo menos esto es lo que se ha 
conocido de los acuerdos ultimados en las negociaciones de paz 
de La Habana con las Farc. 
Hechas las anteriores referencias, debe señalarse que la Corte 
Suprema de Justicia dejó claramente sentados los criterios que 
definían la aplicación de la jurisdicción agraria, en un determi-
nado caso: 
Son entonces las «relaciones de naturaleza agraria» y no la 
condición rural que tenga el predio lo que determina per 
se que los conflictos suscitados alrededor de éste sean de 
competencia de la especialidad jurisdiccional agraria, pues no 
es su ubicación alejada de la zona urbana sino exclusivamente 
su destinación a las actividades del agro lo que determina 
que pueda reputarse como tal; lo que implica que, dada la 
naturaleza de la explotación a que pueda estar sometido, 
nada se opone a que puedan existir predios agrarios dentro 
de los límites territoriales de una gran ciudad. La calidad de 
agrario de un predio es, pues, asunto que depende por entero 
de la finalidad a que esté destinado…”48
47 Santos Ballesteros, Iván (2010). De los bienes y otros temas agrarios. 
Bucaramanga: Jurídica D´Avila, p. 513.
48 Ver, entre otras, la sentencia de la Sala de Casación Civil y Agraria de la 
Corte Suprema de Justicia de fecha 17 de julio de 2001, expediente No. 
5909, Magistrado ponente, Dr. Nicolás Bechara Simancas, publicada 
en Providencias, t. xv, Ediciones Doctrina y Ley, Bogotá, 2002, pp. 
390-398, de la que se toma el concepto transcrito.
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Cabe, no obstante, puntualizar, ahora que la “jurisdicción agraria” 
desapareció con el C.G.P., que esta doctrina es perfectamente 
extensiva para la aplicación de cualquier tipo de legislación del 
ramo. Por ejemplo, ahora que no hay “jurisdicción agraria” como 
tal, pero existe legislación agraria, pues sigue teniendo plena 
vigencia y alcance, por ejemplo, la Ley 200 de 1936 y la Ley 4ª 
de 1973,49 para acceder a las prerrogativas allí previstas, lo más 
importante y trascendente será que los fundos o predios estén 
dedicados a una explotación agraria, como lo señala con puntua-
lidad el fallo transcrito.
La conclusión que dimana de lo expuesto es una distinción 
elemental, que es la siguiente: Una cosa es la existencia de una 
jurisdicción agraria, que se refiere a que existan jueces espe-
cializados con la función de conocer de esta materia, esto es, 
de conocer de las problemáticas propias de los temas agrarios, 
que fue la idea del Decreto 2303/89 incluso con normas proce-
sales propias; y otra cosa diferente es que existan normas de 
Derecho sustancial que establezcan un tratamiento especial a 
las problemáticas agrarias. Pues bien: hoy, dada la derogatoria 
de la Jurisdicción agraria (Decreto 2303/89) por parte del C.G.P. 
en su artículo 686, literal c), ciertamente no contamos con una 
especial jurisdicción agraria, lo que no quiere significar que no 
exista el Derecho agrario, pues este existe en la medida en que 
existan normas vigentes de Derecho sustancial que traten de 
las problemáticas agrarias; pero lo que ocurre es que el conoci-
miento de estos asuntos corresponderá, por la cláusula general 
de competencia, a los jueces civiles.
49 Ver, por ejemplo, sentencia del 16 de febrero de 2016 de la Corte Suprema 
de Justicia, ya citada.
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6.2 Historia de la “jurisdicción” y procedimientos 
agrarios
La historia de la legislación agraria se remonta a la Ley 200 
de 1936, primer intento gubernamental por desarrollar una 
reforma agraria. Sobre ella y la necesidad de una justicia 
agraria comentó el tratadista Hernando Devis Echandía: 
Los baldíos y los latifundios incultos son aspectos propios 
de nuestra economía criolla. Teníamos en ese año de 1936 
el siguiente panorama; enormes extensiones de tierra 
de propiedad particular, completamente abandonadas e 
incultas y en presencia de ellas campesinos que deseaban 
incorporarlas a la economía nacional, pero que se encon-
traban imposibilitados a causa del dominio particular que 
las cobijaba. Las disposiciones sobre posesión, basadas en 
el absurdo sistema de la posesión inscrita y en la prueba 
de la material (sic) por cualquier medio que sirviera para 
expresar el animus domini del propietario, permitían a éste 
abstenerse de darle cualquier destinación económica al 
inmueble.50 
Tal fue el sustrato económico-social que se pretendió manejar 
por el gobierno de la Revolución en Marcha al proferir la 
memorada Ley 200 de 1936.
No obstante, esa legislación no dio los frutos esperados, y 
creemos que tiene razón el profesor Santos Ballesteros cuando 
anota que ello se debió a que se trató de una legislación 
“incipiente”, que se propuso legalizar la “situación jurídica 
de campesinos colonizadores… para adquirir el derecho de 
dominio por este modo especial de prescripción”, pero que en 
verdad la legislación lo que favoreció en la práctica “en mayor 
grado” fue a los hacendados que vinieron a legalizar inmensas 
extensiones de tierras comunales y aún áreas de uso público, 
50 Devis Echandía, Hernando. Op. cit. Estudios de Derecho Procesal, p. 579.
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como ciénagas y playones. Desde esta época se consolidó un 
espacio de dominio territorial, ya que a partir de la actividad 
colonizadora campesina, se llegó a concentrar y titular la 
propiedad en cabeza de hacendados ganaderos, mediante la 
compra de mejoras incorporadas en zonas de bosque.51
Sea lo que fuere de estas remembranzas, lo que puede asegurarse 
es que los procedimientos agrarios han estado signados por la 
llamada hiperinflación legislativa y, por ende, por la multiplicidad 
de legislaciones y estatutos que se han proferido. Por eso nunca ha 
sido pacífico el tema de los procedimientos que nos han regido. 
Siempre se suscitaron polémicas alrededor del procedimiento 
que debían seguir este tipo de acciones, pues hubo posiciones 
contradictorias al respecto, pese a que, a nuestro modo de ver, 
este tema nunca se prestó a confusiones. 
Ciertamente, algunos autores bajo el régimen anterior al C.G.P. 
sostuvieron la tesis de que la jurisdicción agraria no entró a 
regir,52 bajo el argumento de que no se crearon los jueces especia-
lizados agrarios que previó el Decreto 2303/89, y que tal era una 
condición sine qua non para su existencia. A lo sumo, admitían 
la existencia de un vacío legal, el cual –argüían– debía llenarse 
acudiendo a la analogía con el artículo 17 del Decreto 2272/89 
(que creó la jurisdicción de familia) para asignar, de todos modos, 
el conocimiento de estos asuntos a los jueces civiles, pero bajo el 
supuesto de que conocían de tales causas “de acuerdo con las 
respectivas disposiciones legales vigentes al momento de entrar 
a regir el presente decreto” y no bajo las normas y reglas del 
estatuto agrario (Decreto 2303/89), esto es, que esos procesos, 
51 Santos Ballesteros, Iván. Op. cit., p. 511.
52 Ver, entre otros, a Hernán Fabio López Blanco en la obra ya citada, 
y al profesor Ramiro Bejarano Guzmán en su obra Los procesos de 
conocimiento, Temis, Bogotá, 2011.
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según tal criterio, debían haber sido sustanciados bajo el régimen 
genérico del Código de Procedimiento Civil.
Pero este punto de vista lo consideramos un grave error, dado 
que la jurisdicción agraria existió legalmente desde la vigencia 
de ese decreto, cuya aplicación no podía discutirse porque 
estuvo vigente desde el 1o de junio de 1990, según lo preceptuó 
el artículo 140 del decreto citado, hasta que se materializó su 
derogatoria por intermedio del art. 626, literal c) del C.G.P. 
Ocurría si, que esa “jurisdicción” la ostentaron los jueces civiles, 
porque nunca fueron creados ni los jueces ni las salas agrarias 
en los tribunales; y, por tanto, fue grave equivocación pensar 
que la aplicación del Decreto 2303/89 estuvo condicionada a 
que efectivamente se crearan los jueces agrarios, ya que esa no 
fue ciertamente la condición que dispuso su artículo 140 para su 
entrada en vigencia, porque claramente la señaló a partir del 1o 
de junio de 1990. 
De otra parte, tampoco es que el legislador hubiese omitido 
considerar qué funcionarios conocerían de los procesos agrarios 
en el intermedio que se sucediera entre la entrada en vigencia 
del Decreto y la creación de los jueces especializados agrarios 
(por corto o largo que fuese, pero que lamentablemente fue 
permanente), puesto que expresamente determinó ese mismo 
artículo que los procesos agrarios que estuvieran en conoci-
miento de los jueces civiles “serán enviados a las salas agrarias 
… y a los juzgados agrarios a que correspondan, inmediatamente 
comiencen a funcionar”; que era exactamente lo mismo que decir 
que mientras no entraran a funcionar tales despachos judiciales, 
de esas causas seguirían conociendo sin solución de continuidad 
pero bajo los parámetros del Decreto 2303/89, los jueces civiles, 
que es lo que verdaderamente sucedió hasta el momento en que 
fue derogado dicho decreto, por no haberse creado nunca los 
despachos judiciales agrarios.
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Consecuencialmente, los juzgados civiles al adquirir el cono-
cimiento de causas de Derecho agrario ejercieron jurisdicción 
agraria, ya que, por lo demás, el órgano límite de esa jurisdicción 
siempre lo fue la Sala de Casación Civil y Agraria de la Corte 
Suprema de Justicia, y eso destruye el argumento de que la juris-
dicción agraria nunca existió como tal, por no haberse creado los 
jueces y salas agrarias en los tribunales. ¡No!, ¡evidentemente sí 
existió!; lo que pasaba es que, como ya quedó sentado atrás, de esa 
jurisdicción estuvieron a cargo los jueces civiles de la república, 
como lo estaba igualmente la Sala de Casación Civil y Agraria de 
la Corte Suprema de Justicia de los temas agrarios que lleguen a 
su conocimiento. 
De modo que no existía el alegado vacío, sino que, por el contrario, 
lo que había era una disposición expresa al respecto, que es la que 
hemos dejado citada. Y como no existió vacío, y por lo demás se 
trata de materias diferentes, no podía aplicarse analogía alguna 
con lo que ocurrió para el caso de la creación de la “jurisdic-
ción de familia” mediante el 2272/89, en la idea de acudir a lo 
dispuesto en su artículo 17, norma que sí dispuso expresamente 
que mientras no entraran en funcionamiento los despachos de 
familia de tales procesos y actuaciones “seguirán conociendo los 
magistrados y jueces competentes, de acuerdo con las respectivas 
disposiciones legales vigentes al momento de entrar a regir el 
presente decreto” (resalto), aspecto que precisamente omitió el 
artículo correspondiente del Decreto 2303/89, que lo era el 140, 
y que tenía un contexto totalmente diverso, pues sencillamente 
disponía que mientras no se crearan los despachos agrarios, de 
tales procesos, deberían seguir conocimiendo los jueces civiles, 
pero sin hacer advertencia específica con base en qué legisla-
ción, luego, resultaba obvio que si se trataba de asunto agrario, 
los jueces civiles debieron haber sustanciado esos procesos de 
acuerdo con la legislación que estaba vigente en el momento del 
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proceso o trámite correspondiente, y como se dijo, el Decreto 
2303/89 era el que estaba vigente desde el 1o de junio de 1990 
hasta su derogatoria, luego era con base en sus disposiciones que 
se debían sustanciar los procesos agrarios.
6.3 Saneamiento de la pequeña propiedad rural
Se regula por la Ley 200 de 1936, la Ley 4o de 1973 y el Decreto 
508/74. Nuestro tradicional régimen para acceder al proce-
dimiento para sanear este tipo de propiedades establece dos 
presupuestos básicos: (i) que se trate de bienes inmuebles con 
extensión máxima de 15 hectáreas; (ii) que es el aspecto más tras-
cendente para la prosperidad de este tipo de acción, que dichos 
bienes sean objeto de una explotación económica de tipo agrario, 
según se sentó por fallo de la Corte Suprema de Justicia ya citado.
6.3.1 Antecedentes
Sentado lo anterior, esto es, que indiscutiblemente, bajo la 
vigencia y régimen del Decreto 2303/89 nuestra legislación dio 
vida a una especial jurisdicción agraria que estuvo a cargo de los 
jueces civiles de la república, ello implica que se debía aplicar 
como estatuto especial y prioritariamente el Decreto 2303/89, 
motivo por el cual cabe que veamos cuál era el procedimiento 
que se debía aplicar en el caso del proceso de declaración de 
pertenencia de la pequeña propiedad rural o agraria, que es el 
tema específico de este apartado.
Una primera postura doctrinal53 fue la de sostener que el procedi-
miento a seguir lo era el abreviado del Código de Procedimiento 
Civil, apoyándose en el argumento de que la vigencia del Decreto 
53 Hernán Fabio López Blanco, quien precisa que el trámite a seguir será 
el abreviado de conformidad con el art. 1º del decreto 508 de 1974, 
mientras no entrara en vigencia el Decreto 2303 de 1989, el cual, según 
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2303/89 estuvo suspendida, por las razones que quedaron 
atrás totalmente desvirtuadas. Pero, además, como pasamos 
a exponerlo, tal tesis constituía un grave error en presencia de 
la vigencia del Decreto 2303/89, que ya dejamos probado que 
estuvo cabalmente en vigor hasta su derogatoria por el C.G.P., 
y, por tanto, los jueces no podían dejar de aplicarlo, como en su 
mayoría no lo hicieron, so capa de una especie de suspensión 
indefinida (que no se previó en ninguna norma legal) mientras 
no se crearan los jueces agrarios, ya que los jueces civiles, cuando 
conocieron de causas agrarias, oficiaban de jueces agrarios, y 
por ende, debían aplicar prioritariamente la normatividad del 
decreto en comento, por ser la especial y vigente. De esa manera, 
si el Decreto 2303/89 tuvo vigencia, como sin duda la tuvo, el 
artículo 1o del Decreto 508/74, que es el que preceptúa el proceso 
abreviado del Código de Procedimiento Civil para el saneamiento 
de la pequeña propiedad agraria, no tenía vigencia, dado que fue 
derogado por ser totalmente contrario al espíritu y a los textos 
expresos del Decreto 2303/89.
En efecto, el artículo 51 de este Decreto no previó el proceso abre-
viado como parte de los procesos agrarios, y clasificó de forma 
taxativa los procesos “declarativos” (como lo es a más no poder el 
proceso de declaración de pertenencia), en “ordinarios, verbales 
y especiales”, sin haber incluido proceso abreviado alguno, con lo 
que el legislador quiso hacer un encomiable esfuerzo de simpli-
ficación procesal. Por su parte, el art. 140 derogó expresamente 
“las disposiciones que le sean contrarias”; luego una disposición 
que le era contraria quedó derogada. Expresado lo anterior 
más claramente para el tema que nos importa dilucidar, una 
disposición que señalaba el proceso abreviado para una causa 
que corresponda a proceso “declarativo” del cual deba conocer 
su planteamiento, nunca la tuvo al no haber entrado a funcionar la 
jurisdicción agraria. Ver Op. cit. pp. 121-122.
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la jurisdicción agraria, era contraria al sistema de ese estatuto, 
que solo preveía procesos ordinarios, verbales y especiales, y 
por eso quedó derogada, y no procedía la aplicación del proceso 
abreviado en ningún caso, so pena de nulidad insubsanable.54
Ahora, el legislador agrario en esa oportunidad quiso salirle 
al paso a toda polémica y a un postrer recurso para hilvanar 
interpretaciones contrarias al nuevo sistema de procesos 
declarativos que implantaba. En efecto, a fin de impedir que 
se pudiera invocar que el proceso abreviado del artículo 1o del 
Decreto 508/74 constituía un proceso especial, y con base en 
ello se sustentara que quedó a salvo su vigencia, por ello se 
tomó el trabajo de redactar dos normas excesivamente claras, 
que no existe forma racional de desconocer. 
Ciertamente, en primer lugar, en su art. 136 determinó taxa-
tivamente cuáles son los procesos especiales que en materia 
agraria quedaron sometidos (“se someterán”, es la expresión 
que utiliza) al Código de Procedimiento Civil, y en ellos no se 
incluyó la declaración de pertenencia de la pequeña propiedad 
rural por la vía abreviada; y, en segundo lugar, expresamente 
el art. 137 determinó que “los asuntos relativos al saneamiento 
de la pequeña propiedad agraria se tramitarán y decidirán 
por el proceso ordinario conforme a las disposiciones de este 
decreto, con aplicación a las adicionales contenidas en el 
Decreto extraordinario 508 de 1974” (resalto), lo cual dejó 
vedada toda posibilidad de considerar vigente el proceso abre-
viado para este tipo de causas, como algunos lo sostuvieron, 
pues muy claramente quedó establecido el proceso ordinario 
agrario como el exclusivo para ventilar este tipo de procesos de 
54 Ver a este respecto la sentencia C-407 de agosto de 1997 de la Corte 
Constitucional, que puntualizó que, en todos los casos, el cambio de 
proceso previsto en la ley genera nulidad insubsanable.
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declaración de pertenencia, es decir, el ordinario del Decreto 
2303/89. 
Por último, debemos hacer en esta materia especial énfasis en 
la parte final del precepto trascrito, en el sentido del cuidado 
que tuvo el legislador de dejar a salvo la “aplicación” de las 
normas “adicionales contenidas en el Decreto extraordinario 
508 de 1974”, por cuanto, si bien es cierto estatuyó el trámite 
del proceso ordinario agrario como ya quedó sentado, no lo 
es menos que las demás previsiones adicionales, como, por 
ejemplo, que el competente, que lo era siempre el juez del 
Circuito de la ubicación del inmueble (art. 2o), que el Incora 
prestará asistencia gratuita (art. 4o), que deberá haber poseído 
en los términos del art. 1o de la Ley 200/36 (art. 6o), los 
emplazamientos para convocar a indeterminados (art. 8o) etc., 
continuaron vigentes, lo mismo que cualquier otro requisito 
o cualquiera otra etapa o estanco, que no se opusieran a los 
lineamientos generales del proceso ordinario agrario y a las 
disposiciones del Decreto 2303/89, para lo cual remitimos al 
lector interesado en cultivarse en la historia de nuestra legisla-
ción agraria a la cuidadosa lectura de las disposiciones de dicho 
decreto extraordinario, razón por la cual la conclusión ahora es 
que conservarán vigencia, en tanto además no se opongan a los 
lineamiento del C.G.P.
6.3.2 Procedimientos actuales
En este punto nos vamos a concentrar en el estudio del régimen 
tradicional, toda vez que, como pasamos a sustentarlo, es nuestro 
criterio que el régimen procesal que se instauró mediante la Ley 
1561/12 quedó derogado por el C.G.P., al paso que la preceptiva 
concerniente al Derecho sustancial que ha venido conformando 
nuestro tradicional régimen jurídico agrario, que no se contra-
ponga al mentado C.G.P., continuará teniendo plena vigencia. 
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En efecto, en relación con la difícil polémica que se plantea 
sobre la vigencia o derogatoria de la Ley 1561/1255, un patético 
ejemplo de lo que es nuestra irresponsabilidad para legislar, 
encontramos que lo más sano es tenerla por derogada en cuanto 
a sus aspectos procesales, por lo siguiente: la Ley 1182/08 (que 
estableció “un proceso especial para el saneamiento de la 
propiedad inmueble”) fue derogada de forma expresa por la 
mencionada Ley 1561/12. Pero al entrar en vigencia el C.G.P., 
en punto al proceso de declaración de pertenencia, la Ley 
1561/12 a su vez debe tenerse por derogada tácitamente, en 
virtud de que el C.G.P. regula íntegramente el tema relativo al 
proceso de declaración de pertenencia,56 a lo cual se suma que 
es este mismo Código, el que, como ya se vio, acabó mediante 
55 En fecha reciente el jefe de Área de Derecho Procesal de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Libre, Seccional Bogotá, Fernando Badillo 
Abril, convocó a reunión para dilucidar el punto, y se expusieron 
por los docentes puntos de vista encontrados. Badillo Abril sustenta 
la plenitud de la vigencia de la Ley 1561/12, en el # 3 del art. 18 del 
C.G.P., que establece la competencia de los jueces civiles municipales 
en primera instancia, asignándoles a ellos “los procesos especiales para 
el saneamiento de la titulación de la propiedad inmueble de que trata 
la Ley 1182 de 2008 o la que la modifique o sustituya” (resalto). Así, 
plantea que como la Ley 1561/12 fue la que la sustituyó, el C.G.P. es el 
que directamente mantiene la vigencia del procedimiento previsto en 
esta ley para el saneamiento de la propiedad inmobiliaria. Creemos que 
así fue mientras no entró en vigencia el C.G.P., pero cuando este Código 
entra en vigencia, es nuestra opinión que deroga a su vez tácitamente la 
parte procesal de la Ley 1561/12, porque es el propio C.G.P. el que, al 
cobrar vigencia, entra a regular la totalidad de los casos de declaración 
de pertenencia, incluyendo también a la Ley 1561/12. La salvedad que 
hacemos al respecto es que esa derogatoria tácita se refiere a todos los 
aspectos procesales, que son los regulados íntegramente, pero no a 
los aspectos de orden sustancial, que no han de entenderse derogados 
tácitamente, ya que tal no es la materia del C.G.P.
56 Ver, por ejemplo, a Miguel Enrique Rojas, quien sostiene este punto de 
vista, Salto al Código General del Proceso, Esaju, Bogotá, 2016, pp. 34-36.
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derogatoria expresa con la llamada “jurisdicción agraria” 
(Decreto 2303/89). 
A nuestro juicio, no importan acá los pocos días en que la Ley 
1561/12 antecede al C.G.P., pues lo que verdaderamente debe 
determinar la situación es que este Código es posterior, que reguló 
íntegramente la materia y que la intención del legislador fue no 
dejar diversos trámites vigentes, sino unificarlos en uno solo para 
acabar con la anarquía en la aplicación de la ley, cerrando el paso 
a las discusiones y polémicas que se propician al dejarse con vida 
multiplicidad de trámites y procesos.
Por tanto, quien pretenda hoy día, verbigracia, ser declarado 
propietario de un predio agrario, invocando las respectivas 
normas sustanciales para acceder a su régimen con términos 
especiales o privilegiados de prescripción, deberá acreditar 
en primer lugar que constituye una Unidad Agrícola Familiar 
(UAF, Ley 1561/12, sus aspectos de Derecho sustancial no están 
derogados) o que se trata de fundo que no tiene una extensión 
superior a 15 hectáreas (sistema tradicional, Ley 200 de 1936, la 
Ley 4o de 1973 y el Decreto 508/74), y se deberán someter a los 
dictados procesales específicos del C.G.P. Así, además de acre-
ditar que se trata de un predio de las características anotadas, 
tendrá que probar la explotación agropecuaria que se alegue, 
durante el término especial de prescripción previsto en la norma 
legal; pero, lo repetimos, someterse en un todo a las reglas de 
Derecho procesal para sustanciar el procedimiento y acreditar 
tales extremos. 
Lo cierto es que hoy día, pese a haber desaparecido el procedi-
miento ordinario agrario57 no se genera ningún vacío legal, pues 
57 El procedimiento ordinario agrario, como ya lo dejamos sentado un poco 
atrás, era el pertinente para la sustanciación de las causas de “saneamiento 
de la pequeña propiedad rural” bajo el régimen de la jurisdicción agraria 
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el C.G.P., que es el que lo está derogando, estatuyó un procedi-
miento nuevo de declaración de pertenencia, que ahora será el 
verbal, que, como genérico o residual que es, deberá aplicarse 
para estos asuntos, con su complemento específico, que lo es su 
art. 375. En palabras más precisas: así como se creó el proceso 
verbal como remplazo del proceso ordinario que era el residual, 
asimismo se creó el art. 375 como preciso remplazo del 407 del 
C.P.C. Así las cosas, al haber sido derogado, como indudablemente 
lo está, el proceso ordinario agrario que era el que debían seguir 
las pertenencias de “pequeña propiedad rural”, igual remplazo y 
función ocurre en este evento; y, consecuencialmente, el proceso 
verbal del C.G.P. será el adecuado hoy día para sustanciar este 
tipo de causas de “saneamiento de la pequeña propiedad rural”, 
salvedad hecha sobre los aspectos sustanciales, como ya se indicó.
En conclusión, se debe precisar que si el inmueble tiene destina-
ción agraria y es menor de 15 hectáreas o constituye una Unidad 
Agrícola Familiar (UAF), se tratará de proceso que corresponde 
a saneamiento de pequeña propiedad rural o económica, en tanto 
que si es predio superior a 15 hectáreas o no constituye UAF y 
tiene destinación agraria, ahora nada importará tal calificación, 
ya que seguirá de todas maneras el trámite previsto en el C.G.P. 
que unificó los trámites y derogó la “jurisdicción agraria”, es decir, 
el ordinario que estaba previsto en los arts. 54 y ss. del Decreto 
2303/89.
No obstante, sea lo uno o lo otro, cumple aquí reiterar que el 
papel preponderante no reside en que el inmueble de que se trate 
tenga una ubicación rural, dado que son múltiples los predios 
de menos de 15 hectáreas que, pese a estar ubicados en zonas 
rurales, no constituyen explotaciones agrarias como, verbigracia, 
(Decreto 2303/89), quedó derogado por el C.G.P. en forma expresa (art. 
626, literal c).
León José JaramiLLo ZuLeta
65 
unas fábricas de cerveza o de confecciones de ropa, y lo propio 
podrá ocurrir con relación a los predios que conformen una 
Unidad Agrícola Familiar (UAF). Consecuencialmente, no basta 
que el predio tenga 15 hectáreas o menos o, en el dado caso, 
que se trate de un predio con la extensión de una UAF y que sea 
explotado económicamente, pues lo que se requiere es que ese 
predio sirva a una explotación agropecuaria, esto es, cualquier 
tipo de cultivos de pancoger como frutas, hortalizas, cereales, 
leguminosas, etc., o explotaciones ganaderas, de aves de corral, 
piscícolas y similares. 
Por último, cabe puntualizar que la usucapión de bienes agrarios, 
que no correspondan a saneamiento de la pequeña propiedad 
rural, y que pueden ser bienes muebles e inmuebles, siguen, sin la 
menor duda, el trámite de la declaración de pertenencia prevista 
en el art. 375 C.G.P., ante la derogatoria del Decreto 2303/89, por 
lo cual todo tipo de bienes agrarios, sin distinguir si se trata de 
inmuebles o de muebles, deberán seguir el mencionado proce-
dimiento. Tal, entonces, el proceso que igualmente se deberá 
seguir sobre muebles con destinación agraria, por ejemplo si la 
pertenencia eventualmente se pretende sobre tractores, equipos 
de labranza, quiero significar, sobre todo tipo de muebles, con las 
mismas advertencias ya reseñadas. 
6.4 Vivienda de interés social
La Ley 9a de 1989, en su artículo 44, creó el concepto de “vivienda 
de interés social”, a fin de tratar de mejorar la necesidad habita-
cional de la población marginada y de cumplir con los laudables y 
buenos propósitos de un auténtico Estado social de Derecho. Este 
había sido un anhelo nacional desde las épocas en que se empezó 
a gestar un proletariado trabajador urbano, que dependía para 
solventar el techo de sus familias, de casas de alquiler e incluso de 
inquilinatos, donde supervivían en condiciones miserables. 
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La indigencia y estrechez de las habitaciones en que supervivía 
nuestro proletariado urbano en aquella época es descrita de 
modo patético por Juan Lozano y Lozano en un sentido artículo 
titulado «El pueblo obrero y su habitación» (El Tiempo, 1935). 
Veamos un trozo de esta crónica periodística, en la que clama, 
ruega por la reivindicación urgente de tales condiciones: 
La primera necesidad de Bogotá, sin ninguna duda, la 
primerísima de todas, consiste en facilitar la creación y la 
consolidación del hogar obrero. Dentro de un régimen no 
socialista ni comunista, el estado no puede obligar a nadie a 
bañarse, a ser cortés o afectuoso con los suyos, a cumplir en 
determinada manera cualquier relación de derecho privado 
o vida íntima. Pero sí puede y debe crear las condiciones que 
hagan posible la mejora de la vida moral y material de los 
asociados. La construcción de verdaderos barrios de traba-
jadores es la primera necesidad de Bogotá. Últimamente 
se ha hablado de habitaciones para la clase media, idea 
laudable sin duda. Pero los problemas sociales hay que 
resolverlos en orden de intensidad y de urgencia; y la clase 
media, que tiene facultades inhibitorias más formadas, 
puede esperar un tiempo, con menor perjuicio de la raza 
y de la sociedad. Con motivo del centenario de Bogotá se 
han propuesto varios proyectos suntuarios, de apertura de 
avenidas y construcción de grandes obras públicas. Sin duda 
sería deseable que esta extensa y disforme aldea presentase 
al extranjero una calle siquiera que le diese aspecto de 
grande urbe. Pero ese cosquilleo de la vanidad debe ceder 
el campo a la satisfacción de hacer una obra democrática, 
moral, humanitaria y patriótica. Con habitaciones sanas, 
económicas, llena de luz y provistas de las comodidades 
indispensables, como las que se han construido última-
mente en Rusia, en Alemania y en México, sentaríamos 
bases inconmovibles para la formación de un mejor pueblo. 
No hagamos palacios ni avenidas; dediquemos la totalidad 
de los recursos que se colecten para el centenario a la 
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construcción de la ciudad obrera; y habremos hecho una 
grande obra patriótica y una grande obra liberal.58 
Esta era una realidad que convertía a los monopolizadores de la 
propiedad inmobiliaria en especie de soberanos de las humildes 
locaciones, y les permitía actuar en completa libertad para ser 
arbitrarios e imponer las condiciones de los contratos de alquiler, 
y sobre todo los precios de los cánones de arrendamiento. 
Esa la razón por la que el partido liberal asumiera la bandera 
de exigir que el Estado debía utilizar su poder interventor para 
procurar el techo digno de las familias de bajos recursos, como lo 
reclamara Lozano y Lozano en la crónica citada, lo cual empezó 
a hacerse realidad en los gobiernos de Alfonso López Pumarejo, 
cuyas políticas fueron conocidas como las de la “Revolución en 
Marcha”. Fue así como llegó la primera norma a nuestra legisla-
ción que intentó intervenir en la materia, mediante la Ley 7ª de 
1943, que en el parágrafo de su artículo 3º dispone: “Autorizase 
igualmente al Gobierno para dictar las medidas necesarias, a fin 
de establecer el control de arrendamientos de las habitaciones 
y locales urbanos”.
Pero esta facultad, como lo resaltamos hace ya mucho tiempo,59 
vino a quedar “adormecida” por años, quizá por la gran 
influencia que tenían los dueños de los inmuebles urbanos en los 
círculos gubernamentales; y porque al poco tiempo vino a darse 
al traste con los gobiernos liberales con la llegada al poder de 
Mariano Ospina Pérez, restaurándose las ideas retrógradas de los 
gobiernos conservadores en estas materias. De hecho, hubo que 
esperar hasta los tiempos de llamado Frente Nacional, cuando el 
58 Lozano y Lozano, Juan (1935). El pueblo obrero y su habitación. El Tiempo. 
Tomado de Obras Selectas, Editorial Horizonte, Medellín, pp. 760-761.
59 Jaramillo Zuleta, León José (1983). Los contratos de arrendamiento. El 
Espectador, Bogotá, agosto 13.
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partido liberal volvió a ser gobierno y tomara nuevamente interés 
y volviera a incidir para que el Estado interviniera en serio para 
proveer de vivienda a las clases populares. 
De ahí que, ante la falta de recursos públicos, el control del 
contrato de arrendamiento para vivienda haya aparecido como 
una opción para morigerar las desigualdades en este campo. El 
MRL60 recogió este sentir popular, pretendiendo reivindicar de 
nuevo el derecho a intervenir la propiedad urbana presentando 
el proyecto de “Ley del Techo”, en julio de 1960,61 que a la par 
que proponía acoger normativamente un fuerte control de los 
contratos de arrendamiento para vivienda urbana, propugnaba 
por el desarrollo de políticas que lograran que cada vez más 
familias colombianas fueran propietarias de sus viviendas. 
Hernán Toro Agudelo, ex magistrado de la Corte y ex parlamen-
tario, lúcido jurista de avanzada, en un documentado artículo62 
planteó el problema de la vivienda en nuestras ciudades, recla-
mando la necesidad de que el Estado asumiera directamente 
esta responsabilidad prohijando lo que se ha venido llamando 
desde esa época “una reforma urbana”. Resaltaba el déficit de 
vivienda, especialmente el “cualitativo”, pues hacía ver que 
aquellas existentes “por su índice de subnormalidad” debían “ser 
reemplazadas”, todo lo cual aparecía absolutamente crítico e 
inaceptable, por lo cual lo que se ha venido pretendiendo desde 
60 MRL (Movimiento Revolucionario Liberal), que lideró Alfonso López 
Michelsen durante el Frente Nacional, como disidencia del partido liberal 
colombiano que había pactado la “Alternación” con el partido conservador.
61 Ver Benjamín Jaramillo Zuleta, parlamentario del MRL que en julio de 
1960 presentó al Congreso de la República el proyecto denominado Ley 
del Techo. Ver La Defensa del Inquilino, Ligar, Bogotá, 1966, pp. 201-222.
62 Toro Agudelo, Hernán (1966). Hacia una Reforma Urbana. Revista Acción 
Liberal, No. 4, mayo-junio, Bogotá. Vuelto a publicar en Obras Selectas 
de Hernán Toro Agudelo, Pensadores Políticos Colombianos, Cámara de 
Representantes, Bogotá, 1982, pp. 121-147.
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aquellas calendas es “democratizar” la propiedad de las viviendas 
en las ciudades.
Así se fue avanzando, hasta que se generaron las circunstancias 
propicias que originaron el criterio ya señalado de “vivienda de 
interés social”, introducido por la Ley 9a de 1989, en su artículo 
44. Dentro de ese marco legislativo, se introducen condiciones 
y términos más benignos para que los poseedores de este tipo 
de inmuebles puedan adquirir por prescripción, por ejemplo, 
señalando el término más breve de cinco años para prescripción 
adquisitiva extraordinaria (ver el art. 51).63
Como se ve, para acceder a las prerrogativas de la norma, que es 
de Derecho sustancial, se requiere necesariamente que se trate 
de un inmueble, que ese inmueble esté destinado a la vivienda 
de una familia u hogar, y que esa vivienda finalmente tenga la 
connotación de vivienda de interés social. 
La determinación de “interés social” de una vivienda inicialmente 
fue tasada por la Ley 9º de 1989 y por las leyes 2º y 3º de 1991 
por su valor en X salarios mínimos combinados con el número 
de habitantes de la ciudad o población en que se encontrara la 
vivienda, con una serie de variables que resultaban complejas 
y complicaban en sumo grado su determinación en la praxis 
judicial, para cuyos alcances y mejor compresión del asunto remi-
timos al lector a la lectura de la excelente sentencia que citamos 
en el último pie de página. Quizás por ello, en la idea de superar 
los galimatías y confusiones que se generaban, el art. 91 de la 
Ley 388 de 1997 “tipificó” las viviendas de interés social como 
63 A quien quiera profundizar sobre las condiciones jurídicas como 
opera la prescripción adquisitiva sobre vivienda de interés social, bajo 
el régimen de la Ley 9o de 1989, Leyes 2o y 3o de 1991 y Ley 388 de 1997, 
esta última especialmente en sus artículos 91 y 94, recomendamos la 
lectura de la sentencia de casación del 12 de abril de 2004, expediente 
7077, magistrado ponente, César Julio Valencia Copete.
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aquellas “que desarrollan el derecho a la vivienda de los hogares 
de menores ingresos”, lo cual debía ser indicado en cada “plan 
de desarrollo”. 
Posteriormente viene la Ley 1182 de 2008, ley completamente 
anacrónica y que por fortuna fue derogada en forma expresa, 
que aunque se refirió al saneamiento de predios del “sector” 
urbano exigía, para tener acceso a su normatividad, que no 
fueran superiores a “media hectárea”. De esto y de todo el 
contexto normativo puede colegirse que en el pensamiento de 
dicho legislador estuvo, más que el saneamiento de viviendas 
de interés social, el habilitar predios para desarrollos urbanís-
ticos, lo que confirma el literal 3º de su artículo 7º al referirse a 
“urbanizaciones o desarrollos que no cuenten con los requisitos 
legales”, para negarles la procedencia del proceso allí previsto. 
Se llega así a la Ley 1561 de 2012 que, como dijimos, está vigente 
en lo que atañe a sus aspectos de Derecho sustancial, la cual 
establece que tienen el carácter de viviendas de interés social 
aquellas que tengan un valor no superior a 250 smmlv. 
A esta conclusión llegamos, por cuanto el artículo 4º de la citada 
Ley se refiere a “poseedores de inmuebles urbanos”, y su parágrafo 
precisa que lo allí preceptuado se aplicará a “la declaración de 
pertenencia y el saneamiento de la falsa tradición de la vivienda 
de interés social”, para lo cual advierte que se “regirán por las 
normas sustanciales establecidas en el artículo 51 de la Ley 9ª de 
1989”. Es decir, la legislación que rige al respecto consiste en que 
los términos más breves de prescripción previstos en esta norma 
solo benefician a aquellas residencias que no tengan un valor 
superior a $172.363.500, que son las que de acuerdo con esta 
última ley ostentan la categoría de “vivienda de interés social”, 
que en este aspecto conceptuamos es la norma que está vigente. 
Acto seguido, entonces, nos referiremos a la normatividad 
referente a “la declaración de pertenencia y el saneamiento de 
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la falsa tradición de la vivienda de interés social”, para destacar y 
comentar los aspectos puntuales que la diferencian de la regula-
ción genérica de la declaración del pertenencia prevista en el art. 
407 del C.P.C. y ahora por el 375 del nuevo C.G.P. 
Comenzamos por precisar que en nuestra legislación era este el 
único caso en que se preveía el proceso abreviado para obtener 
una de declaración de pertenencia, por así disponerlo el literal 1o 
del art. 94 de la Ley 388/97. Con ello tuvo el legislador la loable 
intención de ofrecer al poseedor de vivienda de interés social un 
proceso más rápido y expedito que el ordinario. Pero en realidad, 
como se corroboraría en la práctica, el solo hecho de asignarle un 
trámite con diseño más rápido, no garantiza per se su agilidad, 
pues contra ello conspiran muchos factores, y sobre todo la deno-
minada “congestión” y la falta de logística judiciales; la práctica, 
confirmada por rigurosas estadísticas, puso de relieve que en 
cuestión de tiempo, el proceso ordinario en nada se diferenciaba 
del abreviado, pues los jueces no tienen un modo efectivo para 
hacer cumplir rigurosamente los términos formalmente referen-
ciados en las leyes. 
Con todo, no cabe duda de que esa fue la mentalidad del legislador, 
y de alguna forma ese instrumento, quiero decir, el de utilizar el 
proceso abreviado para este tipo de causa, ayudaba a simplificar 
el trámite. Y esto lo decimos porque de la circunstancia de que 
la declaración de pertenencia “de vivienda de interés social” 
tuviera asignado el proceso abreviado le cerraba el paso a una 
posible demanda de reconvención del propietario pretendiendo 
la reivindicación del inmueble, ya que la demanda reivindicatoria 
seguía el trámite ordinario, y la diferencia de procedimientos 
impedía la reconvención (art. 400 del C.P.C.) Con ello, entonces, 
sin duda se impedía este tipo de acumulación de acciones, que es 
lo que más suele complicar y dilatar los procesos de declaración 
de pertenencia. 
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Sin embargo –correlativamente–, también el poseedor de 
vivienda de interés social resultaba afectado con esta situación, 
puesto que si era demandado en proceso ordinario reivindi-
catorio por el propietario, tampoco resultaba procedente su 
demanda de reconvención, en la medida en que su demanda 
de declaración de pertenencia forzosamente habría de seguir el 
proceso abreviado, por tratarse de vivienda de interés social. En 
tales circunstancias, para estos precisos casos adquiría especial 
relevancia la declaración de pertenencia por vía de excepción 
que prevé la Ley 791/02 en su artículo 2o, ante la imposibilidad 
que existía de proceder por vía de reconvención. 
Por supuesto, siempre contaba este poseedor con la opción de 
renunciar –expresa o tácitamente– a esgrimir que el inmueble 
en cuestión fuera clasificado como vivienda de interés social; 
pero en tal caso no podría amparar sus expectativas procesales 
en las disposiciones más benignas diseñadas exclusivamente 
para cuando se tratase de una causa de “vivienda de interés 
social”. Obviamente, como ya quedó dicho, renunciando a la 
caracterización de vivienda de interés social, podría presentar 
demanda de mutua petición, pero en tal supuesto se le apli-
carían los términos más largos de la legislación ordinaria, ya 
que, en el momento en que invocara la calidad de vivienda de 
interés social, y se estableciera dicha calidad del inmueble, de 
inmediato esa especial circunstancia debidamente probada 
impediría la acumulación. 
Ahora bien, en el caso en que se le hubiese dado curso a una 
demanda de reconvención propuesta indebidamente no 
quedaba otro remedio que anular lo actuado por haberse incu-
rrido en una causal de nulidad insubsanable64 (arts. 140 No 4o e 
64 Ver a este respecto la sentencia C-407 de agosto de 1997 de la Corte 
Constitucional atrás citada que puntualizó que, en todos los casos, el 
cambio de proceso previsto en la ley genera nulidad insubsanable.
León José JaramiLLo ZuLeta
73 
inciso final del 144). Es interesante observar que tales vicisitudes 
y problemáticas no se presentaban en el caso de cualesquiera de 
las modalidades de pertenencia en la jurisdicción agraria, dado 
que tanto la reivindicación del propietario como la declaración 
de pertenencia del poseedor de pequeña propiedad rural, como 
ya se vio, seguían el trámite del proceso ordinario agrario, pues 
no procedía en ningún caso el abreviado, y ni siquiera el ordinario 
del Código de Procedimiento Civil. 
Pasando al aspecto procesal de la declaración de pertenencia 
de vivienda de interés social, debe señalarse, con apoyo en los 
mismos argumentos ya expuestos con relación a los inmuebles 
de pequeña propiedad rural, que el proceso a seguir, sin lugar a 
dudas, será el verbal previsto en los arts. 368 y ss. y en particular 
el previsto en el 375 del C.G.P. Aún así, cabe hacer referencia al 
decreto de la prueba específica y oficiosa que prevé el numeral 
3o del art. 94 de la Ley 388/97, que con carácter forzoso manda a 
decretar al juez. Esa prueba de oficio se refiere a que el juez debe 
solicitar “el avalúo de los inmuebles objeto del proceso para la 
definición del carácter de interés social, el cual debe ser rendido 
en un término no superior a 15 días hábiles”. 
La pregunta por considerar es: ¿este sistema probatorio para los 
casos de vivienda de interés social puede entenderse derogado por 
el C.G.P.? Nos parece que no, dado que, por una parte, la califica-
ción de “vivienda de interés social” es algo que atañe al Derecho 
sustancial, y por tanto, el C.G.P. no puede tener el alcance, aunque 
sea una codificación posterior, para alterar aspectos sustanciales 
relacionados con la prescripción adquisitiva de dominio; y por el 
otro, porque, como en seguida ser verá, analizando lo que consti-
tuye la esencia de la disposición o su razón de ser, ella no se opone 
o contradice el proceso de declaración de pertenencia regulado 
en el art. 375 de dicho ordenamiento, sino que, por el contrario, 
creemos que resulta un desenvolvimiento armónico del mismo. 
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Obsérvese que la norma nada dice respecto a cuál entidad o 
persona o sistema es el que debe utilizarse para que se cumpla 
la solicitud del juez en término tan perentorio. Una primera 
lectura del sistema normativo vigente daría la sensación de que 
ese avalúo debe estar a cargo de una entidad oficial, ordinaria-
mente del Instituto Geográfico Agustín Codazzi o entidad que 
cumpla sus funciones; pero la verdad es que el inciso segundo 
del art. 44 de la Ley 9o /89 es optativo, y no establece ese avalúo 
como una tarifa legal probatoria, de forma forzosa. Idéntico 
comentario nos merece la alusión que se hace en el # 6 inciso 2º 
del art. 375 del C.G.P. sobre la citación a dicha entidad, pero con 
el propósito genérico de que haga “las manifestaciones a que 
hubiere lugar en el ámbito de sus funciones”, lo que se pudiera 
posteriormente materializar en un avalúo para determinar si se 
trata o no de vivienda de interés social, dado que ello, sin lugar 
a dudas, se encuentra dentro del ámbito de sus funciones, y se 
encuentra en concordancia y armonía con el art. 234 del mismo 
ordenamiento. 
Puestas así las cosas, como lo señala un fallo de la Sala de 
Casación Civil y Agraria de la Corte Suprema de Justicia, esa 
circunstancia “permite afirmar que la determinación del precio 
no está sujeta a este específico dictamen (al del Instituto Geográ-
fico Agustín Codazzi o entidad que cumpla sus funciones), sino 
que está regida por la libertad probatoria, sin perjuicio de que 
pueda acudirse a dicha estimación”.65 Ahora bien, si se tiene en 
cuenta que la prueba se estableció como de decreto oficioso en 
el literal 3o del art. 94 de la Ley 388/94, nos parece que los jueces 
para lograr la eficacia de la norma, al hacer uso de esta facultad 
(que más que facultad es un deber), lo más apropiado será que 
decrete un dictamen o peritación por la vía del artículo 234 del 
65 Ver sentencia de la Sala de Casación Civil y Agraria de la C.S.J de 12 de 
abril del 2004, ya citada.
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C.G.P.,66 ya que de esa forma se obviará el pago de honorarios 
a auxiliares de la justicia, y podrá requerirse de esos funciona-
rios oficiales el cometido de rendir el dictamen en el término 
perentorio que establece la ley, pues de no hacerlo estarían 
incurriendo en una falta de orden disciplinario. 
Por otra parte, y dado que nada se opone a ello en virtud de 
que existe libertad de los medios de prueba, creemos que es 
posible emplear la metodología de los llamados dictámenes 
“unilaterales” con propósitos de simplificación procesal (art. 227 
del C.G.P.), e inclusive emplear el método de avaluarlos por el 
sistema previsto para sacar a remate inmuebles en los procesos 
ejecutivos, esto es, por el texto del art. 516 del C.P.C. introducido 
por la Ley 794/03 y que corresponde al actual # 4 del 444 del 
C.G.P. que permite la determinación de su valor por el avalúo 
catastral más 50%. Obviamente, el juez pudiera separarse de 
estos avalúos, especialmente cuando sospeche algún tipo de 
fraude o colusión, y “solicitar” (sería preferible hablar de decreto) 
el dictamen oficiosamente, preferentemente de entidad oficial, 
como hemos indicado. Pero lo que está fuera de toda discusión 
es que, cualquiera sea el sistema escogido, el resultado que arroje 
el avalúo debe someterse a la contradicción de las partes, por 
tratarse de un dictamen pericial, y quedar sometido a las reglas 
generales para su contradicción, lo que por lo demás es garantía 
del debido proceso (art. 29, C.P.), según lo establecían los arts. 
183, inciso segundo, 238 y 243 del C.P.C., hoy 228 y 372 # 10 y 
373 # 3, literal a) del C.G.P.
66 Nos parece que en esta norma se debió incluir un parágrafo similar al que 
se refiere a los créditos otorgados “para vivienda individual a largo plazo”, 
en el sentido de haber previsto allí expresamente que cuando se trate 
de vivienda de interés social, o de saneamiento de predios de pequeña 
propiedad rural, mediante “peritación” del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi, se establezca el valor, o la extensión máxima de los predios 
rurales o que constituyen una UAF.
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El otro aspecto inquietante de esta cuestión es a qué momento 
debe referirse el avalúo que se practica dentro del proceso, pues 
varios pudieran ser los puntos de referencia, ya que la ley no da 
claridad acerca del momento o época en que debe ser valorizado 
el inmueble en cuestión. Un primer punto de referencia podría 
ser lo que valía el inmueble en el momento en que lo adquirió 
su actual propietario; el segundo, lo que valía ese inmueble en 
el momento en que entró en posesión quien demanda la usuca-
pión; el tercero, lo que valía en el momento en que se cumplió 
el término de la prescripción adquisitiva; y un cuarto y último, 
lo que vale en el momento en que se realiza el avalúo. Tanto 
el último como el primero, parece que están fuera de lugar. El 
primero por motivos que se expondrán más adelante, y el último 
porque las pruebas deben referirse a los hechos que son base de la 
demanda, los cuales no pueden quedar sometidos a los vaivenes 
y dilaciones propias del trámite procesal, y por eso las pruebas se 
ocupan de los hechos tal como se plantean en la demanda y en la 
etapa contradictoria. De modo que en realidad el debate queda 
reducido a los dos intermedios. 
Téngase en cuenta que este puede ser quizás el aspecto culmi-
nante del debate probatorio, puesto que la determinación de 
si un inmueble o vivienda es de interés social o no,67 la difiere 
el legislador a su avalúo en salarios mínimos, y por diversos 
factores el avalúo de un inmueble puede variar con el transcurso 
del tiempo. Es más, lo usual es que siempre cambie para incre-
mentarse, lo cual podría llevar a que el inmueble de que se trate, 
cuando fuera adquirido por su actual propietario cumpliera las 
67 Recordamos al lector que en este aspecto consideramos vigente el art. 
4º de la Ley 1561 de 2012, por cuyo contexto y parágrafo debe tenerse 
hoy día como vivienda de interés social aquella que tengan un valor 
no superior a 250 smmlv, lo cual quiere significar que a valores de hoy, 
serán viviendas de interés social las que no tengan una cuantía superior 
a $172.363.500, en virtud de que el smmlv tiene un valor de $689.454.
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características de vivienda de interés social, pero que las haya 
perdido para cuando quien demanda la declaración de perte-
nencia iniciara su posesión, o que ya no las tenga para cuando se 
cumpla el término de prescripción, o para el momento en que se 
realice el correspondiente avalúo. 
En criterio de la Corte Suprema,68 la dificultad se soluciona 
interpretando el término “adquisición”, que emplea el artículo 
44 de la Ley 9 de 1989, con un criterio actual referido al deman-
dante; precisando que este término “adquisición” no se refiere a 
quien hizo suya la propiedad y figura como tal “en el competente 
registro de instrumentos públicos” sino que ella hace relación 
a “la usucapión del accionante, provista de todos los elementos 
que la ley exige, para que opere esta adquisición originaria, …” 
Es decir, el avalúo debe hacerse referido al momento en que el 
demandante alegue que se cumplieron los términos de prescrip-
ción a su favor. 
Un ejemplo ilustrará la situación. El actual propietario que figura 
en registro, y contra quien necesariamente deberá dirigirse 
la demanda, adquirió el inmueble por cincuenta millones de 
pesos en el año 2005, y se prueba que ese era su valor comercial 
dentro del proceso en ese momento. No obstante, el demandante 
poseedor presenta demanda de declaración de pertenencia en el 
año 2016 alegando que entró en posesión del mismo inmueble 
en el año 2010, cuando el inmueble valía cien millones; pero 
en diciembre de 2015 cuando alega se cumplió el término de 
prescripción extraordinaria, el inmueble se hace avaluar para 
determinar qué valor tenía en esa fecha, y se determina que había 
ya adquirido un valor de doscientos millones de pesos. Teniendo 
en cuenta el criterio de la Corte, ese último sería el avalúo a 
68 Ver sentencia de la Sala de Casación Civil y Agraria de la C.S.J de 12 
de abril del 2004, ya citada.
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tener en cuenta, porque es solamente en ese momento cuando 
la adquisición originaria está “provista de todos los elementos 
que la ley exige, para que opere esta adquisición…” Por tanto, 
en este caso el avalúo no daría para clasificar al inmueble en 
cuestión como vivienda de interés social, y por tanto no podría 
beneficiarse con esta modalidad de prescripción adquisitiva.
Ahora bien, creemos que no tiene presentación, y así lo deja 
contundentemente demostrado la jurisprudencia citada, deter-
minar la calidad de vivienda de interés social defiriéndola al 
avalúo que tenía el inmueble en el momento en que lo adquirió 
su actual propietario, ya que no se están juzgando los hechos que 
originaron esa propiedad sino los relativos y concernientes a la 
posesión y prescripción del demandante. Empero, nos separamos 
respetuosamente del criterio final sentado por la Corte, pues 
pensamos que el momento a considerar para efectuar la deter-
minación de vivienda de interés social debe ser el momento en 
que el poseedor adquirió la calidad de tal, es decir, cuando entró 
en posesión de la vivienda, porque la ley lo que se propuso fue 
validar, consolidar y regularizar una situación que se originó en 
el transcurso del tiempo pero que tuvo su inicio en un momento 
determinado, y ese momento está marcado por el inicio de su 
posesión. Además, hay que tener en cuenta el elemento socio-
histórico, puesto que esta legislación lo que se propuso fue 
legalizar a aquellos poseedores que habían sido víctimas de los 
tristemente célebres “urbanizadores piratas”, a quienes enga-
ñaban con falsos títulos de propiedad de viviendas que creían 
adquirir, pero cuya posesión les era entregada. 
Y si eso es así, como en verdad lo es, resulta injusto que después 
de que dichos poseedores han pagado un precio por esa posesión, 
que le han incrementado su valor con mejoras, con pago de 
valorizaciones, de impuestos, se les negara su usucapión como 
vivienda de interés social, con el argumento de que en esos cinco 
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años el inmueble adquirió un valor que no permite identificar 
el inmueble en cuestión como vivienda de interés social. Por 
esas consideraciones, aceptando de antemano que el punto es 
discutible, creemos que lo apropiado y ajustado a Derecho es 
determinar que el avalúo del inmueble objeto de usucapión, para 
saber si se le aplican las reglas de la prescripción de vivienda de 
interés social, deberá referirse al momento en que el demandante 
afirma y pruebe que entró en posesión del mismo. 
La otra diferencia trascendente que plantea el art. 94 de la Ley 
388/97 en esta modalidad de pertenencia de vivienda de interés 
social se refiere a la inspección judicial. Su numeral 5º estableció 
la facultad discrecional al juez para que decrete o no la diligencia 
de inspección judicial al inmueble objeto de la usucapión, que 
en el régimen del proceso ordinario del art. 407 del C.P.C. era 
forzosa, como también lo es en el del art. 375 del C.G.P. 
La disposición en comento dispone que el juez podrá abstenerse 
de practicar la inspección judicial a que se refería el numeral 
10 del art. 407 del C.P.C. y al que se refiere el # 9º del 375 del 
C.G.P., y se remite a este respecto al inciso final del art. 244 del 
C.P.C. (actual art. 236 del C.G.P.), que le otorga amplia discrecio-
nalidad al juez para decretarla, negarla o suspenderla, según los 
resultados probatorios, por providencia que carece de recursos. 
Esta facultad la consideramos un error, pues la única forma de 
determinar fraudes y procesos simulados en este tipo de causas, 
lo es precisamente la inspección judicial; pero, por fortuna, debe 
tenerse por derogado este numeral 5º del art. 94 de la Ley 388/97. 
Ciertamente, en nuestro criterio existe derogatoria tácita, por 
reñir en grado superlativo con el # 9º del 375 del C.G.P. que 
manda al juez forzosamente decretar y practicar una inspección 
judicial en todos los procesos de pertenencia, y dado que, como 
ya lo hemos puntualizado, siendo lo cierto que el C.G.P., reguló 
todo lo concerniente al aspecto procesal sobre la declaración de 
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pertenencia, y la inspección judicial es una diligencia procesal 
por excelencia, toda aquella norma que riña con su texto, y esta 
lo contradice en grado extremo, debe tenerse por derogada.
7. Bienes objeto de declaración de 
pertenencia
La tradicional distinción que existía entre bienes fiscales y bienes 
de uso público, derivada de los artículos 2517 y 2519 del C.C., 
quedó totalmente superada con la promulgación del Código de 
Procedimiento Civil de 1970 que aún nos rige en este aspecto. 
Con efecto, como lo ha puesto de presente la doctrina, hoy día 
no solamente no puede prescribirse contra “los bienes de uso 
público”, como lo son parques, calles, andenes, avenidas, por 
ejemplo, sino contra ningún otro bien que sea propiedad “de las 
entidades de derecho público”, lo que implica que un inmueble, 
como verbigracia, una hacienda de explotación agropecuaria 
del Ministerio de Agricultura, del Incora, o de un municipio o 
departamento, jamás podrá ser objeto de usucapión, por haberlo 
prohibido así de modo expreso el numeral 4o del artículo 407 del 
C.P.C., que acabó con toda discusión al respecto. 
Algunos sostienen que existió exceso en esta norma, por haberse 
inmiscuido en temas atañederos al Derecho sustancial, que 
escapaban a la materia de Derecho procesal que debía tratar el 
Código de Procedimiento Civil. Y esto es cierto, al punto que 
se modificó el sistema original del Código Civil, que era el que 
sentaban los dos artículos antes citados. Otros mantienen que la 
norma fue un descuido, una mala redacción por inadvertencia 
del legislador que sin quererlo derogó tácitamente el Código 
Civil en este aspecto, y que por eso aún se puede prescribir 
contra los bienes de entidades de derecho público a condición 
de que no se trate de bienes “de uso público“, porque la intención 
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del legislador del 70 no fue desvirtuar el tradicional sistema del 
Código Civil. 
Esta última posición era indefensable, ante el texto claro e 
inequívoco del artículo 407 en su numeral citado, y mientras 
esa norma rigió no cabía, por ende, consultar espíritu alguno. 
Y, muy por el contrario, puede pregonarse que el propósito e 
intención expresa de ese legislador fue proteger el patrimonio 
público, mediante la redacción de este precepto. Por tanto, la 
improcedencia de usucapir bienes de propiedad de “entidades 
de derecho público” es absoluta, lo cual ha adquirido un mayor 
rigor en presencia de la Constitución de 1991 y el C.G.P., como 
se verá adelante.
Nosotros creemos que si bien en el momento de redactar el 
Código de Procedimiento Civil pudo haber un exceso del legis-
lador procesal al invadir la órbita propia del Derecho sustancial, 
lo cierto es que la norma mantuvo su vigencia,69 y por lo demás 
en veces son demasiado tenues los linderos entre el Derecho 
sustancial y el procesal, y la realidad jurídica, para los tiempos 
que corren, es que la norma resulta más conveniente que incon-
veniente, y de ahí que se justifique su existencia. 
No está claro, además, si la disposición fue obra del gobierno o 
de la “Comisión Revisora”;70 pero el redactor Hernando Morales 
Molina la consideraba una “exageración”,71 al paso que Hernando 
69 Ver sentencia de exequibilidad de la Corte Suprema de Justicia del 16 de 
noviembre de 1978, Sala Plena, M. P. Luis Carlos Sáchica. 
70 Ver Hernán Fabio López Blanco, Op. cit., pp. 113 y ss.
71 Hernando Morales Molina sostiene que se trató de “una innovación 
que introdujo el gobierno, pues la comisión revisora no tuvo parte en 
ella, pero aceptaba que ´gracias a sus términos absolutos comprende 
los bienes fiscales y los de propiedad de los establecimientos públicos y 
de las empresas comerciales e industriales del estado, departamentos, 
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Devis Echandía, quien a nuestro parecer tiene la paternidad de 
la norma, sostenía su conveniencia, proclamando que todo el 
patrimonio de las entidades de derecho público está destinado a 
un servicio o uso público, y que por ende, se justifica que todos 
sus bienes sean imprescriptibles.72 De lo que estamos ciertos es 
que no hubo tal inadvertencia en la confección de la norma en 
el Código del 70, que estuvo a cargo de pensadores futuristas y 
manos expertas. Y este fue, precisamente, uno de los avances 
sigilosos (con mucho tiento y poco ruido) que dio a nuestras 
instituciones civiles dicho códice, pues de otra forma se hubiesen 
generado debates infructuosos e interminables que a buen 
seguro hubieran frustrado todo avance en procura de proteger el 
patrimonio de la nación, que es, en el fondo, de todo el colectivo 
social de los colombianos. 
Así las cosas, está vedada toda opción de usucapir bienes de 
propiedad de la nación, los cuales son imprescriptibles. Y no 
obstante que desde el Código del 70 existió suficiente claridad en 
ello como queda expuesto, la Carta de 1991 profundizó todavía 
más, en cuatro normas que conforman lo que Morales Molina 
llamaba, con relación al derecho “material o sustancial”, la “propo-
sición jurídica completa”,73 que en este caso está conformada 
municipios,..` Curso de Derecho Procesal Civil, Parte Especial, ABC, 
Bogotá, 1978, pp. 41 y 42.
72 Ver Hernando Devis Echandía, Op. cit., Compendio…, en donde 
puntualiza que no pueden ser objeto de declaración de pertenencia los 
bienes de entidades de derecho público, “aunque –resalta– el bien no esté 
adscrito directamente a un servicio público ni se trate de un bien de uso 
público, porque de todas maneras está vinculado indirectamente a esos 
servicios, ya que todo el patrimonio de las entidades de derecho público 
tiene esa destinación”. Este es el pensamiento que consideramos inspiró al 
legislador del 70, y de ahí que le adjudiquemos la paternidad normativa al 
autor citado. Ver, t. III, El Proceso Civil, ABC, Bogotá, 1981, p. 437.
73 Morales Molina, Hernando (1983). Técnica de Casación Civil. Bogotá: 
Ediciones Rosaristas, pp. 142-143.
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por sus artículos 63, 72, 102 y 332. De ellos se destaca una fuerte 
intención del constituyente primario para proteger los bienes 
públicos de eventuales prescripciones adquisitivas, además 
de una sensible tendencia a proteger los recursos naturales, el 
entorno ambiental, lo ecológico, la protección de etnias y, en fin, 
lo cultural que “conforman la identidad nacional”.
Siguiendo esta misma línea de pensamiento fue redactado el 
nuevo C.G.P., que en lo atañedero al proceso de declaración de 
pertenencia reafirma la imposibilidad de proceder en contra de 
bienes de propiedad de la nación, lo cual se pretende destacar 
con el propio encabezado de la norma (art. 375), en el que se 
advierte que dicho proceso y pretensión solo es procedente 
con relación a los “bienes privados”, quedando con ello –desde 
ahí– totalmente excluidos todos los bienes de propiedad de la 
nación, sin la menor duda. Pero a más de esta introducción, que 
otorga total claridad conceptual, se destacan dentro del citado 
artículo varios ingredientes normativos que reafirman la absoluta 
imprescriptibilidad de los bienes de la nación (art. 375 # 4, 6, inc. 
2º y 10º e inc. 2º). 
Analicemos brevemente los que estimamos más trascedentes: 
el primero y el más importante es el que proviene del propio 
texto del C.P.C. de 1970, que equipara o eleva todos los bienes 
de las “entidades de derecho público” al estatus de “imprescrip-
tibles” (art. 375, # 4, inc. 1º), a lo cual se adiciona otro apéndice 
procesal, que estimamos está llamado a ser de gran utilidad, 
que es la atribución que se le da al juez (que a nuestro juicio, 
tiene caracteres de deber procesal), para que “rechace de plano 
la demanda”, o decrete la “terminación anticipada” del proceso, 
cuando advierta que se trata de bienes de propiedad de una 
entidad de derecho público. Para dichos propósitos la disposi-
ción hace una enunciación de los mismos, la que consideramos 
era innecesaria ante la claridad del inciso anterior. Ciertamente 
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creemos que se trata de una pequeña lista que los incluye a 
todos, pero aunque no fuese así, no tiene, en todo caso, carácter 
taxativo sino enunciativo. Ahora lo que nos importa resaltar es 
la referencia expresa que se hace de los “baldíos”, por la contro-
versia que actualmente enfrenta a altos tribunales de justicia, 
como en seguida se verá. 
Al respecto, lo primero que debe quedar sentado es que existe 
total claridad conceptual y acuerdo jurisprudencial respecto a 
que los bienes de propiedad de entidades de derecho público son 
imprescriptibles. Pese a ello, en relación con los inmuebles que 
tienen el carácter de baldíos, que son indudablemente bienes 
de propiedad de la nación, viene generándose una polémica que 
merece ser considerada ahora. El punto de controversia gira en 
relación a cuáles son los bienes que en un momento dado cabe 
calificar de baldíos. Una posición, que ha sido la que ha sentado 
la Corte Constitucional, sostiene que si un inmueble no está 
inscrito en la oficina de registro correspondiente, es porque 
carece de propietario privado, y que, por tanto, su propiedad 
pertenece a la nación como bien baldío a cargo del Inconder 
o entidad que le llegue a remplazar, que es la entidad que se 
encarga de los menesteres de estos inmuebles en cuanto a su 
administración y adjudicación. 
Empero, el tema no ha sido pacífico, en particular confrontado 
con las normas de la legislación agraria (Ley 200 de 1936 y 
Ley 4ª de 1973), ya que no todos los magistrados y tribunales 
vienen sosteniendo posturas uniformes, como es el caso de 
la sentencia ya citada del 16 de febrero de 2016 de la Sala de 
Casación Civil. Esta sentencia, con una seria motivación, 
sostiene otra postura separándose completamente del criterio 
de la Corte Constitucional, esgrimiendo como sustento, un hilo 
conductor lógico conceptual consistente en que “para sostener 
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la imprescriptibilidad de un terreno baldío se tiene que partir 
del supuesto, que tiene esa calidad” Con ello se quiere signi-
ficar que cuando un inmueble no es “baldío”, es porque es un 
bien privado, y como tal, susceptible de ser usucapido. Y para 
lo que atañe a la controversia planteada, la Corte Suprema 
sienta la doctrina de que no pueden tener la calidad de baldíos, 
aunque no aparezcan registrados como propiedad de nadie, 
los predios “que han sido explotados económicamente por un 
particular”.74
En el momento de escribir estas líneas, y como se trata de una 
sentencia que resuelve en segunda instancia una acción de tutela, 
se ignora si la Corte Constitucional seleccionó este caso para 
revisión, como debería hacerlo, para acabar, en tema de tanta 
trascendencia, con la inseguridad jurídica que implica estar 
frente a posiciones jurisprudenciales encontradas de las dos más 
altas corporaciones de justicia. Pero, sea de ello lo que fuere, es 
nuestra opinión que en lo tocante a prescripción de inmuebles 
de pequeña propiedad rural, y armonizando los propósitos que 
inspiran la legislación agraria, es la última postura de la Corte 
Suprema de Justicia,75 la que más se acomoda a una interpreta-
ción integral y finalística de esta legislación, que es propender 
por popularizar o “democratizar” la propiedad de la tierra, como 
ahora se dice. Como en el propio fallo se recuerda, en el fondo 
no se trata sino de retomar la doctrina que de antaño para estos 
casos había sentado esa misma corporación en jurisprudencia 
reiterada, en la que se puntualizaba que la ley establecía “una 
presunción a favor de los particulares y en contra de la Nación 
74 Corte Suprema de Justicia, ver Sentencia del 16 de febrero de 2016 de la 
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con que el art. 1º76 reformó la presunción tradicional de dominio 
establecida por los arts. 675 del C.C. y 44 del C.F.” (sent. 22 de 
junio de 1956, LXXXIIII, 74; 31 de julio de 1962, XCIX, 172).77 
Con todo, una dificultad más viene a complicar este ajedrez 
jurídico, y ella proviene del inciso 2º del # 10 del art. 375 del 
C.G.P., pues habrá de tenerse en cuenta que la sentencia en 
comento se desarrolló bajo los parámetros normativos del C.P.C. 
La norma aludida, a la letra dice: “En ningún caso, (resalto) las 
sentencias de declaración de pertenencia serán oponibles al 
Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) respecto de 
los procesos de su competencia”. Por supuesto, alocución tan 
perentoria como la de “en ningún caso”, incluye a las pertenencias 
agrarias invocadas con base en los supuestos de las leyes 200 de 
1936 y 4ª de 1973, lo que implica que si a motu proprio el Incoder 
califica un determinado bien de baldío, quedará ipso iure como 
de “su competencia”, y una eventual sentencia de pertenencia en 
favor de un particular no le será oponible, lo que en principio 
implicaría, según la letra de tal disposición, que soberanamente 
el Incoder podrá desvanecer los efectos de cualquier sentencia 
que se le pretenda imponer –lo repetimos–, cuando se trata 
de asunto de su “competencia”. Las vías procesales que podría 
utilizar en la práctica para lograr tal efecto podrían ser adminis-
trativas o jurisdiccionales, pero lo más seguro es que se actúe por 
la vía de la acción de tutela, la nulidad procesal insubsanable por 
vía incidental (porque aquí existiría fala de jurisdicción), etc. 
Por lo demás, no se vislumbra con claridad a quién corresponde 
la calificación de que se trata de un proceso “de competencia” del 
Incoder, o, lo que es lo mismo para el caso, el otorgarle la condición 
76 Se refiere al art. 1º de la Ley 200 de 1936, que actualmente está modificado 
por el art. 2º de la Ley 4ª de 1973.
77 Ibid. Cursivas de la Corte.
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de “baldío” al respectivo inmueble, para proceder o no al rechazo 
de la demanda, la terminación anticipada del proceso (art. 375, 
# 4, inciso 2º del C.P.C.), o que la sentencia no le es “oponible” 
al Incoder (inciso final). Conceptuamos que inicialmente se trata 
de una atribución que corresponde específicamente al juez que 
conoce del proceso de pertenencia, para efectos del rechazo o 
terminación anticipada o sentencia de mérito que niegue por tal 
razón las pretensiones de la demanda, o al propio Incoder cuando 
se proponga realizar las atribuciones que le son inherentes como 
lo sería la adjudicación del baldío en cuestión. Pese a ello, el 
problema delicado se suscitará para cuando ya exista una sentencia 
que declara la pertenencia, puesto que, al afectar la propiedad de 
un inmueble, deberá ser inscrita. Así las cosas, la única manera de 
hacer inoponible ese fallo al Incoder será logrando su expulsión 
del sistema registral, lo que plantea el interrogante de si basta que 
el Incoder actúe a motu proprio librando un oficio u orden mani-
festando que esa sentencia le es inoponible, o si debe recurrir a 
pedir su anulación ante la jurisdicción, sea por vía incidental o de 
tutela, como antes se planteaba. 
Creemos que se debe imponer en la práctica la segunda solución, 
no solamente para salvaguardar la autoridad de la cosa juzgada 
que arropa a todos los fallos judiciales mientras no sean 
quebrados (que es el fundamento de todo sistema judicial), sino 
porque, al profundizar en la cuestión, encontramos que la otra 
solución cohonestaría un instrumento indebido, por virtud del 
cual se le permite a una entidad de derecho público hacerse 
justicia por propia mano en contra de una persona de derecho 
privado, violándosele sus derechos fundamentales, que en este 
caso serían del orden patrimonial (la propiedad), de contradic-
ción, de defensa y del debido proceso. 
Por manera que estamos frente a un problema de alto coturno 
jurídico que, a nuestro juicio, deberá desenvolver en último 
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momento la jurisdicción constitucional. Pero el contrapunto 
jurídico que se le planteará al juez constitucional es ciertamente 
difícil, ante lo perentorio de la expresión “en ningún caso”. Aun 
así, a nuestro parecer, si el caso es puesto en sede constitu-
cional por vía de tutela, la calificación de si se trata de asunto 
de “competencia” o no del Incoder, corresponderá al juez que 
conozca de la acción con total autonomía, de manera que, al 
abordar su estudio, pudiera utilizarse la misma línea jurispru-
dencial que acogió la sentencia del 16 de febrero de 2016 de la 
C.S.J. ya estudiada, en el sentido de que si el predio de que se 
trata ha sido objeto de explotación económica (agropecuaria), 
se presume en contra de la Nación y en favor del particular, que 
el respectivo inmueble no es baldío. Con ello podría superarse 
el escollo, pues de esa forma de razonar se seguiría que no sería 
un “proceso de competencia” del Incoder. De todos modos, no 
existe suficiente claridad, y por supuesto que la norma citada 
del C.G.P. entra a complicar el asunto al restringir las posibili-
dades de maniobra interpretativas. 
Pasando a otra temática relacionada con los bienes suscepti-
bles de declaración de pertenencia, parecía desprenderse de la 
redacción original del literal 5o del art. 407, que el proceso de 
declaración de pertenencia procedería únicamente sobre bienes 
inmuebles, por cuanto que en dicho precepto se aludía explíci-
tamente al requisito de aportar el “certificado del registrador de 
instrumentos públicos”, y como bien se sabe, en principio, ese 
régimen jurídico para establecer la tradición y titularidad de 
derechos reales, solo se aplica a los inmuebles. 
La nueva norma del C.G.P. (art. 375), que corresponde igual-
mente a su literal 5º, no tiene la adecuada corrección gramatical 
que se esperaba, para entender explícitamente que el proceso 
de declaración de pertenencia es viable tanto para inmuebles 
como para muebles. El yerro de redacción que se mantiene, 
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reside en que se hace referencia al aporte del certificado de 
registro, sin hacer la debida advertencia de que ese requisito 
se exigirá cuando se trate de inmuebles o de bienes muebles 
que también estén sujetos a régimen registral. Esto último es 
necesario advertirlo, en la medida en que nuestra legislación 
establece otros registros públicos para ciertos bienes muebles, 
como naves y aeronaves e incluso para automotores, razón por 
la cual cuando la demanda verse sobre algunos de estos, aunque 
ciertamente en rigor no corresponden al “registro de instru-
mentos públicos” a que se refiere la normatividad (tanto el # 
5 del 407 del C.P.C. como el 375 del C.G.P.), de todos modos 
están sometidos a un registro público, motivo por el cual será 
necesario aportar el certificado correspondiente, por cuanto 
ese será el único instrumento idóneo –ad sustantian actus– 
para determinar qué personas son las titulares del derecho de 
propiedad o de los derechos reales principales, contra las cuales 
necesariamente deberá dirigirse la demanda, dado que, en estos 
casos, la ley impone como requisito formal dirigirla contra todo 
aquel que figure como titular de un derecho real principal (art. 
407 del C.P.C.), y hoy contra todo titular de derechos reales, 
sean estos principales o accesorios (art. 375), en disposición 
que consideramos craso error.78
En efecto, los vehículos automotores, las naves y aeronaves se 
encuentran sometidos a registro especial en las oficinas de 
tránsito terrestre, en las capitanías de puerto y en la aeronáutica 
78 Como bien lo sintetiza Marco Antonio Álvarez Gómez, “no pueden los 
jueces, como secuela de la declaración de pertenencia, ordenar en el 
mismo fallo, la cancelación de la hipoteca o la prenda”. Ensayos sobre el 
Código General del Proceso, Instituto Colombiano de Derecho Procesal, 
Bogotá, 2015, p. 44. Y si ello es así, como lo es, no tiene ningún sentido ni 
utilidad práctica su citación, ya que en este tipo de proceso no se puede 
afectar el derecho real accesorio del acreedor prendario o hipotecario. Ver 
al respecto lo que ya expusimos en nota a pie de página 34 de este escrito.
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civil. Así, en tales casos también debe acompañarse el certificado 
de registro de la oficina correspondiente. De otra parte, respecto 
de naves es importante señalar que el art. 1443 del C.Cio. reitera 
que la propiedad de las naves se puede adquirir por los medios 
generales establecidos en la ley; pero para los efectos de adquirir 
por prescripción, se reducen los términos a la mitad, imponiendo 
además una drástica limitante en relación con el capitán y 
tripulantes, a quienes se les impide adquirir el dominio por pres-
cripción de esas naves en que prestan sus servicios, disposición 
que está inspirada en obvias razones de lealtad. 
Ahora bien, pese a la ligera redacción de la norma que se viene 
comentando, no podría deducirse que el proceso de declaración 
de pertenencia esté limitado a los bienes inmuebles y a los muebles 
sujetos a registro, por cuanto la institución de la usucapión, que 
está regulada por nuestra actual legislación sustancial, no la 
restringe a estos sino que la hace extensiva a todo tipo de bienes, 
muebles e inmuebles, sin distingos de ninguna naturaleza, y en 
esta materia lo que prima es el Derecho sustancial. 
Por otra parte, si bien el literal 5o del art. 407 incurría en una 
ligereza como lo puso de manifiesto la doctrina nacional, no es 
menos cierto que esa exigencia debía ser interpretada y aplicada 
en su preciso alcance. Porque la exigencia no tenía efectos 
excluyentes; era apenas una referencia específica que estimó 
conveniente el legislador para los casos en que los bienes de que 
trate la demanda estuvieran sujetos a un régimen de registro, 
pero sin que esa previsión tuviera el alcance de limitar el proceso 
de declaración de pertenencia a ese tipo de bienes.
La anterior conclusión era tanto más evidente cuanto que era el 
literal 6o de la misma disposición el que se encargaba de despejar 
cualquier duda al respecto cuando se refería específicamente a 
la medida cautelar de “inscripción de la demanda”, aclarando lo 
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que igualmente debió ser aclarado en el numeral anterior, quiero 
decir, que esa cautela se decretará aun de oficio, “cuando ello 
fuere pertinente”, salvedad con la que, a no dudarlo, se dejaba 
en claro que el proceso de declaración de pertenencia procedía 
tanto respecto de bienes inmuebles como de los muebles, aunque 
estos últimos no estuvieran sujetos a registro, dado que la expre-
sión “cuando ello fuere pertinente“, tenía el preciso alcance de 
significar que en el caso de que se trate de bienes muebles que no 
estén sujetos a registro, como lo son la generalidad, entonces el 
juez deberá admitir la demanda, solo que, por no ser pertinente, 
no debía ordenar la medida cautelar oficiosa de registro de la 
demanda, como lo ordenaba la disposición en relación con los 
bienes sujetos a registro en concordancia con el art. 692.
Finalmente, aunque en el C.G.P persiste idéntica dificultad 
como ya se explicó, igualmente, como en el caso del C.P.C., una 
interpretación sistemática de la norma (art. 375), arroja total 
claridad, sobre todo acudiendo a su significativo encabezado, 
que puntualiza, con buena técnica procesal, que la pertenencia 
procede sobre “los bienes privados”, con lo cual quedan incluidos 
tanto los inmuebles como los muebles, y por lo cual con mayor 
pertinencia caben los razonamientos que ya quedaron esbozados 
atrás.
En consecuencia, el proceso de declaración de pertenencia 
cabe también respecto de muebles de toda clase, auncuando la 
realidad es que la gran mayoría de las demandas –por no decir 
la totalidad– versan sobre inmuebles, ya que la declaración de 
pertenencia sobre bienes muebles no sujetos a registro carece 
de efectos prácticos. Ciertamente, al poseedor le basta la 
presunción de la ley sustancial de que se presume dueño (art. 
762 in fine del C.C.), motivo por el cual a la inmensa mayoría 
de los poseedores no les interesa ser formalmente declarados 
propietarios por una sentencia de declaración de pertenencia, 
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ya que –lo repetimos– están amparados por la presunción de 
que el poseedor se reputa dueño mientras no se le demuestre 
lo contrario. Tal presunción les permite a los poseedores cómo-
damente dar a los muebles un tráfico comercial y jurídico sin 
restricciones, motivo por el cual únicamente cuando se trata de 
bienes inmuebles o muebles sujetos a registro, por regla general 
se acude a este procedimiento jurisdiccional para lograrlo. 
Conclusiones
Como el lector habrá apreciado, especialmente en el transcurso 
del siglo XX, el proceso de declaración de pertenencia sufrió 
una vertiginosa evolución. Tal evolución ha estado impulsada 
por la intención del legislador de servirse de este proceso para 
desarrollar una política, que hoy se conoce como “la democra-
tización” de la propiedad inmobiliaria, que en palabras castizas 
significa el propugnar por lograr su reparto equitativo, para hacer 
propietarias a las familias de sus viviendas, a los empresarios y 
comerciantes de los inmuebles en donde funcionan sus empresas 
y establecimientos de comercio, y al campesino de la tierra que 
trabaja. El propósito es lograr que la propiedad sea plenamente 
productiva, porque ello es condición indispensable para alcanzar 
el desarrollo.
En la implantación de esa política, el primer paso radical que 
dio nuestro legislador fue permitir en los años 30 del siglo XX la 
declaración de pertenencia por vía de acción, acabando así con el 
impropio y rudimentario sistema de materializar la prescripción 
adquisitiva (usucapión) exclusivamente por vía de excepción. En 
este aspecto, el procedimiento se ha perfeccionado, buscando 
eficiencia y economía procesal, desarrollando instituciones 
procesales como la demanda de reconvención, de todo lo cual 
hemos procurado hacer mención en este trabajo.
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También se observa una tendencia a reducir los términos de la 
prescripción adquisitiva (usucapión), lo que está en concordancia 
con la política referida, porque que sirve a dicho propósito de 
una manera más pronta. La sobreviviente posibilidad, que dio 
la Ley 791 del 2002 para poder aplicar nuevamente la usuca-
pión por vía de excepción, la consideramos un retroceso, por 
las razones que quedaron consignadas, y aun en presencia del 
C.G.P., consideramos que genera perplejidad para la adecuada 
aplicación del procedimiento y el logro de la prescripción adqui-
sitiva de dominio.
Como aspectos adversos de esta evolución, debe señalarse, que 
es inconveniente la tendencia a la hiperinflación legislativa, 
porque propicia los conflictos normativos, que se traducen en 
ineficacia de las instituciones, en la medida en que entorpecen 
la función de la administración de justicia. En virtud de ello, 
opinamos que el proceso de declaración de pertenencia debe ser 
uno solo, aunque nos parezca conveniente seguir estableciendo 
términos más cortos para hacer propietarios a poseedores de 
viviendas de bajos recursos y a quienes trabajen la tierra.
Finalmente, debe resaltarse la protección del patrimonio de las 
entidades de derecho público, mediante la perentoria prohibi-
ción de aplicar la usucapión en su contra, lo que consideramos 
un ingrediente normativo muy conveniente para proteger los 
intereses del colectivo social, pues finalmente el patrimonio de 
las entidades públicas es de todos los colombianos.
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En este capítulo se abordará el estudio de los aspectos sustan-
ciales más relevantes de la pretensión de prescripción adquisitiva, 
desde el punto de vista doctrinal, jurisprudencial y normativo; 
esto último se encuentra ubicado en diferentes leyes.
Es necesario reconocer que el Derecho procesal es un instru-
mento para hacer realidad las garantías y derechos consagrados 
en la leyes sustanciales, así lo establece el artículo 9 del C. G. del 
P. al señalar que el juez deberá tener en cuenta que el objeto de 
los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos 
por la ley sustancial. Por lo que se hace indispensable estudiar 
estas normas, las que regulan la acción de pertenencia, con el 
fin de precisar cuáles son los requisitos que se exigen para su 
prosperidad en el escenario procesal, por cuanto la usucapión 
debe ser alegada por el interesado y requiere declaración judicial.
Las normas sustanciales referidas a la pretensión de pertenencia 
se encuentran contenidas en varias normas o códigos. En este 
capítulo se estudiará cada una de ellas, en un orden cronológico, 
empezando por el Código Civil, para terminar con el Código 
General del Proceso, el cual empezó a regir en su totalidad a 
partir del 1 de enero de 2016, según acuerdo n° PSAA15-10392, 
de 1 de octubre de 2015, de la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura.
Es preciso recodar que el carácter de una norma, sustancial o 
procesal, no obedece a la aparición en un código específico, 
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como sería el Código Civil o el Código General del Proceso, sino 
de su contenido, por lo que encontramos verdaderas normas 
sustanciales ubicadas en estatutos procesales.
1. Generalidades 
La prescripción adquisitiva también se denomina pertenencia o 
usucapión; este último vocablo procede del latín usucapere, que a 
su vez se divide en usus, que significa usar, utilizar, y capere, que 
significa tomar, adueñarse. En conjunto expresa la posibilidad de 
adquirir cosas ajenas por su uso. 
Para nuestro Código Civil la prescripción adquisitiva se considera 
un modo de adquirir el dominio1 de cosas ajenas,2 modo origi-
nario, ya que la propiedad o demás derechos reales se adquieren 
sin que exista una voluntad anterior que la transfiera. 
Los requisitos que se deben cumplir para la prosperidad de 
la pretensión de pertenencia son: la posesión sobre una cosa 
corporal, mueble o inmueble,3 que dicha posesión dure el tiempo 
establecido por la ley para cada caso, y que durante ese término 
haya inacción del titular de los derechos reales. Es importante 
señalar que la pretensión de usucapión debe ser alegada por el 
interesado, no puede otorgarse de oficio, y requiere el trámite y 
la declaración judicial.
1 Art. 673.- Los modos de adquirir el dominio son la ocupación, la accesión, 
la tradición, la sucesión por causa de muerte y la prescripción.
2 Art. 2512.- La prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de 
extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y 
no haberse ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de 
tiempo, y concurriendo los demás requisitos.
3 Inciso 1 del art. 2518 del C. C. “Se gana por prescripción el dominio de los 
bienes corporales, raíces o muebles, que están en el comercio humano y se 
han poseído con las condiciones legales.”
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Mediante la decisión del juez se transfiere la propiedad y demás 
derechos reales permitidos de una cosa corporal, mueble o 
inmueble, por la posesión que ejerce una persona sobre bienes 
ajenos, durante el término que establece la ley, sin que durante 
ese lapso su titular haya realizado acciones para recuperarlos y el 
poseedor haya reconocido derecho ajeno.
A través de la prescripción adquisitiva se puede transformar a 
un poseedor de un bien en el titular de los derechos reales sobre 
el mismo. Mediante este mecanismo legal se premia al poseedor 
ante el abandono o negligencia del titular de esos derechos; por 
ejemplo, al propietario. Tiene su fundamento en el artículo 58 de 
la Constitución Política, el que establece que la propiedad tiene 
una función social que implica obligaciones.
La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en 
sentencia de 4 de mayo de 1989,4 al estudiar la demanda de inexe-
quibilidad de varias disposiciones del Código Civil, referidas a la 
posesión y a la prescripción, al considerar el actor que transgre-
dían el derecho real de propiedad, señaló:
“Tal inactividad es presupuesto básico de la institución que 
se examina por cuanto da origen a la presunción de que quien 
abandona su derecho, el que no lo ejercita, demuestra voluntad 
de no conservarlo; como lo han sostenido de manera reiterada la 
doctrina y la jurisprudencia.
En efecto, tanto en la prescripción adquisitiva como en la extintiva, 
ante la inactividad o negligencia del titular del derecho en reclamar 
el ejercicio que le corresponde, mantenida durante un lapso consi-
derablemente extenso (3 a 10 años en la prescripción ordinaria y 20 
años en la extraordinaria), la ley presume un abandono definitivo 
del derecho en favor de quien lo ejerce de facto.
4 Corte Suprema de Justicia, Sala Plena, sentencia n° 18 de 4/5/89, M. P. Dr. 
Hernando Gómez Otálora, expediente 1880.
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A la luz de lo expuesto, no se ve cómo la prescripción pueda 
transgredir el derecho de propiedad, puesto que mal podría desco-
nocerse o vulnerarse el derecho de quien ha hecho voluntario 
abandono del mismo, renunciando a su ejercicio o no empleando 
la vigilancia que la preservación de su integridad demanda.
Podría también argumentarse que la negligencia del titular del 
derecho sirve de fundamento a la prescripción. Como señala la 
doctrina, el propietario que pierde su derecho por no ejercerlo, 
o el acreedor cuyo crédito se extingue por no haber sido efecti-
vamente exigido, ha obrado negligentemente. Es un hecho cierto 
que el propietario que ejerce continuamente sus derechos, que 
los vigila día a día, jamás se verá expuesto a perderlos porque 
otro los gane en virtud de la usucapión.”
No solo se puede obtener por usucapión el derecho de dominio 
de los bienes corporales, muebles o inmuebles, que sean pres-
criptibles, sino además los otros derechos reales que no estén 
exceptuados por la ley, tal como lo señala el artículo 2518 del 
C. C.5 Entre los derechos reales exceptuados de ganarse por 
prescripción adquisitiva están las servidumbres discontinuas y 
las continuas inaparentes6 y la hipoteca.
Por otra parte, hay ciertos derechos reales que se encuentran 
sometidos a un régimen especial para adquirirlos por prescrip-
ción, como el derecho de herencia, que se adquiere solo por 
prescripción extraordinaria, por cuanto la prescripción ordinaria 
que se permitía utilizar a los herederos que hubieren recibido la 
5 Se gana por prescripción el dominio de los bienes corporales, raíces 
o muebles, que están en el comercio humano y se han poseído con las 
condiciones legales. Se ganan de la misma manera los otros derechos 
reales que no están especialmente exceptuados.
6 Inciso 1 del artículo 939 del C. C. “Las servidumbres discontinuas de todas 
clases y las continuas inaparentes sólo pueden adquirirse por medio de un 
título; ni aun el goce inmemorial bastará para constituirlas.”
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posesión efectiva de la herencia fue derogada por el C. G. del P. 
en el literal c del artículo 626.7
El maestro Fernando Hinestrosa8 manifiesta que la institución de 
la prescripción llegó con mucha tardanza al Derecho, entre otras 
cosas por motivos económicos, éticos y religiosos, puesto que era 
inaceptable que una persona que no era titular de derechos sobre 
una cosa los pudiera adquirir por el transcurso del tiempo y la 
posesión, extinguiéndolos a su vez en cabeza de su titular. 
Por el componente ético se ha exigido, como ocurre en nuestro 
país, que el interesado la alegue, no podrá decretarse de oficio, 
ya que la prescripción es renunciable y si no es alegada por el 
interesado, se entiende que renuncia a ella en forma tácita. En el 
inciso primero del artículo 282 del C. G. del P.9 se señala que la 
excepción de prescripción, tanto la adquisitiva como la extintiva, 
deben ser alegadas por el interesado en la contestación de la 
demanda, ya que el juez no la puede reconocer de oficio.
Surgió primero en el tiempo la prescripción adquisitiva que la 
extintiva. Con el fin, entre otros, de consolidar los derechos adqui-
ridos y de eliminar los vicios que se tuvieron en la adquisición de 
estos, como lo manifiesta el profesor Fernando Hinestrosa:10 “La 
exigencia de consolidar los derechos reales, comenzando por el 
7 Deróguense las siguientes disposiciones: C)… la expresión “mientras no 
proceda” y los numerales 1 y 2 del artículo 757, el 766 inciso final del 
Código Civil.
8 Hinestrosa, Fernando (2006). La prescripción extintiva. Segunda ed. 
Bogotá: Universidad Externado de Colombia.
9 Artículo 282. Resolución Sobre Excepciones. En cualquier tipo de 
proceso, cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una 
excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de 
prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la 
contestación de la demanda.
10 Op. cit., p. 23.
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de dominio, adquiridos sin el lleno de los requisitos cuya plenitud 
los haría del todo ciertos e inexpugnables y, quizá más, el anhelo 
de eliminar sus manchas y riesgos, condujo al surgimiento de la 
usucapio”.
Se considera la prescripción como una institución necesaria y 
conveniente, que responde al apremio de “consolidar situaciones 
de hecho que han permanecido inalteradas durante un cierto 
período de tiempo, suficientemente largo como para otorgar un 
justo título para la adquisición de bienes o para el ejercicio de 
derechos”.11 
La posibilidad de perder los derechos reales sobre las cosas, espe-
cialmente el de propiedad, por la inactividad en su ejercicio por 
su titular, para pasar a manos de otro, el que durante un término 
ha ejercido actos posesorios, tiene su respaldo en el artículo 
58 de la C. P.,12 dado que la propiedad privada además de estar 
garantizada, tiene una función social que implica obligaciones.
2. Semejanzas y diferencias entre la 
prescripción adquisitiva y la prescripción 
extintiva
La prescripción adquisitiva tiene semejanzas y diferencias con la 
prescripción extintiva; entre las semejanzas están: el transcurso 
del tiempo; la inactividad del afectado con la prescripción; 
la necesidad de ser alegadas por el interesado; por ello, la 
prohibición de su decreto de oficio por el juez; las formas para 
alegarlas, mediante pretensión o excepción; la identidad en la 
legitimación por activa; que no haya reconocimiento por parte 
11 Campitelli, A. (1968). Prescrizione, diritto intermedio. Ed. Xxxv. Milano, p. 
46, citado por el maestro Fernando Hinestrosa.
12 Art. 58, C. P. N., inciso 2. La propiedad es una función social que implica 
obligaciones. Como tal, le es inherente una función ecológica.
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del prescribiente de los derechos ajenos y la posibilidad de su 
renuncia, suspensión e interrupción.
Entre sus diferencias se encuentran que mientras la prescrip-
ción extintiva solamente necesita el transcurso del tiempo,13 la 
prescripción adquisitiva requiere la posesión del prescribiente 
durante este lapso;14 el tiempo corre para la prescripción adqui-
sitiva desde el momento en que empieza la posesión, para la 
prescripción extintiva desde el momento en que el derecho o la 
acción se hace exigible.
Si por la prescripción adquisitiva se adquieren cosas ajenas, a 
través de la posesión, por la prescripción extintiva se extinguen 
las acciones o derechos ajenos, por la inactividad de dichas 
acciones o derechos por parte de su titular. 
El tratadista Luis Guillermo Velásquez Jaramillo15 manifiesta acerca 
de la distinción entre la prescripción adquisitiva y la extintiva: 
Las dos clases de prescripciones se diferencian fundamen-
talmente en que la prescripción adquisitiva o usucapión se 
aplica en la adquisición de los derechos reales; en cambio, 
la extintiva o liberatoria tiene su campo de aplicación en las 
obligaciones y acciones en general. Por tanto, en la primera 
es necesario poseer el objeto sobre el cual recae el derecho 
real; en la extintiva o liberatoria no hay posesión, puesto que 
la inactividad o pasividad del titular del crédito u obligación 
extingue la acción para reclamar el derecho.
Toda prescripción adquisitiva involucra una extinción de los 
derechos reales sobre una cosa; en otras palabras, toda adquisición 
implica una extinción, de ninguna manera podremos adquirir 
13  Inciso final del artículo 2535 del Código Civil.
14  Artículo 2518 del Código Civil.
15 Velásquez Jaramillo, Luis Guillermo (2008). Bienes. Ed. undécima. Bogotá: 
Librería Jurídica Comlibros, p. 382.
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derechos sobre cosas ajenas, si no se extinguen estos derechos en 
el anterior titular; en cambio, mediante la prescripción extintiva 
solamente se extinguen derechos o acciones, sin que ello deter-
mine una adquisición, lo que se obtiene es la liberación respecto 
de esos derechos o acciones que se extinguen.
Es importante resaltar que ciertas acciones, como la reivin-
dicatoria o la de petición de herencia, que son protectoras de 
los derechos de dominio y herencia, no se extinguen por el solo 
transcurso del tiempo, por la inactividad de su titular, cualquiera 
que fuere ese tiempo, por lo que se consideran intemporales, 
inmunes al paso del tiempo. Se podrán extinguir por la prescrip-
ción adquisitiva del mismo derecho que buscan proteger, esto es, 
por la prescripción adquisitiva del derecho de propiedad o el de 
herencia, tal como lo señala el artículo 2538 del Código Civil.16
Respecto de estas acciones, reivindicatoria y la de petición de 
herencia, el término de la prescripción extintiva se contará a 
partir del inicio del cómputo del término de prescripción adqui-
sitiva del derecho de dominio o de herencia, respectivamente. 
Tomemos como ejemplo la acción de petición de herencia, la 
que se extingue en un plazo de 10 años17 al igual que el derecho 
de herencia18 que busca proteger. No es suficiente que transcu-
16 Toda acción por la cual se reclama un derecho se extingue por la 
prescripción adquisitiva del mismo derecho.
17 Artículo 1326 del C.C. El derecho de petición de herencia expira en diez 
(10) años. Pero el heredero putativo, en caso del inciso final del artículo 
766, podrá oponer a esta acción la prescripción de cinco (5) años, contados 
como para la adquisición del dominio.
18 Artículo 2533 del C.C. Los derechos reales se adquieren por prescripción 
de la misma manera que el dominio, y están sujetos a las mismas reglas, 
salvo las excepciones siguientes:
 1a. El derecho de herencia se adquiere por la prescripción extraordinario 
de diez (10) años.
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rran los diez años de inactividad en el ejercicio de dicha acción 
para que esta se extinga, es necesario que la herencia haya sido 
adquirida por prescripción extraordinaria, por parte de un 
heredero putativo o concurrente o por sus sucesores; términos 
de prescripción que correrán simultáneamente, a partir del 
inicio de los actos posesorios sobre los bienes hereditarios, los 
que determinarán el inicio de la prescripción adquisitiva de la 
herencia y de la extintiva de la petición de herencia. 
3. La agregación o suma de posesiones
Para el maestro Jaime Valencia Zea19 la suma de posesiones, la 
que denomina adquisición derivativa, ocurre: 
En todos aquellos casos en que la posesión del adquiriente se 
fundamenta en la existencia de la posesión en un poseedor 
anterior que se denomina causante o trasmitente.
En consecuencia, la adquisición derivativa implica necesaria-
mente una “sucesión jurídica”. La sucesión jurídica indica que 
una determinada relación jurídica se encuentra radicada en 
una persona y de esta se transmite a otra.
Tiene su fundamento en los artículos 77820 y 252121 del Código 
Civil, consiste en la facultad que tiene el poseedor actual de un 
 2a. El derecho de servidumbre se adquiere según el artículo 939.
19 Valencia Zea, Arturo (1983). La Posesión. tercera ed. Bogotá: Editorial 
Temis, p. 194.
20 Artículo 778. <Adición de Posesiones>. Sea que se suceda a título universal 
o singular, la posesión del sucesor principia en él; a menos que quiera 
añadir la de su antecesor a la suya; pero en tal caso se la apropia con sus 
calidades y vicios.
 Podrá agregarse, en los mismos términos, a la posesión propia la de una 
serie no interrumpida de antecesores.
21 Artículo 2521. <Suma de Posesiones>. Si una cosa ha sido poseída 
sucesivamente y sin interrupción, por dos o más personas, el tiempo del 
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bien de sumar a su posesión la de sus antecesores con el fin de 
completar el tiempo que requiere para adquirirlo por usucapión, 
inclusive para hacer uso de las acciones posesorias. 
Es una institución considerada universal, necesaria y facultativa, 
lo primero, por cuanto casi todas las legislaciones del mundo la 
consagran, lo segundo, ya que no se puede exigir que durante 
los términos requeridos para prescribir, la posesión sea realizada 
por una misma persona, esto haría casi inoperante este modo 
de adquirir. Por esto se ha permitido que se sumen posesiones 
sucesivas, ininterrumpidas y simultáneas; al respecto el maestro 
Luis Guillermo Velásquez Jaramillo nos enseña:22 
La situación de movilidad de los bienes muebles o inmuebles 
de un patrimonio a otro, en principio crea la dificultad 
natural de que una misma persona pueda cumplir todo el 
tiempo requerido por la ley para adquirir por prescripción. 
Si se exigiera a la posesión una permanencia absoluta 
durante el plazo legal de prescripción en un mismo sujeto 
de derechos, pocos podrían lograr el objetivo del dominio 
y estaríamos en presencia de una figura estática que a la 
postre solo beneficiaría a los propietarios inscritos.
Lo último, atendiendo a que es una facultad del poseedor que 
pretende adquirir por usucapión, agregar o no, a su posesión, la 
de sus antecesores. La ley no lo obliga a hacerlo, pero si lo hace, 
recibe las posesiones anteriores con sus calidades y defectos.
Para que se puedan sumar o agregar las posesiones se requiere 
acreditar en el proceso una serie de requisitos: demostrar el 
antecesor puede o no agregarse al tiempo del sucesor, según lo dispuesto 
en el artículo 778.
 La posesión principiada por una persona difunta continúa en la herencia 
yacente, que se entiende poseer a nombre del heredero.
22 Op. cit., pp. 178, 179.
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vínculo entre el actual poseedor y sus antecesores, demostrar la 
posesión tanto del actual poseedor como la de sus antecesores y 
que las posesiones sean sucesivas e ininterrumpidas en el tiempo.
Respecto del primer requisito, el de acreditar el vínculo entre el 
actual poseedor con su antecesores, habría que distinguir si la 
suma de posesiones se hace por acto entre personas vivas o por 
causa de la muerte del anterior poseedor.
Si se trata de sumar posesiones por causa de muerte, los here-
deros del causante adquieren de pleno derecho la posesión del de 
cujus, a partir de la delación de la herencia, sobre todos los bienes 
relictos, aunque lo desconozcan y no estén en posesión de ellos. 
En este evento, nos referimos a la denominada posesión legal de 
la herencia, la cual no es incompatible con la posesión material 
de la misma; pero sin que sea necesaria esta para considerar al 
heredero como continuador de la posesión del causante. 
El fundamento de esta forma de agregar posesiones se encuentra, 
además de los artículos 778 y 2521 del Código Civil, en los 
artículos 75723 y 78324 del mismo Código; en ellos se establece que 
una vez deferida la herencia, la posesión de esta se confiere por 
ministerio de la ley al heredero y se entiende agregada, aunque 
lo ignore. Por esta razón, desde la muerte y por la muerte del 
causante poseedor, la posesión continúa en el heredero.
23 Artículo 757. <Posesión de Bienes Herenciales>. En el momento de 
deferirse la herencia la posesión de ella se confiere por ministerio de la 
ley al heredero; pero esta posesión legal no lo habilita para disponer en 
manera alguna de un inmueble. 
24 Artículo 783. <Posesión de la Herencia>. La posesión de la herencia se 
adquiere desde el momento en que es deferida, aunque el heredero lo 
ignore.
 El que válidamente repudia una herencia, se entiende no haberla poseído 
jamás.
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Se requiere acreditar en el proceso de pertenencia, con las 
pruebas referidas al estado civil, la muerte del causante (certi-
ficado de defunción) y su condición de heredero, por ejemplo, 
de hijo (registro civil de nacimiento). Estas pruebas servirán de 
puente, de vínculo jurídico, entre el causante y los herederos.25 
Cuando se pretenda sumar a la posesión de los herederos la del 
causante no es necesario que se haya adjudicado la posesión del 
de cujus a aquellos, en el proceso de sucesión, para cumplir con 
el vínculo de los diferentes actos posesorios que se pretenden 
agregar. Al respecto, en la sentencia de la Sala de Casación 
Civil de la Corte Suprema de Justicia de 30 de junio de 2005 se 
señaló:26
4. Al margen de los planteamientos precedentes, habida 
consideración que para el juez de segundo grado el vínculo 
jurídico que echó de menos, en el caso propuesto por los 
demandantes, debía demostrarse únicamente a través del 
proceso de sucesión en el que se les hubiera adjudicado la 
posesión del predio pretendido o de un acto entre vivos, en 
cumplimiento de la previsión consagrada en el artículo 365 
del Código de Procedimiento Civil la Corporación estima 
indispensable hacer la correspondiente rectificación doctri-
naria, en orden a lo cual ha de precisar que, para los propósitos 
de sumar a la posesión de unos herederos demandantes la 
ejercitada por el de cujus, no necesariamente debe demos-
trarse, y menos exigirse, la respectiva adjudicación a aquéllos 
en la sucesión de éste para tener por cumplido el presupuesto 
relativo a la vinculación de los diversos actos posesorios que se 
pretendan añadir, como quiera que, conforme a los artículos 
778 y 2521 ibídem, cuando en las circunstancia anotadas 
25 Ver sentencia de abril de 1999, radicado 4931, C. S. de J.
26 Sentencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, 




se aspire efectuar esa especie de agregación basta acreditar 
que los actores, a raíz del deceso del antecesor, adquirieron 
la posesión que ese causante venía ejecutando por haberles 
sido transmitida “a título universal, por herencia, o singular, 
por contrato” (G. J., t. LX, p. 810), de donde resulta palmario 
que, evidenciada la calidad de heredero de quien sumando 
posesiones depreca para sí la declaración adquisitiva del 
dominio por el modo de la prescripción, queda demostrado 
“el vínculo por el cual el causante transmitió a la demandada, 
al título indicado, los derechos derivados de la posesión 
ejercida sobre el bien perseguido, habilitándola para agregar 
al tiempo de su posesión personal, el período durante el cual 
lo poseyó aquel. (G. J., t. CCLVIII, pp. 327 y 328).
El criterio que se viene comentando, la Sala lo reiteró 
recientemente al señalar que, en tratándose de la suma 
de posesiones, aducida con fundamento en el deceso del 
poseedor anterior, el mentado vínculo “lo constituye, de 
un lado, el fallecimiento del poseedor anterior y, del otro, la 
inmediata delación de la herencia a sus herederos (art. 1013 
C.C.), porque es, en ese preciso instante, en que el antecesor 
deja de poseer ontológica y jurídicamente y en el que sus 
causahabientes, según sea el caso, continúan poseyendo sin 
solución de continuidad, merced a una ficción legal, vale 
decir sin interrupción en el tempus.
Si la suma de posesiones se realiza por acto entre vivos, se hace 
necesario demostrar el vínculo jurídico entre los poseedores, 
el cual debe ser traslaticio, como lo sería una compraventa, 
donación, permuta, dación en pago, o cualquier otro título 
dispositivo del bien.
Antes de la sentencia de julio 5 de 2007, la Sala de casación Civil 
de la Corte Suprema de Justicia27 no aceptaba que se pudieran 
27 Ver la sentencia de julio 5 de 2007, Exp. 08001-3103-007-1998-00358-01, 
M. P., Dr. Manuel Isidro Ardila, C. S. de J.
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agregar posesiones respecto de bienes inmuebles, si no se efec-
tuaba mediante escritura pública. Ni siquiera la promesa de 
compraventa de estos bienes permitía cumplir con este requisito; 
en un aparte de esta sentencia se dijo:
No basta entonces, que en una promesa de venta de inmuebles 
se exprese la voluntad de conceder la posesión y de transferir 
ese poder de hecho para que opere el fenómeno jurídico de 
la unión de posesiones por cuanto el título constituido es el 
de hacer y jamás de trasladar. Ese propósito volitivo puede 
generar o derivar una posesión inmediata, si es inequívoca 
la declaración de las parte en ese sentido, empero no puede 
trascender ese ámbito negocial, para encadenar cualquier 
derecho o hecho anterior sobre el inmueble.
Afortunadamente nuestra Corte abandonó esa postura. Lo hizo 
en la mencionada sentencia de 5 de julio de 2007, la cual se 
convierte en sentencia hito; en ella se establece que si se trata de 
agregar una posesión irregular sobre bienes muebles o inmue-
bles, el título puede ser cualquier documento que sirva para 
acreditar este vínculo, para demostrar que el actual poseedor no 
es un usurpador de la posesión, sino que deriva sus derechos de 
posesión del anterior poseedor, sin importar que no se haga por 
escritura pública. 
En cambio, cuando la agregación o suma de posesiones sea de 
una posesión regular, se requiere, respeto de bienes inmuebles, 
que se haga por escritura pública, dado que para que un poseedor 
sea considerado regular se requiere justo título, el cual requiere 
que sea verdadero, válido e idóneo para transferir el dominio y 
no sería válido para transferirlo, un título que no sea la escritura 
pública. En un aparte de la sentencia estudiada la Corte Suprema 
de Justicia precisa sobre este tema:
Por lo demás, requerir que en tales casos, para poder sumar 
posesiones, exhiba una escritura pública, es demandarle cosas 
Fernando Badillo aBril
113 
como si él alegase ser poseedor regular, donde tal exigencia 
sí está justificada del todo. Una cosa es aducir suma de 
posesiones y otra que se es poseedor regular.
De donde emanan las siguientes conclusiones: la suma de 
posesiones y la posesión regular son dos instituciones que, 
aunque afines, poseen individualidad propia, hasta el punto 
que son perfectamente diferenciables. Cierto que una y otra 
preguntan a quienes las invocan, cómo fue que llegó a poseer, 
si son sucesores, quién su antecesor. Ambos deben justifi-
carlo, mostrando “qué tanto derecho” les permitió entrar en 
posesión. Pero la explicación admisible no es de la misma 
catadura en ambos casos. Mucho más exigente es demostrar 
que se tiene justo título que acreditar el derecho para agregar 
posesiones. Aquél debe demostrar que todo apuntaba a 
ser el dueño; que creyó ser sucesor del dominio, sólo que 
vino a develarse que su antecesor no era verus domino. 
Éste, en cambio, jamás se sitúa en el terreno del dominio o 
la propiedad, no pretende haberlo sido, y por eso le basta 
demostrar simplemente que es un sucesor de la posesión. El 
uno prometió y vendió dominio; el otro prometió y vendió 
posesión, o simplemente el derecho a poseer. Por eso el 
sucesor de posesión no tiene que exhibir escritura pública, 
sino acreditar que no se trata de ningún usurpador o ladrón 
u ocupante de una cosa, porque precisamente tiene una 
relación jurídica de posesión frente a su antecesor, vale decir, 
que el derecho de posesión lo derivó del antiguo poseedor.
4. La interversión del título
Según el artículo 777 del Código Civil, “El simple lapso de 
tiempo (sic) no muda la tenencia en posesión”. Quien es un 
mero tenedor de un bien por el solo transcurso del tiempo, no 
se puede convertir en poseedor de este. Conforme a lo anterior, 
la ley presume mala fe del tenedor, presunción legal que le 
impide adquirir por prescripción adquisitiva un bien, a menos de 
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concurrir y probarse ciertas circunstancias.28 Es decir, admite 
prueba en contrario.
Interversión proviene de la unión de las palabras en latín inter, 
prefijo que significa entre o en medio, y versus, vertére, que 
significa tornar, volver. Su unión nos daría como significado 
estar en el medio o entre cosas de diferente naturaleza o estado. 
Respecto de la prescripción adquisitiva, la interversión del 
título hace relación al tenedor de un bien que posteriormente se 
convierte en poseedor, o viceversa, el poseedor que se convierte 
posteriormente en tenedor.
El caso de nuestro interés sería el del tenedor que se convierte 
en poseedor. Su fundamento legal se encuentra en el numeral 
3 del artículo 2531 del Código Civil,29 el que fue modificado, 
en el ordinal 1°, por el artículo 5 de la Ley 791 de 2002, del cual 
se desprenden los siguientes requisitos: demostrar el acto del 
cambio de su condición o versión y el momento en que ello 
ocurrió, acreditar posesión extraordinaria de al menos diez años 
y probar posesión sin violencia, clandestinidad ni interrupción.
28 Art. 2351, numeral 3 del Código Civil.
29 Artículo 2531. <Prescripción Extraordinaria de Cosas Comerciables>. 
El dominio de cosas comerciables, que no ha sido adquirido por la 
prescripción ordinaria, puede serlo por la extraordinaria, bajo las reglas 
que van a expresarse:
 1a. Para la prescripción extraordinaria no es necesario título alguno.
 2a. Se presume en ella de derecho la buena fe sin embargo de la falta de 
un título adquisitivo de dominio.
 3a. Pero la existencia de un título de mera tenencia, hará presumir mala 
fe, y no dará lugar a la prescripción, a menos de concurrir estas dos 
circunstancias:
 1a.) <Ordinal modificado por el artículo 5 de la Ley 791 de 2002. El 
nuevo texto es el siguiente: > Que el que se pretende dueño no pueda 
probar que en los últimos diez (10) años se haya reconocido expresa o 
tácitamente su dominio por el que alega la prescripción.
 2a.) Que el que alegue la prescripción pruebe haber poseído sin violencia, 
clandestinidad, ni interrupción por el mismo espacio de tiempo.
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El primer requisito que debe demostrar el poseedor que hace 
interversión de su título es el acto del cambio de su condición o 
versión y el momento en que ello ocurrió. Si de tenedor pasa a ser 
poseedor, es indispensable demostrar los actos posesorios que le 
permitan mutar su condición de tenedor a poseedor, actos que 
deben ser públicos, inequívocos de posesión, que contradigan los 
derechos del propietario.
No obstante, no bastaría con acreditar únicamente estos actos 
de posesión; además es necesario probar dentro del proceso el 
momento en que estos ocurrieron, atendiendo a que el tiempo 
anterior a ellos, el de simple o mero tenedor, no se tiene en cuenta 
para efectos del cómputo del término de prescripción adquisitiva 
requerido. 
Un ejemplo explicaría lo anterior. Luis Fernando lleva como 
tenedor de un bien inmueble 12 años, 5 de ellos como simple 
tenedor y los restantes como poseedor, esto último a partir de la 
interversión de su título; si quisiera adquirirlo por prescripción 
adquisitiva extraordinaria tendría solo 7 años de posesión, le 
faltarían 3 años, si su posesión empezó bajo la vigencia de la Ley 
791 de 2002.
El segundo requisito que debe acreditar el interventor de su 
título es que ha completado el término requerido para la pres-
cripción extraordinaria, plazo de tiempo que se contará desde 
el momento del acto de la interversión de tenedor a poseedor, el 
cual es, con base en la Ley 791 de 2002, diez años. Respecto de 
los inmuebles urbanos destinados para vivienda de interés social 
el plazo será de 5 años, atendiendo a lo dispuesto en el inciso 
primero del artículo 51 de la Ley 9 de 1989.30
30 A partir del primero (1º.) de enero de 1990, redúzcase a cinco (5) años 
el tiempo necesario a la prescripción adquisitiva extraordinaria de las 
viviendas de interés social.
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Es indispensable agregar que durante el término de prescripción 
el poseedor no debe haber reconocido expresa o tácitamente 
la condición de propietario de su futuro demandado, tal como 
se desprende del numeral 1 del numeral 3 del artículo 2531 del 
Código Civil.
Por último, el interventor debe acreditar que su posesión no es 
clandestina, violenta, ni ha sido interrumpida, durante todo el 
plazo requerido para adquirir por prescripción extraordinaria. 
Su posesión debe estar exenta de cualquier vicio. 
El maestro José J Gómez31 sobre la necesidad que tiene el inter-
vertor de su título de probar que su posesión no ha sido violenta 
ni clandestina, comenta lo siguiente:
Pero, en tratándose de la posesión asumida por quien recibió 
el bien en mera tenencia, el artículo 2531 rechaza la violencia 
y la clandestinidad, cuando la admite en los demás casos, sin 
óbice para usucapir extraordinariamente. La exigencia es 
aplicable, pero inocua. Lo primero, porque al entregar a una 
persona una cosa a título precario, se deposita en ella cierto 
grado de confianza, que no puede traicionar impunemente el 
tenedor, llegando hasta emplear la fuerza o la clandestinidad. 
Lo segundo, porque es imposible la clandestinidad siendo 
así que el titular sabe que el poseedor conserva la cosa, salvo 
que tratándose de muebles, sean efectivamente ocultados, y 
la violencia no podrá sancionársele en esa forma, si el titular 
se atrevió a emplearla para recuperar la cosa, puesto que para 
esto están instituidas las autoridades. Parece, pues, que la 
usucapión extraordinaria, cuando la cosa llega a poder de una 
persona, a título precario, funciona del mismo modo que la 
que se realiza en los casos generales, sin la concurrencia del 
título de esa especie.
31 Gómez R., José J. (1981). Bienes. Bogotá: Publicaciones Universidad 
Externado de Colombia, p. 498.
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5. La posesión regular y la posesión irregular
Según nuestro Código Civil, la posesión tiene dos formas: la 
regular32 y la irregular.33 Es regular la que procede de justo título 
y ha sido adquirida de buena fe. Adicionalmente si el título es 
traslaticio de dominio es necesaria la tradición. Es irregular la 
que carece de uno o más de los requisitos enunciados. 
La posesión regular de bienes muebles es de 3 años, sobre inmue-
bles es de 5 años. La posesión irregular de muebles e inmuebles es 
de 10 años. Cuando se aplica la Ley 9 de 1989, la posesión regular 
de bienes inmuebles es de 3 años y la irregular es de 5 años.
Respecto de la posesión regular, la justicia del título depende de 
que el mismo sea verdadero, válido y apto o idóneo, en abstracto, 
para transferir el dominio, auncuando para el caso en particular 
no lo haya sido, por cualquier razón, porque se mira el título 
en sí mismo, apartándose de las causas ajenas a él. En cambio, 
cuando se trata de posesión irregular se requiere solamente la 
tenencia del bien con ánimo de señor y dueño. Sin importar que 
se tenga un título o que este sea justo, ni que haya buena fe en la 
adquisición de la posesión. 
32 Artículo 764. <Tipos de Posesión>. La posesión puede ser regular o 
irregular.
 Se llama posesión regular la que procede de justo título y ha sido 
adquirida de buena fe, aunque la buena fe no subsista después de 
adquirida la posesión.
 Se puede ser, por consiguiente, poseedor regular y poseedor de mala fe, 
como viceversa, el poseedor de buena fe puede ser poseedor irregular.
 Si el título es traslaticio de dominio, es también necesaria la tradición.
 La posesión de una cosa, a ciencia y paciencia del que se obligó a 
entregarla, hará presumir la tradición, a menos que ésta haya debido 
efectuarse por la inscripción del título.
33 Artículo 770. <Posesión Irregular>. Posesión irregular es la que carece de 
uno o más de los requisitos señalados en el artículo 764.
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Tratándose de la prescripción extraordinaria, expresa el numeral 
2° del artículo 2531 del Código Civil que se presume de derecho 
la buena fe sin embargo de la falta de un título adquisitivo de 
dominio. Respecto de esta presunción legal, que no admite 
prueba en contrario, señala el maestro José J. Gómez:34
Lo cual no quiere decir sino una cosa: que en la prescripción 
extraordinaria queda purificada la posesión de todo vicio, 
incluso la mala fe que pudo tener el poseedor, y es inútil 
pretender probar que efectivamente la hubo. La posesión 
durante 20 años logra el efecto prodigioso de borrar la mala 
fe, con que el poseedor inicio su posesión, sabiendo que el 
bien era ajeno. Acontece que en la posesión de 20 años 
desaparece la mala fe, redimiéndose de este vicio. La posesión 
viciosa se redime a sí misma de sus propios vicios. La mala 
fe que impide prescribir ordinariamente, no impide usucapir 
extraordinariamente: esta última forma la elimina, y la ley, 
para eliminarla se vale de una presunción de derecho a fin de 
que nadie ose probar lo contrario.
Sin embargo, con base en el numeral 3 del artículo 6 de la Ley 
1561 de 2012, se prohíbe adelantar el proceso de prescripción 
adquisitiva respecto de un inmueble del que se esté adelantando 
proceso de restitución de que tratan la Ley 1448 de 2011 y el 
Decreto 4829 de 2011, o cualquier otro proceso judicial o admi-
nistrativo tendiente a la reparación o restablecimiento a víctimas 
de despojo o abandono forzado de tierras, o que no se encuentre 
incluido en el Registro Único de Tierras Despojadas y Abando-
nadas Forzosamente de la Ley 387 de 1997. La persona víctima 
de despojo, usurpación o abandono forzado en los términos de la 
Ley 1448 de 2001, que no pudo oponerse en el proceso de perte-
nencia adelantado con base en la Ley 1561 de 2012, o la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
34 Op. cit., p. 491.
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Despojadas, podrá solicitar la nulidad de la sentencia ejecuto-
riada, en cualquier tiempo, ante los jueces civiles del circuito 
especializados en restitución de tierras, con el fin de acreditar que 
la posesión del bien que fue objeto de declaración de pertenencia 
tuvo origen en un despojo, usurpación o abandono forzado. Lo 
anterior con base en el artículo 19 de la Ley 1561 de 2012.
Nuestra Corte Suprema de Justicia ha definido el justo título así:35 
Se entiende todo hecho o acto jurídico que, por su naturaleza 
y por su carácter de verdadero y válido, sería apto para 
atribuir en abstracto el dominio. Esto último, porque se toma 
en cuenta el título en sí mismo, con prescindencia de circuns-
tancias ajenas al mismo, que en concreto, podrían determinar 
que, a pesar de su calidad de justo, no obrase la adquisición 
del dominio. 
Con relación a los bienes inmuebles, solo la escritura pública 
tendría la calidad de justo título traslaticio, y por el contrario, 
no lo tendría la promesa de contrato de compraventa, dado que 
esta solamente genera la obligación de hacer, firmar la respectiva 
escritura pública y no la obligación de dar.
La buena fe es un principio de nuestra Constitución Política36 
que, según el artículo 768 del Código Civil, es la conciencia de 
haberse adquirido el dominio de la cosa por medios legítimos 
exentos de fraudes y de todo otro vicio. Esta disposición añade 
que en los títulos traslaticios de dominio la buena fe supone la 
persuasión de haberse recibido la cosa de quien tenía la facultad 
de enajenarla y no haber habido fraude ni otro vicio en el acto o 
contrato. 
35 C. S. de J., sentencia de 26 de junio de 1964, CVII – 372.
36 Artículo 83.  Las actuaciones de los particulares y de las autoridades 
públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se 
presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas. 
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No es necesario que la buena fe subsista después de adquirida la 
posesión regular. Es decir, debe existir buena fe en el momento de 
adquirirse la posesión, aunque no permanezca posteriormente; 
esto se desprende de lo señalado en el inciso segundo del artículo 
764 del Código Civil.37
Para completar los requisitos exigidos para considerar la 
posesión como regular faltaría la tradición, requisito que 
según la línea jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia 
anterior a la sentencia de 16 de abril de 200838 era de muy difícil 
cumplimiento.
La Corte Suprema de Justicia, en su Sala de Casación Civil, mani-
festaba que la tradición exigida en el inciso 3 del artículo 764 del 
C. C39. requería que si se trataba de título traslaticio de dominio, 
la inscripción de este en la Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos. Lo anterior al considerar que se debía complementar 
esta norma con lo dispuesto en el artículo 75640 del mismo 
Código. 
Corolario. Para que exista posesión regular se exige que exista 
justo título, el que requiere ser verdadero, válido e idóneo para 
transferir el dominio; buena fe, es decir, la convicción de haber 
37 Se llama posesión regular la que procede de justo título y ha sido adquirida 
de buena fe, aunque la buena fe no subsista después de adquirida la 
posesión.
38 C. S. J., Sala Civil, M. P. Jaime Alberto Arrubla Paucar, expediente 
S-4128931030022000-00050-01, sentencia de 16 de abril de 2008.
39 Artículo 764. Inciso tercero. Si el título es traslaticio de dominio, es 
también necesaria la tradición.
40 Artículo 756. <Tradición de Bienes Inmuebles>. Se efectuará la tradición 
del dominio de los bienes raíces por la inscripción del título en la oficina 
de registro de instrumentos públicos.
 De la misma manera se efectuará la tradición de los derechos de usufructo 
o de uso, constituidos en bienes raíces, y de los de habitación o hipoteca.
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adquirido la cosa de quien tenía la facultad para enajenarla y de 
no haber existido fraude ni otro vicio en el acto o contrato; y 
tradición, esta última si se trata de título traslaticio de dominio 
de bienes inmuebles, requería la inscripción en la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos. 
Como se mencionó, el exigir que la tradición respecto de títulos 
traslaticios de dominio se hiciera mediante la inscripción en la 
oficina de registro, hacía casi inoperante dicha clase de posesión, 
porque en la mayoría de los casos el poseedor que cumpliera ese 
requisito era un poseedor propietario y, por ello, sería innecesario 
adelantar el proceso de pertenencia, salvo su deseo de depurar el 
título de cualquier vicio anterior que trajera. 
En muy pocos casos se podía acceder al proceso de pertenencia 
con base en la prescripción ordinaria, por requerir una posesión 
regular, la cual, dados sus complejos requisitos, no se daba 
comúnmente. Uno de los casos aceptados por la jurisprudencia 
de nuestra Corte Suprema de Justicia es la venta de cosa ajena.41
Por lo general, la posesión regular, tal como era entendida la 
tradición, la que permite blandir la prescripción adquisitiva 
ordinaria, implicando ello menos tiempo en posesión respecto 
del poseedor irregular, era una institución muy presente en las 
aulas de clase, pero casi ausente en los estrados judiciales.
Afortunadamente, la Corte Suprema de Justicia abandonó su 
postura acerca del entendimiento de la tradición como requisito 
para que exista una posesión regular; esto ocurrió mediante la 
sentencia hito mencionada, del 16 de abril de 2008, magistrado 
ponente Jaime Arrubla Paucar, en la cual la Corte señaló en uno 
de sus apartes:
41 Sentencia de la C. S. de J., de 26 de junio de 1964, CVII - 372.
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La sentencia apelada, según se observa, coincide con la 
anterior posición doctrinaria y jurisprudencial. Empero, 
un detenido análisis de la cuestión, conduce a concluir que 
cuando la posesión material procede de justo título y ha 
sido adquirida de buena fe, no se requiere, para que tenga 
lugar la “tradición”, la inscripción del título en el competente 
registro, como sí lo impone, en materia civil, respecto de la 
“tradición del dominio de bienes raíces”, el artículo 756 del 
Código Civil.
Por la importancia del tema, se hará un resumen de los hechos 
que originaron esta trascendental decisión, así:
Mediante escritura pública de fecha 10 de mayo de 1989, una 
persona que para este resumen se llamará el DEMANDADO, 
adquirió de su verdadero dueño, que para el caso se llamará el 
VENDEDOR, la propiedad y posesión sobre un bien inmueble. 
Lamentablemente, el título no fue inscrito en la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos por inconsistencias de uno 
de los bienes involucrados, distinto al reclamado en el proceso, 
teniéndose que conformar el demandado con la posesión del 
bien que le fue entregada el mismo día de la firma de la escritura.
Una vez subsanadas las inconsistencias mencionadas, se 
pretendió registrar nuevamente el título, pero no se pudo hacer 
por cuanto el bien había sido embargado por orden emitida 
dentro de un proceso ejecutivo adelantado en contra del 
vendedor, por una persona que se denominará para este caso el 
DEMANDANTE. 
En dicho proceso ejecutivo, el bien embargado no pudo ser 
secuestrado, ante la prosperidad de la oposición presentada 
por el poseedor demandado, por ello el demandante remató el 
derecho de propiedad que tenía el vendedor en el bien inmueble, 
propiedad carente de la posesión, con base en lo previsto en el 
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parágrafo 3 del artículo 686 del C. de P. C., hoy numeral 3 del 
artículo 59642 del C. G. del P.; este remate se efectuó el día 10 de 
marzo de 2010. 
El 24 de mayo de 2000, el demandante inició el proceso reivindi-
catorio en contra del demandado poseedor, argumentando ser el 
propietario del bien, que el demandado es el poseedor de este y 
que tiene derecho a que le sea restituido. El demandado se opuso 
a la pretensión de reivindicación y alegó a su favor la excepción 
de prescripción extintiva y, mediante demanda de reconvención, 
la prescripción adquisitiva del mencionado inmueble.
La prescripción alegada por el poseedor demandado fue la 
ordinaria, al considerarse poseedor regular, puesto que en él se 
reunían sus exigencias, como lo son la justicia en su título, la 
buena fe y la tradición.
En sentencias de primera y segunda instancia, el juez a quo y 
el tribunal ad quem acogieron la pretensión de reivindicación, 
negando por ello la excepción de prescripción extintiva y la 
pretensión de prescripción adquisitiva ordinaria, presentada 
mediante demanda de reconvención. La base fundamental de 
dichos fallos se cimentó en que el poseedor demandado no era 
poseedor regular, sino irregular, por cuanto, a pesar de tener un 
justo título y haber actuado de buena fe, no se había cumplido 
con el requisito de la tradición, entendida ésta última como 
42 Persecución de derechos sobre el bien cuyo secuestro se levanta. 
Levantado el secuestro de bienes muebles no sujetos a registro quedará 
insubsistente el embargo. Si se trata de bienes sujetos a aquel embargados 
en proceso de ejecución, dentro de los tres (3) días siguientes a la 
ejecutoria del auto favorable al opositor, que levante el secuestro, o se 
abstenga de practicarlo en razón de la oposición, podrá el interesado 
expresar que insiste en perseguir los derechos que tenga el demandado 
en ellos, caso en el cual se practicará el correspondiente avalúo; de lo 
contrario se levantará el embargo.
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la inscripción en el oficina de registro del título traslaticio de 
dominio.
Por lo anterior, concluyeron el juez de primera y segunda 
instancia que el poseedor demandado no cumplió el término 
para la prescripción extraordinaria, que era de 20 años, ya que su 
posesión, al momento de presentarse la demanda, tan solo tenía 
aproximadamente 11 años.
El poseedor demandado interpone el recurso de casación 
contra la sentencia de segunda instancia proferida por la Sala 
del Tribunal Superior de Distrito Judicial, por cargos que pros-
peran, debido a que la Corte ordenó casar la sentencia recurrida. 
En sentencia sustitutiva acepta la excepción de prescripción 
extintiva, por ser el poseedor demandado poseedor regular y no 
irregular como lo había considerado el Tribunal. 
Como se mencionó en el aparte trascrito de la sentencia, la 
Corte abandonó su postura anterior, mediante la cual respecto 
de título traslaticio de dominio se requiere tradición, la que 
implica la inscripción del título en la oficina de registro, por la 
interpretación que consiste en considerar que, cuando se trata de 
la tradición de la posesión, solo requiere su entrega. 
En otras palabras, cuando en el numeral 3 del artículo 764 del 
Código Civil se exige la tradición de la posesión, cuando el 
título es traslaticio de dominio, significa que se deba acreditar la 
entrega de bien por parte del verdadero dueño. Para la Corte las 
palabras tradición y entrega son sinónimas. En otro aparte de la 
mencionada sentencia de 16 de abril de 2008 la Corte Suprema 
de Justicia indicó:
Así que tratándose de inmuebles, el término “tradición”, 
contenido en el precepto en cuestión, respecto de la posesión 
material, debe entenderse referido a la entrega efectiva del 
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bien, todo conforme a las reglas generales que gobiernan 
ese fenómeno (artículo 740 del Código Civil), que no a las 
especiales sobre el registro del título, porque éstas resultan 
incompatibles con aquéllas, pues como se explicó, la única 
posesión que se aviene al sistema jurídico patrio, es la material, 
y no la inscrita, entrega que como lo ha señalado la Corte, 
puede satisfacerse por “cualquier medio que el comprador 
convenga con el vendedor, o por formas similares a las 
enumeradas en los artículos 754 y 755 del Código Civil, y que 
permitan al comprador recibir el bien y entrar en posesión 
del mismo”, porque al fin de cuentas, como se previene en 
el artículo 1605, ibídem, la obligación de “dar” comprende 
también la de “entregar” la cosa.
La Corte considera que es un error asimilar la forma como se 
debe efectuar la tradición del dominio de bienes inmuebles con la 
tradición de la posesión respecto de estos bienes. Para el primer 
evento se requiere su inscripción en la Oficina de Registro, y para 
el segundo, basta la entrega.
Por ello, concluyo que con la nueva posición de nuestra Corte 
Suprema de Justicia, para que exista posesión regular basta acre-
ditar tener un justo título, buena fe, y tradición, entendida esta 
última como la entrega del bien por su verdadero dueño, sin ser 
necesario, respecto de inmuebles, que la tradición se efectúe con 
la inscripción en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.
6. La suspensión de la prescripción 
adquisitiva
La suspensión de la usucapión significa una detención temporal, 
mientras desaparece el hecho que la genera, del término de pres-
cripción que venía corriéndose, si fuere el caso, o del inicio del 
término de prescripción, si aún no se ha empezado a contabilizar 
este. Lo anterior, en beneficio de ciertas personas que tienen 
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como elemento común la imposibilidad de defender sus inte-
reses, o cuando sus capacidades se encuentran mermadas.
El principal efecto de la suspensión de la prescripción es 
detener el tiempo que corre en contra de las personas descritas 
en el artículo 2530 del C. C.,43,como lo son: los incapaces y, en 
general, de quienes se encuentran bajo tutela o curaduría; entre 
el heredero beneficiario y la herencia; entre quienes administran 
patrimonios ajenos como tutores, curadores, albaceas o repre-
sentantes de personas jurídicas, y los titulares de aquellos; y en 
favor de quienes se encuentren en imposibilidad absoluta de 
hacer valer sus derechos. Para que una vez cese la causa de la 
suspensión, se reanude su cómputo y se le cuente al poseedor el 
tiempo anterior a ella, si lo hubo.
Es posible que la suspensión sea indefinida en el tiempo, lo 
cual no ocurre con la prescripción extintiva,44 mientras dicha 
43 Artículo 2530. <Suspensión de la Prescripcion Ordinaria>. Artículo 
modificado por el artículo 3 de la Ley 791 de 2002. La prescripción 
ordinaria puede suspenderse sin extinguirse; en ese caso, cesando la causa 
de la suspensión, se le cuenta al poseedor el tiempo anterior a ella, si 
alguno hubo.
 La prescripción se suspende a favor de los incapaces y, en general, de 
quienes se encuentran bajo tutela o curaduría.
 Se suspende la prescripción entre el heredero beneficiario y la herencia.
 Igualmente se suspende entre quienes administran patrimonios ajenos 
como tutores, curadores, albaceas o representantes de personas jurídicas, 
y los titulares de aquellos.
 No se contará el tiempo de prescripción en contra de quien se encuentre 
en imposibilidad absoluta de hacer valer su derecho, mientras dicha 
imposibilidad subsista.
44 Artículo 2541, C. C. Suspensión de la Prescripción Extintiva. La 
prescripción que extingue las obligaciones se suspende en favor de las 
personas enumeradas en el número 1o. del artículo 2530.
 Inciso modificado por el artículo 10  de la Ley 791 de 2002. Transcurridos 




imposibilidad subsista, pero puede ser definida en el tiempo, por 
ejemplo: cuando se trata de menores de edad, una vez lleguen 
estos a la mayoría de edad, esta desaparece.
El Código Civil dispone que la prescripción adquisitiva ordinaria 
se puede suspender en las hipótesis consagradas en el artículo 
2530 del Código Civil. En cambio, la prescripción extraordinaria 
corre ininterrumpidamente en contra de toda persona y no se 
suspende a favor de las personas enunciadas en esta norma, tal 
como lo señala el artículo 2532 del Código Civil.45 
El maestro José J. Gómez46 respecto de la suspensión de la usuca-
pión ordinaria manifiesta:
Se trata de un fenómeno peculiar casi exclusivo de este 
tipo de usucapión. Consiste en que la prescripción deja de 
correr, no porque no se posea, sino porque poseyendo, la ley 
protege a ciertas personas abriendo un compás de espera en 
la prescripción. Cuando Juan muere dejando a su heredero de 
15 años, se suspende en favor de este la prescripción ordinaria 
que venía realizando Diego en el inmueble del causante, hasta 
cuando el sucesor cumpla la mayor edad. Durante dicho 
lapso Diego sigue poseyendo, pero esta posesión no es apta 
para prescribir, la prescripción ordinaria, por tratarse de un 
propietario incapaz.
En el artículo 21 de la Ley 640 de 200147 se establece una causal 
de suspensión de la prescripción distinta a la mencionadas en el 
45 Artículo 2532. Tiempo Para la Prescripcion Extraordinaria. Artículo 
condicionalmente exequible. Artículo modificado por el artículo 6 de 
la Ley 791 de 2002. El lapso de tiempo necesario para adquirir por esta 
especie de prescripción, es de diez (10) años contra toda persona y no se 
suspende a favor de las enumeradas en el artículo 2530.
46 Op. cit., p. 483.
47 Artículo 21. Suspension de la Prescripcion o de la Caducidad. La 
presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante 
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artículo 2530 del Código Civil, la cual obedece no a la situación 
de incapacidad o inferioridad de la persona en cuyo favor se hace, 
sino que se aplica en favor de cualquier persona, cuando solicite el 
trámite de la audiencia de conciliación previa al proceso judicial. 
Suspensión que tiene como objeto beneficiar con la parálisis del 
término de prescripción adquisitiva al que acude a la conciliación 
extrajudicial como mecanismo de solución de un conflicto.
Con un ejemplo se puede explicar mejor este tipo de suspensión: 
el propietario de un bien inmueble, que no está en posesión del 
mismo, quiere dar inicio al proceso de reivindicación de este, 
por lo que acude al centro de conciliación con el fin de solicitar 
la audiencia de conciliación extrajudicial con el poseedor del 
inmueble. En este caso, el término de la prescripción adquisitiva 
del poseedor se suspende en favor del reivindicante, mientras 
dura el trámite respectivo, y una vez este culmine, que no puede 
ser superior a tres meses, se reanudará su cómputo.
Señala el artículo 21 de la Ley 640 de 2001 que la presentación 
de la solicitud de conciliación extrajudicial ante el conciliador 
suspende el término de prescripción; al no distinguir la norma, 
se debe incluir los dos tipos de prescripción, la adquisitiva y la 
extintiva; además, respecto de aquella, tanto la ordinaria como 
la extraordinaria. En todo caso, la suspensión de la prescripción 
adquisitiva opera por una sola vez, es improrrogable y se aplica a 
la conciliación como requisito de procedibilidad, como cuando 
no lo es. 
el conciliador suspende el término de prescripción o de caducidad, según 
el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta de 
conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido 
por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 
2o. de la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a 
que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta suspensión 
operará por una sola vez y será improrrogable.
Fernando Badillo aBril
129 
No hay que olvidar que la suspensión de la prescripción, con base 
en la Ley 640 de 2001, no puede superar un término máximo de 
tres (3) meses,48 el que una vez cumplido, implicará la reanuda-
ción del término de prescripción que se estaba contando. Pero 
es posible que la suspensión, por la solicitud de la audiencia 
de conciliación, dure menos de tres meses, cuando se den las 
circunstancias previstas en el artículo 21 mencionado, que son: 
hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta de 
conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite 
sea exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que 
se refiere el artículo 2° de la Ley 640 de 2001.
Por otra parte, en la Ley 986 de 2005, por medio de la cual se 
adoptan medidas de protección a las víctimas del secuestro y sus 
familias, y se dictan otras disposiciones, se estableció en el inciso 
primero del artículo 13 que, durante el tiempo del cautiverio 
estarán interrumpidos los términos y plazos de toda clase, a favor 
o en contra del secuestrado, dentro de los cuales debía hacer algo 
para ejercer un derecho, para no perderlo, o para adquirirlo o 
recuperarlo.
Esta disposición de la Ley 986 se debe entender como una 
suspensión de la prescripción y no como una interrupción de la 
misma; la que se aplica respecto de los términos de prescripción 
adquisitiva o extintiva que se estén contando a favor o en contra 
de una persona secuestrada, durante todo el tiempo en que esté 
en cautiverio. Al no distinguir la norma, se incluye tanto la pres-
cripción adquisitiva ordinaria como la extraordinaria.
48 Artículo 20. Audiencia de Conciliación Extrajudicial en Derecho. Si de 
conformidad con la ley el asunto es conciliable, la audiencia de conciliación 
extrajudicial en derecho deberá intentarse en el menor tiempo posible y, 
en todo caso, tendrá que surtirse dentro de los tres (3) meses siguientes 
a la presentación de la solicitud. Las partes por mutuo acuerdo podrán 
prolongar este término.
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El artículo 13 de la Ley 986 de 2005 fue demandado ante la Corte 
Constitucional49 y esta lo declaró exequible, pero, en el entendido 
que también son destinatarios de los instrumentos de protección 
consagrados en dicha ley, las víctimas de los delitos de toma de 
rehenes y desaparición forzada, sus familias y las personas que 
dependan económicamente de ellas.
En el parágrafo 3 del artículo 127 de la Ley 1152 de 200750 se 
establecía una suspensión de la prescripción ordinaria y de la 
extraordinaria, en beneficio de las personas desplazadas por la 
violencia, que duraba todo el tiempo del desplazamiento forzado. 
Sin embargo, esta ley fue declarada inexequible por la Corte 
Constitucional.51
La Ley 1448 de 2011, por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto 
armado interno y se dictan otras disposiciones, en su artículo 
77, numeral 5, establece una presunción de inexistencia de la 
posesión, cuando se hubiera iniciado una posesión sobre el bien 
objeto de restitución, durante el período previsto en el artículo 
75 y la sentencia que pone fin al proceso de que trata la dicha ley; 
se entenderá que dicha posesión nunca ocurrió. Presunción que 
se aplica a favor de las personas que hayan sido propietarias o 
poseedoras de predios inscritos en el Registro Único de Predios 
y Territorios Abandonados por la Violencia, cuando hayan sido 
despojadas de estos o se hayan visto obligadas a abandonarlos 
49 Sentencia C-394 de 2007, M. P. Dr. Humberto Sierra Porto, 23 de mayo de 
2007, expediente D-6470. 
50 Parágrafo 3o. En cualquier caso, la prescripción ordinaria, la prescripción 
extraordinaria, los procesos de saneamiento de la propiedad y los de 
jurisdicción coactiva, se suspenden en beneficio de los desplazados por la 
violencia y mientras dure el desplazamiento forzado.
51 Corte Constitucional, Sentencia C-175-09, de 18 de marzo de 2009, M. P., 
Dr. Luis Ernesto Vargas Silva.
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como consecuencia directa o indirecta de hechos que configuren 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario o violaciones 
graves y manifiestas a las normas internacionales de derechos 
humanos ocurridas con ocasión del conflicto armado.
La presunción de inexistencia de la posesión de la Ley 1448 
de 2011 se aplica sin distinción alguna, a cualquier tipo de 
prescripción adquisitiva, esto es, tanto a la ordinaria como a la 
extraordinaria, y se debe entender como una suspensión de la 
posesión respecto de esos bienes inmuebles.
Por otra parte, el artículo 2532 del Código Civil fue demandado 
ante la Corte Constitucional52 quien lo declaró exequible en el 
entendido que, la usucapión extraordinaria se suspende a favor 
de las víctimas de desplazamiento forzado, que por esta circuns-
tancia se han visto ante la imposibilidad absoluta de ejercer su 
derecho de propiedad, en los términos del artículo 2530 del 
Código Civil.
En un aparte de la sentencia C-466/14 la Corte Constitucional 
argumenta su decisión de la siguiente manera:
La Corte no desconoce entonces que el ordenamiento 
contempla algunas instituciones orientadas a ofrecer 
protección especial de la propiedad de quienes se encuentran 
imposibilitados para hacer valer sus derechos, por cuenta 
de actos delictivos que atenten de manera grave contra sus 
derechos humanos o el derecho internacional humanitario. 
Es más, reconoce de forma abierta que algunos de estos 
instrumentos suministran protección especial suficiente, en 
específico respecto de la posibilidad de que sus bienes sean 
adquiridos por prescripción adquisitiva extraordinaria, como 
es el caso de las normas que suspenden esta última en favor 
52 Corte Constitucional, sentencia C-466/14, M. P., Dra. María Victoria 
Calle Correa, 9 de julio de 2014, expediente D-9974.
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de las personas víctimas de secuestro, toma de rehenes y 
desaparición forzada. No obstante, registra también que en 
lo que atañe a las víctimas de desplazamiento forzado no 
sólo no existe suspensión, sino que la presunción de inexis-
tencia de la posesión opera únicamente sobre algunos de 
sus bienes, y en determinados casos. Los bienes muebles, 
o inmuebles no inscritos, no estarían amparados por este 
mecanismo, y no es claro si la presunción de inexistencia de 
la posesión es derrotable. Por lo tanto, un universo de sus 
bienes quedaría expuesto a ser adquirido por prescripción, 
a pesar de que sus propietarios estén absolutamente imposi-
bilitados para poseerlos por cuenta de una fuerza ilícita 
extraña y arbitraria, gravemente lesiva de sus derechos 
humanos, que se los impide. Las personas desplazadas, 
además de sufrir entonces una situación extraordinaria de 
violación masiva, generalizada y prolongada de sus derechos 
fundamentales, estarían además sujetas a perder también su 
derecho de propiedad sobre algunos bienes por la violencia 
de la cual son víctimas.
7. La interrupción de la prescripción 
adquisitiva
Nuestro Código Civil exige, en los artículos 2528 y 2531, para 
ganar por prescripción ordinaria o extraordinaria los derechos 
reales sobre bienes corporales muebles o inmuebles, entre otras 
cosas, posesión no interrumpida de estos, por el plazo requerido 
por la ley. 
Pero igualmente advierte el Código que la prescripción puede 
ser interrumpida, lo señala en varias disposiciones, como lo son 
los artículos 974, 2521, 2528 y 2531. Si ello ocurre, si la posesión 
es interrumpida, el tiempo que había transcurrido se olvida, se 




El profesor Luis Guillermo Velásquez señala acerca de la inte-
rrupción de la prescripción adquisitiva:53 “La interrupción es la 
situación jurídica que impide al poseedor la realización de actos 
posesorios generadores de prescripción y cuya ocurrencia hace 
desaparecer el tiempo anterior de posesión”.
El legislador señala que la posesión no interrumpida es la que 
no ha sufrido ninguna clase de interrupción.54 La interrupción 
puede ser natural o civil; la primera es regulada en el artículo 
2523 del C. C.;55 la segunda, en el artículo 94 del C. G. del P.56
53 Op. cit., p. 400.
54 Artículo 2522. Posesión no interrumpida es la que no ha sufrido ninguna 
interrupción natural o civil.
55 Artículo 2523. Interrupción Natural de la Posesión. La interrupción es 
natural:
 1. Cuando sin haber pasado la posesión a otras manos, se ha hecho 
imposible el ejercicio de actos posesorios, como cuando una heredad ha 
sido permanentemente inundada.
 2. Cuando se ha perdido la posesión por haber entrado en ella otra persona. 
La interrupción natural de la primera especie no produce otro efecto que 
el de descontarse su duración; pero la interrupción natural de la segunda 
especie hace perder todo el tiempo de la posesión anterior; a menos que 
se haya recobrado legalmente la posesión, conforme a lo dispuesto en el 
título De las acciones posesorias, pues en tal caso no se entenderá haber 
habido interrupción para el desposeído.
56 Artículo 94. Interrupción de la Prescripción, Inoperancia de la Caducidad 
y Constitución en Mora. La presentación de la demanda interrumpe 
el término para la prescripción e impide que se produzca la caducidad 
siempre que el auto admisorio de aquella o el mandamiento ejecutivo se 
notifique al demandado dentro del término de un (1) año contado a partir 
del día siguiente a la notificación de tales providencias al demandante. 
Pasado este término, los mencionados efectos solo se producirán con la 
notificación al demandado.
 La notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento 
ejecutivo produce el efecto del requerimiento judicial para constituir en 
mora al deudor, cuando la ley lo exija para tal fin, y la notificación de la 
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En el artículo 2523 del Código Civil se establecen dos clases de 
interrupción natural. La primera de ellas no produce otro efecto 
que descontarse el tiempo de su duración, siempre que no haya 
podido ejercer el poseedor actos posesorios, que el bien no haya 
pasado a manos de otro y que haya sido permanente la interrup-
ción, es decir, no momentánea. Como ejemplo cita el numeral 
primero del mencionado artículo: cuando una heredad ha sido 
permanentemente inundada.
La segunda clase de interrupción natural hace perder todo el 
tiempo de la posesión anterior, a menos que se haya recobrado 
legalmente esta, mediante las acciones posesorias respectivas, en 
cuyo caso se entenderá que no hubo interrupción para el despo-
seído. La recuperación de la posesión no podrá ser en forma 
arbitraria, porque en ese evento se iniciará un nuevo término de 
prescripción. Se señala en el numeral segundo del artículo 2523 
del Código Civil que esta clase de interrupción natural ocurre 
cuando se ha perdido la posesión por haber entrado en ella otra 
persona.
Aunque la norma señala que la posesión debe recuperarse a 
través de las acciones posesorias, para considerar que nunca se 
cesión del crédito, si no se hubiere efectuado antes. Los efectos de la mora 
solo se producirán a partir de la notificación.
 La notificación del auto que declara abierto el proceso de sucesión a los 
asignatarios, también constituye requerimiento judicial para constituir en 
mora de declarar si aceptan o repudian la asignación que se les hubiere 
deferido.
 Si fueren varios los demandados y existiere entre ellos litisconsorcio 
facultativo, los efectos de la notificación a los que se refiere este artículo se 
surtirán para cada uno separadamente, salvo norma sustancial o procesal 
en contrario. Si el litisconsorcio fuere necesario será indispensable la 
notificación a todos ellos para que se surtan dichos efectos.
 El término de prescripción también se interrumpe por el requerimiento 
escrito realizado al deudor directamente por el acreedor. Este 
requerimiento solo podrá hacerse por una vez.
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interrumpió, también se podrá recuperar, con los mismos efectos, 
a través de la acción reivindicatoria dispuesta para el poseedor 
regular que estaba en posibilidad de ganarla por prescripción, tal 
como lo permite el artículo 951 del Código Civil,57 en ejercicio de 
la acción denominada publiciana. 
También se podrá recuperar la posesión mediante una entrega 
voluntaria del que la despojó, en cuyo caso, aunque no se 
recuperó mediante las acciones posesorias o reivindicatoria, se 
debe considerar que no hubo interrupción natural de la prescrip-
ción adquisitiva.
La otra clase de interrupción de la prescripción, la civil, se 
encuentra regulada en el artículo 94 del C. G. del P. Esta requiere 
que se presente la demanda respectiva antes de haber comple-
tado el poseedor el término de la prescripción adquisitiva; 
además se debe enterar, oportunamente, al demandado del auto 
admisorio que se profiera en el proceso, en el término señalado 
por la norma.
Es necesario precisar que no cualquier demanda tendrá la virtud 
de interrumpir el término de prescripción adquisitiva; tendrá 
que ser aquella mediante la cual se busque recuperar la posesión 
por parte del demandante; se dispute al prescribiente la posesión 
y los derechos que de ella se desprenden. Las demandas pose-
sorias de recuperación y la reivindicatoria cumplirían con este 
requisito.
Además de cumplirse con lo establecido en el artículo 94 del 
C. G. del P., sugiero revisar todo lo aquí escrito en el aparte del 
57 Se concede la misma acción aunque no se pruebe dominio, al que ha 
perdido la posesión regular de la cosa, y se hallaba en el caso de poderla 
ganar por prescripción.
 Pero no valdrá ni contra el verdadero dueño, ni contra el que posea con 
igual derecho mejor derecho.
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enfrentamiento de la prescripción adquisitiva y la reivindica-
toria, en donde se señala que esta disputa es entre propietarios, 
el propietario inscrito, que quiere reivindicar, y el poseedor, 
que es reputado dueño. Es una disputa en la que debe ganar el 
de mejor derecho, que lo será quien sea anterior en el tiempo, 
siempre y cuando el poseedor no haya adquirido el bien por 
prescripción, en cuyo caso triunfará este. Sin embargo, cuando 
no haya completado el poseedor el tiempo requerido por la ley 
para adquirir el bien por prescripción y su posesión sea anterior 
al derecho que tiene el propietario sobre el mismo, puede 
triunfar este último, al ligar a su título el de sus antecesores, y 
demostrar con el más remoto de estos, ser anterior su derecho a 
la posesión del prescribiente, o cuando la fuente de los derechos, 
del propietario y del poseedor, sea la misma, en cuyo caso ganará 
el propietario inscrito.
También es importante mencionar que no es suficiente dar 
cumplimiento a lo previsto en el artículo 94 del C. G. del P.; 
además debe atenderse a lo previsto en el artículo 95 del mismo 
Código,58 en el sentido de no estar en un evento de ineficacia de 
la prescripción, ya que esta norma precisa que no se considerará 
58 Artículo 95. Ineficacia de la Interrupción de la Prescripción y Operancia 
de la Caducidad. No se considerará interrumpida la prescripción y operará 
la caducidad en los siguientes casos:
 1. Cuando el demandante desista de la demanda.
 2. Cuando el proceso termine por haber prosperado la excepción de 
inexistencia del demandante o del demandado; o de incapacidad o 
indebida representación del demandante o del demandado; o no haberse 
presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero 
permanente, curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en 
general de la calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, 
cuando a ello hubiere lugar; o de pleito pendiente entre las mismas partes 
y sobre el mismo asunto.
 3. Cuando el proceso termine con sentencia que absuelva al demandado.
 4. Cuando el proceso termine por haber prosperado la excepción de 
compromiso o cláusula compromisoria, salvo que se promueva el 
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interrumpida la prescripción en los casos descritos en ella; por 
ejemplo, cuando el demandante desista de la demanda.
¿El embargo y el secuestro de un bien objeto de prescripción 
interrumpen la prescripción adquisitiva? La respuesta es no. Ni 
el embargo, ni el secuestro, ni los dos, al mismo tiempo, fueron 
establecidos por el legislador como causal de interrupción natural 
o civil de la usucapión ordinaria o extraordinaria. 
Respecto del embargo, es claro que practicado este no impide al 
prescribiente seguir ejecutando actos posesorios sobre el bien, 
ya que la posesión no se traslada ni se modifica; por lo que el 
poseedor no la perderá de hecho o legalmente, como conse-
cuencia de la práctica de la medida cautelar.
Con relación al secuestro, es considerado un título precario o de 
mera tenencia, mediante el cual el secuestre tiene el bien en lugar 
y a nombre del poseedor. El prescribiente seguirá en posesión de 
la cosa a través del secuestre, durante todo el tiempo que dure 
esta medida cautelar.
La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en 
sentencia 13 de julio de 2009,59 expresó sobre este tema:
respectivo proceso arbitral dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes 
a la ejecutoria del auto que dé por terminado el proceso.
 5. Cuando la nulidad del proceso comprenda la notificación del auto 
admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo, siempre que la 
causa de la nulidad sea atribuible al demandante.
 En el auto que se declare la nulidad se indicará expresamente sus efectos 
sobre la interrupción o no de la prescripción y la inoperancia o no de la 
caducidad.
 6. Cuando el proceso termine por desistimiento tácito.
 7. Cuando el proceso termine por inasistencia injustificada de las partes a 
la audiencia inicial.
59 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia 13 de julio de 
2009, M. P., Dr. Arturo Solarte Rodríguez, expediente 11001-3103-031-
1999-01248-01.
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7. Dentro de ese contexto es que, como ya lo tiene precisado 
la Corte, según detalle que más adelante se verá, se debe 
descartar que las medidas cautelares de embargo y secuestro, 
sea que se adopten en un proceso ejecutivo o en uno de 
otra naturaleza, produzcan la interrupción natural de la 
prescripción adquisitiva. 
En efecto, tratándose de bienes raíces es claro que el embargo, 
por sí solo, no traduce ninguna imposibilidad f ísica o jurídica 
para que, quien viene poseyendo el bien en que recae el 
mismo, pueda continuar realizando sobre él actos de señorío 
(num. 1º, art. 2523 C.C.), ni comporta, per se, la pérdida por 
éste de la posesión (num. 2º, ib.), puesto que esa particular 
medida no modifica el carácter de bien comerciable que el 
mismo ostenta, ni afecta en nada la aprehensión material de 
la cosa con ánimo de dueño de quien así la detente. 
Por su parte, el secuestro, en esencia, se contrae a la entrega 
del bien al auxiliar de la justicia que se designe, para que 
lo custodie, conserve o administre, y, posteriormente, lo 
entregue a quien obtenga una decisión judicial a su favor 
(art. 2273 del C.C.), detentación que realiza como un mero 
tenedor, reconociendo dominio ajeno (art. 775 del C.C.), de 
lo que, al tiempo, se desprende que la detentación de la cosa 
cautelada por parte del secuestre, no es a nombre propio, ni 
con ánimo de señor y dueño. 
De lo anterior se colige que la situación que aflora del secuestro 
tampoco se acomoda a las previsiones de los referidos 
numerales 1º y 2º del artículo 2523 del Código Civil, pues en 
frente de esta medida cautelar, no surge, necesariamente, la 
cesación del poder o señorío que el poseedor tiene sobre el 
respectivo bien, ni, lo que resulta cardinal, se da origen a una 
nueva posesión en cabeza del secuestre o depositario.
8. La renuncia de la prescripción adquisitiva
La renuncia de la usucapión significa abandonar los beneficios 
que esta le representan al prescribiente, por cuanto, una vez 
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adquirida, ha ingresado a su patrimonio y su titular tiene libertad 
de disposición de él. 
La renuncia de la prescripción, tanto adquisitiva como extintiva, 
solo se puede hacer una vez este tipo de prescripción se haya 
cumplido, no antes. Una vez se ha completado el término de 
prescripción adquisitiva se considera que el derecho del prescri-
biente está en su patrimonio, y por ello, puede renunciar a él; 
antes no lo está. Lo anterior se señala de manera expresa en el 
inciso primero del artículo 2514 del Código Civil.60
Por el carácter de orden público de la prescripción y el interés 
colectivo que esta representa, no se permite que se haga ni se 
acepte la renuncia de ella antes de que se haya cumplido, Al 
respecto los autores Alessandri y Somarriva61 señalan:
Si no fuera así, la renuncia a la prescripción sería una cláusula 
común en todos los contratos; no habría acreedor que no 
exigiera al deudor la renuncia anticipada de la prescripción. 
En esta forma la institución desaparecería y no prestaría la 
utilidad que ahora proporciona.
La renuncia a la prescripción adquisitiva puede ser expresa o 
tácita. Es expresa cuando el poseedor lo declara en tal sentido, 
como cuando en un proceso reivindicatorio o posesorio le mani-
fiesta al juez que el dominio del bien objeto del proceso es del 
demandante.
Es tácita la renuncia de la prescripción cuando de ciertos actos 
implícitos del prescribiente se deduce ésta. El Código Civil en 
su artículo 2514 cita como ejemplos: cuando cumplidas las 
60 La prescripción puede ser renunciada expresa o tácitamente; pero sólo 
después de cumplida.
61 Alessandri y Somarriva. Los bienes y los derechos reales, p. 526, citados por 
Luis Guillermo Velásquez, Op. cit., p. 384.
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condiciones legales de la prescripción, el poseedor de la cosa 
la toma en arriendo, o el que debe dinero paga intereses o pide 
plazos.
La prescripción adquisitiva debe ser alegada por el interesado, 
no puede ser declarada de oficio. El que quiera aprovecharse 
de la prescripción debe invocarla, vía de acción o de excepción. 
En inciso primero del artículo 282 del C. G. del P. se señala que 
es deber del juez, en todo tipo de proceso, cuando encuentre 
probados los hechos que constituyen una excepción, reconocerla 
de oficio en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación 
y nulidad relativa, que deberán alegarse por el interesado en la 
contestación de la demanda.
En el inciso 2° del artículo 282 del C. G. del P. se establece que, 
cuando no se proponga oportunamente la excepción de pres-
cripción extintiva se entenderá renunciada. Aunque parece ser 
innecesaria esta disposición, atendiendo a lo previsto en el inciso 
primero del mismo artículo, considero que se busca precisar de 
manera expresa lo que se entendía de forma tácita.
Al respecto sobre esta aparente novedad que trae el inciso 2 
del artículo 282 del C. G. del P., el magistrado Marco Antonio 
Alvarez Gómez62 manifiesta:
No es una cosa nueva, pues ya la jurisprudencia se había 
encargado de puntualizar que si el demandado no opone 
resistencia a la pretensión de cumplimiento de la deuda 
enarbolando la prescripción ya consumada, bien porque 
guarda silencio general o porque discute el derecho de otra 
manera o por otras vías, ese hecho de la litis contestación 
constituye una expresión inequívoca de que para el deudor el 
crédito de su acreedor no se ha extinguido por el transcurso 
62 Álvarez Gómez, Marco Antonio (2015). Ensayos sobre el Código General 
del Proceso. Vol. I. Ed. Especial. Bogotá: ICDP, pp. 88 y 89.
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del tiempo. Si, según el artículo 2513 del Código Civil, el 
que quiera aprovecharse de la prescripción debe alegarla, la 
circunstancia de no proponerla, pudiendo hacerlo, es señal 
clara de resignación del derecho a beneficiarse de ella.
No hay que olvidar que la prescripción adquisitiva implica la 
correlativa extinción de ciertos derechos, como el de propiedad. 
Sin embargo, no se podrá considerar renunciado el derecho a 
alegar la extinción de los derechos que se adquieren por pres-
cripción, cuando no se alega vía de excepción la usucapión, si 
esta se puede invocar en un proceso posterior. Atendiendo a 
que el artículo 282 del C. G. del P. se refiere exclusivamente a la 
prescripción extintiva.
La renuncia a la prescripción afecta solamente al que la hace, no 
puede extenderse a otras personas; además otorga legitimación 
a estas para alegarla. Como sería a sus acreedores y, en general, 
a cualquier persona que tenga interés en que sea declarada, tal 
como lo señala el inciso segundo del artículo 2513 del C. C., 
adicionado por el artículo 2 de la Ley 791 de 2002. 
Por último, debemos recordar que no puede renunciar la pres-
cripción sino el que puede enajenar,63 ya que esta implica un acto 
de disposición de un derecho que requiere capacidad para su 
validez. El incapaz, a través de su curador, debe pedir autoriza-
ción al juez para hacerlo, cuando la renuncia involucre bienes o 
derechos cuya cuantía supere cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales, conforme al literal b del artículo 93 de la Ley 
1306 de 2009.64
63 Artículo 2515 del Código Civil.
64 Artículo 93. Actos de Curadores que Requieren Autorización. El curador 
deberá obtener autorización judicial para realizar los siguientes actos, en 
representación de su pupilo:
 b) Los actos onerosos de carácter conmutativo, de disposición o de 
enajenación de bienes o derechos de contenido patrimonial, divisiones 
142 
ASPECTOS SUSTANCIALES DE LA PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA
9. El enfrentamiento legal de la  
prescripción adquisitiva con la 
reivindicación
El poseedor demandado en el escenario de un proceso reivin-
dicatorio puede proponer como mecanismo de defensa las 
excepciones de prescripción adquisitiva, o demandar en 
reconvención la pretensión de pertenencia. De igual manera, 
el propietario demandado en el escenario de un proceso de 
prescripción adquisitiva puede proponer como mecanismo de 
defensa la pretensión de reivindicación, a través de la demanda 
de reconvención.
La pretensión de reivindicación, presentada mediante demanda 
principal o de reconvención, se puede enfrentar en el proceso 
judicial con la pretensión de prescripción adquisitiva, alegada 
esta última como demanda principal o de reconvención, o como 
excepción perentoria.
En los eventos señalados, el enfrentamiento legal de estas 
instituciones genera una disputa entre dos propietarios de un 
mismo bien, el primero, el propietario inscrito, si se trata de 
bienes sujetos a registro, que demanda la reivindicación del 
bien, y el segundo, el poseedor que demanda o excepciona la 
prescripción adquisitiva, quien atendiendo a la presunción 
legal del inciso segundo del artículo 762 del Código Civil 65 se 
considerada dueño.
de comunidades, transacciones y compromisos distintos de los del giro 
ordinario de los negocios, cuya cuantía supere los cincuenta (50) salarios 
mínimos legales mensuales.
65 La posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o 
dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, 
o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.
 El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo.
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En esta disputa nuestra Corte Suprema de Justicia ha señalado 
que gana o debe triunfar el propietario de mejor derecho, y lo 
será el que es anterior en el tiempo, salvo si el poseedor adquiere 
el bien por prescripción adquisitiva, lo que implica la extinción 
del derecho de propiedad en manos del otro, o si ambos, respecto 
al origen de su derecho, tienen la misma fuente, en cuyo caso 
gana el propietario inscrito, el que haya registrado su título. 
Debe triunfar el que es anterior en el tiempo, lo ha manifestado 
nuestra Corte Suprema de Justicia en múltiples sentencias; en 
una de ellas66 lo ha hecho de la siguiente manera: 
Cuando una persona se atribuye la condición de propietario 
de un bien que se halla en posesión de otro, para reclamar su 
restitución, mediante el ejercicio de la acción reivindicatoria, 
corre con la carga de aniquilar la presunción de dominio que 
protege al poseedor, suministrando la prueba en contrario del 
hecho presumido, es decir, comprobando que en él radica la 
titularidad del derecho aducido, tarea en la cual le compete 
exhibir un título que contrarreste la posesión material 
ejercida por su adversario y justifique en él un mejor derecho 
a la posesión del bien, título que por tanto debe tener una 
existencia precedente a la posesión del demandado.
La presunción de dominio que opera en favor del poseedor del 
bien se esfuma o desaparece por acreditarse en el proceso un 
título anterior de dominio que contrarreste dicha posesión. Pese 
a ello, aunque el derecho del propietario inscrito sea anterior en 
el tiempo al derecho que se deriva de la posesión, el poseedor 
podrá salir avante si ha adquirido el bien por prescripción ordi-
naria o extraordinaria, y en este evento triunfa el poseedor.
Al conseguir el poseedor el dominio del bien por prescripción 
adquisitiva, extingue el mismo derecho que se encuentra en 
66 C. S. de J., sentencia 006 de 10 de febrero de 2003, expediente 6788, M. P., 
Dr. José Fernando Ramírez Gómez.
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cabeza del reivindicante; por esto, independientemente de quién 
de los dos sea anterior en el tiempo, así lo sea el reivindicante, 
su derecho de propiedad se extingue, por ende no puede salir 
avante en la pretensión reivindicatoria, ya que esta es una acción 
protectora del derecho de dominio que se extingue por la adqui-
sición del derecho o bien que busca proteger.
Pero puede ocurrir que aunque el título del reivindicante sea 
posterior a la posesión, o mejor, que la posesión sea anterior al 
título del reivindicante, aun en este caso puede triunfar el propie-
tario reivindicante; para ello puede y debe apoyar su título en la 
cadena de títulos de sus antecesores, de tal manera que al título 
del propietario puede ligarse los títulos de sus antecesores, para 
encontrar que unidos todos estos, son anteriores en el tiempo al 
derecho del poseedor.
Basados tal vez en el principio de la igualdad, no solamente el 
poseedor puede agregar a su posesión la de sus antecesores, sino 
también el propietario puede sumar a su título el de sus antece-
sores, todo con el fin de demostrar quién es anterior en el tiempo 
y, por ello, triunfar en el enfrentamiento legal de la reivindicación 
y la prescripción adquisitiva.
La Corte Suprema de Justicia ha señalado desde hace mucho 
tiempo el derecho que le asiste al reivindicante para respaldar su 
título por la cadena ininterrumpida de los títulos de sus antece-
sores; en aparte de una de sus sentencias67 ha indicado:
la anterioridad del título del reivindicante apunta no solo a 
que la adjudicación de su derecho sea anterior a la posesión 
del demandado, sino al hecho de que ese derecho esté a su 
turno respaldado por la cadena ininterrumpida de los títulos 
de sus antecesores, que si datan de una época anterior al 
67 C. S. de J., G. j. t. CCXIX, pp. 590 y 591, citada en la sentencia SC 263 del 20 
de octubre de 2005, M. P., Dr. César Julio Valencia Copete.
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inicio de la posesión del demandado, permiten el triunfo del 
reivindicante. Entonces, no solo cuando el título de adqui-
sición del dominio del reivindicante es anterior al inicio de la 
posesión del demandado, sino inclusive cuando es posterior, 
aquél puede sacar avante su pretensión si demuestra que el 
derecho que adquirió lo obtuvo su tradente a través de un 
título registrado, y que éste a su turno lo hubo de un causante 
que adquirió en idénticas condiciones; derecho que así 
concebido es anterior al inicio de la posesión del demandado, 
quien no ha adquirido la facultad legal de usucapir.
Para que el propietario reivindicante pueda respaldar su título 
con el de sus antecesores requiere acreditar, dentro del proceso, 
que los títulos son sucesivos, que provienen del verdadero dueño 
y son anteriores a la posesión de su contraparte; además, debe 
aportarlos al proceso, tanto los títulos como la prueba de su 
registro.
En la disputa de la reivindicación con la prescripción adquisitiva 
o con la posesión se puede presentar un enfrentamiento entre los 
títulos del propietario y los del poseedor o del título del reivin-
dicante con la sola posesión del prescribiente; en cualquiera de 
las hipótesis, si la fuente tanto de los títulos como de la posesión 
tiene orígenes diferentes, ganaría el que es anterior en el tiempo, 
tal como se ha señalado, pero si el origen es el mismo, ganará 
quien tiene a su favor la inscripción en la que conste el traspaso 
del dominio que el dueño anterior hizo de su propiedad. 
La Corte Suprema de Justicia manifiesta en aparte de una de sus 
sentencias:68
la aseveración precedente resulta más contundente si se 
advierte que la tradición, desde la perspectiva que ofrece el 
68 C. S. de J., G. j. t. LXXXVIII, p. 90, citada en la sentencia SC 263 del 20 de 
octubre de 2005, M. P., Dr. César Julio Valencia Copete.
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Código Civil, conlleva la entrega de la propiedad en cumpli-
miento de negocio traslaticio, motivo por el cual la persona 
que recibe el dominio tiene derecho perfecto a poseer lo que 
es suyo, cualesquiera que sean las manos en que el objeto se 
encuentre a virtud de la relación posesoria, desde luego que 
no otra es la finalidad sustancial de la acción de dominio, 
pues, pese a las prerrogativas que por ley están atribuidas 
al sujeto del hecho económico, como posición dentro del 
juicio reivindicatorio cede ante quien le demuestre mejor 
derecho como titular del dominio, por cuanto lo que debe 
prevalecer no es el hecho, que tanto vale y significa en las 
primitivas formas de la cultura humana, sino el derecho, 
como aspiración superior de la vida civilizada.
Sin importar quién es anterior en el tiempo, si la fuente u 
origen de los derechos del propietario reivindicante y los del 
poseedor son los mismos, ganaría el que primero haya inscrito 
su título, como sería el caso de un propietario que vende el 
mismo inmueble a dos personas, a la primera le hace la entrega 
de la posesión del bien, pero el título no es registrado por 
cualquier razón. Posteriormente, vende el bien nuevamente 
a otra persona, pero esta sí registra su título en la Oficina de 
Registro de Instrumentos Públicos; aunque el título de este 
último es posterior en el tiempo al del poseedor, ganará en el 
enfrentamiento legal, atendiendo a la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia señalada. 
10. Las reformas de la Ley 9 de 1989
Una primera modificación que hizo la Ley 9 de 1989 al derecho 
sustancial se encuentra en su artículo 51, en donde se estableció 
que a partir del primero (1) de enero de 1990 se reduce a cinco 
(5) años el tiempo necesario para la prescripción adquisitiva 
extraordinaria y a tres (3) años el tiempo necesario para la pres-
cripción adquisitiva ordinaria de las viviendas de interés social.
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La pregunta que surge es ¿cómo se establece que una vivienda es 
de interés social, por cuanto esta disposición se aplica exclusiva-
mente a ellas? El artículo 91 de la Ley 388 de 1997, que modificó 
el artículo 44 de la Ley 9 de 1989, lo precisa así:
Se entiende por viviendas de interés social aquellas que se 
desarrollen para garantizar el derecho a la vivienda de los 
hogares de menores ingresos. En cada Plan Nacional de 
Desarrollo el Gobierno Nacional establecerá el tipo y precio 
máximo de las soluciones destinadas a estos hogares teniendo 
en cuenta, entre otros aspectos, las características del déficit 
habitacional, las posibilidades de acceso al crédito de los 
hogares, las condiciones de la oferta, el monto de recursos de 
crédito disponibles por parte del sector financiero y la suma 
de fondos del Estado destinados a los programas de vivienda.
En todo caso, los recursos en dinero o en especie que destinen 
el Gobierno Nacional, en desarrollo de obligaciones legales, 
para promover la vivienda de interés social se dirigirá priori-
tariamente a atender la población más pobre del país, de 
acuerdo con los indicadores de necesidades básicas insatis-
fechas y los resultados de los estudios de ingresos y gastos.
Parágrafo 1º.- Las disposiciones expedidas por el Gobierno 
Nacional en ejercicio de la potestad reglamentaria del 
presente artículo que hagan referencia a ciudades con más 
de quinientos mil (500.000) habitantes, serán aplicables a 
los municipios aledaños dentro de su área de influencia y 
hasta una distancia no mayor de cincuenta (50) kilómetros 
de los límites del perímetro urbano de la respectiva ciudad, 
que evidencie impactos directos en la demanda de suelo e 
inmuebles urbanos, derivados de un elevado grado de accesi-
bilidad e interrelaciones económicas y sociales, lo mismo que 
a los demás municipios que integren el área metropolitana, 
cuando fuere del caso.
Parágrafo 2º.- El precio de este tipo de viviendas corres-
ponderá al valor de las mismas en la fecha de su adquisición 
o adjudicación.
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En este momento surge otra pregunta: ¿Cuál será el valor de 
un inmueble para ser considerado vivienda de interés social? El 
artículo 83 de la Ley 1151 de 2007, reglamentado por el Decreto 
Nacional 4466 de 2007, lo establece así: 
De conformidad con el artículo 91 de la Ley 388 de 1997, 
la vivienda de interés social debe reunir elementos que 
aseguren su habitabilidad, estándares de calidad en diseño 
urbanístico, arquitectónico y de construcción. El valor 
máximo de una vivienda de interés social será de ciento 
treinta y cinco salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(135 smlm).
Parágrafo. Para efectos de la focalización de los subsidios 
del Estado, se establecerá un tipo de vivienda denominada 
Vivienda de Interés Social Prioritaria, cuyo valor máximo 
será de setenta salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(70 smlm).
La segunda modificación al derecho sustancial de la Ley 9 de 
1989 se regula en el inciso primero del artículo 52,69 en donde 
se establece que se puede demandar en proceso de pertenencia 
solamente a personas indeterminadas, ante la imposibilidad 
de aportar, al inicio del proceso, el certificado de tradición del 
inmueble objeto de la usucapión. Esta norma que fue demandada 
ante la Corte Constitucional70 por considerar el actor que se 
69 Artículo 52º.- Sustituido expresamente por la Ley 388 de 1997, decía así: 
En los procesos de pertenencia de viviendas de interés social, si no pudiera 
acompañarse un certificado del Registrador de Instrumentos Públicos, 
no será necesario señalar como demandado a persona determinada, y 
en la misma demanda se solicitará oficiar el registrador para que en el 
término de quince (15) días, allegue al juzgado la certificación solicitada. 
Si no lo hiciere dentro del término anterior, el juez admitirá la demanda 
y el registrador responderá por los perjuicios que pudiera ocasionarle al 
dueño del inmueble.




violaba el principio a la igualdad, ya que con base en el artículo 
407 del Código de Procedimiento Civil era indispensable aportar 
con la demanda el certificado especial de tradición del inmueble 
a usucapir. La Corte declaró exequible dicha disposición legal; en 
un aparte de la sentencia C-078/06 manifestó:
Los dos procesos de pertenencia –el regulado por el artículo 
407 del CPC y el de vivienda de interés social– parten de un 
mismo supuesto abstracto: la usucapión. Sin embargo, existe 
una diferencia esencial que uno y otro proceso: el carácter 
de los bienes objeto de la declaración de pertenencia, que en 
la norma acusada se trata de las viviendas de interés social. 
Esta diferencia es el sustento de la distinción en lo que se 
refiere a la carga de acompañar el certificado de registro y 
a los efectos de no cumplir dicha carga. No obstante, esta 
diferencia no establece una clasificación fija entre grupos 
de personas, sino una distinción entre tipos de procesos 
a partir del tipo de bien inmueble objeto del proceso. De 
tal forma que el beneficio establecido en la norma acusada 
está abierto a todas las personas, sin importar su condición. 
Lo esencial es que el proceso verse sobre una vivienda de 
interés social. Entonces, no se dan las exigencias mínimas 
para comparar grupos de personas delimitables y diversos. 
Cualquier persona puede acudir a cualquiera de los tipos 
de procesos de declaración de pertenencia, dependiendo 
de las características del bien objeto del mismo, no de las 
condiciones personales del demandante o del demandado. 
La medida ordena la admisión de la demanda cuando el 
registrador omita aportar el certificado. Lo anterior impulsa 
el proceso pero no desconoce el derecho a la defensa ni al 
debido proceso, pues se identifica al contradictor como 
persona indeterminada, la cual es protegida, por los proce-
dimientos específicos establecidos por el artículo 407 del 
Código de Procedimiento Civil mediante emplazamiento 
y posterior designación de curador ad litem. Dado que el 
fin propuesto consiste en la aceleración del proceso para la 
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titulación de las viviendas de interés social, la distribución 
de la carga y la continuidad del proceso conducen efecti-
vamente a la consecución de la finalidad de la medida pues 
evita la paralización del proceso y genera las condiciones 
para que se pueda declarar el derecho real que se persigue, 
sin menoscabar derechos de terceros. Además, siempre se 
deja abierta la posibilidad de participación en el proceso de 
quienes ostentan derechos reales principales sobre el bien, 
cuando el titular del derecho sea identificado. De acuerdo 
a las anteriores consideraciones la Corte encuentra que el 
beneficio procesal establecido para los procesos de decla-
ración de pertenencia de viviendas de interés social no 
vulnera el principio de igualdad.
La Corte Constitucional declaró exequible el artículo 52 de 
la Ley 9 de 1989 al considerar que se ajusta a la Constitución 
Política poder dar inicio al proceso de pertenencia, respecto 
de inmuebles urbanos destinados para vivienda de interés 
social, sin que se aporte el certificado de libertad y tradición 
del inmueble objeto de usucapión; por lo cual, corresponde al 
juez que conozca del proceso admitir la demanda y ordenar la 
vinculación de los demandados indeterminados mediante el 
emplazamiento y nombramiento de un curador para la litis. 
Aunque se debe permitir en cualquier estado del proceso, 
cuando se allegue el certificado respectivo, la vinculación de 
las personas que sean titulares de los derechos reales respecto 
del bien a usucapir. 
Lo anterior no era posible en vigencia del Código de Procedi-
miento Civil, ya que en los procesos regulados por este Código 
era necesario aportar al proceso, con la demanda, el certificado 
de libertad y tradición del bien a usucapir, en donde constara 
quiénes son titulares de los derechos reales sobre el bien, o que 
no aparecían personas inscritas como titulares de los mismos.
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11. Las reformas de la Ley 791 de 2002
Una de las más importantes reformas sustanciales introducidas 
por la Ley 721 de 2002 al tema de la prescripción adquisitiva 
consistió en ampliar las posibilidades para alegarla.71 La modi-
ficación estuvo en permitir invocarla por vía de excepción, ya 
que se consideraba con anterioridad a esta reforma que la única 
vía para hacerlo era la acción, mediante demanda principal o de 
reconvención. 
En la sentencia de 9 agosto de 199572 la Corte Suprema de 
Justicia expresó sobre la imposibilidad de alegar la usucapión vía 
de excepción: 
Como se ve, si el demandado restringe su actividad a la simple 
proposición de la excepción de prescripción extintiva del 
derecho de dominio del demandante, ello no equivale a que 
por la jurisdicción se hubiere declarado como nuevo dueño 
del bien, como quiera que, para esto, necesariamente ha de 
surtirse un proceso de declaración de pertenencia, ya sea 
por haberse promovido en forma autónoma y separada, ora 
porque ello ocurra en razón de que el demandado formule, en 
la oportunidad debida y con las formalidades de ley, demanda 
de reconvención contra su demandante inicial.
Esta característica de la prescripción, tanto adquisitiva como 
la extintiva, de poder ser alegada vía de acción o de excepción, 
71 Artículo 2.° Agréguese un inciso segundo al artículo 2513 del Código 
Civil, del siguiente tenor: “La prescripción tanto la adquisitiva como la 
extintiva, podrá invocarse por vía de acción o por vía de excepción, por el 
propio prescribiente, o por sus acreedores o cualquiera otra persona que 
tenga interés en que sea declarada, inclusive habiendo aquel renunciado 
a ella”.
72 Corte Suprema de Justicia, Sala de casación Civil, M. P., Dr. Pedro Lafont 
Pianetta, sentencia de nueve (9) de agosto de mil novecientos noventa y 
cinco (1995), Expediente No. 4553.
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se comparte con la simulación y la nulidad, requiriéndose para 
estas últimas, cuando son propuestas como excepción, que las 
partes sustanciales sean las mismas procesales; si no lo son, el 
juez se limitará a pronunciarse si es o no fundada la excepción; lo 
anterior se desprende de lo regulado en el inciso final del artículo 
282 del C. G. del P.73
Es un acierto de la norma, por cuanto para ser decretada la 
prescripción adquisitiva no se requiere demandar, basta ser 
demandado el poseedor por el titular del derecho real, por 
ejemplo, en proceso reivindicatorio, para que en ese mismo 
proceso, mediante la excepción perentoria de usucapión, 
probados sus elementos, el juez la declare. 
Alegar la prescripción adquisitiva vía de excepción de fondo 
presta un gran beneficio para la economía procesal; además, hace 
efectiva la prelación del derecho sustancial, toda vez que, al no ser 
propuesta como pretensión por el demandado poseedor, a través 
de demanda de reconvención, al ser acreditados sus elementos, 
el juez solamente se abstenía de decretar la restitución, pero no 
podía declararlo como propietario del bien, debiendo el poseedor 
adelantar todo un nuevo proceso, el de pertenencia, para declarar 
el dominio en cabeza de él. 
Hoy, al probar como excepción perentoria la prescripción adqui-
sitiva, no solo se abstiene el juez de decretar la restitución del 
bien, sino que también debe declarar al demandado como su 
propietario.
73 Cuando se proponga la excepción de nulidad o la de simulación del acto 
o contrato del cual se pretende derivar la relación debatida en el proceso, 
el juez se pronunciará expresamente en la sentencia sobre tales figuras, 
siempre que en el proceso sean parte quienes lo fueron en dicho acto o 




La modificación de la Ley 791 de 2002 no tuvo respuesta en las 
reformas procesales, por ejemplo en la Ley 1395 de 2010, ya que 
se requería ajustar el proceso en donde se proponía la excepción 
de pertenencia, a las necesidades que ello implicaba. Tanto en 
establecer la competencia del juez que debe conocer del proceso, 
como en la vinculación de todos los titulares de los derechos 
reales principales del bien objeto de usucapión y de las personas 
indeterminadas que creyeran tener derechos sobre el bien, a 
estos últimos, con el fin de que la sentencia tuviera efectos erga 
omnes.
Manifesté anteriormente respecto de la necesidad de ajustar el 
proceso en donde se proponía vía de excepción la usucapión, a 
las necesidades que esta demandaba, lo siguiente:74
Propuesta como excepción perentoria la excepción de 
prescripción adquisitiva, en el escenario de un proceso 
de reivindicación, se hace necesario por el juez, aunque la 
norma no lo señale expresamente, adecuar el trámite, ello 
implica, establecer si él es competente, porque si no lo es, 
debido a que el proceso de pertenencia es de competencia 
exclusiva del juez civil del circuito, a diferencia del proceso 
reivindicatorio que podrá conocer un juez civil municipal o 
del circuito y, además, debe efectuar el emplazamiento a las 
personas indeterminadas para que la sentencia tenga efectos 
erga omnes.
Sin haberse efectuado dichas reformas procesales, algunos jueces 
de nuestro país, basados en el artículo 2 de la Ley 721 de 2002 y 
en la doctrina, le dieron aplicación. Solicitaron al demandado, 
que proponía la excepción de pertenencia, aportar el folio de 
74 Badillo Abril, Fernando (2011). Aspectos relevantes del proceso de 
pertenencia y reivindicación, en especial, su enfrentamiento legal. Revista 
Nueva Época, No. 37, diciembre. Facultad de Derecho, Universidad Libre, 
Bogotá, p. 166.
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matrícula inmobiliaria del inmueble a usucapir, cuando recaía 
sobre este tipo de bienes, con el fin de determinar quiénes eran 
titulares de los derechos reales principales, para ordenar su 
vinculación al proceso. Además, ordenaron la vinculación de las 
personas indeterminadas que tuvieran interés en el proceso, con 
el fin de que la sentencia tuviera efectos erga omnes.
Sin embargo, este intento tuvo un gran revés, que fue la reite-
ración de la postura de la Corte Suprema de Justicia de que la 
prescripción adquisitiva solo puede ser alegada por vía de acción, 
a través de la demanda respectiva o mediante demanda de recon-
vención. La Sala de Casación Civil de la Corte, mediante auto de 
fecha 27 de septiembre de 2001, manifestó al respecto:75
2. Evaluado el asunto sometido a consideración de esta 
Corporación se observa que, ciertamente, el señor Juez 
accionado vulneró la prerrogativa consagrada en el artículo 29 
de la Carta Política, al “adecuar” el trámite del proceso reivin-
dicatorio promovido por el ciudadano Eladio Díaz Correa al 
trámite del proceso de pertenencia, con fundamento en que 
la demandada propuso dentro de sus excepciones de mérito 
“la prescripción del bien que se pretende reivindicar” (fls. 29 
y ss de este cuaderno), pues se trata de un planteamiento que 
no armoniza con el ordenamiento legal aplicable. 
En efecto, como lo estableció el Tribunal de primera 
instancia, el inciso segundo del artículo 2513 del Código Civil, 
adicionado por el artículo 2º de la Ley 791 de 2002, faculta a 
todo aquel que tenga interés en que se declare la prescripción 
adquisitiva, para alegarla, bien sea “por vía de acción o por vía 
de excepción”. En el proceso reivindicatorio de que se trata, 
la demandada Esperanza Beltrán Ortiz optó por invocar 
dicha prescripción adquisitiva a través de la formulación de 
75 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, M. P., Arturo Solarte 




la excepción de mérito correspondiente (fls. 18 y ss ib), sin 
presentar demanda de reconvención, situación que le impone 
al Juez aguardar hasta la sentencia para pronunciarse al 
respecto y, en el evento de que dicha excepción se encuentre 
llamada a prosperar, así lo deberá declarar en el fallo que 
decida la instancia, denegando la pretensión reivindica-
toria, pero no podrá declarar al demandado-excepcionante 
como dueño del bien, pues para ello éste habría tenido que 
alegar la prescripción adquisitiva a través de la correspon-
diente demanda de reconvención. Y, como en este caso, el 
demandado no procedió en ese sentido, el Juez no podía suplir 
esa inactividad “adecuando” el trámite del proceso reivindica-
torio promovido por el actor al del proceso de pertenencia.
El maestro Jairo Parra Quijano,76 antes de la reforma de la ley 
791 de 2002, expresó acerca de la postura de la Corte Suprema 
de Justicia de impedir proponer vía de excepción la usucapión, 
lo siguiente:
Ya es hora que la Corte Suprema de Justicia recoja lo que 
consignó en los siguientes términos: “… Pero si el demandado 
se limita a proponer excepción de prescripción sin que en 
demanda de mutua petición solicite que se le declare dueño 
del bien litigado por haberlo adquirido por prescripción, 
entonces, así haya calificado la excepción como prescripción 
adquisitiva, debe entenderse que está alegando la prescripción 
extintiva; salvo que expresamente alegue el dominio por 
haberlo ganado por prescripción, caso en el cual, por estar 
proponiendo la prescripción como acción, debe rechazarse 
la excepción”. Lo dicho debe desaparecer de la doctrina de 
la Corte Suprema de Justicia. Se entiende que la persona 
propuso la excepción de prescripción y como tal se debe 
estudiar, lo contrario es verdadera injusticia.
76 Parra Quijano, Jairo (1995). Derecho procesal civil, Parte especial. Bogotá: 
Ediciones Librería del Profesional, pp. 32 y 33.
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Lamentablemente las palabras del maestro Parra Quijano siguen 
vigentes, por cuanto la Corte Suprema de Justicia persiste en 
exigir que, aun después de la expedición de la Ley 791 de 2002, 
la prescripción adquisitiva sea alegada vía de acción para que el 
poseedor sea declarado propietario, ya que si es propuesta como 
excepción, al ser probada, solo impedirá la prosperidad de la 
pretensión reivindicatoria.
Afortunadamente el Código General del Proceso reguló lo 
concerniente a la pertenencia propuesta como excepción al 
disponer que el demandado que propone la excepción de pres-
cripción adquisitiva debe dar cumplimiento a lo previsto en los 
numerales 5, 6 y 7 del artículo 375 de este Código; así lo dispone 
el parágrafo 1°77 de dicha norma. Esto implica aportar al proceso 
el certificado de libertad y tradición para determinar quiénes son 
titulares de derechos reales principales y accesorios del bien 
objeto de usucapión y ordenar su vinculación. De igual manera, 
debe vincularse a las personas indeterminadas, para que la 
sentencia tenga efectos erga omnes, a quienes se les emplazará 
conforme a lo previsto en el artículo 108 del C. G. del P.; por 
otra parte, deberá instalarse una valla o un aviso en el inmueble 
y aportar las fotografías en donde conste su instalación.
Para el juez que conoce del proceso en donde se propone la 
excepción de usucapión también surgen unas tareas: ordenar 
integrar el contradictorio, por la parte pasiva de la excepción de 
prescripción adquisitiva, que estará conformada por los titulares 
de los derechos reales principales y accesorios del bien objeto 
77 Cuando la prescripción adquisitiva se alegue por vía de excepción, el 
demandado deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 
5, 6 y 7. Si el demandado no aporta con la contestación de la demanda 
el certificado del registrador o si pasados treinta (30) días desde el 
vencimiento del término de traslado de la demanda no ha cumplido con 
lo dispuesto en los numerales 6 y 7, el proceso seguirá su curso, pero en la 
sentencia no podrá declararse la pertenencia.
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de pertenencia y por las personas indeterminadas; ordenar la 
inscripción de la demanda sobre el bien sujeto a registro; en 
el caso de inmuebles, informar de la existencia del proceso a 
las entidades descritas en el inciso 2 del numeral 6 del artículo 
375 del C. G. del P.78 y ordenar la inscripción del contenido 
de la valla o el aviso en el Registro Nacional de Procesos de 
Pertenencia.
Si el excepcionante no da cumplimiento a lo previsto en los 
numerales 5, 6 y 7 señalados, la prescripción adquisitiva alegada 
vía de excepción, una vez probada, solo impedirá la prosperidad 
de la pretensión de reivindicatoria, al extinguirse el derecho 
de dominio del demandante, pero no permitirá que el juez se 
pronuncie respecto de ella como pretensión. Esto es, no podrá 
declarar propietario al demandado que la alegó y probó; para 
ello, deberá iniciar el respectivo proceso de pertenencia.
Advierto que se presenta un tratamiento procesal distinto, 
cuando la prescripción adquisitiva es propuesta vía de excepción 
o de acción. Este es: presentada la excepción, de ella se correrá 
traslado al demandante por el término de 5 días, según el artículo 
370 del C. G. del P.; como acción, el traslado de la pretensión será 
de 20 días;79 como excepción, en el traslado de ella no se podrán 
proponer excepciones, sino pedir pruebas sobre los hechos en 
que se funda, como acción, se podrán proponer excepciones, 
78 En el caso de inmuebles, en el auto admisorio se ordenará informar de 
la existencia del proceso a la Superintendencia de Notariado y Registro, 
al Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural (Incoder), a la Unidad 
Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a Víctimas y 
al Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) para que, si lo consideran 
pertinente, hagan las manifestaciones a que hubiere lugar en el ámbito de 
sus funciones.
79 Artículo 369 del C. G. del P. “Traslado de la demanda. Admitida la 
demanda se correrá traslado al demandado por el término de veinte (20) 
días.”
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además de poder utilizar los diferentes mecanismos procesales 
de defensa. 
Sin embargo, a pesar del diferente tratamiento procesal que se 
le imprime a la prescripción adquisitiva cuando es alegada como 
excepción, considero que no se viola al demandante, quien es el 
sujeto pasivo de la excepción, el derecho de defensa. Este debe 
ajustarse a las condiciones procesales señaladas; por ello, en el 
traslado de la excepción, que es de cinco días, debe proponer 
su defensa respecto de la pertenencia alegada, no solo pidiendo 
la práctica de pruebas, para refutar la excepción de usucapión, 
sino planteando verdaderas excepciones que, aunque de ellas 
no se correrá traslado al demandado excepcionante, si tendrá la 
posibilidad de probarlas dentro del proceso. 
Me parece que el tratamiento procesal desigual obedece a que 
se presentan diferentes hipótesis, al proponerse vía de acción o 
de excepción la prescripción adquisitiva. En todo caso, cuando 
la pertenencia es propuesta por vía de excepción, no se viola el 
derecho de defensa del sujeto pasivo de la misma, al permitírsele 
ejercer su derecho de contradicción; pero si se estará aprove-
chando el mismo proceso para que sea resuelta como si hubiera 
sido propuesta como pretensión.
Con la entrada en vigencia del C. G. del P. desaparecieron las 
excepciones perentorias que se podían proponer como previas, 
id est, las mal denominadas excepciones mixtas, dispuestas en el 
artículo 97 del derogado C. de P. C.; sin embargo, con base en el 
artículo 278 del C. G. del P.,80 cuando se proponga, entre otras, 
80 En cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia anticipada, 
total o parcial, en los siguientes eventos:
 1. Cuando las partes o sus apoderados de común acuerdo lo soliciten, sea 
por iniciativa propia o por sugerencia del juez.
 2. Cuando no hubiere pruebas por practicar.
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la excepción de prescripción extintiva y esta aparezca probada 
en cualquier estado del proceso, el juez deberá dictar sentencia 
anticipada.
Es claro que el artículo 278 del C. G. del P. se refiere a la excep-
ción de prescripción extintiva, no la adquisitiva; por ello, no 
me parece conveniente su utilización, si el poseedor quiere ser 
declarado propietario en el mismo proceso. Si es reconocida 
la excepción de prescripción extintiva, terminaría el proceso 
mediante sentencia anticipada, impidiendo la prosperidad de la 
pretensión de restitución posesoria o por reivindicación, pero no 
sería declarado el poseedor propietario del bien. 
En caso de que el poseedor tenga el tiempo de posesión necesario 
para adquirir el bien por prescripción, lo más conveniente es que 
proponga la excepción de prescripción adquisitiva, la que al ser 
aceptada en la sentencia, además de impedir la prosperidad de la 
pretensión de restitución, logrará convertirlo en el propietario o 
titular del derecho real del bien objeto de usucapión.
El artículo 2 de la Ley 791 de 2002 también introdujo otra impor-
tante modificación al tema estudiado; esta consistió en extender 
la legitimación para alegar la usucapión a cualquier otra persona 
que tenga interés en que sea declarada. Esta norma revivió el 
artículo 1 de la Ley 120 de 1928, derogado a su vez por el artículo 
698 del Código de Procedimiento Civil. Con anterioridad a esta 
reforma solamente podía alegarla el prescribiente, su acreedor y 
el comunero, tal como lo indicaba el derogado artículo 407 del C. 
de P. C. y lo indica el vigente artículo 375 del C. G. del P.
Como terceros interesados y, por ello, legitimados para alegar 
la prescripción adquisitiva, estaría el cónyuge o compañero 
 3. Cuando se encuentre probada la cosa juzgada, la transacción, la 
caducidad, la prescripción extintiva y la carencia de legitimación en 
la causa.
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permanente del poseedor, quienes por la renuncia o renuencia 
de este último en alegarla le causarían un perjuicio a la sociedad 
conyugal o a la sociedad patrimonial de hecho, respectivamente. 
Respecto de esta legitimación el parágrafo del artículo 2 de la Ley 
1561 de 201281 precisa que, aunque solo uno de los cónyuges o 
compañeros permanentes demande, la sentencia que se dicte se 
extenderá también a favor de su cónyuge o compañero perma-
nente, con quien tenga sociedad conyugal vigente o sociedad 
patrimonial declarada o reconocida. 
Lo señalado en el artículo 2 de la ley 1561 de 2012 entra en 
contradicción con lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 1792 
del Código Civil,82 ya que en esta última disposición se establece 
que no pertenecerán a la sociedad conyugal los bienes que uno 
de los cónyuges posea antes de conformarse esta, aunque la 
prescripción adquisitiva se complete o verifique durante ella. 
Es decir, se precisa en esta norma que no pertenecerán a la 
sociedad, aunque el bien haya sido adquirido a título oneroso 
bajo su vigencia, los bienes que tengan una causa o título de 
adquisición anterior a ella. 
Me parece inadecuado el tratamiento que le da la Ley 1561 de 
2012 a la prescripción alegada por solo uno de los cónyuges 
81 Si uno de los cónyuges con sociedad conyugal vigente o compañeros 
permanentes con sociedad patrimonial legalmente declarada o reconocida, 
accede al proceso especial previsto en la presente ley, el juez proferirá el 
fallo a favor de ambos cónyuges o compañeros permanentes.
82 La especie adquirida durante la sociedad no pertenece a ella aunque se 
haya adquirido a título oneroso, cuando la causa o título de la adquisición 
ha precedido a ella.
 Por consiguiente:
 1o.) No pertenecerán a la sociedad las especies que uno de los cónyuges 
poseía a título de señor antes de ella, aunque la prescripción o transacción 




o compañeros permanentes. Pensemos en el caso de que la 
posesión se haya iniciado y completado antes del matrimonio o de 
la conformación de una unión marital de hecho, pero el proceso 
de pertenencia se inicie después de ello, indudablemente no debe 
vincularse al cónyuge o compañero permanente, ni tampoco si se 
decreta la pertenencia, extenderse los efectos a su favor. 
Lo mismo ocurre cuando la prescripción adquisitiva la haya 
iniciado el cónyuge o compañero permanente antes de 
conformar la sociedad conyugal o la sociedad patrimonial, 
aunque la complete estando casado o en unión marital de hecho. 
En este caso, le pertenecerá solo a él el bien que adquiera por 
pertenencia.
Considero viable la aplicación del artículo 2 de la Ley 1561 de 
2012, siempre y cuando la posesión del bien objeto de prescrip-
ción adquisitiva se haya iniciado bajo la vigencia de la sociedad 
conyugal o patrimonial de hecho. En esta situación, al demandar 
uno solo de los cónyuges o compañeros permanentes, será 
necesario vincular al otro y la sentencia que se dicte deberá 
pronunciarse respecto de los dos. 
Por último, la Ley 791 de 2002 redujo los términos de pres-
cripción, tanto de la prescripción ordinaria83 como de la 
extraordinaria84, estableció que la prescripción adquisitiva 
ordinaria es de tres años para los bienes muebles y de cinco para 
los inmuebles y, respecto de la prescripción extraordinaria, sin 
83 Artículo 4.° El inciso primero del artículo 2529 del Código Civil quedará 
así:
 “Artículo 2529. El tiempo necesario a la prescripción ordinaria es de tres 
(3) años para los muebles y de cinco (5) años para bienes raíces”.
84 Artículo 6.° El artículo 2532 del Código Civil quedará así:
 “Artículo 2532. El lapso de tiempo necesario para adquirir por esta especie 
de prescripción, es de diez (10) años contra toda persona y no se suspende 
a favor de los enumerados en el artículo 2530”.
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importar que se trate de bienes muebles o inmuebles, el término 
es de diez años.
Es conveniente recordar que los nuevos plazos de prescripción 
adquisitiva, tanto de la ordinaria como de la extraordinaria, se 
podrán aplicar respecto de posesiones iniciadas con anterioridad 
o posterioridad a la vigencia de la Ley 791 de 2002; sin embargo, 
atendiendo a lo previsto en el artículo 41 de la Ley 153 de 1887,85 
para poder aplicar los plazos de prescripción que señala la nueva 
ley a casos iniciados con anterioridad a su vigencia, se requiere 
que el total del término de posesión se dé bajo la vigencia de esta.
Para posesiones cuyo plazo de prescripción se ha iniciado y 
completado bajo el imperio de la ley anterior o la nueva, se aplica 
el término de prescripción anterior o el nuevo, respectivamente; 
pero cuando la posesión se haya iniciado bajo la vigencia de la 
ley anterior y no se haya completado antes de entrar a regir la 
nueva Ley 791 de 2002, el prescribiente puede alegar a su arbitrio 
el término anterior o el nuevo, requiriéndose para aplicar este 
último, que el término de prescripción se empiece a contar a 
partir de la vigencia de la Ley 791 de 2002. 
12. Las reformas de la Ley 1183 de 2008
La Ley 1183 de 200886 permite solicitar al notario la autoriza-
ción y posterior inscripción de la declaración que se haga de 
85 Artículo 41. La prescripción iniciada bajo el imperio de una ley, y que no se 
hubiere completado aún al tiempo de promulgarse otra que la modifique, 
podrá ser regida por la primera o la segunda, a voluntad del prescribiente; 
pero eligiéndose la última, la prescripción no empezará a contarse sino 
desde la fecha en que la ley nueva hubiere empezado a regir.
86 Artículo 1°. Declaración de la Posesión Regular. Los poseedores materiales 
de inmuebles urbanos de estratos uno y dos que carezcan de título inscrito, 
podrán solicitar ante notario del círculo donde esté ubicado el inmueble, 
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la calidad de poseedor regular, por parte de los poseedores de 
bienes inmuebles urbanos de estratos 1 y 2 que carezcan de título 
inscrito, para que inscritos como poseedores regulares puedan 
ser declarados propietarios, mediante el proceso respectivo, 
una vez que cumplan los requisitos exigidos para acceder a la 
prescripción ordinaria. 
El trámite se debe adelantar ante el notario del círculo de 
ubicación del bien. Es necesario que el solicitante demuestre 
posesión de un año o más sobre el bien objeto de la solicitud. 
Se tendrán como títulos aparentes la promesa de compraventa 
que haya dado origen a la entrega y la adquisición de mejoras o 
de derechos y acciones sobre el inmueble, sea por instrumento 
público o privado.
Una vez que el notario autorice el otorgamiento de la escritura 
pública respectiva, esta se debe inscribir en la Oficina de Registro 
de Instrumentos Públicos correspondiente al lugar de ubicación 
del bien, y se debe anotar en la inscripción bajo el código de 
“Inscripción de Declaración de Posesión Regular”, la cual corres-
ponde a una falsa tradición.
En síntesis, a través de este trámite notarial el poseedor que 
cumpla los requisitos exigidos por la ley podrá solicitar al notario 
la autorización de la declaración y posterior inscripción en la 
Oficina de Registro como poseedor regular de un bien inmueble, 
declaración e inscripción que le permitirá posteriormente 
solicitar, cuando reúna los requisitos, la prescripción ordinaria, 
la inscripción de la declaración de la calidad de poseedores regulares de 
dichos bienes, a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por 
prescripción ordinaria, de acuerdo con la ley y en los términos y plazos 
señalados por la Ley 791 de 2002 y las leyes especiales que reglamentan el 
dominio de los bienes considerados Vivienda de Interés Social, VIS.
 En caso de presentarse oposición durante cualquier etapa de la actuación 
ante el notario, se ordenará el archivo de las diligencias.
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tomando en consideración su calidad de poseedor regular que lo 
habilita para ello.
Es importante indicar que al poseedor que carezca de título 
inscrito, que sea un poseedor irregular, no siempre le conviene 
utilizar este tipo de trámite notarial, por cuanto, si le faltan menos 
de 5 años para adquirir el bien por prescripción extraordinaria, 
es mejor que espere el cumplimiento de este término para ser 
declarado propietario por el trámite del proceso de prescripción 
extraordinaria. Por el contrario, si le faltan más de 5 años para 
completar el término de la prescripción extraordinaria, le puede 
ser más útil el trámite de la declaración de poseedor regular.
Con un ejemplo podemos explicarlo mejor: Luis Fernando es 
poseedor irregular de un bien inmueble urbano, de estrato 1, lleva 
en posesión de él 2 años. Si el notario autoriza su declaración, 
mediante escritura pública, de poseedor regular, una vez inscrita 
su posesión en el registro, le faltarían 5 años para adquirir el 
dominio por prescripción ordinaria, lo cual le convendría más 
que esperar los 8 años que le faltan para adquirirlo por prescrip-
ción extraordinaria.
Por el contario, si el poseedor lleva 6 años en posesión del 
mismo inmueble, le es mejor esperar los 4 años que le faltan 
para ser declarado propietario por prescripción extraordinaria, 
que adelantar este trámite notarial, y esperar, a partir de su 
declaración e inscripción como poseedor regular, los 5 años 
que se requieren para adquirir el dominio por prescripción 
ordinaria. 
Si el bien inmueble de estrato 1 o 2 es de interés social, según la 
Ley 9 de 1989, los términos de prescripción ordinaria y extraor-
dinaria son de 3 y 5 años, respectivamente; en estos eventos 
también es importante valorar si es más conveniente esperar 
el resto del término que falta para completar la prescripción 
Fernando Badillo aBril
165 
extraordinaria, o solicitar al notario la autorización de la declara-
ción de poseedor regular, para esperar los 3 años que se requieren 
para ser declarado luego propietario por prescripción ordinaria. 
13. Las reformas de la Ley 1561 de 2012
La Ley 1182 de 2008, cuyo objeto87 era permitir sanear los títulos 
que conllevan la llamada falsa tradición de los poseedores de 
bienes inmuebles cuya extensión en el sector urbano no fuera 
superior a media hectárea y en el sector rural no fuere superior 
a 10 hectáreas, fue derogada por el artículo 27 de la Ley 1561 
de 2012. 
En la Ley 1561 de 201288 se incluyó no solo el saneamiento de 
la falsa tradición de la derogada Ley 1182 de 2008, sino además, 
un proceso especial de pertenencia, denominado de titulación de 
propiedad a los poseedores materiales de inmuebles de pequeña 
entidad económica.
Aunque en otro capítulo de este libro se trató el tema de la Ley 
1561 de 2012, es necesario precisar acerca de su vigencia, la cual 
87 Artículo 1°. Objeto. Podrán sanearse, por medio del proceso especial 
establecido en la presente ley, los títulos que conlleven la llamada falsa 
tradición, de aquellos poseedores de bienes inmuebles cuya extensión en 
el sector urbano no sea superior a media hectárea y en el sector rural no 
sea superior a diez (10) hectáreas, siempre y cuando su precaria tradición 
no sea producto de violencia, usurpación, desplazamiento forzado, engaño 
o testaferrato y no esté destinado a cultivos ilícitos o haya sido adquirido 
como resultado de dichas actividades.
88 Artículo 1o. Objeto. El objeto de la presente ley es promover el acceso a la 
propiedad, mediante un proceso especial para otorgar título de propiedad 
al poseedor material de bienes inmuebles urbanos y rurales de pequeña 
entidad económica, y para sanear títulos que conlleven la llamada falsa 
tradición, con el fin de garantizar seguridad jurídica en los derechos 
sobre inmuebles, propiciar el desarrollo sostenible y prevenir el despojo o 
abandono forzado de inmuebles.
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ha sido cuestionada a partir del 1 de enero de 2016, momento en 
que entró a regir la totalidad del C. G. del P. Sobre este asunto 
el profesor Miguel Enrique Rojas Gómez89 ha toma partido por 
la derogatoria tácita de esta ley, planteándolo de la siguiente 
manera:
Ciertamente, si la Ley 1561 de 2012 es anterior al CGP, 
aunque haya sido sólo por un día, y contiene disposiciones 
que versan sobre un tema íntegramente regulado por éste y 
se muestran incompatible con sus preceptos, parece claro 
que aquéllas deben estimarse insubsistentes a partir de 
enero 1 de 2016.
Quizás se diga, en contra de lo que se ha sostenido aquí, que 
las disposiciones procesales de la Ley 1561 de 2012 priman 
sobre las del CGP porque se refieren a un asunto especial 
(Ley 57 de 1887, art. 5.1). Sin embargo, tal argumento luce 
inaceptable, dado que las reglas procesales de la Ley 1561 
exhiben la misma especialidad que las reglas del proceso de 
declaración de pertenencia regulado en el CGP (art. 375). A 
decir verdad, ambas regulaciones versan sobre el proceso de 
declaración de pertenencia.
Acaso se aduzca además que la coexistencia de ambas Leyes 
(la 1561 y la 1564 de 2012) tuvo que estar en la voluntad 
del legislador porque no tendría sentido que expidiera una 
Ley para derogarla casi de inmediato. Pero el planteamiento 
también se muestra infundado, pues para el legislador de 2012 
estaba claro que el imperio del CGP no vendría enseguida y 
podría demorar hasta enero de 2017, y por lo tanto la Ley 1561 
podría cumplir el mismo objetivo en relación con algunos 
procesos de declaración de pertenencia mientras estuviera 
en suspenso la vigencia de la Ley 1564 (CGP).
En definitiva, los preceptos de la Ley 1561 de 2012 que estruc-
turan un trámite procesos de declaración de pertenencia 
89 Rojas Gómez Miguel Enrique (2016). Salto al Código General del Proceso. 
Bogotá. Primera edición, pp. 35 y 36.
Fernando Badillo aBril
167 
fueron tácitamente derogados por el CGP que reguló 
íntegramente la materia. Por consiguiente, la vigencia de tales 
preceptos expiró el 1° de enero de 2016.
Al leer dicha postura se pude considerar que es cierta, no solo 
por lo dicho por el profesor Rojas Gómez, sino, entre otras cosas, 
porque el C. G. del P. tiene como objeto90 regular la actividad 
procesal en los asuntos civiles, comerciales, de familia y agrarios, 
razón por la que pretende unificar todos los procedimientos. Por 
este motivo se derogaron91 muchas disposiciones que establecían 
procedimientos diferentes referidos al tema de pertenencia, 
que nos permitiría considerar que también debe entenderse 
derogada, en forma tácita, la Ley 1561 de 2012. 
Aceptamos que algunas normas de la Ley 1561 son incompatibles 
con el C. G. del P.,92 como son: la necesidad, con el C. G. del P., 
de vincular a titulares de derechos reales accesorios respecto del 
bien objeto de usucapión y de aportar un certificado del regis-
trador de instrumentos públicos en donde consten las personas 
90 Artículo 1o. Objeto. Este código regula la actividad procesal en los asuntos 
civiles, comerciales, de familia y agrarios. Se aplica, además, a todos los 
asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad y a las actuaciones de 
particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan funciones 
jurisdiccionales, en cuanto no estén regulados expresamente en otras 
leyes.
91 Literal c del artículo 626 del C. G. del P., derogó el Decreto 508 de 1974 y 
el Decreto 2303 de 1989.
92 Numeral 5 del artículo 375 del C. G. del P.: “A la demanda deberá 
acompañarse un certificado del registrador de instrumentos públicos en 
donde consten las personas que figuren como titulares de derechos reales 
principales sujetos a registro. Cuando el inmueble haga parte de otro de 
mayor extensión deberá acompañarse el certificado que corresponda 
a este. Siempre que en el certificado figure determinada persona como 
titular de un derecho real sobre el bien, la demanda deberá dirigirse contra 
ella. Cuando el bien esté gravado con hipoteca o prenda deberá citarse 
también al acreedor hipotecario o prendario.
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que figuren como titulares de derechos reales principales sujetos 
a registro,93 que no se exigen con la Ley 1561. 
Es importante precisar que la Ley 1561 de 2012, cuando se trata 
del saneamiento de la falsa tradición, no permite dar inicio al 
proceso sin aportar un certificado de tradición del inmueble, 
en donde aparezcan titulares reales sobre el mismo, pero en el 
trámite de la titulación de predios de pequeña entidad econó-
mica, si es posible aportar una constancia de que no existen o no 
se encontraron titulares de derechos reales principales sobre el 
inmueble.94
A pesar de lo manifestado, tenemos serias dudas para poder 
compartir dicha tesis, las cuales pasaremos a exponer. Primero, 
los proyectos de las leyes 1561 y 1564 de 2012 se adelantaron 
casi simultáneamente, lo que hace poco probable que no se 
conocieran por el legislador, por lo que considero que era inten-
ción de este tener esta duplicidad de procesos de pertenencia. 
93 Este tema va a ser estudiado con más profundidad en un aparte posterior 
de este capítulo; sin embargo, es una interpretación que no compartimos, 
ya que somos de la opinión que al proceso de pertenencia se puede aportar 
un certificado en donde se señale que no constan personas inscritas como 
titulares de derechos reales sobre el bien.
94 Tal como lo señala el artículo 11 de la Ley 1561 de 2012 en su literal: a. 
Certificado de Tradición y Libertad del Inmueble en donde consten las 
personas inscritas como titulares de derechos reales principales sujetos a 
registro. El certificado de que no existen o no se encontraron titulares de 
derechos reales principales sobre el inmueble objeto de este proceso verbal 
especial, es ineficaz para el lleno de este requisito cuando se pretenda 
sanear un título de propiedad que conlleve la llamada falsa tradición. 
Si la pretensión es titular la posesión, deberá adjuntarse certificado de 
tradición y libertad o certificado de que no existen o no se encontraron 
titulares de derechos reales principales sobre el inmueble. Cuando el 
inmueble haga parte de otro de mayor extensión, deberá acompañarse el 
certificado que corresponda a la totalidad de este, y cuando el inmueble 
comprenda distintos inmuebles, deberá acompañarse el certificado de 
todos los inmuebles involucrados.
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Esto también se puede concluir de la lectura del inciso primero 
del artículo 375 del C. G. del P., el que advierte que las reglas 
establecidas en ese artículo se aplicarán a las demandas sobre 
declaración de pertenencia de bienes privados, salvo norma 
especial, la cual sería la Ley 1561 de 2012.
Segundo, el proceso de pertenencia de la Ley 1561 de 2012 es 
un proceso que se aplica de manera restringida, solamente para 
el saneamiento de la falsa tradición de inmuebles y la titulación 
de predios de pequeña entidad económica, esto último para 
inmuebles urbanos que no superen doscientos cincuenta salarios 
mínimos legales vigentes (250) y si son inmuebles rurales, que no 
superen una unidad agrícola familia (UAF), lo cual implica que 
es un proceso especial, tal como lo exige el inciso primero del 
artículo 375 del C. G. del P.
Tercero, el numeral 3 del artículo 18 del C. G. del P.,95 al indicar 
qué asuntos conocen los jueces civiles municipales en primera 
instancia, señala los procesos especiales para el saneamiento de 
la titulación de la propiedad inmueble de que trata la Ley 1182 
de 2008, o la que la modifique o sustituya. Esto último demuestra 
que el legislador conocía y aceptaba la vigencia del proceso 
especial de saneamiento de la titulación de la Ley 1182 de 2008, o 
de la ley que la fuera a modificar o sustituir posteriormente. 
Se podrá decir que el numeral 3 del artículo 18 del C. G. del P. 
solo asigna competencia en estos asuntos a los jueces civiles 
municipales, lo cual es cierto, pero si esa fuera solo la intención 
95 Artículo 18. Competencia de los Jueces Civiles Municipales en 
Primera Instancia. Los jueces civiles municipales conocen en primera 
instancia:
 3. De los procesos especiales para el saneamiento de la titulación de 
la propiedad inmueble de que trata la Ley 1182 de 2008, o la que la 
modifique o sustituya.
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del legislador, le bastaría haber hecho referencia a los procesos de 
saneamiento y no, como lo hizo, refiriéndose a que es un proceso 
especial, haciendo mención a la ley en ese momento vigente, 
Ley 1182 de 2008, y advirtiendo sobre su posible modificación o 
sustitución; lo cual ocurrió con la Ley 1561 de 2012.
Aunque no es motivo de este capítulo analizar los aspectos proce-
sales del proceso de pertenencia, me parece necesario resaltar 
que en el Código General del Proceso se presenta una inconsis-
tencia, respecto de la competencia para conocer del proceso de 
saneamiento de la falsa tradición, entre lo previsto en el numeral 
3 del artículo 18, que la asigna a los jueces civiles municipales en 
primera instancia, y en el numeral 3 del artículo 26 del mismo 
Código, que la asigna atendiendo al avalúo catastral del bien, a 
los jueces civiles municipales o del circuito. Considero que debe 
primar la primera de las disposiciones, tal como lo establece el 
artículo 8 de la Ley 1561 de 2012.
El tratadista Marco Antonio Álvarez manifiesta acerca de la 
vigencia de la Ley 1561 de 2012:96 
Otra cuestión de coherencia. En forma paralela, el Congreso 
de la República tramitó los proyectos de ley que dieron lugar 
al Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012) y a la Ley 
1561 de 2012, por lo cual se estableció un proceso verbal 
para otorgar títulos de propiedad al poseedor material de 
bienes inmuebles urbanos y rurales de pequeña entidad 
económica, así como sanear la falsa tradición. Pese al 
propósito de unificación que tuvo el Código, fue inevi-
table, por razones estrictamente políticas y partidistas, la 
expedición de esa normativa especial, por lo que, en la hora 
actual, existen dos procesos de pertenencia: uno regulado 
por el Código General del Proceso, y otro por la Ley 1561 
de 2012.
96 Op. cit., p. 64.
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Es claro que el Código General del Proceso advirtió acerca de la 
vigencia del proceso especial de pertenencia regulado en la Ley 
1182 de 2008 o en la ley que la fuera a sustituir o a modificar, 
como lo hizo la Ley 1561 de 2012, posición que lamentamos, ya 
que abogamos por la existencia de un solo proceso, que cumpla 
con el objeto de este Código, esto es, que sirva como estatuto 
procesal único.
La verdad es que tendremos que esperar los pronunciamientos 
doctrinarios y jurisprudenciales acerca de la vigencia de la Ley 
1561 de 2012; por ahora, planteamos este tema para que el lector 
escoja la tesis que considere correcta, no pensando en lo que 
se quiere o sea más conveniente sino en lo que resulte de una 
adecuada interpretación legal.
Atendiendo a que el tema de este capítulo es acerca de las reformas 
sustanciales al proceso de pertenencia, de los dos asuntos que se 
pueden tramitar mediante el proceso verbal especial de compe-
tencia de los jueces civiles municipales y promiscuos municipales 
del lugar de ubicación del bien inmueble, haré algunos comenta-
rios acerca del saneamiento de los títulos de la denominada falsa 
tradición. Saneamiento que permitirá convertir al poseedor en 
verdadero propietario del bien inmueble.
La falsa tradición es considerada como la inscripción que se hace 
en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, por un acto 
de transferencia de un bien inmueble a favor de una persona, por 
parte de otra que carece de dominio sobre él, o este derecho de 
propiedad es incompleto.
Teniendo en cuenta los parágrafos 2 y 3 del artículo 8 de la 
Ley 1579 de 2012,97 la falsa tradición se puede originar por la 
enajenación de cosa ajena, transferencia de derecho incompleto 
97 Parágrafo 2o. La inscripción de falsa tradición sólo procederá en los casos 
contemplados en el Código Civil y las leyes que así lo dispongan.
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o sin antecedente propio, como lo sería la venta de derechos 
herenciales, o de derechos y acciones en sucesión y la posesión 
inscrita antes de 1970. Agregamos que, con base en la Ley 1183 
de 2008, encontramos otro título que implica falsa tradición, 
y es la autorización que hace el notario, mediante escritura 
pública, de la declaración y posterior inscripción de la posesión 
regular.98
 Parágrafo 3o. Para efectos de la calificación de los documentos, téngase en 
cuenta la siguiente descripción por naturaleza jurídica de los actos sujetos 
a registro:
 01 Tradición: para inscribir los títulos que conlleven modos de adquisición, 
precisando el acto, contrato o providencia.
 02 Gravámenes: para inscribir gravámenes: hipotecas, actos de 
movilización, decretos que concedan el beneficio de separación, 
valorizaciones, liquidación del efecto de plusvalía.
 03 Limitaciones y Afectaciones: para la anotación de las limitaciones y 
afectaciones del dominio: usufructo, uso y habitación, servidumbres, 
condiciones, relaciones de vecindad, condominio, propiedad horizontal, 
patrimonio de familia inembargable, afectación a vivienda familiar, 
declaratorias de inminencia de desplazamiento o desplazamiento forzado.
 04 Medidas Cautelares: para la anotación de medidas cautelares: 
embargos, demandas civiles, prohibiciones, valorizaciones que afecten la 
enajenabilidad, prohibiciones judiciales y administrativas.
 05 Tenencia: para inscribir títulos de tenencia constituidos por escritura 
pública o decisión judicial: arrendamientos, comodatos, anticresis, 
leasing, derechos de retención.
 06 Falsa Tradición: para la inscripción de títulos que conlleven la llamada 
falsa tradición, tales como la enajenación de cosa ajena o la transferencia 
de derecho incompleto o sin antecedente propio, de conformidad con el 
parágrafo 2o de este artículo.
 07/08 Cancelaciones: para la inscripción de títulos, documentos o actos 
que conlleven la cancelación de las inscripciones contempladas en el 
literal b) del artículo 4o de esta ley.
 09 Otros: para todos aquellos actos jurídicos que no se encuentran en la 
anterior codificación y que requieren de publicidad por afectar el derecho 
real de dominio.




Con base en el artículo 3 de la derogada Ley 1182 de 200899 se 
requería demostrar que el demandante llevaba en posesión 
del bien objeto del proceso por lo menos 5 años, y que su falsa 
tradición, es decir, su inscripción en el folio de matrícula inmo-
biliaria del predio llevaba también un período igual o superior a 
5 años. Lamentablemente con la Ley 1561 de 2012, la posesión e 
inscripción del título en falsa tradición requiere el mismo tiempo 
que se exige para la posesión regular o irregular establecida en el 
Código Civil o en la Ley 9 de 1989. Por lo que se perdió el atrac-
tivo que tenía la mencionada Ley 1182, específicamente, para los 
poseedores irregulares, el cual era exigir para cualquier poseedor 
con título inscrito en falsa tradición, cinco años de posesión a 
partir de su correspondiente inscripción.
Con un ejemplo podemos explicar lo mencionado anteriormente: 
Luis Fernando es un poseedor irregular de un bien inmueble que 
no es destinado para vivienda de interés social, lleva dos años en 
posesión del mismo, a partir de la inscripción de su título en la 
denominada falsa tradición. Con base en la derogada Ley 1182 
de 2008 le faltarían 3 años para solicitar el saneamiento de su 
título y así convertirse en su propietario; pero con base en la Ley 
1561 de 2012 le faltarán aún ocho (8) años para poder adelantar 
el proceso de saneamiento.
En síntesis, mediante el proceso especial que describe la norma, 
quien se encuentre inscrito en la casilla correspondiente a la 
99 Artículo 3°. Requisitos. Para la aplicación de este proceso especial se 
requiere lo siguiente:
 a) Que el inmueble sometido a este proceso tenga título o títulos registrados 
durante un periodo igual o superior a cinco (5) años y cuya inscripción 
corresponda a la llamada falsa tradición;
 b) Que el inmueble se posea materialmente, en forma pública, pacífica y 
continua, durante el término establecido por el Código de Procedimiento 
Civil para la prescripción ordinaria, cinco (5) años.
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falsa tradición y lleve con dicha inscripción y posesión del bien 
inmueble el término requerido por la Ley sustancial, podrá soli-
citar y obtener el saneamiento de su título, convirtiéndose por 
esta declaración en el propietario del bien.
14. Las reformas de la Ley 1564 de 2012
Analizaremos las más importantes reformas al derecho sustan-
cial introducidas por el C. G. del P. a la acción de pertenencia; 
la primera se refiere a que no pueden ser objeto de este proceso 
los bienes que pertenezcan a entidades de derecho público, o en 
general, bienes imprescriptibles. Al respecto, el inciso primero 
del artículo 375 del C. G. del P. señala que en las demandas sobre 
declaración de pertenencia de bienes privados se aplicarán las 
siguientes reglas. Es decir, desde un comienzo se indica en este 
artículo que solo podrán ser objeto de pertenencia los bienes de 
particulares o de dominio privado.
Lo anterior no constituye ninguna novedad respecto de las 
disposiciones del derogado Código de Procedimiento Civil; sin 
embargo, en el artículo 375 del C. G. del P., en varios de sus 
numerales se insiste en dicha prohibición, buscando que a través 
de diferentes mecanismos se haga realidad. Uno de ellos es el 
numeral 4,100 en donde se faculta al juez para rechazar la demanda 
o para declarar la terminación anticipada del proceso cuando 
100 4. La declaración de pertenencia no procede respecto de bienes 
imprescriptibles o de propiedad de las entidades de derecho público.
 El juez rechazará de plano la demanda o declarará la terminación 
anticipada del proceso, cuando advierta que la pretensión de declaración 
de pertenencia recae sobre bienes de uso público, bienes fiscales, bienes 
fiscales adjudicables o baldíos, cualquier otro tipo de bien imprescriptible 
o de propiedad de alguna entidad de derecho público. Las providencias a 
que se refiere este inciso deberán estar debidamente motivadas y contra 
ellas procede el recurso de apelación.
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advierta que la pretensión tiene como objeto un bien imprescrip-
tible o de propiedad de una entidad de derecho público. 
Para el profesor Francisco Mora Quiñonez101 la decisión de 
rechazar la demanda implica un prejuzgamiento, ya que se 
debería resolver acerca de la prescriptibilidad del bien, en la 
correspondiente sentencia. Argumenta que no necesariamente 
todo bien de una entidad de derecho público es imprescriptible, 
como sería el caso de posesiones sobre bienes fiscales, iniciadas 
y terminadas con anterioridad a la expedición del Código 
de Procedimiento Civil.102 Recordemos que fue a partir de la 
expedición de este Código cuando se extendió la prohibición 
de la usucapión de los bienes de uso público a los fiscales, ya 
que el Código Civil103 solo la prohibía respecto de bienes de uso 
público. 
El mismo autor plantea otra excepción a la regla general de 
no prescriptibilidad de bienes pertenecientes a entidades de 
derecho público; cuando se inicia y completa el término de 
prescripción respecto de un bien que pertenece a un particular, 
luego pasa al dominio de una entidad del Estado. En este evento, 
aunque ya dejó de pertenecer al particular, puede ser objeto de 
prescripción.
No compartimos en su totalidad esta tesis, no solo por obedecer a 
casos excepcionales, los que no ameritan el tratamiento propuesto, 
esto es, definirse en la sentencia si el bien es prescriptible, sino 
101 Revista Nueva Época, No. 40, 2013, Facultad de Derecho, Universidad 
Libre, Bogotá, pp. 199-214.
102 Artículo 407 del C. de P. C., numeral 4. La declaración de pertenencia 
no procede respecto de bienes imprescriptibles o de propiedad de las 
entidades de derecho público.
103 Art. 2519 del C. C. Los bienes de uso público no se prescriben en ningún 
caso.
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porque contra el auto que rechaza la demanda, o contra el auto 
que da por terminado anticipadamente el proceso, providencias 
que deben estar debidamente sustentadas, se pueden interponer 
los recursos ordinarios pertinentes para plantear que sí pueden 
ser objeto de usucapión. Recursos que son los de reposición 
y apelación, este último si el proceso se tramita en primera 
instancia.
Al estar en una de las excepciones que estamos planteando, 
sugiero que desde un principio, con la demanda se aporten al 
proceso las pruebas que la demuestren, o se advierta al juez sobre 
dicha situación para que se admita la demanda y en desarrollo del 
proceso se pueda acreditar. Pero si por cualquier circunstancia el 
juez rechaza la demanda o, en el desarrollo del proceso, lo da por 
terminado, al considerar que el bien no es prescriptible, tendrá el 
actor que convencer al a quo, con el recurso de reposición, o al 
ad quem, con el recurso de apelación, de que el bien sí puede ser 
objeto de prescripción a pesar de pertenecer, en ese momento, a 
una entidad de derecho público.
En conclusión, consideramos que en la mayoría de casos la 
decisión proferida por el juez, debidamente sustentada, puede 
ser acertada, al ser de fácil demostración que el bien pertenece a 
una entidad de derecho público o es imprescriptible; por ello, se 
presentará una contribución mayúscula a la economía procesal, 
al poder definirse al inicio del proceso o en cualquier estado 
del proceso, a tener que esperar a tomar dicha decisión con la 
respectiva sentencia.
Por el contrario, cuando la naturaleza del bien no sea de fácil defi-
nición, si es o no prescriptible, sugiero que la decisión deba ser 
adoptaba en la sentencia. Como sería el caso de un bien inmueble 
rural, respecto del cual en el certificado de tradición aportado al 
proceso no aparecen particulares como titulares de derechos reales 
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sujetos a registro, ya que en este caso se puede probar el supuesto 
de hecho del artículo 1 de la Ley 200 de 1936, que permite aplicar 
la presunción de que el bien objeto de pertenencia es de dominio 
privado. También se podrá probar, por parte del Incoder, hoy 
Agencia de Desarrollo Rural, el supuesto de hecho del numeral 2 
de la Ley 200 de 1936, que permita aplicar la presunción de que el 
bien objeto de usucapión es un bien baldío.
En el numeral 6 del artículo 375 del C. G. del P.,104 también el 
legislador toma otra medida para evitar que puedan ser objeto 
del proceso de usucapión bienes imprescriptibles. Para ello 
ordena que con el auto admisorio de la demanda se informe de 
la existencia del proceso a las entidades descritas en el inciso 
segundo de este numeral, para que, si lo consideran pertinente, 
hagan las manifestaciones que hubiere lugar, en el ámbito de sus 
funciones.
Además de poder rechazar la demanda, de terminar en cualquier 
momento el proceso cuando considere que el bien no puede ser 
objeto de prescripción adquisitiva y, de citar a ciertas entidades 
cuando se admita la demanda, para que hagan valer sus derechos 
en el proceso, en el numeral 10 del artículo 375105 se indica que, 
en ningún caso, las sentencias de pertenencia serán oponibles al 
104 6. En el auto admisorio se ordenará, cuando fuere pertinente, la inscripción 
de la demanda. Igualmente se ordenará el emplazamiento de las personas 
que se crean con derechos sobre el respectivo bien, en la forma establecida 
en el numeral siguiente.
 En el caso de inmuebles, en el auto admisorio se ordenará informar de 
la existencia del proceso a la Superintendencia de Notariado y Registro, 
al Instituto Colombiano para el Desarrollo Rural (Incoder), a la Unidad 
Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a Víctimas y 
al Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) para que, si lo consideran 
pertinente, hagan las manifestaciones a que hubiere lugar en el ámbito de 
sus funciones.
105 10. La sentencia que declara la pertenencia producirá efectos erga omnes 
y se inscribirá en el registro respectivo. Una vez inscrita nadie podrá 
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Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder), respecto de 
los procesos de su competencia.
La segunda reforma al derecho sustancial introducida por el C. 
G. del P. a la pretensión de pertenencia, se extrae de la lectura del 
numeral 5 del artículo 375 del C. G. del P.106 Con base en dicha 
norma se ha interpretado que la demanda de pertenencia no 
puede ser dirigida, únicamente, contra personas indeterminadas, 
por cuanto esta exige que se debe acompañar un certificado 
del registrador de instrumentos públicos en donde consten las 
personas que figuren como titulares de derechos reales princi-
pales sujetos a registro. Considero que esta interpretación surge 
al no haberse incluido en el artículo 375 el C. G. del P., el aparte 
del artículo 407 del C. de P. C.107 que permitía acompañar un 
demandar sobre la propiedad o posesión del bien por causa anterior a la 
sentencia.
 En ningún caso, las sentencias de declaración de pertenencia serán 
oponibles al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) respecto 
de los procesos de su competencia.
106 A la demanda deberá acompañarse un certificado del registrador de 
instrumentos públicos en donde consten las personas que figuren como 
titulares de derechos reales principales sujetos a registro. Cuando el 
inmueble haga parte de otro de mayor extensión deberá acompañarse el 
certificado que corresponda a este. Siempre que en el certificado figure 
determinada persona como titular de un derecho real sobre el bien, la 
demanda deberá dirigirse contra ella. Cuando el bien esté gravado con 
hipoteca o prenda* deberá citarse también al acreedor hipotecario o 
prendario.
 El registrador de instrumentos públicos deberá responder a la petición del 
certificado requerido en el inciso anterior, dentro del término de quince 
(15) días.
107 Numeral 5 del artículo 407 del C. P. C. “A la demanda deberá acompañarse 
un certificado del registrador de instrumentos públicos en donde consten 
las personas que figuren como titulares de derechos reales sujetos a 
registro, o que no aparece ninguna como tal. Siempre que en el certificado 
figure determinada persona como titular de un derecho real principal 
sobre el bien, la demanda deberá dirigirse contra ella.”
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certificado de tradición en donde se indicara que no existen 
personas que figuren como titulares de derechos reales sujetos a 
registro sobre el bien.
Somos de la opinión que dicha norma no debe ser interpretada 
de esa manera. Lo que ella advierte es la necesidad de aportar el 
certificado en que consten los titulares de derechos reales sobre 
el bien objeto de pertenencia, pero no prohíbe, por lo menos 
expresamente, acompañar el certificado en donde no aparezcan 
personas titulares de esos derechos. 
Se podrá pensar, tratándose de bienes inmuebles rurales, si no 
aparecen inscritos particulares como titulares de derechos reales 
sobre ese bien, que corresponde a un bien baldío, y por ello 
pertenece a la nación. Pero no necesariamente esta afirmación 
es correcta, por cuanto aún se encuentra vigente el artículo 1 de 
la Ley 200 de 1936,108 el que establece una presunción a favor 
del poseedor de bienes inmuebles rurales, al considerarlos 
como bienes de propiedad privada, cuando la posesión sobre 
los mismos consista en la explotación económica del suelo por 
108 Artículo. 1.- Modificado, Artículo. 2, L. 4 de 1973. Se presume que no son 
baldíos, sino de propiedad privada, los fundos poseídos por particulares, 
entendiéndose que dicha posesión consiste en la explotación económica 
del suelo por medio de hechos positivos propios de dueño, como las 
plantaciones o sementeras, la ocupación con ganados y otros de igual 
significación económica.
 El cerramiento y la construcción de edificios no constituyen por sí solos 
pruebas de explotación económica pero sí pueden considerarse como 
elementos complementarios de ella. La presunción que establece este 
Artículo se extiende también a las porciones incultas cuya existencia se 
demuestre como necesaria para la explotación económica del predio, o 
como complemento para el mejor aprovechamiento de este, aunque en 
los terrenos de que se trate no haya continuidad o para el ensanche de la 
misma explotación. Tales porciones pueden ser conjuntamente hasta una 
extensión igual a la mitad de la explotada y se reputan poseídas conforme 
a este Artículo.
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medio de hechos positivos propios de dueño, como las planta-
ciones o sementeras, la ocupación con ganados y otros de igual 
significación económica.
No consideramos que si en el certificado de tradición del 
inmueble rural no aparecen inscritos particulares como titulares 
de derechos reales sobre el mismo, este sea necesariamente un 
bien baldío, ya que en estos eventos puede presumirse que es un 
bien de dominio privado, cuando respeto de él se ha efectuado 
una explotación, en los términos del artículo 1 de la Ley 220 de 
1936. Por el contrario, puede presumirse que es un bien baldío, 
cuando no se efectúe en él dicha explotación, atendiendo a lo 
dispuesto en el artículo 2 de la Ley 200 de 1936.
Por lo anterior, afirmamos que la prueba de la calidad de un bien 
inmueble rural como baldío no se acredita con el certificado de 
tradición aportado al proceso, en las condiciones mencionadas. 
El certificado de tradición del inmueble objeto del proceso de 
pertenencia es aportado con el fin de determinar a quién debe ser 
dirigida la demanda. A personas determinadas, cuando aparezcan 
titulares de derechos reales principales y accesorios, además de 
las personas indeterminadas, o solo a estas últimas cuando no 
aparezcan inscritos particulares como titulares de esos derechos 
o el bien no tenga registro inmobiliario.
En la sentencia C-383/00109 la Corte Constitucional se pronunció 
acerca del fin que tiene aportarse al proceso el certificado de 
libertad y tradición del inmueble a usucapir, así:
El certificado expedido por el registrador de instrumentos 
públicos, constituye un documento público que cumple con 
varios propósitos, pues no sólo facilita la determinación de la 
competencia funcional y territorial judicial para la autoridad 




que conocerá del proceso –juez civil del circuito del lugar 
donde se encuentre ubicado el inmueble–, sino que también 
permite integrar el legítimo contradictor, por cuanto precisa 
contra quien deberá dirigirse el libelo de demanda.
Respecto de la prueba acerca de que un bien inmueble rural 
pueda considerarse baldío, en vigencia del Código de Procedi-
miento Civil, se ha presentado una polémica que ha generado un 
enfrentamiento jurisprudencial entre la Corte Constitucional110 
y la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia.111
La Corte Constitucional es de la tesis que si en el folio de matrí-
cula inmobiliaria de un inmueble rural no figuran personas como 
titulares de derechos reales sujetos a registro, el bien debe ser 
considerado baldío, o en palabras de la Corte, surgen indicios 
suficientes para pensar que es baldío; al respecto en un aparte de 
la sentencia T-488/14 se indicó:
Así planteadas las cosas, careciendo de dueño reconocido 
el inmueble y no habiendo registro inmobiliario del mismo, 
surgían indicios para pensar razonablemente que el predio en 
discusión podría tratarse de un bien baldío y en esa medida no 
susceptible de apropiación por prescripción. En este sentido, 
el concepto rendido por la Superintendencia de Notariado 
y Registro correctamente explicó que ante tales elementos 
fácticos, lo procedente es correr traslado al Incoder para que 
se clarifique la naturaleza del inmueble.
Por su parte, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia es de la 
tesis que no necesariamente un bien es baldío porque en el folio 
de matrícula inmobiliaria no aparezcan personas registradas 
como titulares de derechos reales, al considerar que con base en 
110 La sentencia citada T-488-2014, M. P., Dr. Jorge Iván Palacio Hincapie.
111 Sentencia STC-1776-2016 de 16 de febrero de 2016, M. P., Dr. Luis 
Armando Tolosa Villanova.
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el artículo 1 de la Ley 200 de 1936, si se dan las condiciones que 
describe la norma, el bien se presume de dominio privado; en 
varios apartes de la sentencia STC-1776/16 manifestó la Corte:
La conjetura precedente carece de asidero legal, por cuanto, 
como pasa a explicarse, no es admisible deprecar la calidad de 
baldío esgrimiendo solamente lo consignado en el certificado 
expedido por el Registrador de Instrumentos Públicos, en 
el cual se plasmó “que el predio no cuenta con antecedentes 
registrales ni titulares de derechos reales”.
Debe precisarse que el certificado expedido por el registrador 
de instrumento públicos, es exigido en los juicios de perte-
nencia con la única finalidad de “(…) identificar los legítimos 
contradictores de la pretensión, que no son otras personas 
que en él figuren como titulares de derechos reales, pero 
en manera alguna (sirve para) demostrar que el bien es de 
propiedad privada (…)”
Por tanto, en caso de no constar en ese documento inscrito 
ningún particular del derecho de dominio, no se colige la 
calidad de baldío del fundo, sino que, para formar adecua-
damente el contradictorio, se dirige la demanda en contra de 
personas indeterminadas.
Ahora bien, suponer la calidad de baldío solamente por 
la ausencia de registro o por la carencia de titulares reales 
inscritos en el mismo, implica desconocer la existencia de 
fundos privados históricamente poseídos, carentes de forma-
lización legal, postura conculcadora de las prerrogativas de 
quienes detentan de hecho la propiedad de un determinado 
bien.
Por considerar que son baldíos los predios rurales que carecen 
de registro inmobiliario, o los que tienen registro inmobiliario 
pero en él no aparecen inscritos personas como titulares de 
derechos reales, determinó que en la sentencia T-488 de 2014 
la Corte Constitucional declarara sin efectos todo el proceso 
que determinó su estudio, bajo la necesidad de citar al Incoder 
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para que se pronuncie sobre los hechos de la demanda y ejerza 
las actuaciones que considere necesarias. De igual manera se le 
ordenó a esta entidad que adelante el proceso de clarificación 
sobre el inmueble objeto de prescripción, para establecer si ha 
salido o no del dominio del Estado.
Nótese la contradicción de la decisión de la Corte Constitucional, 
ya que parte de la base que el bien objeto de pertenencia debe 
ser considerado un bien baldío, razón por la cual debió citarse 
al Incoder para hacer valer sus derechos, pero se le exige a esta 
entidad que determine o clarifique si el bien es o no baldío. 
¿Es o no es baldío? Este error es resaltado por la magistrada 
Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado, quien salvó parcialmente su 
voto en la sentencia T-488/14; en un aparte de su salvamento 
manifestó: “La sentencia consideró que el bien inmueble que 
el actor adquirió por prescripción a través de sentencia judicial 
tiene naturaleza de baldío, sin que esta situación se encuentre 
acreditada en el expediente”.
En la sentencia T-488/14 la Corte Constitucional desconoció que, 
con base en el artículo 1 de la Ley 200 de 1936, se presume que 
no son baldíos sino de propiedad privada los inmuebles rurales 
poseídos por particulares, mediante la explotación económica 
que describe la norma. 
La Corte Suprema de Justicia en la sentencia STC-1776/16 hace 
una cita a otra sentencia112 de la misma corporación, en donde 
se precisa acerca del alcance de la presunción del artículo 1 de la 
Ley 200 de 1936, de la siguiente manera:
(…) (E)l requisito (para) ser prescriptible el objeto materia 
de pertenencia, es el de no tratarse de bienes de uso público 
112 Corte Suprema de Justicia, sentencia de 31 de octubre de 1994, Exp. 4306, 
citada posteriormente en el fallo de 28 de agosto de 2000, Exp. 5448.
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(Art. 407 núm. 4, C. de P. C.), no significa sin embargo que, 
frente a la prescripción extraordinaria y respecto de fundos 
rurales, el actor esté en la obligación de demostrar que el 
bien no es baldío, por haber salido del patrimonio del estado 
(e) ingresado al de los particulares, pues esa exigencia no 
la impone el legislador, que por el contrario consagra el 
principio de prueba de dominio en su favor, al disponer (ello) 
en el artículo 1 de la Ley 200 de 1936 (…)
(…) (N)o es válido sostener que, ante la ausencia de derechos 
reales en el certificado de registro inmobiliario correspon-
diente, éste tenga que considerarse baldío, ni tampoco que 
si la Ley autoriza en esas condiciones el inicio del proceso 
de pertenencia es para que (…) se acredite por el actor (el 
cumplimiento de) las condiciones de los artículos 3 y 4 de la 
Ley 200 de 1936 (…)
También la Corte Constitucional desconoció en la mencionada 
sentencia de tutela que en vigencia del Código de Procedimiento 
Civil no era necesario vincular al Incoder. Tema que ya fue 
superado con el Código General del Proceso, por cuanto este 
Código sí exige su citación, conforme a lo previsto en el numeral 
6 de su artículo 375. 
En conclusión, nos inclinamos por la postura de la Sala de 
casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, al considerar 
que dicha interpretación se ajusta más a la necesidad que tiene 
el Estado de proteger a nuestros campesinos que han invertido 
tiempo y trabajo, como proyecto de vida, en terrenos que deben 
cumplir la función social establecida en el artículo 48 de nuestra 
Constitución Política. 
Por la importancia del tema tendremos que esperar si la sentencia 
STC-1776/2016 de la Corte Suprema de justicia es seleccionada 
para ser revisada por la Corte Constitucional, y si así lo es, qué 
decisión se asume al respecto. 
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En tercer lugar, otra importante reforma al derecho sustancial 
se encuentra en el numeral 5 del artículo 375 del C. G. del P., 
en donde se precisa que la demanda de pertenencia debe ser 
dirigida, además de las personas indeterminadas que crean 
tener derechos sobre el bien, para los efectos erga omnes que 
la sentencia pueda alcanzar, a todos los titulares de derechos 
reales del bien objeto del proceso, incluyendo a los titulares 
de derechos reales principales y accesorios. Respecto de estos 
últimos, reitera la disposición que, cuando el bien esté gravado 
con hipoteca o prenda deberá citarse también al acreedor hipo-
tecario o prendario.
Pero la norma tiene varios defectos; no se precisa para qué 
son citados al proceso de pertenencia los titulares de derechos 
reales accesorios sobre el bien objeto de prescripción, ni 
tampoco qué efectos tendrá la sentencia que acoja la pretensión 
de pertenencia respecto de ellos. Han surgido dos respuesta a 
estos interrogantes; la primera, que son vinculados para hacer 
valer sus derechos en dicho proceso, ya que la sentencia que 
decrete la prescripción adquisitiva conllevará la extensión de la 
garantía real;113 la segunda, sostiene que no tiene sentido dicha 
vinculación, ya que los efectos de la sentencia que decreta la 
pertenencia no podrá extinguir la garantía del acreedor hipote-
cario o prendario.114
El profesor Torregrosa en la obra citada115 señala en uno de sus 
apartes:
113 Torregrosa Rebolledo, Gregory de Jesús (2015). La Citación del Acreedor 
Hipotecario al Proceso de declaración de Pertenencia y la Vigencia de su 
Gravamen. XXXVI Congreso Colombiano de Derecho Procesal. Pereira, 
pp. 357-387.
114 Álvarez Gómez, Marco Antonio (2015). Ensayos sobre el Código General 
del proceso. Ed. Especial, vol. I. Bogotá: ICDP, pp. 33-65.
115 Op. cit., p. 358.
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... tenemos mejores elementos de juicio para concluir que 
la hipoteca debe ser cancelada a causa de la sentencia que 
declaró la prescripción adquisitiva, así dicha providencia 
no esté expresamente consagrada como causal de extinción 
del gravamen (art. 2457 C. C.) porque si el nuevo estatuto 
procesal incluye el deber de citar al acreedor con garantía 
real al litigio de pertenencia es para que defienda la vigencia 
de su gravamen y si ello es así, es porque su continuidad se 
ve amenazada por la demanda del prescribiente teniendo en 
cuenta que la sentencia que allí se profiera le será oponible.
El magistrado Marco Antonio Alvarez,116 por su parte, al oponerse 
a que la prosperidad de la pretensión de usucapión haga extinguir 
la garantía hipotecaria o prendaria, señala:
Mas, como el objeto de los procedimiento es la efectividad 
de los derechos reconocidos en la ley sustancial, podemos 
señalar, sin asomo de duda, que la respuesta es negativa, y 
que esa convocatoria es absolutamente inocua desde el punto 
de vista del derecho material, porque un reforma como la 
propuesta –que la sola declaración de pertenencia extinga 
los gravámenes en cuestión–, pugna con el régimen jurídico 
colombiano en materia de bienes, por lo que esa variación, si 
quisiera hacerla el legislador, tendría que tener mayor calado 
para no generar contradicciones insalvables.
Nos inclinamos por la segunda tesis. Sustentamos nuestra 
postura en que el derecho de prenda o hipoteca es un derecho 
real accesorio, que por tal razón, permite perseguir el bien dado 
en garantía, sin importar quién es su actual propietario, lo que 
implica que al acreedor le es indiferente quién es el actual titular 
del derecho de dominio del bien que soporta el gravamen, bien sea 
el deudor o garante original, u otra persona que lo haya adquirido 
posteriormente a la constitución del gravamen, como lo sería el 
116 Op. cit., pp. 36 y 37.
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prescribiente, ya que en todo caso, con base en el derecho de 
persecución que le otorga la ley, podrá hacer exigible su crédito 
con el bien que soporta el gravamen prendario o hipotecario. 
El inciso primero del artículo 2452 del Código Civil señala que 
la hipoteca da al acreedor el derecho de perseguir la finca hipo-
tecada, sea quien fuere el que la posea, y a cualquier título que la 
haya adquirido.
Por otra parte, no existe en nuestro régimen legal disposición 
expresa que señale que la prosperidad de la pretensión de 
prescripción adquisitiva sobre un bien implique la extinción 
de la garantía que soporta el mismo. Si esa fue la intención del 
legislador en el C. G. del P., debió decirlo de manera expresa, lo 
cual no hizo.
Quienes son partidarios117 de la tesis que la prosperidad de la 
prescripción adquisitiva conlleva la extinción del gravamen 
hipotecario o prendario que pesa sobre el bien objeto de usuca-
pión, entre otras razones, la sustentan en los efectos retroactivos 
de la declaración de pertenencia y en la causal de extinción de la 
hipoteca establecida en el artículo 2457 del C. C.;118 esta última, 
117 Además del profesor Torregrosa, también es de la misma tesis el Dr. 
Edgardo Villamil Portilla, quien puede ser consultado. Portilla Villamil, 
Edgardo (2103), Algunas Garantías Civiles, Capítulo IV, Garantía 
Hipotecaria y Usucapión, primera ed., Bogotá: Pontificia Universidad 
Javeriana, Facultad de Ciencias Jurídicas, Grupo Editorial Ibañez 
(Colección de Ensayos).
118 Artículo 2457. <Extincion de la Hipoteca>. La hipoteca se extingue junto 
con la obligación principal.
 Se extingue, asimismo, por la resolución del derecho del que la constituyó, 
o por el evento de la condición resolutoria, según las reglas legales. Se 
extingue, además, por la llegada del día hasta el cual fue constituida.
 Y por la cancelación que el acreedor acordare por escritura pública, de 
que se tome razón al margen de la inscripción respectiva.
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en que la hipoteca se extingue por la resolución del derecho del 
que la constituyó. 
Mencionar que la sentencia que declare la prosperidad de la 
pretensión de usucapión tiene efectos retroactivos, esto es, 
desde el primer día en que entró el prescribiente en posesión del 
bien, no tienen asidero legal, ya que las normas que citan para su 
respaldo, los artículos 762 y 1792 del Código Civil, no lo señalan. 
En el artículo 762 del C. C. se estable la presunción de que el 
poseedor se reputa dueño, pero agrega la norma, mientras otra 
persona no justifique serlo. Es una presunción que facilita el ejer-
cicio de los derechos que se derivan de la posesión, a no tener que 
probar el poseedor de un bien ser su dueño, lo cual se presume. 
El tratadista Luis Guillermo Velásquez Jaramillo119 manifiesta 
acerca de la presunción que trae el inciso 2° del artículo 762 del 
Código Civil:
… constituye una de las joyas más preciosas del ordena-
miento civil y merece guardarse en una especie de urna de 
cristal. La mera visualización del bien en poder de un sujeto 
hace presumir en este el dominio en un esfuerzo legal de 
evitar los requerimientos y explicaciones diarias acerca de 
la adquisición. De no ser así, estaríamos llenos de avisos por 
todas partes que informaran a cada persona día a día el origen 
hasta de nuestras propias prendas… La vida diaria gastaría un 
tiempo precioso en la mera rotulación de los bienes para vivir 
explicando el dominio a los demás.
De la redacción del artículo 762 del Código Civil no se puede 
concluir que desde que se dé inicio a la posesión de un bien, el 
poseedor es el dueño de este, por cuanto requiere completar 
el término de posesión requerido por la ley para que pueda, 
119 Op. cit., pp. 158 y 159.
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mediante la prescripción adquisitiva ordinaria o extraordinaria, 
convertirse en su propietario.
Si no se alcanza a cumplir el término de posesión requerido para 
la prescripción adquisitiva ordinaria o extraordinaria, no puede 
convertirse el poseedor en titular de los derechos reales sobre el 
bien objeto de usucapión. Por otra parte, si el poseedor vencido 
en el proceso de reivindicación por parte del propietario del bien 
es de mala fe, debe ser obligado a restituir los frutos naturales y 
civiles desde que entró en posesión del mismo.120 
En gracia de discusión, aceptando la tesis de los efectos retroac-
tivos de la sentencia que declara la usucapión, no se aplicaría 
a los gravámenes hipotecarios o prendarios constituidos con 
anterioridad al día en que entró en posesión el prescribiente, 
porque aún el poseedor no se consideraría su dueño, y por ello 
el gravamen subsistiría por provenir del titular del derecho de 
dominio. 
En cuanto a los gravámenes impuestos por parte del propietario, 
después de iniciada la posesión por parte del prescribiente, 
tampoco los afectaría la prosperidad de la pertenencia, atendiendo 
a que la constitución de la garantía hipotecaria o prendaria es 
un acto de dominio, del titular del derecho real, sin que importe 
que el constituyente no se encuentre en posesión del bien que 
la soporta. Es decir, no se requiere que el que la constituyó, el 
propietario, esté en posesión del bien.
También es necesario precisar que en el proceso de pertenencia 
se discute es el derecho real, por ejemplo el de dominio, del bien 
objeto de usucapión, pero no la garantía real constituida sobre el 
mismo, hipoteca o prenda, las cuales no pueden llegar a resultar 
afectadas por la prosperidad de la prescripción adquisitiva. 
120 Artículo 964 del Código Civil.
190 
ASPECTOS SUSTANCIALES DE LA PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA
Si en el proceso se declara la pertenencia a favor del poseedor, 
tal declaración es oponible a todo el mundo, tiene efectos erga 
omnes; incluso, en contra del acreedor hipotecario, pero solo 
respecto al derecho de dominio adquirido por el demandante, 
pero nunca con relación al derecho real accesorio de hipoteca 
que tiene el acreedor.
Respecto al carácter retroactivo de la declaración de pertenencia, 
con base en el artículo 1792 del Código Civil,121 es importante 
indicar que es una norma aplicable al haber de la sociedad 
conyugal, en donde se señala que las especies adquiridas durante 
la sociedad conyugal no pertenecen a ella, cuando la causa o 
el título de la adquisición sea anterior a ella. Por lo que no se 
puede concluir, a partir de su lectura, que la posesión tiene 
121 Artículo 1792. <Otros Bienes Excluidos del Haber Social>. La especie 
adquirida durante la sociedad no pertenece a ella aunque se haya adquirido 
a título oneroso, cuando la causa o título de la adquisición ha precedido a 
ella.
 Por consiguiente:
 1o.) No pertenecerán a la sociedad las especies que uno de los cónyuges 
poseía a título de señor antes de ella, aunque la prescripción o transacción 
con que las haya hecho verdaderamente suyas se complete o verifique 
durante ella.
 2o.) Ni los bienes que se poseían antes de ella por un título vicioso, 
pero cuyo vicio se ha purgado durante ella por la ratificación, o por otro 
remedio legal.
 3o.) Ni los bienes que vuelven a uno de los cónyuges por la nulidad o 
resolución de un contrato, o por haberse revocado una donación.
 4o.) Ni los bienes litigiosos y de que durante la sociedad ha adquirido uno 
de los cónyuges la posesión pacífica.
 5o.) Tampoco pertenecerá a la sociedad el derecho de usufructo que se 
consolida con la propiedad que pertenece al mismo cónyuge: los frutos 
sólo pertenecerán a la sociedad.
 6o.) Lo que se paga a cualquiera de los cónyuges por capitales de crédito 
constituidos antes del matrimonio, pertenecerá al cónyuge acreedor.
 Lo mismo se aplicará a los intereses devengados por uno de los cónyuges 
antes del matrimonio, y pagados después.
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efectos retroactivos, ya que ella se limita a indicar qué especies 
no ingresan al haber de este tipo de sociedades.
Tampoco consideramos conforme a la ley extender la aplicación 
de la causal de extinción de la hipoteca establecida en el artículo 
2457 del C. C.,122 al prosperar la pretensión de usucapión en contra 
del que constituyó el gravamen. Lo que la norma señala es que 
la prosperidad de la pretensión de resolución del derecho del 
que la constituyó lleva a la extinción del gravamen, pero sujeta 
dicha extinción a que quien constituya la hipoteca deba el bien 
inmueble bajo condición; gravamen que debe constar en el 
título respectivo. Es decir, en la escritura pública debidamente 
registrada, que permitirá ser oponible al acreedor hipotecario, tal 
como lo señala el artículo 1548 del Código Civil.123
Para mayor claridad lo explicaremos con un ejemplo: A adquiere 
un bien inmueble de B, mediante escritura pública, la cual es 
debidamente registrada en la oficina de registro correspondiente; 
en el título consta una condición pendiente, pero a pesar de ello, 
A grava el inmueble con hipoteca a favor de C, quien le hizo un 
préstamo de un dinero y solicitó dicha garantía. Al ser incum-
plida la condición por A, B inicia un proceso de resolución del 
contrato en su contra. Al prosperar la pretensión en el respectivo 
proceso declarativo, dicha resolución del derecho de quien 
constituyó el gravamen hipotecario, o sea A, hace que también 
se extinga el gravamen constituido en favor de C, por cuanto la 
condición constaba en el título, esto es, en la escritura pública, y 
esta se encontraba debidamente registrada.
122 La hipoteca se extingue por la resolución el derecho del que la constituyó.
123 Artículo 1548. Enajenacion o Gravamen de Inmuebles Debidos Bajo 
Condicion. Si el que debe un inmueble bajo condición lo enajena, o lo 
grava con hipoteca o servidumbre, no podrá resolverse la enajenación 
o gravamen, sino cuando la condición constaba en el título respectivo, 
inscrito u otorgado por escritura pública.
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En sentencia de 1° de septiembre de 1995, la Corte Suprema de 
Justicia124 tuvo la oportunidad de pronunciarse acerca de la posi-
bilidad de que la declaración de pertenencia respecto de un bien 
que soporta un gravamen hipotecario tiene la virtud de acarrear 
con la extinción de dicho derecho real accesorio. Después de 
hacer un estudio de las causales de extinción e invalidez de la 
hipoteca, previstas en la ley, concluyó:
En ese orden de ideas, como desarrollo lógico de lo preceden-
temente discurrido, surge la consideración consistente en que 
la declaratoria de dominio por prescripción adquisitiva de un 
bien inmueble hecha en favor del poseedor material no está 
prevista en la ley como causa de extinción de la hipoteca que 
el poseedor inscrito del predio hubiese otorgado en favor de 
un tercero. Mal pudiera estarlo, entre otras razones, porque 
la situación que entonces se presenta no es de aquellas que 
quepan reputarse como sobrevinientes al establecimiento de 
la hipoteca, que es donde se ubican los supuestos que dan 
pie a la extinción. Tal situación tiene un encuadramiento por 
completo diferente en la medida en que lo que habría pregun-
tarse es por el valor o, en términos más amplios, por la eficacia 
que le sería atribuible a la hipoteca constituida por quien 
siendo poseedor inscrito del predio carece, sin embargo, de 
su posesión material…
En la mencionada sentencia de 1 de septiembre 1995, la Corte 
Suprema de Justicia se planteó la pregunta ¿Los efectos erga 
omnes de la sentencia que declara la pertenencia tiene la virtua-
lidad de purgar la hipoteca? Este interrogante se respondió por 
la Corte así:
A fin de optar por uno u otro criterio, es pertinente recordar 
que derecho real accesorio es también el de servidumbre 
124 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 1/9/1995, 
M. P., Dr. Héctor Marín Naranjo, expediente n° 4219.
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(arts. 879 y 880 del C. C.), y a nadie se le ocurriría el despro-
pósito de sostener que con base en los efectos erga omnes de 
la sentencia que declara el dominio el predio queda purgado 
de la servidumbre que ha venido soportando. El titular del 
predio dominante no se ve perturbado por esa determi-
nación y, desde luego, no tenía por qué haber sido citado al 
proceso.
Hay, en consecuencia, que concluir que los términos del 
citado numeral 5º del artículo 407 son exactos, y que, por lo 
mismo, corresponde decir otro tanto respecto del acreedor 
hipotecario, puesto que su derecho también es accesorio y no 
principal, sin que la citación espontánea que en un caso dado 
se verifique, como aquí sucedió, altere la conclusión.
Al no aceptar la Corte Suprema de Justicia que la declaración 
de pertenencia tuviera como consecuencia la extinción del 
gravamen hipotecario, se planteó que al propietario de un bien 
inmueble que no está en posesión del mismo le quedaría muy 
fácil constituir sobre él un gravamen hipotecario para que luego 
le fuera rematado al poseedor en la ejecución que contra él se 
instaurara. Con lo que se podrían ver burladas las expectativas 
del prescribiente; afirmación que se respondió de la siguiente 
manera: “Empero, no se puede pasar de largo ante el hecho de 
que el poseedor puede oponerse al secuestro del bien, lo que es 
indispensable para que el remate pueda llevarse a cabo (art. 515, 
C. P. C.), lo que, por supuesto, debe dejarlo a salvo de eventuali-
dades como la citada.”
Estamos de acuerdo en que el poseedor tiene a salvo sus derechos, 
aunque el propietario del bien constituya un gravamen hipote-
cario sobre él. Pero no compartimos con la Corte Suprema de 
Justicia que la imposibilidad del secuestro del inmueble, dentro 
del proceso ejecutivo, pueda impedir llevarlo a su remate; ya que, 
con base en lo previsto en el derogado artículo 686 del C. de P. C. 
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y en el numeral 3° del artículo 596 del C. G. del P.,125 sí se puede 
hacer. Siempre y cuando se solicite oportunamente, al no haberse 
podido secuestrar o se haya levantado su secuestro. Advirtiendo 
que se llevarán a remate los derechos que tenga el demandado en 
el bien, los cuales serán la propiedad plena, sin su posesión.
Si lo que se quiso con el C. G. del P. es que, a consecuencia de 
la prosperidad de la pretensión de pertenencia se extinguiera el 
gravamen hipotecario o prendario, se debió reformar el Código 
Civil, o por lo menos, expresarlo, en tal sentido, en el artículo 
375 del Código G. del P. Al no haber ocurrido ello, insisto, esta 
citación es inocua, ya que no llevará la prosperidad de la usuca-
pión a la extinción del gravamen hipotecario o prendario. 
Sin embargo, vemos posible que en el mismo proceso de 
pertenencia, si el bien objeto del mismo soporta un gravamen 
hipotecario o prendario, se solicite la prescripción extintiva de 
la obligación. Pretensión que si se acoge, llevará a la extinción 
de la garantía, con base en lo dispuesto en el inciso primero del 
artículo 2457 del Código Civil, esto es, que la hipoteca se extingue 
junto con la obligación principal.
Para finalizar, cito nuevamente al Dr. Marco Antonio Álvarez,126 
quien en postura que acogemos íntegramente precisa:
125 3. Persecución de derechos sobre el bien cuyo secuestro se levanta. 
Levantado el secuestro de bienes muebles no sujetos a registro quedará 
insubsistente el embargo. Si se trata de bienes sujetos a aquel embargados 
en proceso de ejecución, dentro de los tres (3) días siguientes a la ejecutoria 
del auto favorable al opositor, que levante el secuestro, o se abstenga de 
practicarlo en razón de la oposición, podrá el interesado expresar que 
insiste en perseguir los derechos que tenga el demandado en ellos, caso en 
el cual se practicará el correspondiente avalúo; de lo contrario se levantará 
el embargo.
126 Op. cit., pp. 44 y 45.
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Por consiguiente, desde otra perspectiva es claro que 
no pueden los jueces, como secuela de la declaración de 
pertenencia, ordenar en el mismo fallo la cancelación de la 
hipoteca o la prenda, según el caso. Ni la ley los autoriza, ni 
se trata de una determinación consecuencial al reconoci-
miento de la prescripción adquisitiva. Al fin y al cabo, como 
lo indicó la Corte en reconocida sentencia. “la orden judicial 
de cancelación no es autónoma, sino que aparece como un 
instrumento mediante el cual en un caso dado se persigue 
la formalización, sea de una causal de extinción, sea de una 
invalidez de la hipoteca”.
Conclusiones
1. Respecto de la pretensión de prescripción adquisitiva, el 
legislador ha facilitado la forma de ser alegada en el proceso, 
al permitir que pueda ser vía de acción, demanda principal o 
de reconvención, o de excepción perentoria, implicando ello 
economía procesal, por cuanto no habrá necesidad de demandar 
para adquirir el derecho real vía de pretensión, sino que el 
poseedor demandado al acreditar los requisitos de la excepción 
de usucapión no solo logra evitar la prosperidad de la pretensión 
de restitución del bien, sino que además debe ser declarado como 
su propietario. 
Si bien el tratamiento procesal es diferente cuando la prescripción 
adquisitiva es propuesta vía de excepción a cuando es propuesta 
vía de acción, consideramos que la norma permite el ejercicio del 
derecho de defensa por parte del demandante, sujeto pasivo de 
la excepción. En todo caso, las restricciones o limitaciones a este 
derecho se justifican en consideración a la economía procesal y a 
la prelación del derecho sustancial. 
2. Nos lamentamos de que el juez no pueda declarar de oficio 
probada la excepción de prescripción adquisitiva o extintiva, 
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requiriendo en todo caso que sea alegada oportunamente por el 
interesado, esto en razón al componente ético de la prescripción, 
el cual aún no ha sido superado. 
3. El legislador ha previsto mayores facilidades para adquirir 
derechos reales a través de la prescripción adquisitiva, no solo 
mediante procesos más expeditos, como el previsto en el artículo 
375 del C. G. del P., sino acortando lo plazos de la prescripción 
ordinaria y la extraordinaria, que facilitan al poseedor regular 
o irregular, respectivamente, adquirirlos, sobre bienes ajenos, a 
través de este modo originario.
También se les ha otorgado a los poseedores la posibilidad de 
sanear su falsa tradición a través del proceso declarativo especial 
creado por la derogada Ley 1182 de 2008, que fue remplazada 
por la Ley 1561 de 2012.
Por otra parte, al poseedor irregular se le permite acudir al 
trámite notarial para que se autorice la declaración y posterior 
inscripción como poseedor regular, posesión que le servirá, una 
vez que cumpla los plazos requeridos para iniciar el proceso de 
prescripción ordinaria, con base en la Ley 1183 de 2008.
4. Recientes jurisprudencias de la Corte Suprema de Justicia 
nacional han favorecido a los poseedores, como aquella que 
permite sumar posesiones por cualquier documento que sirva 
de vínculo, salvo si se pretende agregar una posesión regular, en 
cuyo caso se requiere escritura pública, si el bien sobre el cual 
recae es un inmueble. 
También ha sido importante para los poseedores que la Corte 
Suprema de Justicia considere que la tradición, como requi-
sito de la posesión regular, no consiste en la inscripción en la 
oficina de registro, respecto de inmuebles, sino que esta debe 
entenderse como la simple entrega del bien. Lo que facilita el 
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proceso de pertenencia, con base en la prescripción adquisitiva 
ordinaria. 
5. En la disputa entre la reivindicación y la prescripción adqui-
sitiva es importante conocer la postura de la Corte Suprema de 
Justicia, respecto a que en este enfrentamiento de propietarios, 
el inscrito y el poseedor que se reputa dueño, debe ganar el que 
es anterior en el tiempo, salvo que el poseedor haya adquirido el 
bien por prescripción, o que la fuente de los derechos de uno y 
otro sea la misma, en cuyo caso debe ganar el que haya inscrito 
su derecho.
El panorama jurisprudencial no es totalmente favorable para el 
poseedor, no solo en el evento de que los derechos del reivin-
dicante y el poseedor tengan la misma fuente, en cuyo caso, 
como se ha mencionado, debe ganar el propietario inscrito, 
sino también la Corte Suprema de Justicia ha considerado que 
al igual que el poseedor puede agregar a su posesión la de sus 
antecesores, el propietario reivindicante puede ligar su título al 
de sus antecesores para acreditar que es anterior en el tiempo y 
así triunfar en el enfrentamiento de estas instituciones.
6. Aunque con la expedición del C. G. del P. se ha unificado el 
proceso de pertenencia, al derogarse el Decreto 508 de 1974 y el 
Decreto 2283 de 1989 aún persiste un proceso especial para el 
saneamiento de títulos inscritos en la denominada falsa tradición 
y para la titulación de predios de pequeña entidad económica, 
regulados en la Ley 1561 de 2012.
Es cierto que se cuestiona la vigencia de la Ley 1561 de 2012, 
pero aun queriendo que esta se encuentre derogada, a partir de 
la entrada en vigencia del C. G. del P., consideramos que no lo 
está. Entre otras razones, por lo establecido en el numeral 3 del 
artículo 18 del C. G. del P., donde se prevé que el legislador no 
solo se refirió a los procesos de saneamiento de la falsa tradición, 
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sino que reconoció la vigencia de la Ley 1182 de 2008, al no dero-
garla, y advirtió también la vigencia de las leyes que la fueran a 
modificar o sustituir, como así ocurrió, esto último, con la Ley 
1561. Adicionalmente, en el inciso primero del artículo 375 del 
C. G. del P. se indica que las reglas se aplicarán a las demandas 
sobre declaración de pertenencia, salvo norma especial, la cual 
es la Ley 1561 de 2012, que se aplica para el saneamiento de la 
falsa tradición y la pertenencia de inmuebles de pequeña entidad 
económica.
El C. G. del P. trae importantes modificaciones al proceso de 
pertenencia, pero criticamos las reformas al derecho sustancial, 
como es dirigir la demanda contra titulares de derechos reales 
accesorios, sin establecer cuáles serán las consecuencias de esta 
vinculación, entre las que no estará, la extinción de dicha garantía 
real, como consecuencia de la prosperidad de la pretensión de 
usucapión.
Tampoco nos parece afortunada la interpretación que la demanda 
no pueda ser dirigida solamente contra personas indeterminadas, 
tratándose de bienes inmuebles, al exigirse certificado de tradi-
ción en donde conste acerca de los titulares de derechos reales 
sobre el bien, por cuanto dicha norma entra en contradicción 
con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 200 de 1936, norma 
que establece una presunción a favor del poseedor de bienes 
inmuebles rurales. Esta consiste en considerar como un bien de 
dominio privado el inmueble rural que ha sido poseído con los 
actos de señorío descritos en dicha disposición.
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ACERCA DE LA IMPRESCRIPTIBILIDAD  
DE LOS BIENES DE LAS ENTIDADES DE 
DERECHO PÚBLICO





La reciente y abundante actividad legislativa en materia de 
Derecho Procesal Civil nos hizo a la fuerza partícipes de la dero-
gatoria del Decreto 1400 de 1970 (Código de Procedimiento 
Civil, en adelante C.P.C.) con ocasión de su expresa extinción, 
acaecida en la forma y términos dispuestos por el art. 626 de 
la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso, en adelante 
C.G.P.); por ello, como suele ser costumbre bien arraigada en 
nuestro medio, nos ha parecido pertinente hablar del falle-
cido, de algunas de sus cualidades, enseñanzas, experiencias y 
virtudes; finalmente, “no hay muerto malo”.
El presente documento pretende hacer referencia exclusiva a 
solo una de esas cualidades normativas diferenciadoras que 
introdujo el fallecido C.P.C. en la década de 1970 y que por su 
trascendencia e importancia en el derecho sustancial, fue digna 
de ser continuada por la Ley joven, con la que se remplazó 
la vetusta. Me refiero a la regla de imprescriptibilidad de los 
bienes de las entidades de Derecho público, consagrada en el 
numeral cuarto del art. 407 del C.P.C. y continuada como idea 
jurídica esencialmente idéntica en el numeral cuarto del art. 375 
del C.G.P. con sus “novedosos ajustes” procedimentales, que 
también merecen algunas opiniones y reflexiones, advirtiendo 
que no se trata de un desaliñado comparativo explicativo entre 
lo que anunciaba la norma derogada y lo que dice la nueva 
(método secular tan común y nocivo en la enseñanza del Derecho 
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Procesal1) sino más bien, de una mirada crítica con la que se ha de 
relativizar la regla sustancial prohibitiva, que parece en principio 
absoluta, usando para ello casos reales y las respuestas que a ellos 
le ha impartido la justicia.
Delanteramente presento excusas a quienes me acompañen con 
su lectura en el camino de estas letras, toda vez que, por necesi-
dades de formato me abstendré de hacer precisiones conceptuales 
o referencia histórica antigua de las instituciones tratadas.
1.  La prohibición de declaración de 
pertenencia (imprescriptibilidad)  
respecto de bienes de las entidades  
de derecho público (antecedentes y 
situación jurídica actual)
El artículo 2519 del Código Civil (en adelante, C.C.) refiriéndose 
a la prescripción como modo en que se adquieren las cosas, esta-
blece: “Los bienes de uso público no se prescriben en ningún caso”; 
disposición que refiere la imposibilidad de consumar prescripción 
adquisitiva alguna sobre “los bienes de uso público” y en conse-
cuencia, la inviabilidad procesal de demandar con éxito sobre 
ellos, la declaración de pertenencia; pues se recuerda (Art. 674, 
C.C.) que: i) aquellos están a disposición de toda la comunidad, 
pues es la comunidad la que los utiliza; ii) el titular del dominio 
es el Estado; iii) están afectados al uso común de los asociados; 
iv) no son susceptibles de comercializarse; v) son inalienables e 
imprescriptibles, y vi) su régimen es de derecho público. 
Por su parte, el artículo 2517 del C.C. previene: “Las reglas 
relativas a la prescripción se aplican igualmente a favor y en 
1 Barcelona, G. (1992). Hacia un modelo común de enseñanza del derecho 
procesal [versión electrónica]. http://bibliohistorico.juridicas.unam.mx
Francisco EdilbErto Mora QuiñónEz
207 
contra de la nación, del territorio, de las municipalidades, de los 
establecimientos y corporaciones y de los individuos particulares 
que tienen la libre administración de lo suyo”. De donde emerge 
que aquellos bienes del dominio público diferentes de los de uso 
público, como, por ejemplo, los estrictamente fiscales, sí son 
prescriptibles o al menos lo fueron; con excepción, claro, de los 
bienes baldíos y ejidos, los que fueron amparados con impres-
criptibilidad, los primeros desde 1882 con la Ley 48 de ese año y 
los segundos desde 1948 con la Ley 41. 
Esos llamados bienes fiscales: i) no están al servicio de la comu-
nidad, están para la utilización de su titular respectivo (entidad 
pública) con miras a realizar sus fines; ii) los administra como si 
fuera un particular, confluyendo en ellos atributos de la propiedad 
que le permiten gravarlos, enajenarlos o arrendarlos, entre otros 
actos; iii) El régimen jurídico aplicable es el del ordenamiento 
civil o comercial, sin perjuicio de la reglamentación general y 
especial que le fuere aplicable, según el caso.2
A contrapelo de lo señalado en el 2517 C.C., el C.P.C. (Decreto 
1400 de 1970 vigente desde el 1 de julio de 1971) en el artículo 
413 dijo: “4. No procede la declaración de pertenencia (si antes 
de consumarse la prescripción estaba en curso un proceso de 
división del bien común), ni respecto de bienes imprescriptibles 
o de propiedad de las entidades de derecho público”.
Se tuvo entonces un primer estadio jurídico sustancial casi 
centenario enmarcado en el período de tiempo comprendido 
desde el 15 de abril de 1887 (adopción del Código Civil con la 
Ley 57 de 1887) y hasta el primero de julio de 1971 (fecha de 
entrada en vigencia del C.P.C., Decreto 1400 de 1970); en el que 
era indiscutible tanto la prescriptibilidad sustancial de los bienes 
2 Corte Suprema de Justicia, sentencia de noviembre 16 de 1978, Magistrado 
ponente, Dr. Luis Carlos Sáchica, Gaceta Judicial, tomo CLVII, No. 2397, 
p. 263.
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fiscales de las entidades de derecho púbico, como la viabilidad 
procesal de demandar declaración de pertenencia en ese sentido; 
pues no hay posibilidad sustancial sin acción.
A su vez, dicho art. 413 del C.P.C. fue modificado por el art. 1, 
numeral 210 del Decreto 2282 de 1989 para además de variar su 
numeración ajustándola al art. 407, en lo pertinente señaló: “Art. 
407, C.P.C. num. 4: La declaración de pertenencia no procede 
respecto de bienes imprescriptibles o de propiedad de las enti-
dades de derecho público”.
Nótese que la idea jurídica de las normas parcialmente trans-
critas es en esencia la misma: ratificar de un lado lo ya sabido, 
esto es, que no procede declaración de pertenencia respecto 
de bienes imprescriptibles, y de otro, prohibir la prescripción 
adquisitiva de bienes de propiedad de las entidades de derecho 
público, y por ende, la declaración de pertenencia a ese propó-
sito, norma que no vuelve sobre lo mismo; pues como se recordó 
líneas atrás, hasta 1971 los bienes estrictamente fiscales que 
siendo de propiedad de las entidades de derecho público sí eran 
por naturaleza prescriptibles; no siéndolo entonces a partir de 
dicha norma.
Esta modificación, que no por ubicarse en una codificación 
procesal deja de ser material o sustantiva, fue declarada exequible 
tanto por la Corte Suprema de Justicia en Sala Plena de Control 
Constitucional mediante sentencia de fecha noviembre 16 de 
1978, como por la Corte Constitucional en sentencia C-530 
de 1996; decisiones de las cuales vale la pena extraer algunos 
apartes, pues pese a que estudiaron la constitucionalidad de 
la misma proposición normativa, lo hicieron bajo la óptica de 
dos modelos constitucionales bien distintos (1886/1991), curio-
samente teniendo idéntico resultado, esto es: fue las dos veces 
declarada igualmente exequible.
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De la primera de las anunciadas decisiones es pertinente 
recordar, I) Que el aparte acusado fue el que viene de verse, es 
decir “... o de propiedad de las entidades de derecho público” 
contenido en la redacción original del art 413 del C.P.C. sin la 
reforma; II) Que el único cargo de fondo con el que la norma 
fuera demandada constitucionalmente fue la presunta violación 
al derecho de propiedad contenido en el entonces art. 30 de la 
Constitución vigente; y III) Que la Corte Suprema de Justicia 
en Sala Plena a quien para entonces le competía la resolución 
de las acciones de inconstitucionalidad, dio a entender que no 
se limitó en el examen de constitucionalidad de la proposición 
normativa justiciada en el cargo demandado, sino que extendió 
dicho control constitucional con la totalidad del texto superior, 
en una suerte de examen constitucional extra petita de la Ley, 
para efectos de cerrar seguramente posteriores justiciamientos a 
la norma por fuerza de la cosa juzgada constitucional, cuestión 
que de la lectura de la sentencia no queda suficientemente clara, 
al menos en sus motivaciones.3
3 Corte Suprema de Justicia, noviembre 16 de 1978. “En lo referente a 
la posible violación del artículo 30 de la Constitución, en síntesis, el 
argumento del demandante consiste en que el efecto de la disposición 
acusada tendría como consecuencia admitir que las entidades estatales 
pudieran mantener inactivos sus bienes fiscales, sin aplicarlos a la aten-
ción de los servicios públicos a su cargo, que es su destinación natural y 
el modo normal de cumplir su función social esa clase de bienes, sin que 
tal incumplimiento tuviera el correctivo de la acción de pertenencia.
 Bienes de uso público y bienes fiscales conforman el dominio público del 
Estado, como resulta de la declaración del artículo 674 del Código Civil. 
La distinción entre “bienes fiscales” y “Bienes de uso público”, ambos 
pertenecientes al patrimonio del Estado, esto es, a la hacienda pública, 
hecha por las Leyes, no se funda pues en una distinta naturaleza sino 
en cuanto a su destinación y régimen. Los segundos están al servicio 
de los habitantes del país, de modo general, de acuerdo con la utiliza-
ción que corresponda a sus cualidades, y los primeros constituyen los 
instrumentos materiales para la operación de los servicios estatales o 
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Respecto de la segunda de las decisiones (C-530/1996), también 
es oportuno y de interés recordar: I) Que dicho control fue 
ocurrido bajo un nuevo modelo constitucional (1991); II) Que 
la Corte Constitucional si bien examinó un artículo diferente lo 
hizo respecto de la misma idea jurídica, es decir, “La declaración 
de pertenencia no procede respecto de bienes de las entidades 
son reservas patrimoniales aplicables en el futuro a los mismos fines o a 
la satisfacción de otros intereses sociales. Es decir que, a la larga, unos y 
otros bienes del Estado tienen objetivos idénticos, en función de servicio 
público, concepto equivalente pero no igual al de “función social” que se 
refiere exclusivamente al dominio privado. 
 Esto es, que ambas clases de bienes estatales forman parte del mismo 
patrimonio y solo tienen algunas diferencias de régimen legal, en razón 
del distinto modo de utilización. Pero, a la postre, por ser bienes de la 
hacienda pública tienen un régimen de derecho público, aunque tengan 
modos especiales de administración. El Código Fiscal, Ley 110 de 1912, 
establece precisamente el régimen de derecho público para la adminis-
tración de los bienes fiscales nacionales. Régimen especial, separado y 
autónomo de la reglamentación del dominio privado. No se ve, por eso 
por qué están unos amparados con el privilegio estatal de la imprescripti-
bilidad y los otros no, siendo unos mismos su dueño e igual su destinación 
final, que es el del servicio de los habitantes del país. Su afectación, así 
no sea inmediata sino potencial al servicio público, debe excluirlos de la 
acción de pertenencia, para hacer prevalecer el interés público o social 
sobre el particular. 
 Refuerza estas consideraciones observar que la propia Constitución esta-
blece separadamente del privado el dominio público de la Nación en su 
artículo 4o, la enumeración de los principales elementos de ese dominio 
hecha en el artículo 202, y la exigencia especial de Ley para su enajenación 
impuesta en el ordinal 11 del artículo 76.
 De donde se concluye que, al excluir los bienes fiscales de propiedad de 
las entidades de derecho público de la acción de pertenencia, como lo 
dispone la norma acusada, no se presenta infracción del artículo 30 de 
la Constitución, por desconocimiento de su función social, sino que ese 
tratamiento es el que corresponde al titular de su dominio y a su natura-
leza, de bienes del Estado y a su destinación final de servicio público.
 De otra parte, la Corte no encuentra violación de ningún otro precepto 
constitucional” (Subraya fuera del texto).
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de derecho público”; III) Que a diferencia del justiciamiento 
anterior a la norma, esta vez la demanda perfiló varios cargos de 
inconstitucionalidad (primacía del derecho sustancial, art. 228, 
C.P., derecho de igualdad, art. 13, principio de uso eficiente y 
pleno de los recursos, art. 334, debido proceso y acceso a la 
justicia, art. 29 ibid.); y IV) Que en forma similar a la de la 
Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional también dio 
a entender en su resolutiva que tampoco se limitó en el examen 
de constitucionalidad de la proposición normativa justiciada 
en el exclusivo análisis de los cargos demandados, sino que 
también extendió dicho control constitucional a la totalidad del 
nuevo texto superior, actividad con la que al menos en forma 
“aparente” son cerrados posteriores juzgamientos constitucio-
nales a la norma, por fuerza de la cosa juzgada constitucional, 
y nuevamente debe decirse, quedan así en el aire razones no 
claras, de que el supuesto control holístico en verdad hubiere 
ocurrido y conjeturas varias por las tan coincidentes circuns-
tancias de exequibilidad en los dos procesos constitucionales.4
4 Corte Constitucional, Sentencia C 530 de 1996. “Los bienes fiscales comunes 
o bienes estrictamente fiscales dejaron de ser prescriptibles, se convirtieron 
en bienes imprescriptibles. Si no procede la declaración de pertenencia en 
relación con los bienes de propiedad de las entidades de derecho público, 
tampoco procede oponer la excepción de prescripción ante la demanda 
reinvindicatoria de uno de tales bienes. Hoy día los bienes fiscales comunes 
o bienes estrictamente fiscales son imprescriptibles. Lo relativo a los bienes 
públicos o de uso público: siguen siendo imprescriptibles, al igual que los 
fiscales adjudicables que tampoco pueden adquirirse por prescripción. No 
se quebranta la igualdad, porque quien posee un bien fiscal, sin ser su dueño, 
no está en la misma situación en que estaría si el bien fuera de propiedad de 
un particular. En la medida en que se impide que los particulares se apro-
pien de los bienes fiscales, se asegura o garantiza la capacidad fiscal para 
atender las necesidades de la comunidad. No hay acción para que se declare 
que se ha ganado por prescripción el dominio de un bien que la Ley declara 
imprescriptible, porque no hay derecho.
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Hasta aquí, podría concluirse en forma categórica y absoluta 
que: 
¡En ningún caso el dominio de los bienes estrictamente fiscales 
puede adquirirse por prescripción adquisitiva, así, como que no 
hay acción procesal viable para la declaración de pertenencia en 
ese sentido!
Sin embargo, paso a explicar las razones y los supuestos en los que 
a mi parecer, la regla jurídica anterior deja de ser absoluta para 
volverse relativa; debiendo ser reinterpretada por el operador 
jurídico a la medida de cada caso en concreto y confrontada con 
las evidencias probatorias del mismo.
2. Primera situación
2.1 Relatividad en cuanto a la aplicación temporal de  
la regla jurídica prohibitiva
Pongámonos de acuerdo en que, vista la claridad de la regla, las 
posesiones ejercidas sobre bienes fiscales a partir de la entrada 
en vigencia del artículo 407 del C.P.C. en su versión original 
(1 de julio de 1.971) no están llamadas a prosperar de ninguna 
manera en declaración de pertenencia, pues como lo sostuvo la 
Corte Constitucional en la decisión citada: “No hay acción para 
que se declare que se ha ganado por prescripción el dominio 
de un bien que la Ley declara imprescriptible, porque no hay 
derecho”. 
Situación que con fines ilustrativos pudiera graficarse así:
 Por todo lo expuesto, la Corte Constitucional declarará la exequibilidad de 
la norma acusada, que tampoco viola ningún otro precepto de la Constitu-
ción”. (Subraya fuera de texto).
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Gráfico 1. Posesiones sobrevinientes a la regla prohibitiva
(Creación del autor)
En ese mismo sentido, lo mismo debe decirse respecto de aquellas 
posesiones en curso, entendiendo por aquellas las sin haberse 
consumado en prescripción adquisitiva, fueron iniciadas bajo el 
amparo de la Ley permisiva anterior; situación para la cual aplica 
lo previsto en el art. 42 de la Ley 153 de 1887 que enseña: Art. 42. 
Lo que una Ley posterior declara absolutamente imprescriptible 
no podrá ganarse por tiempo bajo el imperio de ella, aunque el 
prescribiente hubiere principiado a poseerla conforme a una 
Ley anterior que autorizaba la prescripción”. (Subraya fuera de 
texto).
Gráfico 2. Posesiones en tránsito iniciadas bajo la  
ley permisiva y no consumadas a la entrada en vigencia  
de la regla prohibitiva
(Creación del autor)
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Con todo, NO sucede lo mismo (ver el gráfico 3) con las pose-
siones iniciadas, ejercidas, transcurridas y consumadas sobre 
bienes fiscales antes de la entrada en vigencia de la norma (1 de 
julio de 1971); pues aquellas, para la época, sí posibilitaban el 
éxito de la declaratoria de pertenencia en consideración de: i) 
Que los bienes fiscales sobre los que recaían eran absolutamente 
prescriptibles a la luz de los artículos 2517, 2518 y 2519 del Código 
Civil, y ii) Que existe la garantía-principio de irretroactividad de 
las leyes que enseña el artículo 40 de la Ley 153 de 1887. Luego 
si fueron como se ha visto, los bienes fiscales, prescriptibles por 
naturaleza y por haberse iniciado y configurado la posesión sobre 
aquellos bajo el amparo de la ley anterior (norma permisiva), 
forzoso resulta concluir que la pretensión meramente declarativa 
que se contenga probablemente hoy, en demanda de declaración 
de pertenencia respecto de aquellos bienes, se encuentra llamada 
a prosperar, claro, a condición de la suficiencia e idoneidad 
probatoria que le incumbe al actor.
Gráfico 3. Posesiones y prescripciones consumadas  
en forma previa a la regla prohibitiva.
(Creación del autor)
X Tiempo y requisitos  
exigidos en la ley 
Posesión 








En efecto, el artículo 29 de la Ley 153 de 1887 expresa con 
claridad diáfana:
“La posesión, constituida bajo una Ley anterior, no se retiene, 
pierde o recupera bajo el imperio de una Ley posterior, sino 
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por los medios o los requisitos señalados en la nueva Ley” 
(Subrayado fuera de texto).
Léase para el asunto, lo subrayado de la siguiente manera:
“La posesión, constituida bajo una Ley anterior, no se pierde 
o recupera bajo el imperio de una Ley posterior”.
Por lo visto, se tiene entonces que la regla prohibitiva contenida 
en el art. 407 del C.P.C. en punto de la imprescriptibilidad de 
los bienes fiscales, no es tan absoluta como en su apariencia se 
muestra, y que en cuanto a este primer aspecto temporal de su 
aplicación surge una primera excepción, según la cual las pose-
siones iniciadas, ejercidas, transcurridas y consumadas sobre 
bienes fiscales antes del 1 de julio de 1971 deben ser atendidas 
por la judicatura, de ser alegadas y probadas ora como acción o 
como excepción. (Ley 791 de 2002). 
Sobre esta primera situación de excepción a la regla jurídica 
(gráfico 3), la Corte Suprema de Justicia precisó: (sentencia 
Magistrado Ponente, Edgardo Villamil Portilla, de cinco de abril 
de dos mil seis, Exp. No. 11001-3103-003-1996-04275-01).
Mediante la expedición del actual Código de Procedimiento 
Civil, Decreto 1400 de 1970, que entró en vigencia el 1º de julio 
de 1971, el legislador sustrajo de la posibilidad de adquisición 
por prescripción, los bienes de propiedad de las entidades 
de derecho público, al preceptuar en dicho estatuto, artículo 
413, numeral 4º, que no procede la declaración de pertenencia 
respecto de bienes “de propiedad de las entidades de derecho 
público” [sic], reproducida en el numeral 4º del artículo 407 
del Decreto 2282 de 1989 que modificó el citado código, y 
juzgada como exequible por la Corte Constitucional.
A este propósito, en sentencia del 31 de julio de 2002, dijo 
la Corte: “… ante la acción petitoria de dominio, el Juez está 
en el deber de examinar, en primer lugar, si el bien sobre el 
que ella recae es susceptible de adquirirse por el modo de 
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la prescripción, a cuyo tenor debe reparar, en particular, 
que no se trata de un bien de propiedad de una entidad de 
derecho público, porque como lo señaló la Sala ‘… hoy en 
día, los bienes que pertenecen al patrimonio de las entidades 
de derecho público no pueden ganarse por el modo de la 
prescripción adquisitiva de dominio, no porque estén fuera 
del comercio o sean inalienables, como sí ocurre con los de 
uso público, sino porque la norma citada (art. 407 del C. de 
P.C., se agrega) niega esa tutela jurídica, por ser ‘propiedad de 
las entidades de derecho público’, como en efecto el mismo 
artículo lo distingue (ordinal 4°), sin duda alguna guiado por 
razones de alto contenido moral, colocando así un dique de 
protección al patrimonio del Estado, que por negligencia 
de los funcionarios encargados de la salvaguardia, estaba 
siendo esquilmado, a través de fraudulentos procesos de 
pertenencia’ (sent. 12 de febrero de 2001, exp. N° 5597)”. En el 
mismo sentido se había pronunciado la Corte en fallos de 12 
de marzo de 1993 y 14 de junio de 1988.
Como en los antecedentes se expuso, el Tribunal desestimó 
las pretensiones porque juzgó que no procedía la declaración 
de pertenencia solicitada, en tanto las pretensiones recaen 
sobre un bien propiedad del Distrito Capital de Bogotá desde 
el 20 de mayo de 1965 cuando lo adquirió por adjudicación 
en la sucesión de Leonor Fajardo. Por consiguiente, el bien 
pretendido pertenece a una entidad de derecho público y en 
tal virtud, desde el 1º de julio de 1971 está prohibida la adqui-
sición de la propiedad por medio de la usucapión. La única 
situación en que las súplicas podrían tener éxito, demandaría 
que la posesión hubiera durado el tiempo suficiente y durante 
la época en que la prohibición no había entrado a regir, es 
decir, el demandante debería haber demostrado una posesión 
ejercida, para el caso, desde el 1° de julio de 1951. Como se 
infiere del dicho de los testigos, remarcado por el Tribunal, la 
posesión del demandante apenas empezó en 1970, pues las 
declaraciones rendidas en el año 2000 refieren una posesión 
de 30 años. Este argumento del ad quem tomado de las decla-
raciones testimoniales no fue combatido por el casacionista 
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y resulta suficiente para soportar la decisión. Entonces, si el 
Tribunal entendió que cuando entró en vigor la prohibición el 
antecesor del demandante apenas llevaba 1 año de posesión, 
no cometió ningún error de hecho en la apreciación de la 
prueba. (Subraya fuera de texto).
Pudiere ser ahora replicado por quienes opinan que la posesión 
y prescripción consumada hasta tanto no sea declarada por el 
juez mediante providencia en firme, tiene en el derecho el trato 
de una mera expectativa y no una situación jurídica consolidada; 
sobre el punto empecemos por señalar que la Ley nueva, por la 
seguridad de las relaciones y situaciones jurídicas, en el marco 
del Estado Social de Derecho, no puede regular las situaciones 
o relaciones jurídicas del pasado que ya se hallaban definidas 
por leyes anteriores, y que por tanto, resultan incólumes en sus 
efectos jurídicos, con la fuerza que les hubiere signado la ley bajo 
la cual se constituyeron.5
Dichos efectos que en su momento llevaban por nombre derechos 
sustanciales adquiridos y que hoy se conocen como “situaciones 
jurídicas subjetivas o particulares”, opuestas en  esta concepción 
a las llamadas  “meras expectativas”, que apenas conforman una 
simple posibilidad de alcanzar un derecho, y que, por tanto, 
sí pueden ser reguladas o modificadas por la ley (art. 17 de la 
Ley 153 de 1887), adquieren también relevancia Constitucional 
pues se encuentran consagrados e interrelacionados en el texto 
superior, artículos 29 y 58 de la C.P.
En materia de irretroactividad es fundamental para el presente 
documento la definición del art. 58 de la C.P., cuando establece 
que la propiedad y los demás derechos adquiridos con arreglo a 
las leyes civiles “no pueden ser desconocidos ni vulnerados por 
Leyes posteriores”.
5 París, Gabriel Baudry, (1902).Tratado Teórico y Práctico de Derecho Civil. 
2ª edición T.I.
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En la sentencia C-168 de 1995 (M.P., Dr. Carlos Gaviria Díaz), 
luego de un amplio estudio del concepto de “derechos adquiridos” 
se recogió parte importante de la jurisprudencia colombiana sobre 
este particular. Es pertinente traer parte de esa jurisprudencia que 
a su vez cita la de la Honorable Corte Suprema de Justicia:
…
La noción de derecho adquirido se contrapone a la de mera 
expectativa... Por derecho adquirido ha entendido la doctrina 
y la jurisprudencia aquél derecho que ha entrado al patri-
monio de una persona natural o jurídica y que hace parte de 
él, y que por lo mismo, no puede ser arrebatado o vulnerado 
por quien lo creó o reconoció legítimamente.
Lo anterior conduce a afirmar que el derecho adquirido es 
la ventaja o el beneficio cuya conservación o integridad, está 
garantizada, en favor del titular del derecho, por una acción o 
por una excepción.
Ajusta mejor con la técnica denominar ‘situación jurídica 
concreta o subjetiva’, al derecho adquirido o constituido de 
que trata la Constitución en sus artículos 30 y 202; y ‘situación 
jurídica abstracta u objetiva’, a la mera expectativa de derecho. 
Se está en presencia de la primera cuando el texto legal que 
la crea ha jugado ya, jurídicamente, su papel en favor o en 
contra de una persona en el momento en que ha entrado a 
regir una Ley nueva. A la inversa, se está frente a la segunda, 
cuando el texto legal que ha creado esa situación aún no ha 
jugado su papel jurídico en favor o en contra de una persona. 
(sent. diciembre 12 de 1974).
Y en sentencia del 17 de marzo de 1977 se expresó:
Por derechos adquiridos, ha dicho la Corte, se tienen aquellas 
situaciones individuales y subjetivas que se han creado y 
definido bajo el imperio de una Ley, y que por lo mismo han 
creado a favor de sus titulares un cierto derecho que debe 
ser respetado. Fundamento de la seguridad jurídica y del 
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orden social en las relaciones de los asociados y de estos con 
el Estado, es que tales situaciones y derechos sean respetados 
íntegramente mediante la prohibición de que Leyes poste-
riores pretendan regularlos nuevamente. Tal afectación o 
desconocimiento sólo está permitido constitucionalmente 
en el caso de que se presente un conflicto entre los intereses 
generales o sociales y los individuales, porque en este caso, 
para satisfacer los primeros, los segundos deben pasar a un 
segundo plano. Se trata de afirmar entonces el imperio del 
principio de que el bien común es superior al particular y de 
que, por lo mismo, este debe ceder. 
De lo que viene de citarse, y concordado con el capítulo anterior, 
considero que resulta viable jurídicamente la declaración de 
pertenencia respecto de posesiones que se hubieren “consumado” 
antes de entrar a regir la prohibición (1 de julio de 1971), pues 
teniendo claro que el dominio en este caso se adquiere por la 
prescripción consumada en sí misma y no por virtud de la 
sentencia que lo reconociere; ese derecho prescriptivo se ha 
constituido, se ha erigido en derecho sustancial adquirido, en 
situación jurídica particular consolidada, siendo entonces por 
ello un equívoco aplicar en forma absoluta y retroactiva en el 
tiempo la prohibición del art 407 del C.P.C. para las situaciones, 
que como en la que se analiza (grafico 3) fueron consolidadas 
como situación jurídica materializada antes del 1 de julio de 
1971, fecha a partir de la cual y hacia el futuro, nunca hacia atrás, 
empezó a regir la prohibición, con el C.P.C.
Y es que acerca de la naturaleza jurídica meramente declarativa, 
que no constitutiva de la sentencia favorable en el proceso de 
declaración de pertenencia, la Corte Suprema ha tenido varias 
oportunidades de proveer.6
6 Sentencia 029 de 29 de julio de 1999, C.S.J. Sala Civil, M.P., Jorge Antonio 
Castillo Rugeles.
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3. Segunda situación
3.1 Relatividad en cuanto a la transformación objetiva 
de la naturaleza del dominio sobre el bien poseído
La situación atrás analizada, concernida a la aplicación temporal, 
vigencia y aplicación de la ley, no es la única que a manera de 
excepción relativizaría una vez más la regla jurídica prohibitiva 
cuestionada, y es que cabe una segunda situación, más objetiva 
y aterrizada en la naturaleza del dominio del bien poseído, que 
comprendería todas aquellas posesiones consumadas, consti-
tuidas o consolidadas, para cuando la titularidad del derecho de 
dominio correspondía al ámbito del dominio particular (pres-
criptible), el que pasó luego a ser del dominio de las entidades de 
derecho público (imprescriptible) por obra y gracia de cualquier 
acto o vínculo jurídico con aptitud de transferir dominio (acto 
entre vivos, causa de muerte o sentencia judicial), v. gr., como 
ocurriría cuando, consumada la prescripción adquisitiva sobre 
un bien de propiedad inscrita de X (particular), se cede dicho 
derecho y se registra el acto a favor del municipio (y); o se le 
da en pago a la entidad pública el dominio del bien, para solu-
cionar obligaciones fiscales; o se le expropia el dominio a favor 
del municipio; o se adjudica a favor del ICBF en el proceso de 
 “Como es ampliamente conocido ha dicho la Corte, reunidos los requisitos 
legales para la operancia de la prescripción adquisitiva, ella se efectúa por 
ministerio de la Ley una vez poseído el mueble o raíz durante el tiempo 
que establece la Ley en cada caso, cual lo tiene dicho la corte suprema, en 
sentencia de casación del 1º de mayo de 1.928 G.J. XXXV, p. 254. Es decir, 
que la jurisdicción del estado, por conducto del funcionario competente, 
no crea con la sentencia que en el respectivo proceso de pertenencia se 
profiera, el derecho real que ya había sido adquirido por el prescribiente 
si este así lo demuestra, sino que tan solo tiene carácter declarativo del 
mismo, jamás constitutivo del derecho (G.J. 219 p. 332). Esta que ha sido 
la doctrina constante de la corte, la ha reiterado en distintas sentencias de 
casación, entre otras, en la de 7 de octubre de 1997 y 6 de abril de 1999)”.
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sucesión intestado del particular X fallecido conforme al quinto 
orden sucesoral. (Ver el gráfico 4).
Gráfico 4. Transformación del dominio privado-público
Respecto de esta segunda situación con la que por segunda vez 
se relativiza la regla (gráfico 4), la Corte Suprema de Justicia 
puntualizó (sentencia tutela, Magistrado Ponente, William 
Namén Vargas, de veinticuatro de septiembre de dos mil siete, 
Exp. No. 110010203000200701423-00:
Tratándose de la usucapión, a más de la posesión durante el 
término legal, es menester la naturaleza prescriptible del bien 
(artículo 2518 del Código Civil) y el ordenamiento jurídico 
dispone su improcedencia “respecto de bienes imprescrip-
tibles o de propiedad de las entidades de derecho público” 
(numeral 4, artículo 407, Código de Procedimiento Civil). 
Aunque el entendimiento de esta prohibición concernía a los 
bienes de uso público (artículo 63, Constitución Política; 674 
ss. C.C; 1, Ley 41 de 1948), con la declaratoria de exequibilidad 
del numeral 4 del artículo 413 (hoy 407, según modificación 
del artículo 1, numeral 210 del D.E. 2282 de 1989) del Código 
de Procedimiento Civil y a partir de su vigencia el 1 de julio 
Norma prohibitiva 
Dec 1400/1970 
Vigente 1 de julio de 1971
Posesión
Posesión Consumada o consolidada 
Prescripción adquisitiva
Bien prescriptible en  
el Dominio particular
Bien prescriptible en  
el Dominio público
Vínculo jurídico
Acto entre vivos/Causa de muerte/
Sentencia Judicial
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de 1971 (Corte Suprema de Justicia, Sentencia de 16 de 
noviembre de 1978, CLVII, 263), se extendió a los fiscales, esto 
es, aquellos cuyo dominio estatal ostenta idénticas caracterís-
ticas a las de la propiedad particular y, por ello, están en el 
comercio “de suerte que hoy, tanto los bienes de uso público 
como los bienes fiscales no pueden adquirirse por usucapión” 
(Sala de Casación Civil, Sentencias de 28 de julio de 1987, 14 
de junio de 1988, 12 de febrero de 2001). 
La ratio legislatoris, conforme al fallo constitucional de 
exequibilidad del precepto, comporta una especial protección 
de los bienes de dominio de las entidades estatales, sean de 
uso público, sean fiscales, por lo cual, la consideración del 
Tribunal de Pasto a propósito de su imprescriptibilidad, no 
deviene caprichosa, arbitraria ni antojadiza, sino de su enten-
dimiento de las disposiciones normativas.
Naturalmente, la aplicación del precepto, presupone 
necesaria e indefectiblemente la propiedad del bien (prius) 
para la actuación de la prohibición (posterius). 
El supuesto fáctico de la norma (factum, tatbestand, fattis-
pecie, état de chosé) atañe, ya a bienes imprescriptibles, 
ora “de propiedad de las entidades de derecho público” y el 
mandamiento, efecto o consecuencia jurídica, es la improce-
dencia de la prescripción.
Por consiguiente, respecto de bienes de propiedad de las 
entidades de derecho público no procede pertenencia, siendo 
menester e imprescindible el dominio. 
A contrario sensu, si el bien no es de propiedad de una entidad 
de derecho público no se verifica el supuesto fáctico ni se 
genera la consecuencia y, por tanto, procede la pertenencia, o 
sea, es susceptible de adquirirse por el modo constitutivo de 
la prescripción conforme a las reglas generales.
Análogamente, la posesión constituida bajo Ley anterior, no 
se retiene, pierde o recupera bajo la posterior, sino por los 
medios y requisitos señalados en ésta (art. 29, Ley 153 de 
1887), los derechos reales adquiridos bajo una Ley subsisten 
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bajo la nueva y se sujetan a la misma en todo cuanto concierne 
a su ejercicio, cargas y extinción (Art. 28, ibídem) y lo que 
Leyes posteriores declaran absolutamente imprescriptibles 
no puede ganarse por tiempo bajo su imperio, aunque el 
prescribiente hubiere iniciado a poseerla según la Ley anterior 
que autorizaba la prescripción (art. 42, ejusdem).
Corolario de lo anterior, si la prescripción se consuma con 
anterioridad a la adquisición de la propiedad del bien por la 
entidad de derecho público, es decir, antes de constituirse en 
fiscal, por elementales razones lógicas, es evidente la inapli-
cación de la prohibición, que por demás, siendo limitativa, 
restrictiva y de derecho estricto no admite ni interpretación 
ni aplicación amplia, análoga, próxima o conexa, sino circuns-
crita y restringida. (Subraya fuera de texto).
Las mencionadas situaciones de excepción: i) usucapión consu-
mada antes de la entrada en vigencia de la prohibición (julio de 
1971), y ii) usucapión consumada antes de que el dominio del 
bien se transformase en el dominio de lo público, fueron confir-
madas como hipótesis probables; en decisión más reciente (10 
de septiembre de 2013, M.P., Fernando Giraldo Gutiérrez, Rad. 
504531030012007-00074-01.7)
7 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil; 10 de septiembre de 2013, M.P., 
Fernando Giraldo Gutiérrez, Rad.: 504531030012007-00074-01. “No 
obstante, hay situaciones en que no es viable aplicar la restricción de 
la usucapión respecto de los bienes fiscales, por cuanto ello entrañaría 
desconocer un derecho legítimamente adquirido, a saber:
 a.) Si la posesión apta para prescribir se inició y consumó antes de entrar 
en vigor el numeral 4º del artículo 413, hoy 407, del Código de Procedi-
miento Civil, esto es, el 1º de julio de 1971.
 Esta excepción se justifica porque, en principio, la Ley no puede afectar 
una situación jurídica concreta y consolidada, que ha permitido el ingreso 
de un derecho al patrimonio de una persona, por haberse cumplido todos 
los supuestos previstos por la norma abstracta para su nacimiento. 
 El pasar por alto esa circunstancia comporta ignorar situaciones conso-
lidadas, que ampara la Carta Política en su artículo 58, según el cual “se 
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4. El Código General del Proceso (Ley 1564  
de 2012) y la continuidad sustancial  
de la regla prohibitiva
4.1 Razones de inconveniencia para la aplicación 
del prejuzgamiento o juzgamiento anticipado. 
(Novedad legislativa)
Se precisó desde el primer párrafo cómo el Decreto 1400 de 
1970 (C.P.C.) resultó expresamente derogado por la versión 
corregida del literal c del artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, 
situación que resulta apenas lógica si se tiene que la norma 
además de derogatoria es sustitutiva de la anterior.
Ello nos conduce invariablemente a la necesidad de indagar 
sobre cómo quedó entonces regulada la situación hasta aquí 
analizada en la novísima legislación, tanto sustancial como 
procesalmente.
garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con 
arreglo a las Leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulne-
rados por Leyes posteriores”. 
 b.) Si el cumplimiento del requisito temporal para usucapir se cumplió 
dentro de la vigencia del citado numeral 4º del artículo 41, hoy 407, pero 
con anterioridad al día en que la entidad de derecho público adquirió la 
propiedad de la cosa.
 Esta segunda salvedad tiene asidero en el respeto a los principios de la 
buena fe y la confianza legítima, pues, para que una situación jurídica o 
material abordada de cierta forma en el pasado, que pueden generar razo-
nables expectativas, sea tratada de modo extremadamente desigual en 
otro periodo, debe existir una causa constitucionalmente aceptable que 
autorice su variación.
 Con ello, además, se previene la comisión de eventuales actos frau-
dulentos con la transferencia de bienes de particulares a entidades de 
derecho público, destinados a desposeer a quien para el momento de la 
negociación había consolidado su derecho de dominio, faltándole tan sólo 
su declaratoria judicial.”
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La declaración de pertenencia que ha quedado consagrada en 
el art. 375 (treinta y dos números menos que en el articulado 
anterior), además de las marcadas diferencias y variaciones de 
importancia; respecto de la temática propuesta dispuso:
… 4. La declaración de pertenencia no procede respecto de 
bienes imprescriptibles o de propiedad de las entidades de 
derecho público.
El juez rechazará de plano la demanda o declarará la 
terminación anticipada del proceso, cuando advierta que 
la pretensión de declaración de pertenencia recae sobre 
bienes de uso público, bienes fiscales, bienes fiscales adjudi-
cables o baldíos, cualquier otro tipo de bien imprescriptible 
o de propiedad de alguna entidad de derecho público. Las 
providencias a que se refiere este inciso deberán estar 
debidamente motivadas y contra ellas procede el recurso de 
apelación …
En igual sentido, nótese que la proposición lingüística del C.G.P. 
(art. 375); se encuentra esencialmente reproducida en el artículo 
6 de la Ley 1561 de 2012 (Saneamiento de la titulación de bienes 
de pequeña entidad económica y de la falsa tradición8). 
8 Artículo 6o. Ley 1561 de 2012. Requisitos. Para la aplicación del proceso 
verbal especial de que trata esta Ley se requiere:
 Que los bienes inmuebles no sean imprescriptibles o de propiedad de las 
entidades de derecho público, conforme a los artículos 63, 72, 102 y 332 
de la Constitución Política y, en general, bienes cuya posesión, ocupación 
o transferencia, según el caso, estén prohibidas o restringidas por normas 
constitucionales o legales.
 El juez rechazará de plano la demanda o declarará la terminación 
anticipada del proceso, cuando advierta que la pretensión recae sobre 
bienes de uso público, bienes fiscales, bienes fiscales adjudicables o 
baldíos, cualquier otro tipo de bien imprescriptible o de propiedad de 
alguna entidad de derecho público. Las providencias a que se refiere este 
inciso deberán estar debidamente motivadas y contra ellas procede el 
recurso de apelación.
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Al rompe se advierte que la novísima legislación, conservando la 
idea jurídica sustantiva esencial de continuar en la prohibición 
de la “… declaración de pertenencia respecto de bienes impres-
criptibles o de propiedad de las entidades de derecho público” 
introdujo, eso sí, importantes cuestiones procedimentales, que 
merecen algunas reflexiones; no sin antes precisar que sobre 
la prohibición de declaración de pertenencia sigue siendo su 
característica, el ser una regla no absoluta sino apenas relativa a 
la cual, al menos se le deben ajustar las dos y mismas excepciones 
a que se ha hecho referencia párrafos atrás, pues en la dinámica 
y lógica de dichos conflictos poco importa si se discutiere que 
la situación de excepción tuvo cabida en vigencia de uno u otro 
régimen (C.P.C. o C.G.P.), dada, de un lado, la continuidad 
de la regla prohibitiva, y de otro, la posibilidad latente de que 
se presenten las situaciones anotadas y que los jueces deban 
sentenciar.
Procedimentalmente y a condición de que el juez advirtiere 
que la pretensión de la demanda de declaración de pertenencia 
o de saneamiento recaiga sobre bienes de uso público, bienes 
fiscales, bienes fiscales adjudicables o baldíos, cualquier 
otro tipo de bien imprescriptible o de propiedad de alguna 
entidad de derecho público; la normativa citada creó, i) Una 
causal objetiva, específica y adicional de rechazo liminar de 
la demanda de declaración de pertenencia (pre-juzgamiento); 
ii) Una causal de terminación anticipada igualmente objetiva, 
específica y adicional del proceso de declaración de pertenencia 
(juzgamiento anticipado); iii) El imperativo dispuesto al juez, 
de que si ha de proceder al rechazo liminar de la demanda 
o a la terminación anticipada del proceso, por las causales 
anotadas, motive debidamente tales providencias (pensamiento 
motivado), y iv) La apelabilidad de aquellas decisiones, en tanto 
sean de primera instancia, pues cabe recordar que en adelante 
y en vigencia de tales disposiciones los procesos de declaración 
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de pertenencia tendrán determinación de la competencia e 
instancia dependiendo de la cuantía, deducida del valor catastral 
de los bienes objeto de estas. (num 3, art. 26 ibídem) (Decisión 
eventualmente apelable).
Empecemos por precisar que, a diferencia del rechazo liminar de 
la demanda por las causas generales de la falta de jurisdicción o 
de competencia previstas en el art. 90 del C.G.P. en las cuales el 
negocio de fondo no ha sido desechado; la causal de rechazo que 
adicionalmente se creó para el proceso de declaración de perte-
nencia, además de ser objetiva, comporta una decisión sustantiva y 
material de inviabilidad e inatendibilidad del caso, y por ello viene 
a ser un evento extraordinario de pre-juzgamiento del asunto, 
autorizado por la Ley; “pre-juzgamiento” en consideración de 
que ocurre antes de admitir siquiera la demanda y, por ende, aun 
antes de vincular al extremo demandado (non audiatur et altera 
pars); aunque parece que conserva y concentra los efectos mate-
rialmente vinculantes de una decisión de fondo (cosa juzgada). 
De igual forma, que el supuesto detonante con el cual el juez 
pudiere prejuzgar (rechazar de plano la demanda) o juzgar anti-
cipadamente el proceso (sentencia anticipada) de declaración de 
pertenencia por las nuevas y adicionales razones, viene a ser el 
descubrimiento que el mismo haga sobre la naturaleza jurídica 
de los bienes objeto de aquellas, esto es, que en forma evidente 
y contundente ab-initio tuviere certeza de que el bien preten-
dido es de uso público, estrictamente fiscal, fiscal adjudicable, 
baldío, de cualquier forma imprescriptible o de propiedad de 
alguna entidad de derecho público. En ese sentido, tal certeza o 
contundencia probatoria, que lejos está de serlo en este estadío 
incipiente del caso, puede tímidamente mostrarlo en el proceso, 
el estudio que haga el juez, del certificado especial del registro 
de instrumentos públicos que de obligado se incorporare a la 
demanda, en el cual, v. gr., se expresare que ora en todo o en 
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parte, el derecho de dominio del pretenso bien corresponde al 
municipio (x) o al establecimiento público (y). 
He dicho que la información emergente de dicho certificado es 
apenas una apariencia inicial y tímida del respectivo proceso y 
que por ello mal podría aplicarse el pre-juzgamiento o el juzga-
miento anticipado de la declaración de pertenencia, pues no se 
tiene en cuenta, como se ha visto en los capítulos anteriores, 
que la regla de imprescriptibilidad no es absoluta, y no por el 
hecho de que el dominio se muestre en forma inicial y aparente 
en todo o en parte a favor de una entidad de derecho público, 
deja de ser entonces atendible afanosa y objetivamente la decla-
ración de pertenencia.
Nótese que para la verificación de la viabilidad de la declaración 
de pertenencia en los casos en que bajo las excepciones a la regla 
prohibitiva analizadas pudieran llegar a presentarse, al juez le 
corresponde analizar los hechos y las pretensiones de la demanda, 
avanzar en forma tal en el proceso a efectos de adquirir la real 
certeza de viabilidad o no de la pretensión aducida, situación, eso 
sí, que jamás podría ocurrir al menos en la mayoría de los casos 
de la forma y oportunidad tan preliminar prevista en la norma 
cuestionada. 
De otro lado, piénsese en aquellas situaciones en que la 
posesión consumada y discutida ha recaído siendo material-
mente una sola, en una parte sobre bienes que jurídicamente 
son del dominio particular y en otra sobre bienes o franja de 
bienes que jurídicamente son del dominio público; o en las 
tantísimas situaciones registrales, por demás bastante comunes 
en el sector rural de la nación (sector que, por excelencia es el 
que accede a la declaración de pertenencia para el saneamiento 
de su titulación), en las que el certificado especial de registro 
sobre bienes inmuebles no informa un titular determinado o 
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determinable del derecho de dominio, situación esta en la que 
puede el juez a peligrosa discreción preliminar dar por sobreen-
tendido que se está en presencia tal vez de bienes baldíos para 
proceder entonces a pre-juzgar (rechazando liminarmente la 
demanda) o a juzgar anticipadamente y, en todo caso, a juzgar 
erróneamente, como lo previene la norma comentada, con las 
dañinas consecuencias al debido proceso e interés subjetivo del 
justiciable.
Es adecuado en este punto recordar la facilidad con que se 
cometen yerros y se cae en facilismo judicial; cuando se dice, 
como lo dijo la Corte Constitucional en la sentencia T 488 de 
2014, con ponencia de Jorge Iván Palacio, que es del dominio 
de la nación y por ende, imprescriptible, el bien que no tiene un 
titular inscrito, con desprecio de las presunciones negativas a la 
propiedad de la nación (no baldíos) previstas en la Ley 200 de 
1936; en dicha oportunidad se dijo:
La sentencia proferida el 20 de noviembre de 2012 declaró 
que el accionante había adquirido el derecho real de dominio 
de un predio sobre el cual existen serios indicios de ser 
baldío. Tal decisión desconoce la jurisprudencia pacífica y 
reiterada no solo de la Sala Plena de la Corte Constitucional, 
sino de las otras altas Corporaciones de justicia que han 
sostenido la imposibilidad jurídica de adquirir por medio 
de la prescripción el dominio sobre tierras de la Nación, en 
concordancia con lo dispuesto por el artículo 65 de la Ley 160 
de 1994. Finalmente, la actuación del juez se encajaría en un 
defecto orgánico, en tanto este carecía, en forma absoluta, de 
competencia para conocer del asunto. Debe recordarse que 
la actuación judicial está enmarcada dentro de una compe-
tencia funcional y temporal, determinada, constitucional 
y legalmente, que de ser desbordada conlleva el desconoci-
miento del derecho al debido proceso. En este caso concreto, 
es claro que la única entidad competente para adjudicar en 
nombre del Estado las tierras baldías es el Incoder, previo 
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cumplimiento de los requisitos legales. Los procesos de 
pertenencia adelantados por los jueces civiles, por otra parte, 
no pueden iniciarse –también por expreso mandato del legis-
lador– sobre bienes imprescriptibles.
Por fortuna hemos vuelto la página a ese caos y confusión creados, 
y se ha vuelto a iluminar el contexto, gracias a la oportuna 
intervención de la Corte Suprema de Justicia, la que, mediante 
sentencia de tutela proferida en el radicado No. 15001-22-13-
000-2015-00413-01 del 16 de febrero de 2016, con ponencia del 
magistrado Luis Armando Tolosa discurrió así:
Sin duda, las presunciones mencionadas guardan relevancia 
para el entendimiento de lo que la Ley considera como 
terreno baldío, pues si el particular lo explota económica-
mente por medio de hechos positivos, propios de dueño, 
como las plantaciones y sementeras y otros de igual signi-
ficación, se ha de entender que es propiedad privada; y si el 
Estado discute esa calidad tiene que demostrar lo contrario, 
esto es, acudir a la otra presunción: no se ha explotado econó-
micamente el predio y, por tanto, conserva la condición de 
bien inculto baldío.
La presunción que tiene que ver con los predios rurales 
que no se reputan baldíos, obliga al Estado a demostrar lo 
contrario, esto es, que no se dan las circunstancias que la Ley 
exige para tener en cuenta que un fundo es de esa naturaleza. 
Entonces, un terreno, que no sea de los clasificados como 
reservados, que sea ocupado con la incorporación de 
actividades económicas de explotación como destaca la Ley, 
se debe respetar.
Para sostener la imprescriptibilidad de un terreno baldío se 
tiene que partir del supuesto, que tiene esa calidad, puesto 
que si no es así se ha de presumir, si es explotado econó-
micamente por un particular se trata de un predio privado 
susceptible, por tanto, de prescribirse en los términos que la 
Ley establece.
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El episodio narrado no hace sino confirmar que, dada la cada vez 
mayor complejidad de las situaciones jurídicas por sentenciar, el 
“prejuzgamiento negativo ab initio” y el “juzgamiento negativo 
anticipado” visible en la Ley nueva, que efectúa el juez única-
mente con la confrontación del caso con los solos papeles anexos 
a la demanda inicial, no dejará sino graves secuelas y daños 
irreparables al derecho de acceso efectivo a la administración de 
justicia. 
Por otra parte, en cuanto a la naturaleza jurídica de la decisión de 
juzgamiento anticipado, no determinó la Ley con claridad, como 
hubiera sido lo deseable, si tamaña decisión es un auto o una 
sentencia, como sí lo hizo en el art. 278 ibídem para referirse a 
las que en otro tiempo llevaban por nombre el de excepciones 
mixtas. La omisión anotada trasciende lo meramente semántico, 
si se indaga acerca de: i) su oportunidad (¿cuándo debe o puede 
ser proferida, antes o después de la vinculación del demandado?), 
ii) de su notificación (¿cuál es la forma correcta de notificarse?), 
iii) de sus recursos (¿los propios de un auto o los de una 
sentencia?, incluyendo ¿casación y revisión?, y iv) de su fuerza 
jurídica vinculante (¿adquiere o no cosa juzgada?)
Por último, para no dejar el asunto planteado solamente a 
nivel de crítica, sin plantear siquiera y de manera imperfecta 
una alternativa de solución, considero que en tanto se surte el 
control y examen constitucional de la norma, la actividad de 
pre-juzgamiento negativo y de juzgamiento negativo anticipado, 
esto es, la causal objetiva y adicional de rechazo y de terminación 
anticipada previstas en el inciso 2 del numeral cuarto del art. 375 
de la Ley 1564 de 2012, y 6º de la Ley 1561 de 2012, debe ser 
inaplicada por la judicatura por fuerza de lo previsto en el art. 4º 
constitucional (excepción de inconstitucionalidad), generándose 
por consecuencia, que en las situaciones a que hemos hecho refe-
rencia se viabilice la admisibilidad de la demanda, se encuentre 
232 
ACERCA DE LA IMPRESCRIPTIBILIDAD DE LOS BIENES
su éxito o su fracaso en las pruebas del juicio y se proceda a su 
negación o a su reconocimiento en forma holgada y completa 
en la sentencia de instancia, sea de primera o de única, visto lo 
visto; y en todo caso, que sea sentencia y no un simple auto el que 
dirima la cuestión de dicho litigio, pues el flaco razonamiento 
que engasta el juez en la preparación de un auto no se compadece 
teóricamente con la sesuda labor de inteligencia que le dedica 
a la elaboración de la sentencia; creo, eso sí, que el asunto y el 
justiciable ameritan lo último.
Conclusiones
1. De conformidad con el artículo 63 de la Constitución Política 
no son susceptibles de comercializarse y, por contera, es 
improcedente hacerse dueño de ellos por el modo de la 
prescripción: “[l]os bienes de uso público, los parques natu-
rales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de 
resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los 
demás que determine la Ley”. La Ley excluye también de ser 
prescriptibles los siguientes bienes: a.) Los que no están dentro 
del comercio y los de uso público (artículos 2518 y 2519 del 
Código Civil); b.) Los baldíos nacionales (artículo 3º de la Ley 
48 de 1882, artículos 61 del Código Fiscal y 65 de la Ley 160 
de 1994); c.) Los ejidos municipales (artículo 1º de la Ley 41 
de 1948); d.) Los de propiedad de las entidades de derecho 
público (artículo 407, C.P.C. hoy 375, C.G.P.)
2. La imprescriptibilidad de los bienes de las entidades de 
derecho público y la inviabilidad de declarar pertenencia 
sobre aquellos prevista en el artículo 407 C.P.C.; 375 C.G.P. y 
6º de la Ley 1561 de 2012; NO es una regla jurídica absoluta en 
tanto deja de ser aplicable si: i) La usucapión fuere consumada 
antes de la entrada en vigencia de la prohibición (1 de julio 
de 1971) y ii) La usucapión fuere consumada antes de que el 
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dominio del bien se transformase en el dominio de lo público 
(10 de septiembre de 2013, M.P., Fernando Giraldo Gutiérrez, 
Rad.: 504531030012007-00074-01).
3. Visto que la regla prohibitiva “imprescriptibilidad del dominio 
de bienes de las entidades de derecho público” NO es absoluta, 
resulta inadecuado que, sin ninguna consideración y forma 
objetiva, la Ley procesal (art. 375, C.G.P. y 6º de la Ley 1561 
de 2012) hubiere dispuesto: i) el prejuzgamiento negativo 
anticipado y ii) juzgamiento negativo anticipado a todos los 
procesos de declaración de pertenencia o de saneamiento de 
la titulación y de la falsa tradición, en donde se advierta que se 
involucran bienes de las entidades de derecho público.
4. En tanto se surte el necesario control y examen de cons-
titucionalidad de la norma en comento, la actividad de 
pre-juzgamiento negativo y de juzgamiento negativo antici-
pado, esto es, la causal objetiva y adicional de rechazo y de 
terminación anticipada previstas en el inciso 2 del numeral 
cuarto del art. 375 de la Ley 1564 de 2012, y 6º de la Ley 1561 
de 2012, deben ser inaplicadas por los jueces civiles, bajo 
excepción de inconstitucionalidad (art. 4, C.P.) 
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En virtud de la trascendencia que tiene el proceso de perte-
nencia en la esfera propia del derecho sustancial, comoquiera 
que constituye la herramienta por excelencia para hacer 
efectivo uno de los modos de adquirir el dominio de las cosas, 
como lo es el de la prescripción, conlleva en su materialización 
dos efectos muy importantes: por una lado, supone la pérdida 
del derecho de dominio en cabeza de quien por su inactividad 
dejó de ejercerlo, y por otra parte, conlleva la materialización 
de dicho derecho real a favor de quien dentro de la esfera propia 
del proceso acredite los elementos axiológicos para la declara-
toria y que se traduce en la realización de actos de señorío; en 
segundo lugar, el transcurso del tiempo, y por último, que el 
bien sobre el cual recaen aquellos actos sea susceptible de ganar 
por prescripción (Azula, 1993, p. 50).
Es precisamente por los efectos jurídico sustanciales por lo 
que produce este tipo de actuación procesal, expresados en la 
declaratoria de la titularidad a favor de quien acredita los presu-
puestos para ese propósito, tal como lo consagra el artículo 2518 
del Código Civil colombiano, que en el desarrollo del proceso 
se imponga como obligatoria la práctica de la prueba de inspec-
ción judicial que ha de tener una radical importancia en dicha 
actuación, por lo que a continuación abordaremos algunas de las 
particularidades que desde la perspectiva prevista en el Código 
General del Proceso nos plantea dicho medio de prueba en el 
nuevo ordenamiento procesal.
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Lo anterior, habida cuenta de que cambia de manera radical la 
dinámica que ha de caracterizar el proceso de pertenencia y, 
en ese sentido, se comprenderá esa nueva realidad procesal, sin 
perjuicio del uso que de los demás medios de prueba pretenda el 
demandante, para acreditar como presupuestos para la declara-
toria los actos de señorío por él alegados y, contrario sensu, los 
anunciados por el demandado, cuando de atacar la pretensión se 
trate por vía de las excepciones perentorias de fondo o mérito, lo 
que impone como necesario conocer la estructura que caracteriza 
la actuación procesal por la que se tramita este tipo de procesos y 
en cuyo escenario ser ha de materializar tan importante prueba.
1. El nuevo esquema procesal de los procesos 
declarativos
Habiendo consenso en la doctrina de que el proceso de perte-
nencia se despliega por el esquema procesal de los procesos 
declarativos, es preciso recordar cómo el que tradicionalmente 
se consideraba como el proceso tipo –o sea, el ordinario– y en 
cuyo escenario procesal debía tramitarse aquel proceso, por 
virtud de lo dispuesto en la Ley 1395 de 2010 y posteriormente 
reafirmara el Código General del Proceso, dicho esquema 
procesal fue derogado, para dar paso al del proceso verbal, por 
donde deberán tramitarse todos los asuntos que de naturaleza 
declarativa no tengan previsto un trámite especial, quedando en 
consecuencia enmarcados dentro de ese direccionamiento, entre 
otros, el referido proceso de pertenencia.
Es así como la nueva normativa procesal desarrolla a partir 
del Libro Tercero, Sección Primera, Título I, artículos 368 y 
siguientes, el proceso verbal, y cuyo despliegue de la actividad 
procesal que se debe surtir en ese nuevo esquema se hace en los 
artículos 372 y 373 como expresión de lo que el mismo artículo 
3 como principio rector ha señalado como proceso oral y por 
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audiencias; cambio que se orienta a “(…) simplificar el engo-
rroso trámite que resultaba ser el proceso declarativo general 
(…)” de tal forma que “(…) con el esquema tipo que plantea el 
proceso declarativo general por vía del procedimiento verbal se 
busca obtener las celeridad que se aspira deberá regir en toda la 
actuación procesal” (Peláez, 2013, p. 145), debiendo precisar en 
todo caso que en el nuevo modelo no se le apuesta de manera 
exclusiva a la oralidad puesto que:
“Lo cierto es que el nuevo régimen procesal civil contempla 
un proceso que se desarrolla principalmente por medio de 
audiencias en las cuales toda actuación debe realizarse en 
forma oral (CGP art. 3), lo cual no implica renegar de la 
escritura como forma de expresión en el proceso, pues una 
buena cantidad de actuaciones deben cumplirse fuera de 
audiencia y por consiguiente tendrán que realizarse por 
escrito” (Rojas, 2013, p. 52), como acontece entre otros 
actos procesales con la demanda y la contestación en 
donde los artículos 82 y 96 del Código General del Proceso 
señalan los requisitos, siendo el primero de ellos, que sea 
por escrito esos actos. Así las cosas, veamos cuáles son esas 
etapas.
1.1 Fases o etapas del proceso
La estructura básica del proceso se conserva en el sentido de 
que hay una etapa de integración del contradictorio, en donde 
además de identificarse los extremos de la litis, permitirá la 
debida conformación de este para dar paso luego a la fase de 
discusión y decisión.
1.1.1 De introducción o iniciación
Cuyo propósito es permitir en debida forma el inicio de la 
actuación mediante la fijación de las pretensiones y correlativas 
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excepciones, además de garantizar la presencia de quienes han 
de integrar el respectivo litisconsorcio.
1.1.2 De Instrucción y Juzgamiento
Que tiene como propósito el despliegue del debate necesario que 
le permita al juez el esclarecimiento de los hechos materia del 
litigio y que por regla general, es dentro de este ámbito donde se 
despliega todo el debate probatorio, sin perjuicio de que el juez 
precise en practicar algunas pruebas en la audiencia inicial, como 
explicaremos luego, y que reafirma la flexibilidad que otorga el 
nuevo modelo procesal.
En este sentido, es dentro de esta fase donde por regla general 
debe desplegarse toda la actividad probatoria, sin perjuicio de 
que el juez atendiendo la situación del proceso, decida practicar 
pruebas en la audiencia que precede a esta, y en algunos otros 
específicos eventos prescinda de la misma, en los eventos seña-
lados en el artículo 278 del Código General del Proceso cuando 




Art. 82  
C.G.P.
Contestación  
de la demanda  
Art. 96 C.G.P.
Notificación 
personal Art. 291 
C.G.P. 
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Pues bien, conforme a lo señalado en las referidas disposiciones 
es dentro de ese esquema procesal por donde debe transitar el 
proceso de pertenencia, no obstante que dado que con relación 
a este tipo de actuación, se deben desplegar unas particulares 
medidas, las mismas le imprimen ciertas variables a dicho 
esquema con el claro propósito de hacer efectivo el principio 
de la economía y celeridad procesal, como explicaremos a 
continuación, pues precisamente por ostentar este proceso de 
particulares características propias, tiene una normativa especial 
para el efecto, como aparece regulado en el artículo 375 del 
Código General del Proceso.
Fase de discusión y decisión
Oralidad
Audiencia inicial  
Art. 372 Ley 1564 de 212
Audiencia de instrumentación  




Interrogatorio Exhaustivo  
a las Partes
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2. Particularidades del proceso de 
pertenencia con relación a la publicidad 
de la actuación
Al ostentar la pertenencia el carácter de proceso edictal, supone 
que en su desarrollo debe citarse a indeterminados, precisa-
mente por los efectos erga omnes que suele producir la decisión 
(Azula, 1993, p. 60), que en él se ha de adoptar, surgiendo a su 
vez, en el curso del proceso, la necesidad de adelantar otro tipo 
de actuaciones, orientadas todas ellas a publicitar la existencia 
del proceso, cuyo objeto, como quedó señalado anteriormente, 
es declarar el derecho de dominio por el transcurso del tiempo, 
actividades que se pueden concretar a las siguientes.
2.1 Fijación de una valla
Esta es sin duda una de las medidas más novedosas que trae 
el Código General del Proceso y que conforme al artículo 375, 
numeral 7, dicha valla debe reunir los siguientes requisitos:
El demandante procederá al emplazamiento en los términos 
previstos en este código y deberá instalar una valla de 
dimensión no inferior a un metro cuadrado, en lugar visible 
del predio objeto del proceso, junto a la vía pública más 
importante sobre la cual tenga frente o límite. La valla deberá 
contener los siguientes datos: 
a) La denominación del juzgado que adelanta el proceso. 
b) El nombre del demandante. 
c) El nombre del demandado. 
d) El número de radicación del proceso. 
e) La indicación de que se trata de un proceso de pertenencia. 
f ) El emplazamiento de todas las personas que crean tener 
derechos sobre el inmueble, para que concurran al proceso. 
g) La identificación del predio.
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Tales datos deberán estar escritos en letra de tamaño no 
inferior a siete (7) centímetros de alto por cinco (5) centí-
metros de ancho. Cuando se trate de inmuebles sometidos a 
propiedad horizontal, a cambio de la valla se fijará un aviso en 
lugar visible de la entrada al inmueble. 
Instalada la valla o el aviso, el demandante deberá aportar 
fotograf ías del inmueble en las que se observe el contenido 
de ellos. La valla o el aviso deberán permanecer instalados 
hasta la audiencia de instrucción y juzgamiento. 
Inscrita la demanda y aportadas las fotograf ías por el 
demandante, el juez ordenará la inclusión del contenido 
de la valla o del aviso en el Registro Nacional de Procesos 
de Pertenencia que llevará el Consejo Superior de la 
Judicatura, por el término de un (1) mes, dentro del cual 
podrán contestar la demanda las personas emplazadas; 
quienes concurran después tomarán el proceso en el estado 
en que se encuentre.
Lo anterior para significar que a través de la valla que debida-
mente posicionada en el predio objeto de la declaratoria de 
pertenencia, o según el caso, donde se encuentren los bienes 
muebles, se brinda la posibilidad a quienes les asistía interés 
sobre dichos bienes, para hacerse parte en el proceso a efectos de 
hacer valer sus derechos.
2.2 Práctica de una inspección judicial
Definido este medio de prueba como
una diligencia procesal, practicada por un funcionario 
judicial, con el objeto de obtener argumentos de prueba 
para la formación de su convicción, mediante el examen y la 
observación con sus propios sentidos, de hechos ocurridos 
durante la diligencia o antes pero que subsisten o de rastros o 
huellas pasados, y en ocasiones de su reconstrucción. (Devis, 
1995, p. 415).
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Tradicionalmente la práctica de esta prueba ha sido de carácter 
obligatorio en este tipo de procesos, precisamente por las 
finalidades que con ella se busca, pues se logra la perfecta indi-
vidualización del bien que descrito en la demanda corresponde 
al mismo sobre el cual se ejerce los actos de señorío, y a su 
vez se verifica la manera en que se han venido desplegando 
los actos de señor y dueño esbozados por el demandante en 
el escrito demandatorio, propósitos estos que se cumplen “Por 
ser prueba directa, en la que hay predominio de la percepción, 
el juez debe emplear sus propios sentidos en la apreciación de 
los hechos en el más amplio sentido del vocablo, pues aunque 
aparezca exagerado, debe hacerlo, verbigracia, con el olfato, si 
es necesario” (Parra Quijano, 2008, p. 621), lo cual garantiza 
la perfecta delimitación por nomenclatura, cabida, linderos, 
lugar de ubicación y actos de explotación económica sobre 
bienes inmuebles, y por cantidad, calidad, características y 
lugar de ubicación cuando se trata de muebles, y cuyo resultado 
obedece al hecho de que “durante la inspección se podrá, de 
oficio o a petición de parte, recibir documentos y declaraciones 
de testigos, siempre que unos y otros se refieran a los hechos 
objeto de la misma” (Peláez, Manual, 2015, p. 272).
Dicha diligencia garantiza además una evidente publicitación de 
los actos procesales que en el curso de la diligencia de inspec-
ción judicial se han de realizar, desterrando en consecuencia 
la posibilidad de cualquier fraude desplegado con el propósito 
de ocultar la existencia del proceso, permitiéndose, por tanto, 
que en el curso de la misma puedan quienes les asista interés de 
intervenir en el proceso, bien sea para hacer valer sus derechos 
o también para ejercer control de legalidad sobre la actuación.
Pues bien, además del claro propósito que con ella se busca que 
es la perfecta individualización del bien descrito en la demanda 
con aquel sobre el cual se ejerce actos de señorío y a su vez los 
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referidos actos de señor y dueño, que como presupuestos fácticos 
de la demanda justifican la declaratoria de la pertenencia, como 
se dijo inicialmente, se debe, conforme a la nueva normativa, 
verificar que efectivamente la valla antes aludida se encuentre 
debidamente posicionada en el sitio para garantizar que se haya 
dado noticia de la existencia del proceso, no obstante haberse 
acreditado con antelación y mediante memoria fotográfica 
su colocación. En efecto, el numeral 9 del citado artículo 375 
dispone lo siguiente:
El juez deberá practicar personalmente inspección judicial 
sobre el inmueble para verificar los hechos relacionados 
en la demanda y constitutivos de la posesión alegada y la 
instalación adecuada de la valla o del aviso. En la diligencia el 
juez podrá practicar las pruebas que considere pertinentes. Al 
acta de la inspección judicial se anexarán fotograf ías actuales 
del inmueble en las que se observe el contenido de la valla 
instalada o del aviso fijado.
Es de tal trascendencia la práctica de esta prueba, que el Código 
General del Proceso incorporó una nueva causal de nulidad del 
proceso en aquellas actuaciones en donde siendo obligatoria 
la práctica de una prueba, esta no se realiza, como en efecto 
lo señala el artículo 133, numeral 5, disposición que recogió la 
tesis que en su momento esbozó la Corte Suprema de Justicia, 
Sala Civil, en pronunciamiento del 28 de junio de 2005 dentro 
del proceso con radicado 7901, siendo ponente Carlos Ignacio 
Jaramillo respecto a los efectos que debe producir en el proceso 
la omisión de la práctica de pruebas consideradas obligatorias.
2.3 Incorporación de la información del proceso en  
el Registro Nacional de Procesos de pertenencia
Esta constituye otra estrategia de publicitación a través de la cual 
se logra hacer efectivo el uso de las tecnologías de la información y 
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las comunicaciones que, previstas como necesarias en el proceso, 
en la forma señalada en el artículo 103 del Código General del 
Proceso, busca potenciar el efecto que producen tales herra-
mientas dentro del denominado ciberespacio, para facilitar la 
inclusión en un repositorio que será administrado por el propio 
Estado, con base en la información que para el efecto le entregue 
el interesado en las resultas del proceso, pues dicha inclusión en 
el referido registro es un presupuesto para considerar debida-
mente surtido el emplazamiento y con ello garantizar el acceso 
de cualquier interesado a esa base de datos.
En este sentido encontramos cómo en efecto el artículo 375, 
inciso final del numeral 7, señala que inscrita la demanda y 
aportadas las fotografías a las que refiere la valla, se ordenará la 
inclusión de la información al referido registro, y cuya regulación 
se encuentra contenida en el artículo 108, de la siguiente forma:
Artículo 108. Emplazamiento. (…)
Parágrafo primero. El Consejo Superior de la Judicatura 
llevará el Registro Nacional de Personas Emplazadas y deter-
minará la forma de darle publicidad. El Consejo Superior de 
la Judicatura garantizará el acceso al Registro Nacional de 
Personas Emplazadas a través de Internet y establecerá una 
base de datos que deberá permitir la consulta de la infor-
mación del registro, por lo menos, durante un (1) año contado 
a partir de la publicación del emplazamiento. 
El Consejo Superior de la Judicatura podrá disponer 
que este registro se publique de manera unificada con el 
Registro Nacional de Apertura de Procesos de Pertenencia, 
el Registro Nacional de Apertura de Procesos de Sucesión y 
las demás bases de datos que por ley o reglamento le corres-
ponda administrar. Parágrafo segundo. La publicación debe 
comprender la permanencia del contenido del emplazamiento 
en la página web del respectivo medio de comunicación, 
durante el término del emplazamiento.
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3. Momento procesal para el despliegue de  
la actividad probatoria
Si bien, conforme a la estructura procesal analizada en el 
numeral 2, es posible inferir que la práctica de las pruebas debe 
evidenciarse en la audiencia de instrucción y juzgamiento, sin 
perjuicio, claro está, de las precisas facultades que en materia de 
actividad probatoria le brinda al juez el artículo 372, numeral 7, 
inciso tercero del Código General del Proceso, que le permiten 
a este practicar pruebas en la audiencia inicial; en todo caso, se 
hace necesario efectuar dos precisiones que en relación con la 
específica práctica de la prueba de inspección judicial ha de tener 
incidencia en la actuación procesal, en la medida en que se logra 
materializar los principios de economía y celeridad procesal, 
dentro del proceso de pertenencia al que hemos venido haciendo 
alusión, y atempera a su vez el rigor del principio de la eventua-
lidad o preclusión.
Como primera medida, en tratándose de la práctica de este 
medio de prueba en la forma prevista en el Código General del 
Proceso, si bien se impone como regla general que debe esta 
realizarse antes de que sea citada la audiencia de instrucción 
y juzgamiento en la forma en que para el efecto lo indica el 
artículo 372, numeral 10, inciso segundo, lo cual supone que 
debió haberse agotado la audiencia inicial; para el caso del 
proceso de pertenencia el artículo 375, numeral 9, inciso 
segundo –que es norma especial–, consagra la posibilidad de 
que el juez disponga todo lo necesario para que en el desarrollo 
de la referida inspección judicial se lleven a cabo las medidas 
previstas en los artículos 372 y 373, lo cual constituye una 
verdadera novedad procesal, al permitir que en la práctica de 
la referida inspección pueda el juez prevenir a los interesados 
desde el mismo auto mediante el cual se señala fecha para la 
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audiencia inicial, que la misma se efectúe de manera simultánea 
con la diligencia de inspección, lo que impacta de manera 
positiva el principio de economía procesal.
En segundo lugar, conlleva necesariamente la posibilidad de 
que se agoten en su integridad, en la referida diligencia en que 
se ha de practicar la inspección judicial, las diversas actuaciones 
que integran el contenido de los artículos 372 y 373, respecti-
vamente, lo que garantiza que sea en el propio sitio objeto de la 
verificación, donde además de desplegar las actuaciones aludidas, 
pueda materializarse en toda su extensión la práctica de los 
diversos medios de prueba referidos en la demanda y correlativa 
contestación.
Así mismo, permitirá, por tanto, entre otras actividades, la 
práctica del interrogatorio exhaustivo que debe hacerse a las 
partes, la recepción de los testimonios anunciados, la susten-
tación por parte de los peritos de los dictámenes periciales 
que con los actos procesales de introducción se hayan allegado 
con destino al proceso, las pruebas documentales presentadas 
oportunamente, entre otras, y que agotado el debate probatorio, 
daría paso a la presentación de los alegatos de conclusión y a 
renglón seguido el proferimiento de la sentencia, haciéndose 
efectivos dentro de este modelo los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, inmediación y oralidad en toda su 
extensión, como pilares fundantes del proceso por audiencias.
Lo anterior para significar que la forma en que se encuentra 
estructurado el trámite del proceso de pertenencia favorece de 
manera positiva a la actuación, brindando con ello la celeridad 
requerida que como presupuesto indispensable en el proceso, 
logrará hacer efectivo el proceso de duración razonable que 
constituye un ingrediente que forma parte del contenido del 
derecho fundamental al debido proceso, como tuvo oportunidad 
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de señalarlo la Corte Constitucional en la Sentencia C-713 
del 15 de julio de 2008, con ponencia de Clara Inés Vargas 
Hernández, cuando tuvo ocasión de pronunciarse respecto a la 
constitucionalidad de proyecto de reforma de la Ley Estatutaria 
de la administración de justicia, específicamente cuando abordó 
el análisis del artículo 1º de dicho proyecto que modificaba el 
4º de la Ley 270 de 1996, en relación con la implementación 
de la oralidad en la actuación y la correlativa unificación de 
procedimientos, cuando dijo entre otras cosas, lo siguiente: 
(…) Otra innovación en el artículo modificado es la implan-
tación de la oralidad como un mecanismo para el logro de 
una justicia pronta y eficaz. Dicha disposición consagra el 
principio general, consistente en que las actuaciones que 
se realicen en los procesos judiciales deberán ser orales, y 
excepcional otra forma para su trámite, siempre de confor-
midad con la ley.
Oralidad en las actuaciones judiciales que no contraviene 
la Constitución, pues con ella se pretende propiciar condi-
ciones indispensables para imprimir celeridad al trámite de 
las actuaciones propias de los diferentes procesos, con miras 
a superar la congestión judicial que constituye uno de los más 
graves problemas de la administración de justicia, y garan-
tizar con ello la protección y efectividad de los derechos de 
los asociados, en cuanto concierne a la convivencia social, 
al orden justo y más específicamente al acceso a la adminis-
tración de justicia, consagrado como derecho fundamental 
en el artículo 229 Superior (…)
Conclusiones
1.  Si bien se conservan algunas particulares características 
propias del proceso de pertenencia, en la forma en que 
tradicionalmente se reguló en el Código de Procedimiento 
Civil, existen unos verdaderos cambios propiciados por la 
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incorporación de la oralidad, a través de la ley 1564 de 2012, 
que además de modificar la dinámica procesal, impone unas 
nuevas medidas en lo que respecta a la publicitación de la 
actuación, como, por ejemplo, incorporar como obligatoria la 
valla, y el gestionamiento del registro nacional de procesos de 
pertenencia, para facilitar de mejor manera el conocimiento 
de toda la comunidad acerca de la existencia de un proceso 
que por la naturaleza declarativa que ostenta, afecta la situa-
ción jurídica de quien en calidad de demandado ha de perder 
la condición de dueño, por virtud de la sentencia que allí se 
profiera.
5. La actividad probatoria que se ha de surtir en el proceso de 
pertenencia está regida por las normas que rigen todo lo 
relacionado con la producción de cada uno de los medios 
de prueba previstos en el Código General del Proceso; no 
obstante, es preciso señalar que cuando de practicar la inspec-
ción judicial que tiene carácter de obligatoria es este proceso, 
se trate, puede el juez de manera discrecional en aras de hacer 
efectiva la concentración de la actuación procesal, disponer 
que en el desarrollo de la misma se surta todas las actividades 
propias de la audiencia inicial y de la de instrucción y juzga-
miento, y en ese mismo escenario procesal se agote toda la 
actividad probatoria, lo que brindará una mayor celeridad al 
proceso y podrá hacer efectivo el plazo previsto en el artículo 
121 del Código General del Proceso para el proferimiento de 
sentencia de primer grado.
5. Por último, y pese al carácter de obligatoria que ostenta la 
práctica de la inspección, queda abierta la posibilidad de 
que en tratándose de dicha medida sobre predios rurales en 
la forma indicada en el parágrafo del artículo 238, se pueda 
hacer uso de tecnologías de avanzada que permitan la georre-
ferenciación y plena identificación de tales predios que por 
Ramón antonio Peláez HeRnández
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su lugar de ubicación pueden tornar dificultosa la práctica 
de una prueba de esta naturaleza. El tiempo nos dirá qué tan 
viable resultará esta medida.
Referencias
Azula Camacho, J. (1993). Manual de Derecho Procesal Civil. 
Bogotá: Editorial Temis.
Devis Echandia, H. (1995). Teoría General de la prueba Judicial. 
Tomo II. Bogotá: Editorial ABC.
Parra Quijano, J. (2008). Manual de Derecho Probatorio. Bogotá: 
Librería Ediciones del Profesional Ltda.
Peláez Hernández, R. (2013). Estructura del Proceso Civil en el 
Contexto de la Oralidad. Bogotá: Editorial Doctrina y Ley.
Peláez Hernández, R. (2015). Manual para el Manejo de la 
Prueba. Cuarta edición. Bogotá: Editorial Doctrina y Ley 
Rojas Gómez, M. (2013). Lecciones de derecho procesal. Tomo II. 
Procedimiento Civil. Bogotá: Ediciones Esaju.
Fuentes jurisprudenciales
Corte Suprema de Justicia. Sala civil. Sentencia del 28 de junio de 
2005. M. P., Carlos Ignacio Jaramillo.
Corte Constitucional. Sentencia C-713 del 15 de julio de 2008. 
M. P., Clara Inés Vargas Hernández.
Legales
Código Civil Colombiano.
Código General del Proceso - Ley 1564 de 2012.

EL PROCESO DE  
PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA  
EN LA LEY 1561 DE 2012





Uno de los temas más importantes de regulación para los 
romanos y las legislaciones actuales ha sido la prescripción, 
como forma de adquirir el dominio de las cosas, junto con otras 
como la tradición, ocupación, accesión, sucesión por causa de 
muerte.
Roma señaló que las cosas se ganan o pierden por el paso del 
tiempo. De ocurrir lo segundo, quien se haya comportado con 
la misma intención como se comporta el legítimo dueño de la 
cosa, podrá acceder a la propiedad de la misma. Se establecen los 
conceptos de usucapión o praescriptio.
Abordaremos dentro del concepto general de texto al que perte-
nece este artículo la pertenencia como mecanismo procesal para 
efectivizar la prescripción adquisitiva de dominio; el análisis de 
la Ley 1561 de 2012 que establece un trámite verbal especial con 
el propósito de otorgar títulos de propiedad al poseedor material 
de bienes inmuebles rulares y urbanos que, al carecer de título de 
dominio, se establece en mero poseedor con la anomalía jurídica 
de no haber consolidado este, generándose inseguridad jurídica 
tanto para el particular como para la sociedad como un todo, en 
la medida en que la Constitución Política garantiza y protege la 
propiedad privada.
Se emprende el análisis de la Ley 1561/12 tanto en lo sustan-
cial que regula, como en lo procesal, probatorio y cautelas que 
permiten materializar el derecho que pretende otorgar.
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1. Aspectos generales inherentes a la 
usucapión
Desde el establecimiento del hombre en sociedad se ha adver-
tido en su comportamiento la necesidad tanto de pertenecer a 
algo, surgiendo así diversas asociaciones de carácter familiar, 
gremial, laboral, asociativas, lúdicas, etc. Como de disponer de 
algo, de bienes, ya sea en forma individual o de manera colec-
tiva. De esa necesidad surge otra, la de adquirir las cosas que lo 
satisfagan o al menos cubran sus necesidades básicas, ello en 
lo material; a más de ello busca mediante formas que hoy son 
jurídicas asegurar su permanencia y cierto posicionamiento 
frente a otros congéneres. Nace así la familia, constituyéndose 
esta primordialmente a partir del vínculo sanguíneo, pero de 
igual manera por acuerdos o vínculos legales –lo es así el matri-
monio– o a partir de la intención positiva de dos personas de 
conformarla. 
El innato sentido de propiedad que le es inherente al hombre lo 
ha llevado desde tiempo atrás a idear y normar distintas formas 
típicas y jurídicas de adquirir esa propiedad o dominio, a saber: 
la ocupación, regulada en el artículo 685 del C.C.; la accesión, 
normada en el artículo 713 del C.C.; la tradición, regulada a 
partir del artículo 740 del C.C.; la sucesión por causa de muerte, 
regulada a partir del Libro Tercero, Título I del C.C.; la prescrip-
ción adquisitiva, regulada a partir del artículo 2512 del C.C. 
Aspecto fundamental por resaltar desde ya es lo inherente a 
la necesidad de no confundir la posesión con la prescripción. 
Como lo indica el artículo 762 del C.C., la posesión se establece 
en la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y 
dueño. Esa actitud de comportamiento se puede expresar tanto 




La posesión sabida se estructura a partir de dos elementos esen-
ciales: el animus y el corpus. 
Distinto pero complementario lo es la prescripción adquisitiva, 
esta se establece no como la tenencia de una cosa con ánimo de 
señor y dueño; se le entiende como la manera como se busca 
adquirir el dominio de una cosa –por lo general inmueble– por 
quien frente a un bien determinado alega y demuestra haberse 
comportado como se comportaría un verdadero dueño en la 
forma y por el tiempo que establece la ley sustancial.
El mecanismo procesal a fin de materializar ese derecho sustancial 
–ganar el dominio de las cosas a partir de la prescripción– es el 
proceso declarativo de pertenencia, del cual refiere ampliamente 
el texto que incluye este artículo.
2. Breve reseña histórica de la usucapión
Como tantas de nuestras instituciones tanto sustanciales como 
procesales tienen su origen en el Derecho romano antiguo, a 
partir de cultores del Derecho, juristas que a partir del Derecho 
civil crearon un conjunto normativo que hoy es de plena 
aplicación.
Usucapión o usucapio es una palabra compuesta del sustantivo 
usus, término arcaico utilizado para designar la posesión, y 
el verbo capere (tomar), esto es, adquisición de la propiedad 
mediante la posesión continuada en el tiempo.1 
Son fuentes romanas de esta institución: a) Ulpiano: Regla 19,8: 
“Por usucapión alcanzamos la propiedad, tanto de las cosas 
mancipables como de las no mancipables. La usucapión consiste 
en la adquisición de la propiedad por la posesión continua de las 
1  www.derechoromano.es/2012/08/usucapion.html
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cosas durante uno o dos años; un año para las cosas muebles y 
dos para las inmuebles”.
b) Ley de las XII Tablas, Tabla 5-6: “Los fundos serán adquiridos 
por usucapión, después de dos años de posesión, las cosas 
muebles después de un año”.
c) Gayo: Institutas 11.42: “La usucapión de muebles bienes se 
cumple al año, la de un fundo o de una casa en dos años. Así 
está dispuesto en la Ley de las XII Tablas”.
d) Modestino: Digesto 41.3.3: “La usucapión es la agregación 
del dominio mediante la continuación de la posesión por el 
tiempo determinado en la ley”.2
Según lo enseña Gayo, la figura de la usucapión se introduce 
en Roma a fin de evitar la incertidumbre sobre la propiedad 
de la tierra, estableciéndose como una institución de interés 
público y con la clara finalidad de dar certeza a la propiedad 
de las cosas, cuando la transmisión de esta ha devenido en 
irregular por la ocurrencia de vicios ya sea de forma o de fondo, 
así como cuando se vende un bien inmueble por documento 
privado requiriéndose en todo caso escritura pública, lo cual, 
al no existir esta, menos aún la necesaria inscripción en el 
registro de instrumentos públicos. Un vicio de fondo cuando 
quien funge como vendedor no es el propietario del bien pero 
en todo caso producto del negocio jurídico hace entrega del 
bien al comprador, quien se entiende adquiere de buena fe, 
evento en el cual el adquirente lo es solo de la posesión mas 
no de las propiedad, surgiendo así un vicio en la tradición de 
la cosa, que luego se impone sanear a fin de que cese el estado 
de incertidumbre creado. Surge entonces la usucapión como 
2 Alvarado Chacón, Joaquín Rafael. La usucapión como modo de adquirir 
de la propiedad en el derecho romano y su influencia en la legislación civil 
latinoamericana. Universidad de Carabobo.
Héctor ArévAlo Fómeque
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mecanismo para sanear la irregularidad generada, en la medida 
en que el adquirente cumpla con los requisitos necesarios para 
usucapir, entre otros el tiempo necesario para poder consolidar 
el derecho que no logró inicialmente cuando se dio en forma 
irregular el negocio jurídico de la compraventa.
Roma señaló los requisitos necesarios de la usucapión, señalando 
que para usucapir son necesarios cinco elementos que suelen 
tradicionalmente citarse en la siguiente regla mnemotécnica: res 
habilis, titulus, fides, possessio, tempus.3
La res habilis entendiéndose como el negocio ágil, lo cual por esa 
agilidad no se cumplen los requisitos necesarios para la tradición 
de ciertas cosas, o el adquirente no se cerciora de si el tradente 
está en capacidad de transmitir la propiedad ya sea porque no 
es el titular del derecho o, porque siéndolo, una sentencia ejecu-
toriada en inhabilitación negocial le privó temporalmente de la 
facultad negocial. 
El titulus corresponde al título que pretende ubicar la propiedad 
en el adquirente; así, por ejemplo, la escritura pública, no 
obstante cuando se pretende inscribir en el registro no es posible 
al ocurrir un vicio de fondo, quien trade o transfiere la propiedad 
no es el titular de la misma, ocurriendo venta de cosa ajena, a su 
vez un impedimento para la efectiva transmisión del dominio, 
necesitándose luego la usucapión para sanear el vicio.
La fides corresponde a la fe, a la creencia por el tradente de que 
está adquiriendo la propiedad de su legítimo detentador cuando 
en verdad no es así; o la creencia de que es válido el negocio 
jurídico bajo la forma como se está realizando, cuando en realidad 
han ocurrido en la transmisión vicios de forma.
3 www.derechoromano.es/2012/08/usucapion.html
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La possessio corresponde a los actos continuos, públicos y 
pacíficos que realiza el adquirente irregular de la cosa, o quien 
sin haber adquirido ocupa el bien y en el tiempo comienza a 
comportarse con ánimo de señor y dueño.
En tanto que el tempus sabido es el tiempo que se requiere para 
usucapir, dependiendo ello de la clase de prescripción que se 
alegue judicialmente. 
3.  La posesión en nuestro ordenamiento 
sustancial civil
El artículo 762 del Código Civil conceptúa esta figura así: 
La posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo 
de señor y dueño sea que el dueño o el que se da por tal, tenga 
la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar 
y a nombre de él.
El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no 
justifique serlo.
La norma indica que la posesión es la tenencia de una cosa ya sea 
por quien en la actualidad es el verdadero dueño, luego entonces 
no solo es dueño como detentador del dominio, además en la 
cotidianidad se comporta como tal y así es percibido pública-
mente; pero también es poseedor aquella persona que no es 
dueño pero frente a un determinado bien se comporta como 
tal. Agrega la norma que el poseedor podrá tener la cosa por sí 
mismo, o por otra persona que la tenga a su nombre. 
Así, puede ocurrir que quien se comporta con ánimo de señor 
y dueño tenga la tenencia de la cosa o, al contrario, ese ánimo 
lo ejerza por interpuesta persona, quien frente al poseedor se 




El profesor Fernando Arias al explicar la posesión y su regu-
lación en el artículo 762 del C.C. indica que siguiendo el texto 
jurídico planteado, podría afirmarse sin temor que frente a los 
bienes se detentan tres relaciones jurídicas: propiedad, posesión 
y tenencia.4
El autor cita a su vez a José J. Gómez, quien sobre la posesión 
señala: 
… poder f ísico sobre las cosas, en virtud del cual se ejecutan 
sobre ellas actos materiales de goce y transformación, sea que 
se tenga el derecho o que no se tenga; por ella obtenemos 
de los bienes patrimoniales el beneficio señalado por la 
naturaleza o por el hombre; ella misma realiza en el tiempo los 
trascendentales efectos que se le atribuyen, de crear y sanear 
el derecho, brindar la prueba óptima de la propiedad y llevar 
a los asociados orden y bonanza; y es ella, no las inscripciones 
en los libros de registro, la que realiza la función social de la 
propiedad sobre la tierra, asiento de la especie y cumbre de 
las aspiraciones de las masas humanas.5
Ernesto Peña en su texto sobre el Derecho de bienes, estudiando 
la posesión señala que es: “el acto jurídico de señorío de un 
4 Arias García, Fernando (2008). Bienes Civiles y Mercantiles. Grupo 
Editorial Ibáñez, p. 70.
5 Arias García, Faernando. Op. cit., p. 71. La cita del autor que hace respecto 
del profesor J.J. Gómez sin duda viene a definir de manera singular en 
qué consiste la posesión sobre un determinado bien, relievando que la 
intención y realización de actos positivos por el hombre de comportarse 
como dueño de algo es lo que lo lleva finalmente a convertirse en 
dueño, privilegiando este comportamiento sobre la mera forma de una 
inscripción en el registro. La función social de la tierra se establece a 
partir del comportamiento que sobre la misma se ejerce por el hombre, 
con ánimo de señor y dueño y no a partir de las meras formalidades del 
registro. Esto nos lleva a pensar sobre las diferencias y alcance de ser 
nudo propietario o propietario pleno; comportarse como dueño o dejar 
de hacerlo, con las consecuencias jurídicas que ello entraña.
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sujeto sobre una cosa, por ser su dueño, por tenerse por tal, o por 
pretender serlo frente a su verdadero dueño”.6
La posesión se encuentra íntimamente atada a la prescripción 
como manera de adquirir el dominio de las cosas, ello en la 
medida en que el prescribiente deberá demostrar además de 
otros requisitos, la posesión por el tiempo que la ley sustancial 
le exija. 
Señala el artículo 2512 del Código Civil colombiano que la 
prescripción se establece en modo de adquirir el dominio de las 
cosas ajenas, o de extinguir las acciones o los derechos ajenos, ya 
sea por haberse ejercido la posesión sobre alguna cosa o, por el 
contrario, por no haberse ejercido las acciones y derechos que le 
son inherentes a la propiedad.
Aquí es imperioso referir a los dos elementos necesarios para 
poder usucapir: animus y corpus.
Sobre la ocurrencia de esos dos elementos estructurales de la 
posesión, y este a su vez como elemento necesario para poder 
luego invocar la prescripción adquisitiva de dominio, nuestra 
más alta corporación en la jurisdicción ordinaria ha señalado que 
el animus corresponde al elemento subjetivo, la convicción 
o ánimo de señor y dueño de ser propietario del bien desco-
nociendo dominio ajeno; y el segundo, material o externo, 
tener la cosa, lo que generalmente se traduce en la explo-
tación económica de la misma, con actos o hechos tales como 
levantar construcciones, arrendarla, usarla para su propio 
beneficio y otros parecidos. (…)7
6 Peña Quiñones, Ernesto (1995). El Derecho de los Bienes. Bogotá: Librería 
Jurídica Wilches, p. 106.
7 Corte Supprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria, M.P., Dr. 




Por regla general la prescripción adquisitiva de dominio se alega 
judicialmente a partir del proceso declarativo de pertenencia hoy 
regulado en el artículo 375 del Código General del Proceso, el 
cual se aborda por otros autores del texto.
Nos ocupa a continuación la razón principal de este artículo 
analizar los aspectos sustanciales y procesales contenidos en 
la Ley 1561 de 2012, referidos a la posesión que se ejerce sobre 
bienes inmuebles tanto del sector rural como urbano bajo la 
denominación de pequeña entidad económica y para el sanea-
miento de la falsa tradición. 
4. Aspectos generales que componen la Ley 
1561 de 2012
En lo sustancial la ley tiene el propósito indicado en el artículo 
1, promover el acceso a la propiedad respecto de aquella persona 
que frente a un bien se le tiene como mero poseedor, encon-
trándose aquel ya sea en el sector rural como urbano, a partir de 
catalogarse el bien como de pequeña entidad económica. 
La denominación de pequeña entidad económica se enmarca 
dentro de dos requisitos básicos: el predio debe ser de propiedad 
privada y cuya extensión no exceda una (1) unidad agrícola 
familiar, conocida como UAF, extensión que es establecida por el 
Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, Incoder, o por quien 
cumpla esas funciones. 
La Ley 1561 de 2012 también tiene como propósito el sanea-
miento de títulos que conlleven la llamada falsa tradición, todo 
 Sobre la posesión como elemento de la prescripción adquisitiva de 
dominio y la suma de posesiones, refiere la C.S.J., en sala de casación civil 
con ponencia del magistrado José Fernando Ramírez Gómez, sentencia 
del 6 de abril de 1999, expediente 4931.
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ello con los propósitos de garantizar la seguridad jurídica en los 
derechos sobre inmuebles, propiciar el desarrollo sostenible y 
prevenir el despojo o abandono forzado de inmuebles.
Cuatro aspectos básicos se analizan respecto de la ley: lo sustan-
cial que viene a regular la norma, lo procesal en cuanto al trámite 
verbal especial establecido en la ley; lo probatorio y las cautelas 
que permitirán materializar el derecho invocado por el actor.
4.1 Aspectos sustanciales contenidos en la norma
Sabido es que la norma procesal tiene como propósito funda-
mental hacer efectivo el derecho sustancial, luego el conjunto 
normativo en estudio, esencialmente procesal, busca efectivizar, 
de un lado, la prescripción adquisitiva respecto de un determi-
nado bien, y de otro, sanear los títulos que conlleven la falsa 
tradición. 
El primer aspecto, señalamos, corresponde a permitir el acceso 
a la propiedad a partir de una de sus formas, la prescripción 
adquisitiva de dominio respecto de un bien inmueble ubicado 
indistintamente en el sector rural o urbano, eso sí, observando 
la característica necesaria de ser de pequeña entidad económica, 
correspondiendo esta a una (1) unidad agrícola familiar, UAF. 
El Incoder la define: 
Es la empresa básica de producción agrícola, pecuaria, 
acuícola o forestal, cuya extensión permite, con su proyecto 
productivo y tecnología adecuada, generar como mínimo 
dos salarios mínimos legales mensuales vigentes. Además, 
permite a la familia remunerar su trabajo y disponer de un 
capital que contribuya a la formación de su patrimonio.8




De igual manera la ley tiene en lo sustancial el propósito de 
propender por el saneamiento de aquellos títulos de propiedad 
afectados de falsa tradición. 
Entiéndase que ha ocurrido la falsa tradición cuando se trasmite 
el derecho de propiedad de un bien, para el caso de un bien 
inmueble sin ser el tradente el titular del derecho de dominio 
sobre este, como ocurre en la venta de cosa ajena, ocurre el 
fenómeno de transmisión del derecho incompleto. Cuando el 
adquirente bajo esta circunstancia inscribe el documento de la 
compraventa –escritura pública– en el registro, lo hace bajo la 
figura de la falsa tradición.
Para sanear esa falsa tradición se promulgó la Ley 1561 de 2012, 
normando en el artículo 2º que se le otorgará título de propiedad 
a quien demuestre posesión material del bien, cumpliendo los 
requisitos establecidos en la ley (…)
De igual manera podrá sanear aquella persona que se encuentre 
en la situación de falsa tradición, como cuando ha ocurrido la 
enajenación de cosa ajena o la transferencia de derecho incom-
pleto o sin antecedente propio.
La posesión que alegue el demandante deberá además de los 
ya conocidos requisitos para usucapir, con el tiempo, que para 
predios rurales debe ser cinco (5) años para posesiones regulares 
y diez (10) años cuando se trate de posesión irregular, lo aquí 
señalado cuando se trate de predios rurales.
La posesión material de un bien rural también ocurre a partir de 
la explotación económica, la vivienda y la conservación ambiental 
del bien, certificada por autoridad competente. 
Tratándose de bienes urbanos le corresponde al accionante 
demostrar posesión regular o irregular por los términos esta-
blecidos en la ley para la prescripción ordinaria o extraordinaria 
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sobre bienes inmuebles urbanos –vale señalar a los que refiere 
la ley 791 de 2002– cuyo avalúo catastral no supere 250 smlmv.
Tratándose de bienes inmuebles destinados a vivienda de interés 
social, la declaración de pertenencia y el saneamiento de la falsa 
tradición se regirán por lo consagrado en el artículo 51 de la Ley 
9ª de 1989.
4.2 Aspectos procesales y probatorios relevantes
Dado que se constituye en aspecto fundamental de la ley y su 
propósito, de manera sistemática presentamos los aspectos 
procesales más importantes de su contenido y propósito, además 
de un breve comentario.
a) Se legitima por activa la persona natural que haya poseído 
el bien inmueble por el tiempo que la ley establece. De igual 
manera, quien alegue y demuestre la ocurrencia de la falsa 
tradición.
b) La legitimación por activa cobija tanto al cónyuge con 
sociedad conyugal vigente como al compañero permanente 
con sociedad patrimonial declarada o reconocida; el juez, 
por tanto, proferirá el fallo a favor de ambos cónyuges o 
compañeros permanentes. Se establece así una especie de 
legitimación extraordinaria.
c) Se establece un proceso verbal especial, justamente bajo el 
procedimiento a que refiere la Ley 1561 de 2012. Se rige bajo 
los siguientes principios rectores: concentración de la prueba, 
impulso oficioso, publicidad, contradicción, prevalencia del 
derecho sustancial.
 Se determina como proceso residual el verbal declarativo 
consagrado en el ordenamiento procesal civil, para el caso y 
actualidad, el Código General del Proceso.
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 Es necesario advertir primeramente que el trámite verbal 
que establece la Ley 1561 de 2012 está acorde con la nueva 
tendencia hacia la oralidad que normas contemporáneas 
también han establecido, así, la Ley 1437 de 2011 o CPACA, 
la misma Ley 1564 de 2012 o Código General del Proceso, 
inclusive la reiteración de trámite esencialmente oral que se 
advierte en la Ley 1563 de 2012, estatuto arbitral nacional e 
internacional. 
 En segundo lugar cabe indicar que esta Ley 1561 de 2012 no 
ha sufrido derogatoria alguna, siquiera parcial, a partir de la 
entrada en vigencia de manera escalonada del Código General 
del Proceso, en adelante CGP. Basta revisar los artículos 626 
y 627 de ese estatuto.
d) Se le otorga competencia para conocer del proceso verbal 
especial al juez civil municipal del lugar donde se encuentra 
el bien.
 De la lectura del artículo 8º de la Ley se advierte el siguiente 
alcance: i) Cuando se indica juez municipal se entiende 
también el promiscuo municipal, se excluye el juez de pequeñas 
causas; ii) esta asignación de competencia concuerda con la 
que viene a señalar el artículo 18, numeral 1, del CGP sobre 
competencia de jueces municipales en primera instancia; iii) 
tal como ocurre en el CGP se aplica el fuero real exclusivo, en 
la medida en que refiriendo el proceso a un bien inmueble, se 
debe demandar ante el juez del lugar donde este se encuentre, 
pero si se halla ubicado el bien en dos circunscripciones terri-
toriales, se aplicará el fuero concurrente a elección; iv) refiere 
el precitado artículo 8º de la Ley 1561 de 2012 a la residua-
lidad del estatuto procesal civil, artículo 15, ello en cuanto a 
acumulación de pretensiones, demandas y procesos, para el 
caso específico cuando varios poseedores lo son respecto de 
un mismo predio de mayor extensión, podrán acumular sus 
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pretensiones, demandas y procesos, todo ello a partir de la 
observancia de los presupuestos establecidos en el artículo 88 
del CGP sobre acumulación de pretensiones. 
e) La demanda con la cual se acude a la jurisdicción deberá 
cumplir los requisitos del artículo 82 del CGP, excluyendo el 
numeral 7º sobre juramento estimatorio, en la medida en que 
por factor objetivo de la competencia este especial proceso 
atiende la naturaleza del asunto, precisamente obtener la 
propiedad o sanear la falsa tradición respecto de una pequeña 
porción de terreno, la denominada UAF.
 Cosa distinta es la necesidad de acudir al juramento deferido 
por el demandante cuando se trate de hacer las afirmaciones 
a que refieren los literales a) y b) del artículo 10 de la ley en 
estudio.
 En consecuencia, el accionante en el libelo demandatorio 
deberá cumplir adicionalmente con los siguientes requi-
sitos: i) afirmar expresamente que el bien involucrado en 
el proceso, del cual se busca obtener la declaración de titu-
lación, no se encuentra en las circunstancias de exclusión 
previstas en el artículo 6 de la Ley 1561 de 2012; ii) afirmar 
si el demandante tiene vínculo matrimonial con sociedad 
conyugal vigente o sociedad marital de hecho, en la medida 
en que se encuentre declarada o reconocida la sociedad 
patrimonial. 
 Aspecto fundamental inherente a la protección no solo del 
poseedor o de quien pretenda el saneamiento de título que 
conlleve la denominada falsa tradición, además la protección 
de su núcleo familiar, el cual comienza con la obligación de 
afirmar bajo juramento el nombre y ubicación del cónyuge 
o del compañero permanente. Ello denota preocupación 
efectiva de la norma por proteger la familia como unidad 
básica de la sociedad, ello a voces y en cumplimiento del 
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mandato constitucional contenido en el artículo 42 de 
nuestra Carta superior, pero yendo más allá, sin duda en la 
mayoría de ocasiones el poseedor será el varón, entonces se 
viene a proteger a la mujer, sea en condición de cónyuge o de 
compañera permanente, con ello lográndose una protección 
de ella, observándose así los presupuestos del artículo 43 
superior.
 Una eventual titulación de la posesión material de la pequeña 
entidad económica no se hará a espaldas del cónyuge o 
compañero permanente, lo incluirá y le permitirá saber que 
tiene un derecho el cual podrá hacer valer en caso de eventual 
liquidación de la sociedad conyugal, disolución y liquidación 
de unión patrimonial de hecho. Tal como lo señala el pará-
grafo del artículo 2º de la Ley en estudio.
f)  En lo probatorio desde la demanda se debe aportar el certifi-
cado de tradición y libertad del inmueble en el cual conste la 
titularidad de derechos reales principales sujetos a registro, o 
el certificado de no existen.
 La obligación de aportar el certificado de tradición bajo estos 
parámetros se debe entender a partir de la necesidad de 
vincular al proceso a quienes ostenten esos derechos, confor-
mándose así un litisconsorcio necesario por pasiva.
 Sabido es que la posesión es un hecho del cual cuando 
se proyecta en el tiempo podrá surgir un derecho, el del 
dominio a partir de invocarse judicialmente la prescripción 
adquisitiva. Por tanto, a partir del desarrollo de la condu-
cencia y pertinencia de la prueba, se establece en principal la 
proposición de la prueba testimonial, se torna en una Regina 
probatissima de la posesión, para lo cual el apoderado del 
demandante dará estricto cumplimiento en su proposición al 
artículo 212 del CGP, prestando necesaria atención al requi-
sito de enunciarse concretamente el objeto de la prueba.
270 
EL PROCESO DE PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA EN LA LEY 1561 DE 2012
 Deben saber también tanto el juzgador como los apoderados 
de las partes que ya está vigente la norma probatoria que 
permite a las partes una vez agotaron su primera ronda de 
preguntas a contrainterrogar, claro está, solo con fines de 
aclaración y refutación. Uno de los aspectos más importantes 
que viene a normar el CGP en el artículo 221, numeral 4º, 
consiste en la implementación del contrainterrogatorio con 
los fines aquí señalados. Debe tenerse en cuenta, por tanto, 
que la nueva oportunidad para interrogar no es amplia, no 
es una ocasión para formular interrogantes nuevos, aquellos 
que no se formularon en la primera ronda. 
 Con la proposición de la prueba testimonial se aportarán 
aquellos documentos que tiendan a probar el compor-
tamiento de señor y dueño sobre el predio a usucapir, 
así aquellos que demuestren el pago de impuestos, tasas, 
contribuciones, valorizaciones, construcción de mejoras, 
todo ello en aras de probar la posesión y correlativamente 
el abandono tanto jurídico como material por el nudo 
propietario.
 El artículo 11 de la Ley 1561 de 2012 –ley de propieta-
rios– en su literal c) refiere a la necesidad de aportación de 
certificado por autoridad catastral; de lo cual debe saber el 
apoderado judicial en la medida en que ello se establece en 
anexo obligatorio de la demanda. Aquí se debe acudir, de 
ser necesario a la denominada “prueba por informe” a que 
refiere el artículo 275 del CGP, para lo cual a su vez, se está 
haciendo uso del constitucional derecho de petición.
 Respecto de la prueba documental aportada es necesario 
indicar que su aportación podrá ocurrir en original o en 
copia simple –reproducción fotostática–, con idéntico valor 




g) Como toda demanda el juez podrá admitir, inadmitir o 
rechazarla. No obstante, se le limita las causas de rechazo 
de plano cuando el inmueble se encuentre en alguna de las 
causales de exclusión a que refiere el artículo 6º de la ley en 
estudio o cuando la demanda se dirija contra indeterminados 
si se trata de saneamiento de título por falsa tradición. 
 Se privilegia la actuación oficiosa del juez a fin de subsanar las 
deficiencias de que adolezca la demanda, estableciéndose así 
un primer momento para realizar el control de legalidad a está 
obligado durante todo el proceso. Cabe resaltar nuevamente 
una de las características de este procedimiento, el impulso 
oficioso del juzgador, así entonces lo establecen los artículos 
5º y 13 de la Ley 1561 de 2012.
h) Tal como ocurre para el proceso de pertenencia el auto 
admisorio de la demanda ordenará notificar personalmente 
al demandando dicha providencia y a los demás titulares 
de derechos reales principales, ello en la forma del estatuto 
procesal vigente –CGP– por su carácter de residual y por 
expresa remisión.
 Indica el artículo 14 de la ley de propietarios a qué entidades 
se les debe oficiar, tal como ocurre bajo el CGP con el 
proceso de pertenencia, todo ello en aras de evitar al máximo 
la ocurrencia de procesos fraudulentos o colusivos, que 
buscarían el despojo de tierras y el desplazamiento forzado 
de los ocupantes del bien, ya sean legítimos propietarios o 
poseedores del mismo.
 Tratándose de buscar la titulación a partir de la posesión, 
de manera adicional se deberá ordenar por el juzgador el 
emplazamiento de indeterminados en los términos del preci-
tado artículo 14, incluyendo la instalación de una valla, todo 
ello bajo los parámetros de la norma especial en cita, pero 
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acudiendo para el emplazamiento a lo normado en el CGP, 
artículo 108.
 El juez realizará inspección judicial sobre el inmueble a fin de 
establecer y corroborar los presupuestos fácticos alegados en 
el libelo respecto de la posesión alegada aún en los casos de 
falsas tradición. Sabido es que la prueba de inspección judicial 
se establece en directa en la medida en que la percepción de 
los hechos ocurrirá a partir de los órganos de los sentidos del 
juzgador. De igual manera, que esta prueba por regla general 
queda supeditado su decreto y práctica a que el hecho no sea 
posible demostrarlo por otros medios de prueba, como son la 
videograbación, prueba pericial, documentos u otros medios 
de prueba; así lo establecieron últimamente la Ley 1395 de 
2010 y el actual CGP.
i)  A fin de garantizar el derecho de contradicción, en general 
el debido proceso, el demandado singular o plural a causa 
del litisconsorcio necesario que se podrá conformar, dispone 
de dos oportunidades para ejercer su oposición a los hechos 
y pretensiones de la demanda, al descorrer el traslado de 
la demanda y en el momento de adelantarse la inspección 
judicial.
j) Es procedente de igual manera la práctica de una prueba 
pericial, cuando se requiera la plena identificación e indi-
vidualización del bien a partir de sus linderos y cabida. Por 
economía procesal las dos pruebas se practicarán al unísono. 
k) La sentencia de primera instancia se deberá proferir inme-
diatamente practicada la inspección judicial y recaudada la 
pericia, de ser el caso, previo garantizar la contradicción de 
la prueba, ello en el entendido de que las demás pruebas ya 
obran en el expediente.
 La sentencia favorable a las pretensiones declarará y ordenará 
la titulación de la posesión material sobre el inmueble, o 
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el saneamiento de la falsa tradición según lo pedido en las 
pretensiones. Consecuencialmente ordenará la inscripción 
en el registro, en el correspondiente folio de matrícula inmo-
biliario, o de ser el caso ordenará la asignación de un nuevo 
folio. Una vez hecho lo anterior, los particulares no podrán 
demandar sobre la propiedad o la posesión del bien por 
causa anterior al fallo, salvo cuando se alegue la circunstancia 
prevista en la ley 1448 de 2011, vale señalar, cuando la persona 
haya sido víctima de despojo, usurpación o abandono forzado, 
la cual no pudo en su oportunidad oponerse al proceso verbal 
especial de que trata la ley en estudio. Cuando ocurra alguna 
de las situaciones mencionadas, el afectado podrá solicitar 
en cualquier tiempo la nulidad de la sentencia proferida. La 
competencia para conocer de la nulidad alegada recae en el 
juez civil del Circuito Especializado en Restitución de tierras. 
 Varios comentarios se imponen respecto del trámite aquí 
reseñado: i) a voces del artículo 17 de la Ley 1561 de 2012 
cuando refiere a que el juez proferirá inmediatamente 
sentencia de primera instancia y bajo la observancia de la 
regla técnica de la concentración propia de todo proceso 
verbal o por audiencias, además de lo señalado sobre el 
particular por el artículo 5º ya comentado, se entiende que la 
misma la proferirá el juzgador antes de finalizar la diligencia 
de inspección judicial, con o sin intervención de perito, en el 
entendido de que para ese momento con el acervo probatorio 
recaudado ha llegado al grado de convicción necesario para 
fallar, así lo viene a regular para el proceso de pertenencia el 
inciso segundo del numeral 9 del artículo 375 del CGP; ii) 
si bien la norma especial no hace referencia en su trámite 
especial a la posibilidad de que las partes y/o sus apoderados 
presenten alegaciones de conclusión, nada lo impide bajo un 
presupuesto de garantismo y ante todo por el derecho que 
tienen las partes de hacer su propia valoración de la prueba 
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de los hechos, además de la pertinente acotación jurispru-
dencial y doctrinal a que haya lugar. Para lo correspondiente 
el juzgador, por remisión normativa dará aplicación al 
artículo 373 del CGP que regula la audiencia de instrucción 
y juzgamiento; ello, reiteramos, es garantismo y observancia 
plena de las formas de cada proceso. 
l) La segunda instancia solo es posible provocarse a partir del 
recurso ordinario de apelación, la norma no consagra expre-
samente el grado de consulta, pero además no es posible 
aplicar norma supletiva del ordenamiento procesal civil, en 
la medida en que el CGP no consagra ese grado de control 
jurisdiccional.
 Se concede la apelación en el efecto suspensivo, a diferencia de 
la modificación que sobre los efectos en los cuales se concede 
la apelación normó la Ley 1395 de 2010, que estableció como 
regla general el efecto devolutivo, salvo cuatro excepciones 
allí indicadas. 
 La sentencia proferida sin duda produce efectos erga omnes, 
salvo por supuesto frente a la persona que se encuentre en 
alguna de la circunstancias previstas en la Ley 1448 de 2011. 
m) Aspectos puntuales de forma, referidos al trámite procesal 
los podemos sintetizar así: i) posibilidad de intervención 
en el proceso por el Ministerio Público; ii) necesidad del 
derecho de postulación; iii) duración del proceso con un 
lapso no superior a seis (6) meses contados desde la notifi-
cación del auto admisorio al demandado, segunda instancia 
no superior a tres (3) meses, contados a partir del recibido 
del expediente en secretaría, reduciendo los términos a 
la mitad, comparado la disposición con lo normado en el 
artículo 121 del CGP.
 Especial acotación amerita lo consagrado en el artículo 
19º de la ley en lo inherente a causales de nulidad. Aquella 
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persona que en los términos de la Ley 1448 de 2011 haya 
sido víctima de despojo, usurpación o abandono forzado 
en los términos previstos en la Ley 1448 de 2011, a quien 
por razón de las circunstancias indicadas no le fue posible 
oponerse en el proceso verbal especial de que trata la Ley 
1561 de 2012, podrá solicitar en cualquier tiempo la nulidad 
de la sentencia ejecutoriada, siendo juez competente para 
ese trámite el juez civil del Circuito Especializado en 
Restitución de Tierras, ante quien se deberá probar que 
la posesión en el proceso alegada por el accionante, cuyo 
título se otorgó mediante el fallo proferido, tuvo su origen 
en alguna de esas circunstancias, que por tanto impone 
la declaratoria de la nulidad solicitada. Recalcar que ante 
este especial evento y dadas las circunstancias espurias que 
antecedieron la declaración favorable a las pretensiones del 
proceso especial, se establece la no preclusión para impetrar 
la nulidad advertida. 
4.3 Medidas cautelares nominadas e innominadas 
Tal como ocurre en el proceso de pertenencia, en este proceso 
verbal especial es procedente desde el auto admisorio de la 
demanda decretar aun de oficio la inscripción de la demanda, la 
cual se radicará en el folio de matrícula inmobiliaria del predio 
materia de posesión, o en el folio de matrícula inmobiliaria que 
corresponda por estar inscrita allí la falsa tradición.
Ante el silencio de la norma –artículo 14, Ley 1561 de 2012–, 
referido a la necesidad de la práctica urgente de la cautela, con 
ello privilegiando uno de los presupuestos de las medidas caute-
lares, el denominado Periculum in mora, es necesario acotar que 
el juzgador de primera instancia deberá observar los mandatos 
señalados en el artículo 588 del CGP, de igual manera lo indicado 
en los artículos 591 y 592 del mismo ordenamiento.
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Pero de igual modo consideramos a voces del artículo 590 del 
CGP la procedencia del decreto y práctica de medidas cautelares 
innominadas con su doble función; de un lado, ser mecanismo 
de protección actual del derecho objeto del litigio, impedir su 
infracción o evitar las consecuencias derivadas de la misma; de 
otro, propender por asegurar o garantizar desde el comienzo de 
la actuación el cumplimiento de efectivización del futuro fallo a 
proferirse.
En específico, consideramos pertinente el decreto y práctica de 
las siguientes medidas cautelares en este trámite verbal especial: 
i) solicitar oficiar al Incoder a fin de que suspenda cualquiera 
actuación administrativa que esté adelantando respecto del 
predio materia del proceso hasta tanto no se defina en el proceso 
verbal especial la condición de poseedor de buena fe exenta de 
culpa y que el bien inmueble involucrado no es de aquellos que 
por mandato de la misma Ley 1561 de 2012 en su artículo 6º no 
están en circunstancias de exclusión; ii) solicitar al juzgador les 
ordene a los demás poseedores cuando varias personas ejercen 
actos de señor y dueño, se abstengan de realizar actos perturba-
torios de la posesión de otros o que conlleven confusión frente 
a la necesaria individualización de la porción de terreno o franja 
sobre la cual se está realizando la posesión de cada quien, cuando 
de predios de mayor extensión se trate; iii) medida cautelar inno-
minada de importancia en no pocas ocasiones, cuando de predios 
rurales se trate, incluso de ciertos predios urbanos dependiendo 
de su ubicación, el de ordenar a las autoridades competentes, 
entre ellas la Fiscalía General de la Nación, adopte las medidas de 
protección necesarias a fin de garantizar la protección de aquel 
poseedor o grupo de ellos que por situación de vulnerabilidad 
manifiesta se encuentren en situación de despojo de la tierra o de 
desplazamiento forzado, situación que se agravaría justamente 
con ocasión del proceso judicial y la reacción al mismo por el 
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nudo propietario u otros actores que tengan de capacidad de 
causar un daño al poseedor de la tierra.
Precisamente cuando se den estas circunstancias de vulnerabi-
lidad manifiesta, consideramos que el juzgador debe disponer de 
la facultad de proferir fallo extra o ultra petita.
Las demás medidas cautelares que el juez considere necesarias 
para salvaguardar no solo el derecho objeto del litigio, enten-
dido este como el bien o la cosa involucrada en el proceso, más 
aún, salvaguardar los derechos fundamentales de las personas 
involucradas en el trámite judicial, máxime cuando se trata de 
actuaciones judiciales en las que se involucra la titularidad de la 
tierra.
Sea que se decreten cautelas de oficio o a petición de parte en 
todo caso el juez tendrá en cuenta uno de los presupuestos más 
importantes de las cautelas, el denominado fumus boni iuris o 
apariencia de buen derecho. El decreto y práctica de cautelas 
que por lo general se efectúan in audita parte están en todo caso 
relacionadas y son consecuencia de la verosimilitud del derecho 
que se discute y se busca declarar.
Conclusiones 
La ley 1561 de 2012 ha sido denominada “ley de propietarios” en 
la medida en que su razón de ser justamente es la de propender 
por la titularización de la tierra, de contera haciendo cesar el 
estado de incertidumbre precedente, dando seguridad jurídica 
frente a la propiedad de la tierra, razón de ser de la figura de la 
usucapio en la antigua Roma.
Como se advirtió en el curso del artículo, el trámite especial 
consagrado en la ley propende por la titulación frente a personas 
y circunstancias especiales, pero siempre en aras de garantizar 
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la propiedad privada y hacer cesar un estado de incertidumbre 
sobre la misma, así se aporta a fin de lograr la paz y armonía 
sociales, en últimas la razón de ser de las normas tanto sustan-
ciales como procesales. 
En lo procesal, el trámite especial de carácter verbal encuentra 
similitud con lo que norma el CGP para los procesos declarativos, 
la oralidad a partir del proceso verbal en sus dos modalidades, 
en ambas leyes, 1561 y 1564 de 2012 se propende por inmedia-
ción y concentración tanto para el trámite como en el recaudo 
probatorio. Se advierte actuaciones procesales similares, siendo 
preponderante no tanto la audiencia como sí la diligencia en la 
cual no solo se recaudarán pruebas, allí mismo se podrá proferir 
el fallo de fondo, lo cual ocurre en primera instancia, garantizán-
dose así el principio universal de la doble instancia del cual se 
viene hablando con insistencia recientemente. 
Se advierte en el conjunto normativo de la ley 1561 de 2012 un 
necesario afán de garantizar los derechos de cada quien, de un 
lado del poseedor y de aquel propietario irregular que solo puedo 
inscribir falsa tradición, pero también evitando que el trámite 
especial se convierta en herramienta ilegal para formalizar situa-
ciones de despojo frente a quien si es en verdad un poseedor con 
la injusticia e inseguridad jurídica que ello conlleva. 
Los requisitos por cumplir, las entidades a las cuales se les debe 
oficiar, la inspección judicial que en todo caso se debe practicar, 
el garantismo que se advierte con la eventual participación del 
Ministerio Público, los efectos erga omnes del fallo, salvo respecto 
de quien alegue encontrarse en las circunstancias a que refiere la 
Ley 1448 de 2011, la posibilidad de intervención en el trámite 
pre-procesal por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
entidad que a partir de abogados designados y técnicos especia-
lizados elaborará informes técnico-jurídicos, planos y actas de 
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colindancia, las cuales se establecen per se en material probatorio 
para el juzgador, agilizando así el recaudo probatorio.
Denota el legislador especial preocupación en el hecho cierto 
de poner al servicio de la sociedad, en relación con una franja 
poblacional vulnerable, un mecanismo procesal ágil para la satis-
facción de uno de los derechos que está amparado por nuestra 
Constitución Política, el derecho a la propiedad, lo que además 
se constituye en un anhelo recurrente para el hombre y su convi-
vencia en el ámbito social en el cual se desarrolla.
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EL PROCESO DECLARATIVO  
DE PERTENENCIA EN EL CÓDIgO 
gENERAL DEL PROCESO





El estudio de la norma procesal reta a quienes se aproximan a 
ella a comprenderla teniendo en cuenta aspectos de derecho 
sustancial, pues de lo contrario sería imposible formular 
de manera correcta pretensiones, excepciones, e incluso, 
resolver casos difíciles. En efecto, estas líneas quieren invitar 
al lector a realizar una aproximación al proceso declarativo 
de pertenencia consagrado en el Código General del Proceso 
(CGP) sobre la base de las siguientes reglas: (i) la prevalencia 
de Derecho sustancial sobre el procesal, (ii) la búsqueda de la 
seguridad jurídica, (iii) la perspectiva crítica frente a la reformas 
procesales, y (iv) el anhelo de ver el Derecho –sustancial y 
procesal– como un sistema sin grado de jerarquías regido por 
los mandatos constitucionales y convencionales.
En este orden de ideas, el texto se dividirá en seis partes; primero 
se harán algunas reflexiones sobre los aspectos generales del 
proceso declarativo de pertenencia, las cuales se concentran 
en analizar algunas figuras del Derecho sustancial como lo 
son la posesión y prescripción. En segundo orden, se expli-
caran cuáles son los procedimientos vigentes para adelantar 
procesos de pertenencia en Colombia, aunque el escrito estará 
dirigido únicamente a reflexionar de fondo sobre los aspectos 
consagrados en el CGP. Tercero, se abordarán bajo el rótulo de 
aspectos introductorios del proceso temas como la jurisdicción 
y competencia, legitimación en la causa por activa y pasiva, 
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notificaciones y formas de reacción de los demandados. En 
cuarto lugar se analizarán los aspectos más relevantes en materia 
probatoria, para en quinto lugar hacer algunas reflexiones frente 
a los efectos de la sentencia. Finalmente, se abordará lo relativo 
a las medidas cautelares y se expondrán las correspondientes 
conclusiones.
1. Aspectos generales del proceso de 
pertenencia
Si el Derecho Procesal es aquella área del conocimiento jurídico 
que se encarga de garantizar el Derecho sustancial, entonces 
es menester puntualizar cuáles son los derechos, obligaciones 
y deberes que circundan el proceso declarativo de pertenencia 
y que serán el parámetro para una correcta formulación de las 
pretensiones y excepciones sustentadas sobre la base de diversos 
hechos susceptibles de prueba en relación con unos fundamentos 
jurídicos.
En este orden de ideas, escribe el profesor Hernán Fabio López 
Blanco (2009) que mediante el proceso de pertenencia “se 
procura constituir el título traslaticio de dominio que comple-
mente el modo de adquirir llamado usucapión o prescripción 
adquisitiva” (p. 83), lo que implica entonces que para formular 
correctamente una pretensión de pertenencia o una correcta 
oposición se requiere conocer qué significa un título traslaticio 
de dominio y qué ha de entenderse por usucapión o prescripción 
adquisitiva. En efecto, el título es el hecho o la misma ley que 
da la posibilidad de adquirir un derecho real, mientras que el 
modo es la forma de ejecutar el título (Velázquez, 2008, p. 283), 
lo que implica entonces que al hacer referencia al proceso de 
pertenencia la prescripción es el modo y la sentencia judicial que 
se pretende obtener será el título. 
Jorge Andrés MorA Méndez
285 
Sin embargo, es precisamente en torno al modo de la usucapión 
o prescripción adquisitiva en donde surgen los primeros desafíos 
sustanciales del proceso de pertenencia, toda vez que al leer el 
artículo 2512 del Código Civil se define la prescripción como 
“un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones 
o derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse 
ejercido dichas acciones y derechos durante cierto lapso de 
tiempo, y concurriendo los demás requisitos legales”, definición 
de la que es posible hacer algunos comentarios en torno a los dos 
tipos de prescripción, a la aparición de la posesión, a la ausencia 
del ejercicio de acciones y derechos en un lapso de tiempo 
determinado y, por ende, a la forma como cada uno de los ante-
riores elementos objeto de análisis deben tenerse en cuenta en 
el momento de formular una pretensión orientada a adquirir el 
derecho de domino.
Así las cosas, el artículo 2512 da a entender que existen dos 
clases de prescripción; la adquisitiva o usucapión y la extintiva 
o liberatoria. La adquisitiva o usucapión se presenta cuando 
una persona posee un bien ajeno en las condiciones fijadas 
por la ley, esto es, con la existencia de un justo título, buena 
fe y posesión material sin interrupciones de conformidad a 
lo señalado en el artículo 4 de la Ley 791 de 2002. Del mismo 
modo, las anteriores condiciones variarán dependiendo del 
tipo de prescripción adquisitiva que se esté alegando, pues esta 
puede ser ordinaria o extraordinaria. Tratándose de la extraor-
dinaria, será necesario tan solo acreditar la existencia de una 
posesión material sin interrupciones no inferior a 10 años tanto 
para bienes muebles como inmuebles, mientras que para la 
ordinaria se requerirá acreditar no solo la posesión material de 
3 o 5 años, dependiendo de si se trata de muebles o inmuebles, 
respectivamente, sino también la existencia de un justo título y 
buena fe.
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El segundo tipo de prescripción que se desprende de la lectura 
del artículo 2512 es la extintiva o liberatoria, la cual se caracteriza 
por extinguir las acciones y derechos ajenos por no ejercerlos su 
titular en el tiempo establecido en la ley. En el caso del proceso 
declarativo de pertenencia, una vez sea alegada la prescripción 
adquisitiva del derecho de dominio a favor de quien ha sido 
poseedor, correlativamente se presentará la prescripción libera-
toria materializada en la extinción del derecho de dominio de 
quien hasta ese momento había sido titular de dicho derecho 
por no haberlo ejercido y mostrarse totalmente inactivo frente 
al mismo. 
Como consecuencia de lo anterior, es posible afirmar que los 
dos tipos de prescripción tienen dos diferencias fundamentales. 
Primera, que mientras en la prescripción adquisitiva la posesión 
material ininterrumpida es un requisito esencial para que 
haya lugar a su declaratoria, para la prescripción extintiva no, 
pues se requiere la correspondiente inactividad; y en segundo 
lugar, mientras que con la prescripción adquisitiva se adquiere 
un nuevo derecho, con la extintiva no, pues por el contrario 
este se pierde. Del mismo modo, hay dos semejanzas entre la 
prescripción adquisitiva y la extintiva, consistentes en la nece-
sidad del transcurso del tiempo para que se presenten y en que 
sus efectos solo se pueden presentar única y exclusivamente 
cuando han sido solicitados judicialmente, lo que implica que 
es imposible que un juez genere algún tipo de prescripción de 
forma oficiosa.
Otra de las instituciones del Derecho sustancial que es deter-
minante en el momento de abordar el proceso declarativo de 
pertenencia es la posesión, pues esta representa uno de los 
requisitos para que pueda existir la prescripción adquisitiva del 
derecho de dominio. En efecto, la posesión, la cual es definida por 
el Código Civil colombiano en su artículo 763 como “la tenencia 
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de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que 
el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por 
otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él”. Esta defini-
ción legal permite identificar los dos elementos de la posesión; el 
animus y el corpus, que se refieren a la tenencia real y material de 
una cosa con ánimo de señor y dueño. 
En este sentido, la prosperidad de una pretensión de naturaleza 
declarativa en la que se busque la prescripción adquisitiva del 
derecho de dominio dependerá, entre otras cosas, de la forma 
como el demandante logre probar la existencia del ánimo 
de señor y dueño sobre el bien mueble o inmueble objeto de 
posesión, pues es precisamente allí en donde se podría concen-
trar la defensa del propietario demandado evidenciando que 
no existe una verdadera posesión sino una mera tenencia, 
caracterizada porque en ella se presenta un reconocimiento del 
dominio ajeno tal como lo consagra el artículo 775 del Estatuto 
Civil colombiano.1 
De igual modo, es necesario tener en cuenta que existen dos 
formas de posesión; regular e irregular. La posesión regular es 
aquella que da lugar a la prescripción ordinaria y que se caracte-
riza por estar acompañada de la existencia de un justo título y de 
la buena fe, siendo el requisito del tiempo, es decir, 5 años para 
inmuebles y 3 para muebles, propio de la institución jurídica de 
la prescripción ordinaria y no de la posesión regular. En torno 
a la existencia de justo título, el Código Civil diferencia en los 
artículos 765 y 766 los títulos justos de los injustos, generando 
comentarios como los del profesor Luis Guillermo Velázquez 
Jaramillo (2008) quien escribe: “el justo título se deriva de un 
acto jurídico que implica una propiedad aparente puesto que da 
1 Es necesario aclarar que quien en principio es tenedor puede convertirse 
en poseedor, apareciendo la denominada conversión de título.
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la impresión de transferencia real de dominio. Hay capacidad 
y se cumplen los requisitos formales de ley. Sin embargo, el 
disponente no tiene condiciones de propietario” (p. 161).
Respecto a la buena fe como elemento configurador de la 
posesión regular, al ser este un elemento estrictamente 
subjetivo, se centra en determinar que el poseedor adquirió 
la tenencia del bien creyendo que lo hizo haciendo uso de los 
medios autorizados por la ley, como, por ejemplo, cuando se 
presenta la venta de cosa ajena autorizada en el ordenamiento 
jurídico colombiano en donde el adquiriente confía que está 
celebrando un negocio jurídico con quien es el verdadero titular 
del derecho de domino del bien vendido.
En contraste con lo anterior, cuando se hace referencia a la 
posesión irregular se está señalando con aquella a la tenencia 
material de una cosa con ánimo de señor y dueño pero sin la 
existencia de buena fe, justo título o ambos, surgiendo entonces 
este tipo de posesión que trae como consecuencia la prescripción 
extraordinaria, que como ya se explicó en párrafos anteriores, 
requiere diez años de posesión quieta, pacífica y tranquila.
Así las cosas, el proceso declarativo de pertenencia lleva consigo 
un cúmulo de instituciones jurídicas propias del Derecho 
privado que deben tenerse en cuenta a la hora de abordarlo, 
dado que la prosperidad de una pretensión o excepción depen-
derá de la correcta interpretación del Derecho sustancial, el 
cual requiere un complejo análisis que no se agota con lo hasta 
acá escrito sino que será abordado de una forma más detallada 
en otro capítulo de esta obra. Por esta razón se invita al lector a 
acostumbrarse a analizar el Derecho sustancial objeto de discu-
sión antes de entrar a desarrollar una demanda propiamente 
dicha, pues ello dará claridad y acercará al éxito en el litigio 
judicial.
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2. Procedimientos vigentes para tramitar  
el proceso declarativo de pertenencia
Actualmente el proceso declarativo de pertenencia tiene varios 
procedimientos consagrados en varias fuentes normativas que 
podrán ponerse en marcha dependiendo de las circunstancias 
fácticas que circunden la posesión realizada sobre el bien 
mueble o inmueble, así:
2.1 Ley 1564 de 2012
Esta ley derogó el Código de Procedimiento Civil y trajo consigo 
el denominado Código General del Proceso, consagrando en su 
artículo 375 los parámetros que deben tenerse en cuenta para 
la prescripción de derecho de dominio de la generalidad de los 
bienes objeto de usucapión. En este orden de ideas, esta es la 
norma marco en materia de pertenencia y que será el centro de 
reflexión de este capítulo.
2.2 Ley 1561 de 2012
Este compendio normativo, que derogó la Ley 1182 de 2008, 
estableció un proceso verbal especial para otorgar títulos de 
propiedad al poseedor material de bienes inmuebles urbanos 
y rurales de pequeña entidad económica, sanear la falsa 
tradición, entre otros aspectos. Esta norma, encuadra como 
poseedor de inmueble rural a todo aquel que pretenda obtener 
título de propiedad sobre un inmueble rural sobre un predio 
de propiedad privada cuya extensión no exceda una (1) Unidad 
Agrícola Familiar (UAF), la cual es establecida por el Instituto 
Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) o por quien cumpla 
las respectivas funciones. De igual forma, enmarca como posee-
dores de inmuebles urbanos a todos aquellos que pretendan 
obtener título de propiedad sobre bienes inmuebles urbanos 
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cuyo avalúo catastral no supere doscientos cincuenta salarios 
mínimos legales mensuales vigentes (250 smlmv).
2.3 Ley 1183 de 2008
Esta Ley se caracteriza por permitir a los poseedores materiales 
de inmuebles urbanos de estratos uno y dos que carezcan de 
título inscrito la solicitud de la inscripción de la declaración de 
la calidad de poseedores regulares de dichos bienes, habilitán-
dolos para adquirir su dominio por prescripción ordinaria en los 
términos y plazos consagrados en la Ley 791 de 2002 y leyes espe-
ciales que reglamentan el proceso de pertenencia de los bienes 
considerados de interés social, trámite que es de competencia de 
los notarios del circulo en donde se encuentren los bienes objeto 
de usucapión.2
2.4 Ley 9 de 1989
A través de dicha ley se crearon un conjunto de disposiciones 
normativas tendientes a facilitar el saneamiento de la titulación 
de vivienda de interés social a través del proceso de pertenencia, 
caracterizándose por disminuir los términos para la prescrip-
ción adquisitiva (3 o 5 años, de acuerdo con el artículo 51) y por 
obviar algunos requisitos generales obligatorios para adelantar 
este tipo de procesos.
2 Debe tenerse en cuenta que los artículos 10, 11, 12, 13 y 14 de la ley 1183 
de 2008 fueron declarados inexequibles a través de la sentencia C-1159 de 
2008, bajo el argumento de que solamente los jueces de la república son los 
que tienen autorización constitucional para declarar o extinguir derechos 
y no los notarios, como se permitía en las disposiciones normativas objeto 
de confrontación constitucional.
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3. Aspectos introductorios al proceso de 
pertenencia en el Código General del 
Proceso
El proceso declarativo de pertenencia se caracteriza por tener 
disposiciones especiales que deben tenerse en cuenta en el 
momento de promover este tipo de acción, so pena de no alcanzar 
los resultados esperados. En esta tercera parte del presente 
trabajo se harán algunos comentarios en torno a la jurisdicción y 
competencia, requisitos de la demanda, legitimación en la causa 
por activa o pasiva, a las notificaciones y a las formas de reacción 
del demandado en este tipo de procesos, destacando los aspectos 
que fueron modificados con el Código General del Proceso 
respecto al Código de Procedimiento Civil.
3.1 Jurisdicción y competencia
Si bien los factores para determinar la competencia siguen 
siendo los mismos en el CGP, más allá de la reorganización 
normativa, del aumento de cuantías y de la aparición del fuero 
de atracción, tal como se puede concluir de la lectura del 
trabajo del profesor Henry Sanabria Santos (2013), el proceso 
declarativo de pertenencia sí sufre una modificación en este 
aspecto, teniendo en cuenta que con el nuevo estatuto procesal 
la competencia se determinará considerando el factor objetivo 
-cuantía- y territorial -fuero real.
En consecuencia de lo anterior, el proceso de pertenencia 
ya no será de competencia exclusiva de los jueces civiles del 
circuito tal como estaba consagrado en el artículo 16, numeral 
4 del Código de Procedimiento Civil, en donde el proceso debía 
adelantarse ante el juez civil del circuito en forma exclusiva. 
En el Código General del Proceso se determinará la compe-
tencia teniendo en cuenta el valor catastral del bien objeto de 
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usucapión, lo que puede generar que la competencia recaiga 
en cabeza de un juez civil municipal o del circuito del lugar 
en donde se encuentre el inmueble, es decir, se aplica el factor 
territorial fuero real consagrado en el artículo 28, numeral 7 del 
CGP.
3.2 Legitimación en la causa por activa3
El proceso declarativo de pertenencia puede ser iniciado por 
un poseedor regular o irregular, un acreedor de un poseedor 
renuente o que haya renunciado a la posesión, un comunero 
y finalmente el propietario.4 A continuación se harán algunos 
comentarios a cada una de estas posibilidades.
3 En el presente trabajo se desarrollarán cuatro posibles sujetos que 
tienen autorización legal expresa para iniciar el proceso de pertenencia. 
Sin embargo, el profesor Ramiro Bejarano incluye dentro de los 
sujetos legitimados por activa al mismo propietario, argumentando 
que él también podría iniciar este proceso declarativo con el fin de 
sanear su propiedad, situación que no parece necesaria para el autor 
de estas páginas, si se tiene en cuenta que la prescripción puede ser 
alegada tanto por acción como por excepción, de manera que un 
propietario que encuentre su derecho de propiedad afectado por un 
tercero podrá excepcionar en el proceso en concreto e incluso utilizar 
la reconvención con el fin de sanear su propiedad, evitándole así gastos 
innecesarios que generan el derecho de acción propiamente dicho. 
Ver: Bejarano Guzmán; Ramiro, La acción oblicua en el proceso de 
pertenencia, Revista Externado de Colombia, vol. XIX, Bogotá, abril 
de 1978, p. 95.
4 Vale la pena aclarar que la ley 721 de 2002 permite alegar la prescripción 
adquisitiva de derecho de dominio a través de excepción y no solamente 
por medio de reconvención, como anteriormente se entendía. Pese a lo 
anterior, el presente escrito hace énfasis en el derecho de acción ejercido 
en el proceso de pertenencia propiamente dicho y no en el reivindicatorio, 
en donde puede surgir la excepción de prescripción adquisitiva del 
derecho de dominio. 
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•	 Poseedor
Esta es la posibilidad más común, pues este proceso surgió en el 
siglo pasado pensando especialmente en todos aquellos que con 
ánimo de señor y dueño poseían bienes muebles e inmuebles, 
toda vez que la función social de la propiedad conlleva a benefi-
ciar a quienes la requieren y castigar a los que no la ejercen.
•	 Acreedor
Puede suceder que existan poseedores a quienes no les interese 
promover el proceso declarativo de pertenencia buscando 
obtener beneficios de carácter tributario o defraudar intereses 
de terceros acreedores, pues ante la imposibilidad del acreedor 
de embargar el bien en donde el poseedor ejerce actos de señor 
y dueño puede presentarse la prescripción de la obligación.5 
En virtud de lo anterior y en especial para garantizar seguridad 
jurídica de los negocios jurídicos, los acreedores en el ordena-
miento jurídico colombiano tienen legitimación en la causa por 
activa para iniciar el proceso declarativo de pertenencia, tal como 
se despende del artículo 375, numeral 2 del Código General del 
Proceso, concretándose la denominada acción oblicua o legiti-
mación extraordinaria.6
5 Vale la pena recordar que en virtud del artículo 593, numeral 1 del CGP, 
para que proceda la inscripción del embargo sobre un bien por parte de 
la autoridad competente, esto es, la Oficina de Instrumentos Públicos, 
debe coincidir el afectado de la medida cautelar y el titular del derecho 
de dominio del mueble o inmueble, situación que nunca va a concordar 
cuando aquel solo se es poseedor, impidiendo así la realización de la 
garantía.
6 Para efectos de ahondar sobre el concepto de legitimación extraordinaria, 
ver: Ugo Rocco (1976), Tratado de Derecho Procesal Civil, t. 1, Parte 
General, Bogotá, Buenos Aires, Temis - Depalma, pp. 367 y 368. En: 
Bejarano Guzmán; Ramiro (2003), Procesos declarativos, ejecutivos y 
arbitrales, Bogotá, Editorial Temis S.A., p. 91.
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En torno a la posibilidad de que el acreedor tenga legitimación en 
causa para iniciar el proceso declarativo de pertenencia surgen 
tres interrogantes: ¿Es necesario citar al poseedor al interior del 
proceso de pertenencia iniciado por el acreedor? ¿El acreedor 
debe probar su calidad a través de exhibición de título ejecutivo 
en el momento de la presentación de la demanda? ¿La renuncia 
a la prescripción realizada por el poseedor a favor del propietario 
antes de iniciar el proceso de pertenencia elimina la posibilidad 
de que el acreedor tenga una sentencia favorable en el proceso 
declarativo de pertenencia?
Respecto al primer interrogante, el debate se centra en esta-
blecer si el acreedor y poseedor conforman un litisconsorcio 
necesario o cuasi-necesario, lo que trae varias consecuencias en 
el proceso. Al respecto, el profesor Hernán Fabio López Blanco 
(2009) sostiene que debido a que el fallo no afecta directamente 
al acreedor demandante, sino a su deudor, es decir, el poseedor, 
se hace necesario citar a este último con el fin de evitar nulidades 
de lo actuado luego del fallo de primera instancia, como sucede 
cuando no se integra correctamente el litisconsorcio necesario 
(p. 97).
En contraposición con la postura expuesta por el jurista López 
Blanco se encuentra lo explicado por el profesor Ramiro Bejarano 
(2003), que en este escrito acogemos, quien sostiene que ante 
la aparición de la acción oblicua se configura un litisconsorcio 
cuasi-necesario7 entre el poseedor y acreedor, lo que significa 
que el poseedor-deudor puede intervenir en el proceso en 
forma limitada, y de no hacerlo la sentencia que se profiera en 
el proceso de pertenencia le será totalmente oponible toda vez 
que por medio del acreedor estuvo presente en el proceso (p. 92).
7 En el Código General del Proceso se establece una disposición normativa 
exclusiva para este tipo de litisconsorcios, la cual se ubica en el artículo 62. 
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En virtud de lo anterior, cabe resaltar que aunque la ley autoriza 
al acreedor a ejercer el derecho de acción configurándose un 
litisconsorcio cuasi-necesario, no hay que dejar de lado los 
problemas prácticos que se tendrían a la hora de desarrollar 
el proceso judicial sin la comparecencia del deudor poseedor, 
como sería, por ejemplo, en la práctica de la inspección judicial, 
la instalación de la valla sobre el inmueble, entre otros aspectos. 
Dicha situación se facilitaría vinculando al poseedor desde el 
inicio del proceso no para evitar nulidades por indebida configu-
ración del litisconsorcio sino para hacer más eficiente el trámite 
del proceso, más aun si se tiene en cuenta que la renuncia hecha 
por el poseedor a la prescripción una vez iniciado el proceso no 
tiene validez alguna, tal como está consagrado en el artículo 375, 
numeral 2, lo que elimina cualquier tipo de temor que tenga el 
acreedor frente a la comparecencia del poseedor-deudor.
Frente al segundo interrogante, esto es, si el acreedor debe 
probar su calidad al momento de presentar la demanda a través 
de la exhibición de un título ejecutivo existen dos posiciones. La 
primera, explicada en principio por el profesor Ramiro Bejarano 
(1978, p. 73) y seguida por el maestro López Blanco (2003, p. 
97), en la que la declaración de pertenencia solo será posible si 
existe certeza del derecho del acreedor, es decir, que la condi-
ción de acreedor debe estar planamente declarada, obligando 
a vincular dentro de los anexos de la demanda de pertenencia 
la prueba de dicha condición. Una segunda posición es la desa-
rrollada en un segundo momento por el mismo jurista Ramiro 
Bejarano (2003), quien rectifica su primera posición explicando 
que la calidad de acreedor se tiene independientemente de que 
no se tenga su prueba, lo que implica entonces que la demos-
tración de dicha posición es determinante no como anexo de 
la demanda sino como tema de análisis de legitimación en la 
causa que se evaluará solo hasta la sentencia judicial, generando 
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eventualmente un fallo inhibitorio de no existir prueba de la 
condición de acreedor.
Al respecto, la norma al no establecer en forma expresa que se 
debe probar la calidad de acreedor, no se puede concluir que se 
requiere un nuevo anexo de la demanda que evite inadmisiones 
o rechazos sobrevinientes de la misma, pues ello sería ir en 
contra de la voluntad del legislador y configuraría un limitación 
al acceso a la administración de justicia. Sin embargo, desde un 
punto de vista estrictamente doctrinal y que, por ende, no cons-
tituye fuente formal del derecho, en este trabajo se comparte la 
primera posición del profesor Ramiro Bejarano y apoyada por el 
maestro López Blanco, siempre y cuando se tenga en cuenta que 
la prueba de condición de acreedor puede ser también el manda-
miento ejecutivo proferido por juez de la república dentro del 
proceso ejecutivo adelantado contra el poseedor y no solamente 
el título ejecutivo propiamente dicho, lo que además beneficiará 
al acreedor suspendiendo términos de prescripción de la obli-
gación contenida en el titulo ejecutivo. Aunado a lo anterior, 
esto alejaría del proceso de pertenencia una práctica judicial que 
hace mucho daño a la administración de justicia, como lo son los 
fallos inhibitorios que vulneran la tutela judicial efectiva como 
derecho fundamental y no desgastaría a la administración de 
justicia congestionándola con un trámite procesal que implica 
desplazamiento de funcionarios judiciales y demás gastos de 
recursos que en países como Colombia son limitados. 
Finalmente, frente a la posibilidad de que el acreedor pueda 
ejercer el derecho de acción por su deudor-poseedor, se hace 
necesario que se diferencie la renuncia de la renuencia, pues 
estos dos conceptos son fundamentales para comprender el 
numeral 2 del artículo 375 del CGP. En efecto, la renuencia 
implica que el poseedor, a pesar de cumplir cada uno de los 
requisitos exigidos por la ley para obtener un sentencia favorable 
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en un proceso de pertenencia, se abstiene de hacerlo, mientras 
que la renuncia implica a que el poseedor que cumple todos los 
requisitos exigidos por la ley prescinde expresa o tácitamente 
de ese derecho en favor del propietario del bien (Lopéz Blanco, 
2003, p. 99).
Cuando la renuncia a la prescripción se presente una vez se 
haya iniciado el proceso por el acreedor, de manera expresa el 
artículo 375 del CGP señala que no se tendrá en cuenta, pero 
si se presenta antes de iniciarse el proceso, el acreedor deberá 
incluir una nueva pretensión a la demanda de pertenencia y 
acumularla con la que busque la prescripción adquisitiva del 
derecho de dominio, la cual estará dirigida a obtener la decla-
ración de invalidez del acto por medio del cual se renunció a la 
prescripción a favor del propietario. 
•	 Comunero
El Código General, siguiendo lo que en el pasado se consagró en 
el artículo 407, numeral 3 del Código de Procedimiento Civil, 
faculta en su artículo 375, numeral 3, al comunero para iniciar 
el proceso declarativo de pertenencia, siendo necesario aclarar 
que bajo esta posibilidad no se puede hablar de la existencia de 
un poseedor propiamente dicho, toda vez que el comunero ya es 
propietario del bien, solo que lo es en común y pro indiviso. 
Así mismo, hay que tener presente que la ley consagra ciertos 
requisitos que se deben tener en cuenta a la hora de que un 
comunero quiera promover esta acción civil, como lo son la 
posesión por un término no inferior a 10 años, es decir, el de la 
prescripción extraordinaria, que se haya presentado una explo-
tación económica de la parte del bien objeto de usucapión y que 
no haya existido previo acuerdo para dicho usufructo económico 
con los demás comuneros o por disposición de autoridad judicial 
o del administrador de la comunidad.
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•	 Otras personas
Tal como lo escribe el profesor Fernando Badillo Abril (2011), el 
artículo 2 de la ley 791 de 2002 permite extender la legitimación 
para alegar la usucapión a cualquier otra persona que tenga 
interés en que sea declarada, como podría ser, por ejemplo, el 
cónyuge o compañero permanente del poseedor, quienes pueden 
ver perjudicada su sociedad conyugal o patrimonial si el poseedor 
cónyuge o compañero permanente renuncia o se rehúsa a buscar 
la prescripción adquisitiva del derecho de dominio.
3.3 Legitimación en la causa por pasiva8
El artículo 375, numeral 5 del Código General del Proceso, 
modifica lo que se venía sosteniendo respecto a los sujetos 
legitimados en la causa por pasiva. En vigencia del Código de 
Procedimiento civil la doctrina especializada manifestaba que 
teniendo en cuenta que el artículo 407, numeral 5, ordenaba 
demandar únicamente a los titulares de derechos reales 
principales,9 por tanto, mal se haría en interpretar que también 
8 Uno de los aspectos más novedosos en el Código General del Proceso 
frente al proceso de pertenencia se encuentra en este punto, pues el nuevo 
estatuto procesal ordena vincular al proceso como demandados a todos los 
titulares de derechos reales sobre el inmueble, generando un interesante 
debate que se resume en la siguiente pregunta: ¿la citación a acreedores 
hipotecarios o prendarios en el proceso de pertenencia genera de por sí 
una afectación a su derecho real en caso de que al poseedor –demandante 
le prosperen sus pretensiones? Dada la importancia que reviste el tema y 
la coherencia que requiere he decidido desarrollarlo en lo relativo a los 
efectos de la sentencia, pues al ser un tema complejo es necesario tener en 
cuenta cada una de las novedades o características de este proceso para no 
caer en desatinos al interpretar la norma jurídica.
9 Consagra el artículo 407, numeral 5, lo siguiente: A la demanda deberá 
acompañarse un certificado del registrador de instrumentos públicos en 
donde consten las personas que figuren como titulares de derechos reales 
sujetos a registro, o que no aparece ninguna como tal. Siempre que en el 
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se debía incluir como sujetos legitimados por pasiva a los titu-
lares de derechos reales accesorios, como lo son los acreedores 
prendarios e hipotecarios, aunado a que la norma en ningún 
momento ordenaba citarlos (Bejarano, 2003, p. 95; López Blanco, 
2009, p. 110).
Dicha posición pierde todo fundamento si se tiene en cuenta que 
el Código General del Proceso ordena en el numeral 5 del artículo 
375 que la demanda deberá promoverse contra todos los titulares 
de derechos reales que obren sobre el bien, es decir, no diferenció 
entre quiénes son titulares de derechos reales principales de los 
que ostentan la condición de titulares de derechos accesorios, e 
incluso en el nuevo estatuto procesal existe una orden de citar al 
proceso a los acreedores prendarios e hipotecarios.10
Así las cosas, la demanda de pertenencia deberá ser dirigida 
contra todos los titulares de derechos reales principales, como 
lo son el propietario, usuario, habitador y usufructuario, pero 
también contra las personas titulares de derechos reales acceso-
rios, el acreedor prendario o hipotecario, dependiendo de si se 
trata de la prescripción de un bien mueble o inmueble, respec-
tivamente, pues las normas de Derecho Procesal al ser de orden 
público son de obligatorio cumplimiento y deben ser acatadas 
certificado figure determinada persona como titular de un derecho real 
principal sobre el bien, la demanda deberá dirigirse contra ella. 
10 Consagra el numeral 5 del artículo 375 del CGP: A la demanda deberá 
acompañarse un certificado del registrador de instrumentos públicos en 
donde consten las personas que figuren como titulares de derechos reales 
principales sujetos a registro. Cuando el inmueble haga parte de otro 
de mayor extensión deberá acompañarse el certificado que corresponda 
a este. Siempre que en el certificado figure determinada persona como 
titular de un derecho real sobre el bien, la demanda deberá dirigirse 
contra ella. Cuando el bien esté gravado con hipoteca o prenda deberá 
citarse también al acreedor hipotecario o prendario.
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por todos los intervinientes dentro del proceso.11 Así mismo, la 
demanda también podrá promoverse contra personas indetermi-
nadas, pues si se tiene en cuenta que el numeral sexto del artículo 
375 ordena el emplazamiento de las personas que se crean con 
derechos sobre el respectivo bien, con el fin de garantizar que 
los efectos de la sentencia sean erga omnes,12 consideramos que 
para garantizar la unidad y armonía durante del procedimiento 
es mucho mejor vincular a los indeterminados como sujetos 
legitimados por pasiva dentro de la litis.13
Sin embargo, lo anterior lleva a formular la siguiente pregunta: 
¿existe un litisconsorcio necesario entre los titulares de derechos 
reales principales y accesorios? Para responder esta pregunta debe 
tenerse en cuenta que las dos únicas fuentes capaces de generar 
un litisconsorcio necesario son la ley o la relación material, siendo 
11 Con la expedición de la ley 1676 de 2013 se creó un registro de garantías 
mobiliarias, el cual debe tenerse en cuenta cuando se trata de procesos de 
pertenencia sobre bienes muebles y sea necesario identificar si sobre él 
existen acreedores prendarios.
12 El profesor Ramiro Bejarano manifiesta que el emplazamiento se 
ordena fundamentalmente con el propósito de que la sentencia que 
eventualmente acoja las pretensiones tenga efectos erga omnes. Bejarano 
Guzmán, Ramiro, Op. cit., Procesos declarativos, ejecutivos y arbitrales, 
p. 104.
13 Vale la pena aclarar que si bien el Artículo 375, numeral 5 del CGP 
ordena vincular al proceso a todos los titulares de derechos reales, ello 
no significa que la sentencia de pertenencia afecte a cada uno de ellos, 
pues, por ejemplo, no se afectará desde ningún punto de vista una 
servidumbre, o inclusive una hipoteca o prenda cuando no se haya 
formulado la pretensión subsidiaria de declaración de prescripción de las 
obligaciones garantizadas por dichos actos, pues el juez civil no puede 
fallar extra petita. El verdadero interrogante entonces está en definir en 
qué calidad concurren cada uno de dichos titulares, si como litisconsortes 
necesarios o coadyuvantes, siendo la primera opción las más idónea pero 
que se deslegitima cuando no se haya formulado la pretensión subsidiaria 
anteriormente comentada.
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el artículo 375 el que ordena que la demanda deberá dirigirse 
contra determinada persona titular de un derecho real, dando 
lugar a la eventual configuración de un litisconsorcio necesario 
entre los titulares de derechos reales, incluyendo así tanto los 
principales como accesorios que recaen sobre el bien objeto de 
usucapión.
3.4 Demanda en debida forma
Además de tener en cuenta los requisitos de la demanda contem-
plados en el artículo 82, de los requisitos adicionales señalados 
en el artículo 83, de los anexos de la demanda consagrados en 
el artículo 84 y de la prueba de la existencia, representación 
legal o calidad en que actúan las partes de ser el caso según el 
artículo 85, todos inmersos en el Código General del Proceso, 
en el proceso declarativo de pertenencia se hace necesario que 
se acompañe al escrito de la demanda un certificado del regis-
trador de Instrumentos Públicos en donde consten las personas 
que figuren como titulares de derechos reales principales 
sujetos a registro, o en su defecto, uno que de manera clara 
manifieste que sobre ese inmueble no aparece ninguna persona 
como titular de derecho de dominio, tal como lo consagra el 
artículo 375, numeral 5 del nuevo estatuto procesal.14 
Así mismo, el Código General del Proceso introduce un nuevo 
requisito para considerar la demanda en debida forma en los 
eventos en los que se busque la prescripción adquisitiva del 
derecho de dominio de bienes inmuebles que hagan parte de 
otro de mayor extensión, obligando a anexar el certificado 
14 Esto quiere decir que en el Código General del Proceso ya no aparece en el 
numeral 5 del artículo 375 la siguiente oración: “o que no aparece ninguna 
como tal”, la cual sí estaba presente en el Código de Procedimiento Civil, 
Artículo 407, numeral 5.
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del registrador de Instrumentos Públicos del bien inmueble 
de mayor extensión en donde consten las personas que figuren 
como titulares de derechos reales principales sujetos a registro.15
3.5 Notificaciones del auto admisorio de la demanda
En el proceso declarativo de pertenencia existen algunas reglas 
particulares para notificar a los demandos o interesados en la 
litis (indeterminados), las cuales se encuentran desarrolladas 
principalmente en los artículos 375 del CGP, en lo que tiene que 
ver con la citación a autoridades administrativas y la instalación 
de una valla sobre el inmueble objeto de usucapión que contenga 
los datos principales del proceso,16 y el artículo 293 con relación 
al 108 del CGP respecto al emplazamiento propiamente dicho, 
evidenciando con esto que los numerales 6, 7, 8 y 9 del artículo 
407 del Código de Procedimiento Civil son rediseñados en el 
CGP.
En este orden de ideas, el Código General del Proceso se carac-
teriza, entre otras cosas, por vincular la tecnología al proceso. 
Lo anterior se evidencia, por ejemplo, observando cómo el 
legislador creó nuevos parámetros y reglas por seguir para hacer 
uso del emplazamiento de personas determinadas o indetermi-
nadas que deben ser notificadas de manera personal, pues este 
era uno de los temas que tal como anteriormente se encontraba 
15 El nuevo Código General del Proceso consagra en el inciso segundo 
el numeral quinto del Artículo 375 lo siguiente: “El registrador de 
Instrumentos públicos deberá responder a la petición del certificado 
requerido en el inciso anterior, dentro del término de quince días”. Dicho 
aspecto no aparecía consagrado en Código de Procedimiento Civil pero se 
consagra en el Código General del Proceso obedeciendo a la sentencia de 
constitucionalidad condicionada C 275 de 2006, la cual se pronunció en su 
momento sobre la materia.
16 Estos dos aspectos son introducidos con el Código General del Proceso.
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consagrado en el Código de Procedimiento Civil facilitaba que 
personas vinculadas a determinados procesos jamás se enteraran 
de que habían sido demandadas, viendo afectados sus intereses 
con posteridad.17 
En consecuencia de lo anterior, el emplazamiento al que se 
hace referencia para el proceso de pertenencia en el artículo 
375, numerales 6 y 7, se regula de conformidad con lo consa-
grado en el artículo 108 del CGP de la siguiente manera. En 
principio, el juez de conocimiento en el momento de proferir 
el auto admisorio de la demanda ordenará el emplazamiento de 
las personas que se crean con derechos sobre el respectivo bien 
y de los titulares del derecho de dominio cuando en la demanda 
se haya señalado que se desconoce el lugar de habitación y 
trabajo de quienes deban ser notificados en tal calidad.18 Vale 
17 El emplazamiento de quienes deben ser notificados de manera personal 
será útil en los siguientes eventos: a) Cuando la parte interesada en 
una notificación personal (parte demandante) manifiesta que ignora la 
habitación y el lugar de trabajo de quien deba ser notificado, manifestación 
que se hará en el escrito de demanda o incluso poder otorgado por el 
poderdante a apoderado judicial o en escrito separado, de ser el caso; b) 
Cuando la parte interesada en una notificación personal manifieste que 
quien debe ser notificado se encuentra ausente y no se conoce su paradero; 
c) Cuando no es posible realizar la notificación personal consagrada en 
el artículo 291 del CGP y por ende, la comunicación es devuelta con la 
anotación de que la persona no reside o no trabaja en el lugar, o porque la 
dirección no existe.
18 Es importante resaltar que en este mismo auto admisorio de la demanda 
el juez competente ordenará informar de la existencia del proceso a la 
Superintendencia de Notariado y Registro, al Instituto Colombiano 
para el Desarrollo Rural (Incoder), a la Unidad Administrativa Especial 
de Atención y Reparación Integral a Victimas y al Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi (IGAC), con el fin de que hagan las manifestaciones a que 
hubiere lugar en el ámbito de sus funciones respecto al bien objeto de 
usucapión, lo que puede determinar si es posible declarar la prescripción 
del bien y que en verdad es de propiedad del titular de derecho de dominio 
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la pena recordar que si se desconoce el lugar de notificación 
personal tanto de los titulares de derechos reales como de 
las personas indeterminadas, en el proceso será necesario un 
emplazamiento por cada persona susceptible de notificación 
personal, lo que no restringe la posibilidad de que puedan ser 
representadas por el mismo curador ad litem, es decir, que si, 
por ejemplo, se desconoce el lugar de notificación personal del 
titular del derecho de dominio y al mismo tiempo del acreedor 
hipotecario, será necesario hacer tres emplazamientos, uno 
para el titular del derecho de dominio, otro para el acreedor 
hipotecario y el tercero para los indeterminados.
Una vez ordenado el emplazamiento por parte del juez, es 
deber del demandante proceder a realizar el emplazamiento 
en los términos previstos en el artículo 108 del CGP e instalar 
una valla sobre el inmueble cuyo contenido y especificaciones 
se encuentran consagrados en el numeral 7 del artículo 375 del 
CGP. Respecto al emplazamiento del artículo 108, es menester 
explicar que el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil 
fue trasplantado casi en su totalidad al CGP, con la diferencia de 
que en el nuevo estatuto procesal se da nacimiento al Registro 
Nacional de Personas Emplazadas que estará a cargo del Consejo 
Superior de la Judicatura y a la que el demandante en el proceso 
de pertenencia, una vez hecha la publicación el día domingo 
a través de un medio escrito de amplia circulación nacional o 
local, o en cualquier otro medio masivo de comunicación, deberá 
remitir una comunicación al Registro Nacional de Personas 
Emplazadas para que publique la información del emplaza-
miento, la cual es determinante teniendo en cuenta que a partir 
de la misma comienzan a contar 15 días hábiles para efectos de 
entender surtido el emplazamiento, lo que genera finalmente la 
citado al proceso, que no se trata de un bien vinculado a un proceso de 
reparación integral a víctimas, entre otros aspectos.
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designación de curador ad litem en caso de que los emplazados 
no concurran al proceso en el término impuesto.
Así las cosas, el Código General del Proceso incluyó algunos 
elementos que harán más costoso el proceso de pertenencia, 
como lo es, por ejemplo, la valla que se debe fijar sobre los 
inmuebles, pero al mismo tiempo propicia la comparecencia de 
titulares de derechos reales y principales e incluso de personas 
indeterminadas aprovechando los avances de la tecnología al 
crear el Registro Nacional de Personas Emplazadas, que junto 
con los diarios de amplia circulación nacional deberán publicar 
en sus páginas web el emplazamiento.19
3.6 Formas de reacción de el o los demandados
El proceso de pertenencia al ser un proceso declarativo permite 
que los legitimados por parte pasiva puedan reaccionar ante 
la demanda declarativa formulando excepciones de fondo en 
la contestación de la demanda, excepciones previas en escrito 
separado y demanda de reconvención, conductas que materia-
lizan en su más amplio sentido el derecho constitucional a la 
defensa.
Tratándose de excepciones de fondo, también llamadas de 
mérito o perentorias, vale la pena recordar que estas no se 
encuentran consagradas de manera expresa en una disposición 
normativa del Código General del Proceso y que su estructura 
será semejante a la de una pretensión, es decir, que es necesario 
19 Al respecto, es necesario aclarar que la información publicada en el 
Registro Nacional de Personas Emplazadas deberá permanecer en el 
portal web de dicha institución durante un año contado a partir de la 
publicación del emplazamiento, y que la publicación en el diario de amplia 
circulación nacional deberá comprender la permanencia del contenido del 
emplazamiento en la página web del respectivo medio de comunicación 
durante el término del emplazamiento, es decir, 15 días hábiles.
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vincular a los sujetos, las causas fácticas, las causas de derecho y 
el objeto de su formulación, pues toda excepción deberá vincular 
a las partes, partir de supuestos facticos susceptibles de prueba 
y finalmente generará unas consecuencias para el proceso.20 
En lo que respecta al proceso declarativo de pertenencia, la 
ausencia de cualquiera de los requisitos exigidos en la ley para 
que pueda declararse la prescripción adquisitiva de derecho de 
dominio puede materializarse en una excepción de mérito, lo 
que quiere decir que será en el Derecho sustancial en donde se 
encuentren las excepciones de fondo, específicamente cuando 
la parte demandada observa que el demandante no cumple con 
todos y cada uno de los requisitos exigidos por la ley, como lo 
puede ser, por ejemplo, la falta del tiempo como poseedor e 
inclusive la inexistencia de ánimo de señor y dueño.
En lo que tiene que ver con las excepciones previas que se 
encuentran en el artículo 100 del CGP, basta decir que pueden 
ser propuestas dentro del proceso declarativo de pertenencia 
en la oportunidad y de conformidad con el trámite consagrado 
en el artículo 101. Al respecto, cabe recordar que en el Código 
General del Proceso no aparecen en la disposición normativa 
dedicada a las excepciones previas las excepciones de cosa 
juzgada, transacción, caducidad de la acción, prescripción 
extintiva y falta de legitimación en la causa, las cuales fueron 
denominadas en un pasado como excepciones mixtas al ser 
propuestas como previas pero de naturaleza perentoria, lo que 
trae como consecuencia que estas deberán ser formuladas en 
el escrito de contestación de la demanda y ya no en escrito 
separado como se tenía la facultad en vigencia del Código de 
Procedimiento Civil.
20 Ramírez Carvajal, Diana (2010). Derecho Procesal Contemporáneo. 
Medellín: Sello Editorial Universidad de Antioquia, p. 328.
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En lo referente a la reconvención21 consagrada en el artículo 
371 del Código General del Proceso es necesario hacer algunos 
comentarios. En efecto, la pretensión que podría formularse en 
reconvención será la reivindicatoria, la cual encuentra su regu-
lación normativa en los artículos 946 y siguientes del Código 
Civil y que tiene como fin que el poseedor restituya el bien 
objeto sobre el cual está ejerciendo la posesión al que tiene la 
propiedad plena o nuda, absoluta o fiduciaria de la cosa, lo que 
significa que dicha acción no podrá ser ejercida por titulares de 
derechos reales accesorios como lo son el acreedor prendario e 
hipotecario, dado que la norma no los ha legitimado en la causa 
para ejercerla.
Nótese cómo en el momento en que se escribió sobre los legi-
timados por pasiva en este escrito se sostuvo que era necesario 
citar a todos y cada uno de los titulares de derecho reales, pues 
en estricto sentido el artículo 375 del CGP daba lugar a que se 
configurara un litisconsorcio necesario entre los legitimados 
por pasiva. Sin embargo, ello no quiere decir que cada uno de 
los titulares de derechos reales pueda formular en reconven-
ción pretensión reivindicatoria, pues solamente quien tiene la 
propiedad plena o nuda, absoluta o fiduciaria puede ejercerla, 
lo que no es una contradicción con la integración del litiscon-
sorcio necesario, si se tiene en cuenta que cada uno de dichos 
litisconsortes puede realizar diversos tipos de actuaciones que 
favorezcan a los demás, como podría ser la demanda de recon-
vención que no la podrían formular los titulares de derechos 
reales accesorios.
21 Entendemos por demanda de reconvención aquella en la que el 
demandado en un proceso declarativo formula una nueva demanda 
contra el demandante durante el término de traslado de la demanda 
que dio origen al proceso, siempre y cuando sea competencia del mismo 
juez, no esté sometida a un trámite especial y que si de formularse en 
proceso separado procedería la acumulación.
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Por otro lado, un segundo problema jurídico que surge del 
uso de la demanda de reconvención en la que se formule una 
pretensión reivindicatoria se centra cuando el proceso de 
pertenencia ha sido promovido por el acreedor del poseedor, 
pues tal como se escribió en líneas anteriores el poseedor y su 
acreedor conforman un litisconsorcio cuasi-necesario dentro 
del proceso de pertenencia y, por ende, la litis puede ser iniciada 
por el acreedor del poseedor. Bajo esta posibilidad vale la pena 
preguntarse: ¿el demandado en el proceso de pertenencia puede 
formular por medio de demanda de reconvención pretensión 
reivindicatoria? Frente a dicho interrogante coincidimos 
con el maestro Jairo Parra Quijano (1997), quien expone que 
cuando el proceso de pertenencia es iniciado por el acreedor 
no puede haber demanda de reconvención (p. 28), posición 
que es acorde con el artículo 952 del Código Civil que consagra 
que la acción de dominio o reivindicatoria deberá dirigirse 
única y exclusivamente contra el actual poseedor, pues de lo 
contrario la pretensión en el momento de la sentencia no va a 
ser declarada por el juez competente si se tiene en cuenta que la 
legitimación en la causa por activa y pasiva es un elemento que 
deberá evaluar en el momento de proferir la correspondiente 
providencia judicial que ponga fin al conflicto.
4. Aspectos probatorios del proceso de 
pertenencia
Una vez concluida la etapa de la contestación de la demanda, 
el juez competente en el proceso de pertenencia decretará las 
pruebas que se tendrán en cuenta en la etapa probatoria y sobre 
las cuales dará fundamento a su fallo, entre las que ocupa una 
posición especial la inspección judicial no solo por ser necesaria 
en este proceso para que el juez verifique los hechos relacio-
nados en la demanda y constitutivos de la posesión alegada y la 
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instalación adecuada de la valla o aviso, de conformidad con lo 
consagrado en el artículo 375, numeral 9 del CGP, sino también 
porque durante el transcurso de ella se puede llevar a cabo las 
audiencias de los artículos 372 y 373 del CGP, situación que 
podría poner fin al proceso de pertenencia.22
Respecto a la inspección judicial antes referenciada, es menester 
preguntarse lo siguiente: ¿la sentencia proferida en un proceso 
de pertenecía en el que no se practicó la inspección judicial da 
lugar a la nulidad del proceso? Al respecto, el profesor Jairo Parra 
Quijano (1997) sostiene que “si el juez no practica la diligencia 
de inspección judicial, el proceso será nulo y habrá incurrido en 
22 El Código General del Proceso consagra dos procedimientos para 
desarrollar las controversias de naturaleza declarativa: verbal y verbal 
sumario. El procedimiento verbal, consagrado entre los Artículo 368 y 373, 
se creó para todo asunto que no estuviera sometido a un trámite especial 
pero a la vez para los conflictos de naturaleza declarativa de menor y 
mayor cuantía, caracterizándose por desarrollarse en cuatro etapas, a 
saber: demanda, contestación de demanda, audiencia inicial consagrada 
en el artículo 372 del CGP y audiencia de instrucción y juzgamiento 
consagrada en el artículo 373 del CGP. Por su lado, el procedimiento verbal 
sumario, consagrado entre los artículos 390 a 392 del CGP, fue creado para 
desarrollar las controversias declarativas que no puedan llevarse por el 
procedimiento verbal por ser de mínima cuantía y para aquellas que por 
su naturaleza de la asunto lo requieran, como las que se consagran en los 9 
numerales del artículo 390 del CGP. Este procedimiento verbal sumario se 
caracteriza por dividirse en tres etapas, así: demanda, contestación de la 
demanda y audiencia de trámite consagrada en el artículo 392 del CGP. El 
proceso declarativo de pertenencia podrá ser desarrollado por medio de 
procedimiento verbal o verbal sumario, dependiendo del valor catastral 
del bien, pues dicho valor ayudará a determina si se trata de un proceso de 
pertenencia de mínima, menor o mayor cuantía. Así mimo, es necesario 
tener en cuenta que el CGP hace honor al principio de la concertación, en 
el que, por ejemplo, en el procedimiento verbal, no siempre será necesario 
desarrollar las dos audiencias en comento, sino que podrá inclusive 
practicar pruebas y dictar sentencia en la audiencia inicial, tal y como lo 
consagra el parágrafo del artículo 372 del CGP.
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la causal consagrada en el numeral 6 del artículo 140 del C de 
P.C.” (1997, p. 37), posición que es discutida por los profesores 
Ramiro Bejarano Guzmán (2003, p. 108) y Hernán Fabio López 
Blanco (2009, p. 117),23 para quienes la ausencia de la práctica 
de la inspección judicial a pesar de ser una importante irregula-
ridad no es de tanta importancia para generar un nulidad, pues 
no sería posible encuadrarla en alguna de las causales taxativas 
del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, hoy 133 del 
CGP, y mucho menos en la de numeral 6 del C.P.C, pues dicha 
causal sanciona la pretermisión de todo un período probatorio 
y no la falta de práctica de una o algunas pruebas, debiendo 
entonces la parte vencida en primera instancia apelar la sentencia 
judicial para que sea el juez de segunda instancia quien practique 
la inspección judicial ya sea porque fue solicitada por la parte 
recurrente o en virtud de sus facultades oficiosas.24
En virtud del debate doctrinal antes planteado en torno a la 
nulidad o no de la sentencia del proceso de pertenencia ante la 
ausencia de la inspección judicial, y ante el cambio trasversal que 
sufrieron las nulidades en el proceso civil con el Código General 
23 Las posiciones doctrinales expresadas en los textos de los profesores Jairo 
Parra Quijano, Hernán Fabio López Blanco y Ramiro Bejarano Guzmán 
que han sido citados en este párrafo, se escribieron en vigencia del Código 
de Procedimiento Civil, en el que la causal de nulidad del numeral 6 del 
artículo 140 consagraba que sería nulo en todo o en parte “cuando se 
omiten términos u oportunidades para pedir o practicar pruebas o para 
formular alegatos de conclusión”, numeral que fue reformado en el CGP, 
específicamente en el numeral 5 del artículo 133.
24 A propósito de la apelación, recurso que sufre una importante modificación 
en el Código General del Proceso debido a que se instaura la ideología de 
la pretensión impugnaticia en el proceso civil dejando de lado la visión 
panorámica de la apelación. Se recomienda leer: Cruz Tejada (coord.) 
El proceso Civil a partir del Código General del Proceso; Zopo Méndez; 
Ricardo (2014), Medios de Impugnación. Aspectos relevantes en el Código 
General del Proceso (375 a 390), Universidad de los Andes.
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del Proceso,25 lo cierto es que la posición que actualmente tiene 
vigencia con el nuevo estatuto procesal es la del profesor Jairo 
Parra Quijano, pues cuando el numeral 5 del CGP consagra que el 
proceso será nulo en todo o en parte “cuando se omiten las opor-
tunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, o cuando 
se omite la práctica de una prueba que de acuerdo con la ley sea 
obligatoria”, permite que cuando se omita la inspección judicial 
en el proceso de pertenencia sea totalmente viable la declaración 
de la nulidad debido a que dicha prueba resulta obligatoria como 
consecuencia de la orden impuesta en el numeral 9 del artículo 
375 que hace obligatoria la práctica de la inspección judicial por 
parte del juez de manera personal.
De igual forma, el maestro Jairo Parra Quijano (1997) destaca 
algunos aspectos relevantes de la inspección judicial así:
A. Cuando se pretende parte de un inmueble de mayor 
extensión, la inspección debe hacerse sobre ambos para saber 
si efectivamente la parte demandada es la poseída.
B. Como las inspección judicial tiene por objeto fundamen-
talmente “verificar los hechos relacionados en la demanda 
y constitutivos de la posesión alegada” el juez puede y debe 
interrogar a los vecinos colindantes… por ejemplo, puede ir 
al lado norte del inmueble y presentarse al colindante de ese 
inmueble, solicitarle su identificación, inscribir su nombre en 
el acta e interrogatorio como si hubiera sido postulado como 
testigo y así sucesivamente.
Ya se ha adelantado que en la diligencia de inspección recibirá 
testimonios y documentos que tengan que ver con los hechos 
del proceso (todo en virtud de que la pertinencia es macro 
(p. 37).
25 Para conocer un estudio del cambio en el Código General del Proceso en 
materia de nulidades, ver: Cruz Tejada (coord.), El proceso Civil a partir 
del Código General del Proceso; Rojas Gómez; Miguel Enrique (2014), 
Las nulidades procesales (121 a 150), Universidad de los Andes.
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Así las cosas, aunque en el proceso de pertenencia los otros 
medios probatorios, como, por ejemplo, los documentos o incluso 
los testimonios ocupan un papel relevante para sustentar actos 
de señor y dueño, conversión de título, entre otros aspectos, lo 
cierto es que la inspección judicial es la prueba más importante 
dentro de este proceso, pues en ella pueden concurrir los otros 
medios de prueba consagrados en la ley para darle mayor segu-
ridad al juez en el momento de tomar una decisión final.
5. La sentencia en el proceso de pertenencia
La sentencia del proceso de pertenencia, de conformidad con el 
artículo 375, numeral 10 del Código General del Proceso, tiene 
efectos erga omnes, situación que implica que es oponible contra 
todos aquellos que quieran demandar la propiedad o posesión del 
bien por causa anterior a la sentencia. Curiosamente este numeral 
del artículo 375 junto con el 5 representan el debate doctrinal 
e incluso jurisprudencial más importante dentro de todas las 
reformas introducidas en el CGP al proceso de pertenencia. 
En efecto, y como se anunció a la hora de analizar los sujetos 
legitimados por pasiva en las páginas precedentes, la discusión 
se centra en responder la siguiente pregunta: ¿la inclusión por 
mandato legal de los acreedores hipotecarios y prendarios como 
demandados en el proceso de pertenencia autoriza al juez en su 
sentencia a ordenar la cancelación de dichos gravámenes sobre el 
bien objeto de usucapión como consecuencia de un fallo favorable 
para el demandante? Intentaremos responder este interrogante 
defendiendo una posición negativa pero sin desconocer los argu-
mentos que se contraponen. 
En efecto, siguiendo al profesor Álvarez (2013, p. 17), la reforma 
fue inconclusa, insuficiente e imperfecta porque el legislador 
debió haber reformado por lo menos dos aspectos para poder 
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afectar al acreedor hipotecario o prendario como consecuencia 
de la sentencia que declarase la usucapión, esto es, la vincula-
ción obligatoria de los acreedores y los efectos de la sentencia 
respecto a aquellos. Lo primero no se hizo de la mejor forma, lo 
segundo brilla por su absoluta ausencia, obligándonos a escribir 
estas líneas. 
En consecuencia de lo anterior, la norma a pesar de ordenar 
vincular a los acreedores con garantía real como demandados, 
nada dijo sobre la pretensión que el demandante debería 
formular para afectar los intereses de aquellos; pues la decla-
ración de una prescripción adquisitiva del derecho de dominio 
afecta al titular del mismo, no al acreedor que garantiza el 
cumplimiento de una obligación pignorando el bien objeto 
de usucapión. Es precisamente lo anterior lo que hace ver 
incompleto el numeral 1 del artículo 375, que solo se refiere a 
la pretensión relativa a la prescripción olvidando que para que 
la sentencia afecte al acreedor deberá elevarse una pretensión 
contra este, como, por ejemplo, la que busque la extinción de la 
garantía real, silencio normativo que también es incongruente 
con el Derecho sustancial, pues ya el artículo 2452 del C.C. 
sostiene que el acreedor hipotecario o prendario puede perse-
guir “la finca hipotecada, sea quien fuere el que la posea, y a 
cualquier título que la haya poseído”.
De igual forma, el numeral 10 del artículo 375 se limitó a prohibir 
futuras demandas única y exclusivamente frente a la propiedad 
o posesión del bien objeto de usucapión al consagrar que “la 
sentencia que declara la pertenencia producirá efectos erga 
omnes y se inscribirá en el registro respectivo” y que “una vez 
inscrita nadie podrá demandar sobre la propiedad o posesión del 
bien por causa anterior a la sentencia”, guardando total silencio 
frente a los efectos que la sentencia generaría para los gravá-
menes impuestos sobre el bien, lo que aumenta la inseguridad 
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jurídica evidenciando la mala técnica legislativa, que se amplifica 
cuando se encuentra que ni siquiera el mismo Código Civil en 
lo que atañe a las causas de extinción de la hipoteca (Art, 2457, 
C.C.) y prenda (2431, C.C.) enumera a la sentencia que declarare 
la prescripción adquisitiva del derecho de dominio como una de 
las formas mediante las cuales se pueden extinguir. 
Por tanto, si lo que pretendía el legislador era extender los efectos 
de la sentencia a los acreedores con garantía real, lamentable-
mente lo único que consiguió fue integrar a estos como sujetos 
pasivos, pues ante la ausencia de una pretensión que los afecte 
en forma directa el juez no puede ordenar la extinción de la 
hipoteca o prenda. Pensarlo sería aceptar entonces un cambio 
de ideología en el proceso civil que pondría en tela de juicio 
muchos derechos que se tienen dentro del proceso y que nos 
obligaría a cambiar, no solo esta sino muchas otras reglas del 
juego, incentivando la inseguridad jurídica y justificando a un 
legislador que no supo hacer bien su trabajo, pues pudo haber 
hecho una reforma completa que involucrara tanto al Código 
General del Proceso como al Código Civil para salvaguardar la 
coherencia que todo sistema normativo ha de tener.
En este mismo sentido, el profesor Marco Antonio Álvarez 
(2013) ya ha escrito su posición en contra de la afectación del 
acreedor hipotecario o prendario con la sentencia que declare la 
pertenencia, exponiendo los siguientes ocho argumentos:
1. En nuestro ordenamiento jurídico la hipoteca y la prenda 
son actos de ejercicio del derecho de dominio, para 
cuya materialización nada importa si el dueño tiene la 
posesión material del bien (p. 21).
2. El derecho de dominio (bien corporal) forma parte del 
patrimonio de su titular, quien, como tal, puede disponer 
de él o destinarlo para satisfacción de sus intereses, como 
mejor le convenga (p. 25).
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3. La prescripción adquisitiva reconocida a favor de un 
poseedor no está prevista como causal del extinción de 
hipoteca (p. 26).
4. Porque es de la naturaleza de los contratos de hipoteca y de 
prenda que el acreedor pueda perseguir el bien hipotecado 
o prendado, sea quien fuere el que lo posea, y a cualquier 
título que lo haya adquirido, para que se venda en pública 
subasta y con su producto se pague la deuda (p. 29).
5. Porque tratándose de hipoteca, el título y el modo operan 
diferente (p. 37).
6. Porque el hecho de no afectarse el gravamen por cuenta 
de una posesión no significa desprotección del poseedor 
material (p. 39).
7. Si el proceso de pertenencia es un proceso para hacer valer 
la prescripción adquisitiva, en el que parejamente se le 
reprocha al titular del derecho de dominio que no hubiere 
ejercido su derecho real, no es posible extinguir la hipoteca 
o la prenda so pretexto de reconocer la usucapión, si el 
acreedor hipotecario o prendario no son los titulares de la 
acción dominical o reivindicatoria (p. 41).
8. Porque la prescripción adquisitiva, con todo y ser un modo 
originario, tampoco extingue las servidumbre, así se hayan 
establecido de forma voluntaria, sin que se pueda sostener 
que en relación con esa limitación del dominio las cosas 
deben verse de otra manera, puesto que la hipoteca, al 
igual que aquellas, también es un derecho real accesorio. 
El que adquiere un bien que soporta una hipoteca, lo 
adquiere gravado en esos términos (p. 43).
Por lo anterior, la nueva norma procesal obliga a vincular a los 
acreedores hipotecarios y prendarios como titulares de derechos 
reales accesorios, tal como se observó cuando en páginas 
precedentes se hizo referencia a los legitimados por pasiva, en 
las que se señaló que el CGP ordena citar a todos los titulares 
de derechos reales sin distinguir entre principales y accesorios, 
como sí lo hacía el anterior estatuto procesal.
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A pesar de lo anterior, cuando se lee el numeral 10 del artículo 
375, y de forma sistemática se lee el artículo 2457 del Código 
Civil, es posible percibir la imposibilidad de concebir la 
sentencia que declara la prescripción adquisitiva de derecho de 
dominio como una de las causales de extinción de la hipoteca 
a pesar de que aparezca una falsa concepción de justicia a 
favor del poseedor, pues lo único cierto es que no es posible 
reinterpretar normas en donde no existen zonas de penumbra 
y que, por ende, no legitiman al intérprete del derecho a decir 
algo adicional que no quiso añadir el legislador. ¡Lo anterior 
sin temor a que nos denominen positivistas, pues hasta el más 
iusnaturalista busca seguridad jurídica!
Así las cosas, si el demandante pretende extender los efectos 
de la sentencia a los acreedores hipotecarios y prendarios será 
necesario, tanto citarlos al proceso como formular la corres-
pondiente pretensión de extinción de la hipoteca o prenda 
fundamentándose en algunas de las causales consagradas en la 
norma sustancial, pues de no hacerlo el juez solo está obligado 
a pronunciarse sobre lo pedido, dado el carácter dispositivo 
del proceso civil. Entendemos que no es lo más idóneo e 
incluso lógico, pero preferimos ser coherentes sustancial y 
procesalmente y no desnaturalizar la institución de la prenda o 
hipoteca, que en últimas, también se fundamenta en el derecho 
a la propiedad.
En contraposición a lo acá escrito se encuentran las posiciones 
expresadas por los profesores Edgardo Villamil Portilla (2013) 
y Gregory Torregrosa (2015), para quienes la sentencia que 
declara la prescripción adquisitiva del derecho de domino 
puede extinguir cualquier gravamen impuesto sobre el bien 
objeto de usucapión. Con el ánimo de ser fiel a sus argumentos, 
a continuación los señalaremos. En este orden de ideas, podrían 
resumirse así:
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1. La prescripción adquisitiva tiene efectos retroactivos, lo 
que quiere decir que se retrotrae al primer día en el que el 
poseedor inició sus actos de señor y dueño, fecha en la cual 
el propietario inscrito –demandado en el proceso de perte-
nencia– perdió de forma correlativa su derecho de dominio, 
lo que genera de paso la extinción de la hipoteca al haber 
quedado resuelto el derecho de dominio de quien constituyó 
el gravamen, justificando esta posición en el artículo 2457, 
inciso 2 del Código Civil (Torregrosa, 2015, p. 364). En este 
mismo sentido, el profesor Villamil Portilla (2013) cita los 
artículos 762, 964 y 1792 del Código Civil, los cuales dan 
cuenta del carácter retroactivo de la posesión al referirse a la 
presunción de domino del poseedor, a la obligación de resti-
tuir frutos percibidos durante el tiempo de la posesión en el 
evento en que prosperen las excepciones del demandado en 
el juicio de pertenencia y a la no vinculación a la sociedad 
conyugal de las especies que cada uno de los cónyuges poseía 
como poseedor antes de que surgiera la correspondiente 
sociedad.
2. Un segundo argumento aparece fundamentándose en el 
proceso ejecutivo que ha de adelantar el acreedor hipotecario 
o prendario. En este sentido, para valorar la cancelación 
del gravamen sobre el bien es necesario determinar si el 
acreedor ha conseguido el secuestro del mismo antes de 
que el poseedor haya cumplido el término para usucapir, 
pues si no lo ha hecho como consecuencia de una oposición 
del poseedor en la correspondiente diligencia de secuestro 
se estaría perdiendo la posibilidad de remate y con este el 
pago, fin exclusivo de la garantía hipotecaria o prendaria. Así 
mismo, se señala que si el secuestro se llegó a concretar luego 
de que el poseedor haya cumplido el término de prescripción, 
ello no impide que se adelante el proceso de pertenencia para 
adquirir el bien por medio de la sentencia declarativa, pues el 
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secuestro solo puede interrumpir una prescripción en curso 
(Villamil, p. 251). Por tanto, según el profesor Torregrosa 
(2015) “una revisión oportuna del acreedor hipotecario a su 
garantía, permitirá detectar a tiempo la presencia de algún 
poseedor y evitar que consolide la prescripción” (367). En 
este orden de ideas, en el marco del proceso de pertenencia 
el juez deberá examinar si existe o no un proceso ejecutivo, su 
estado actual y si tuvo lugar o no la diligencia de secuestro, lo 
que resultaría determinante para cancelar o no el gravamen 
impuesto en la sentencia.26
3. La prescripción es un modo originario y en consecuencia 
no derivado de adquirir el derecho de dominio, resultando 
que de presentarse un enfrentamiento entre el propietario 
que ha ganado el derecho de dominio por medio del remate, 
contra el propietario que ganó también el dominio por 
medio de proceso de pertenencia, el título del último deberá 
prevalecer.
4. De conformidad con el artículo 2457 del Código Civil la reso-
lución del derecho del constituyente es causal de extinción de 
la garantía.
Así las cosas, si bien es cierto son valiosos los aportes de la doctrina 
que defiende la posibilidad de cancelar las garantías reales que 
26 En este punto es importante analizar los tres supuestos abordador por 
el profesor Torregrosa (2015), en los que discute cuando: (I) la hipoteca 
estaba inscrita cuando el prescribiente inició su posesión pero el acreedor 
hipotecario no promovió proceso ejecutivo, (ii) la hipoteca estaba inscrita 
cuando el prescribiente inició su posesión pero el acreedor hipotecario 
a pesar de promover el proceso ejecutivo no logró secuestrar el bien, y 
(iii) la hipoteca es anterior a la posesión del prescribiente, el acreedor 
hipotecario inició proceso ejecutivo, secuestró y remató el bien objeto 
de declaración de pertenencia. El análisis detenido de estos supuesto 
ocuparía un solo objeto de investigación, el cual escapa al carácter 
general de este escrito.
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pesan sobre un bien, no es menos cierto que los mismos también 
evidencian que la reforma del Código General del Proceso fue 
incompleta e insuficiente al querer incluir dentro del litigio a los 
acreedores hipotecarios. 
En este sentido, se insiste en que si lo que se quiso hacer fue 
extender dichos efectos a los garantes reales, además de haber 
redactado en forma correcta el mismo artículo 375 tal como 
se señaló, se debieron haber hecho modificaciones a la acción 
reivindicatoria consagrada en el Código Civil para que no solo 
sea el titular del derecho de dominio el legitimado para ejercerla, 
a pesar de que se sostenga que acá podría ubicarse la legitima-
ción extraordinaria del acreedor. Así mismo, se debió haber 
reafirmado la legitimación extraordinaria al poseedor para 
pretender la extinción de la garantía real, como también haber 
incluido la sentencia que declara la prescripción adquisitiva del 
derecho de dominio como un mecanismo de extinción de la 
hipoteca, e incluso haber extendido los efectos retroactivos de 
la prescripción desde antes del inicio de la posesión para que no 
hubiera dudas al respecto. Se hubiera podido también consagrar 
disposiciones especiales en el proceso ejecutivo para orientar a 
los jueces y partes sobre el actuar ante la oposición del poseedor 
en la diligencia de secuestro y los correspondientes efectos.
Así las cosas, lo único que se logra con una reforma inconclusa 
es propiciar una inseguridad jurídica en el marco de este tipo 
de procesos, pues ni siquiera la sentencia del 1 de septiembre 
de 1995 proferida por la Corte Suprema de Justicia (expediente 
No. 4219), cuyo Magistrado Ponente fue Héctor Marín Naranjo, 
dan orientación al respecto al no constituir doctrina probable, al 
partir de un estatuto procesal derogado y al tener unos supuestos 
fácticos que fácilmente se pueden alejar de los que se presenten 
en un futuro.
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6. Medidas cautelares
En materia de medidas cautelares en el proceso de pertenencia 
deben tenerse en cuenta dos aspectos: primero, que la perte-
nencia es un proceso declarativo y que, por tanto, tiene plena 
aplicabilidad el artículo 590 del Código General del Proceso, 
y segundo, que el artículo 375, numeral 6 del CGP ordena la 
inscripción de la demanda una vez se haya proferido el auto 
admisorio de la demanda.27 Al respecto, vale la pena poner de 
manifiesto que las medidas cautelares para procesos declara-
tivos en el Código General del Proceso son más garantistas que 
las consagradas en el CPC, pues en el nuevo estatuto procesal 
aparece la denominada medida cautelar innominada que 
permite materializar una verdadera tutela judicial efectiva.
En efecto, el artículo 590, literal c del CGP consagra los pará-
metros sobre los cuales las partes pueden solicitarle al juez 
una medida para la protección del derecho objeto del litigio, 
impedir su infracción o evitar las consecuencias derivadas de la 
misma, prevenir daños, hacer cesar los que se hubieren causado 
o asegurar la efectividad de la pretensión, situación que pone en 
evidencia que las medidas cautelares en el proceso civil no son 
útiles únicamente para asegurar los efectos de la sentencia sino 
que tienen muchas otras finalidades. Al respecto, vale la pena 
preguntarse si, por ejemplo, el acreedor del poseedor que inicia 
el proceso de pertenencia puede formular una medida cautelar 
innominada que le asegure que una vez sea declarada la pres-
cripción adquisitiva del derecho de dominio tenga un derecho 
de preferencia para poder hacer exigible la obligación que el 
27 Este segundo aspecto que se quiere destacar en torno a las medidas 
cautelares en el proceso declarativo es una herencia del Código de 
Procedimiento Civil, compendio normativo que ya ordenaba la inscripción 
de la demanda.
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poseedor, ahora titular del derecho de dominio, le adeuda. Al 
respecto consideramos que debido a que el proceso tiene como 
finalidad la materialización de la tutela judicial efectiva y que 
al mismo tiempo al permitir el legislador que sea el acreedor 
del poseedor quien ejerza el derecho de acción, es evidente 
que la intención del órgano legislativo fue garantizar que las 
obligaciones causadas por un poseedor deudor se hagan exigi-
bles a través de un proceso ejecutivo una vez sea declarada la 
prescripción adquisitiva del derecho de dominio, razón por la 
cual consideramos razonable la anterior medida cautelar inno-
minada que podría formularse en el proceso de pertenencia 
y que para ser eficaz deberá constar en el folio de matrícula 
inmobiliaria del bien objeto de usucapión.28
Conclusiones
1. El proceso declarativo de pertenencia consagrado en el 
CGP es un buen ejemplo de la nueva ideología procesal que 
se pretende consolidar en Colombia, pues hace gala de la 
concentración e inmediación como principios orientadores 
del proceso al permitir la aparición de la inspección judicial y 
todas las demás diligencias previstas para la audiencia inicial 
28 Las medidas cautelares innominadas no están consagradas taxativamente 
en la norma jurídica, lo que invita a los operadores jurídicos a proponerlas 
para hacer más cercana la tutela judicial efectiva que en muchas ocasiones 
es alterada por sujetos que en todo momento pretenden favorecerse 
de los vacíos normativos. Para profundizar sobre medidas cautelares 
innominadas, ver: Parra Quijano, Jaime, Medidas cautelares innominadas 
(pp. 229-318), en: Memorial del XXXIV Congreso Colombiano de Derecho 
Procesal, Universidad Libre, Bogotá, 2013; Villamil Portilla, Edgardo, 
Algunos comentarios acerca de las medidas cautelares en el código general 
del proceso (pp. 169-198), en: Memorial del XXXIII Congreso Colombiano 
de Derecho Procesal, Universidad Libre, Bogotá, 2012.
322 
PROCESO DECLARATIVO DE PERTENENCIA EN EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO
y de instrucción y juzgamiento en una sola etapa procesal, lo 
que será determinante en la búsqueda de una tutela judicial 
efectiva.
2. Si bien existen algunas modificaciones relativas a la dero-
gación de la competencia privativa de los jueces civiles del 
circuito para conocer de este tipo de asuntos, en el proce-
dimiento propiamente dicho ajustándose al trámite verbal 
o verbal sumario estipulado en el nuevo estatuto procesal, 
a la forma como se debe emplazar a los indeterminados, e 
incluso, en la obligatoriedad de la práctica de la inspección 
judicial so pena de incurrir en una nulidad procesal, entre 
otras, la más importante tiene que ver con la obligatoriedad 
de vincular a todos los titulares de derechos reales –prin-
cipales y accesorios– como sujetos legitimados por pasiva, 
so pena de que se presente una indebida integración del 
contradictorio.
3. La novedad del Código General del Proceso al pretender 
vincular a los acreedores hipotecarios o prendarios en el 
proceso declarativo de pertenencia fue incompleta e insu-
ficiente, pues debieron presentarse varias modificaciones, 
como, por ejemplo, señalar en el artículo 375 el tipo de 
pretensión que debía formular el demandante contra el 
acreedor hipotecario y los efectos de la sentencia que declare 
la prescripción adquisitiva de derecho de dominio frente 
a la garantía real, e igualmente, trascender al Código Civil 
refiriéndose a la posibilidad de que el acreedor hipotecario o 
prendario pueda elevar también pretensión reivindicatoria, 
o incluso lo relativo a las formas de extinción de dichas 
garantías reales que guardan silencio frente a la sentencia 
de pertenencia, sin entrar a cuestionar también los vacíos 
normativos que aparecen a la hora de confrontar el proceso 
ejecutivo de cara a un proceso de usucapión en donde el juez 
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deba decidir si acepta o no la oposición de un poseedor e 
incluso la interrupción de la prescripción como consecuencia 
de la realización de una diligencia de secuestro, temas que 
evidencian que la reforma no se hizo del todo bien, gene-
rando inseguridad jurídica para poseedores, acreedores y 
adquirientes del bien por medio de remates judiciales.
4.  A pesar de los valiosos argumentos a favor o en contra de 
la eliminación de la hipoteca o prenda una vez declarada 
la prescripción adquisitiva del derecho de dominio, el 
tema no generara seguridad jurídica hasta tanto no exista 
doctrina probable sobre la materia, pues la sentencia del 1 
de septiembre de 1995 proferida por la Corte Suprema de 
Justicia no constituyen un criterio vinculante que dé por 
terminada la discusión. Por lo pronto, se sugiere a los posee-
dores formular pretensión de extinción o levantamiento 
de la hipoteca o prenda, a los acreedores ser rigurosos en 
el momento de buscar el cumplimiento de obligaciones 
apoyándose en garantías reales, obligándose a verificar la 
posesión material de su deudor en forma permanente sobre 
el bien objeto de garantía para no ver defraudados sus inte-
reses, e incluso se recomienda a todos aquellos que estén 
interesados en adquirir un bien por medio de remate judicial, 
conocer el bien objeto de remate y observar si se presentó 
o no oposición en la diligencia de secuestro, pues si esta se 
llegó a presentar por un tercero poseedor, será necesario que 
el rematante determine la viabilidad de dicha adquisición 
teniendo en cuenta que deberá iniciar el correspondiente 
proceso reivindicatorio una vez culmine el ejecutivo, pues 
tendrá asegurada la prosperidad de dicha pretensión siempre 
y cuando no se haya cumplido el término de prescripción o 
se haya iniciado de forma previa el proceso de pertenencia 
por el poseedor.
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Empecemos resaltando el hecho de que con el Código General 
del Proceso no se está reformando el Código de Procedimiento 
Civil. No. Este nuevo codificado resulta ser la manifestación 
tangible de un nuevo sistema procesal mixto en el cual, fruto de 
contemporáneas corrientes procesalistas, hoy no resulta posible 
pensar en codificados procesales apegados a sistemas inquisi-
tivos o acusatorios, puesto que, ante la imposibilidad de estos 
manifestarse de una manera pura, como ya lo había advertido 
en el inmediato siglo pasado el maestro Guiseppe Chiovenda en 
su obra Instituciones de Derecho Procesal Civil, tomo I, y más 
recientemente, sobre este mismo particular Michele Taruffo:1 
expresó lo siguiente: (…) Una observación preliminar es necesaria. 
Tradicionalmente, pero también hoy en día el tema del rol activo 
del tribunal y el rol de las partes ha sido considerado mediante 
la bien conocida distinción entre los modelos de litigación civil 
adversarial e inquisitivo. Mi opinión es que esa distinción es 
equivocada e inductiva a errores: por lo tanto, debiera ser dejada 
de lado. Dicha distinción es descriptivamente falsa debido a que 
ya no existen sistemas adversariales “puros” de litigación civil: 
todos los modernos sistemas procedimentales (incluyendo el 
inglés después de 1999 y el de Estados Unidos, pero también el 
1 Profesor de Derecho Procesal en la Universidad de Pavía, Italia; profesor 
visitante en la Universidad de California, Hastings College of Law, San 
Francisco, EE.UU.
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de Alemania, el de Francia, el de España, el de Italia y el de China) 
proveen a los tribunales con un rol de gestión, usualmente fuerte, 
invistiendo al juez con poderes relevantes para recabar pruebas 
de su propia iniciativa. 
Por otra parte, si “adversarial” significa que las partes tienen 
el derecho a incoar el caso, a determinar el objeto de la litis, y 
a desarrollar sus propias defensas presentando toda la prueba 
disponible, entonces todos los sistemas modernos son, en 
este sentido, adversariales, a pesar de que usen diferentes 
medios técnicos para concretar los derechos procesales de las 
partes. Más aún, si “inquisitivo” significa, como el origen y la 
historia del término lo sugieren, un procedimiento en el cual 
todos los poderes están en manos del tribunal y las partes no 
tienen ninguna oportunidad de ser oídas, entonces ningún 
sistema moderno de litigación civil podría ser apropiada-
mente definido como inquisitivo.2
Con este breve enunciado no dudamos en afirmar que el Código 
General del Proceso colombiano recoge y es manifestación clara 
de un nuevo Derecho Procesal científico, humanista y constitu-
cionalizado. Manifestaciones de lo anterior encontramos en sus 
catorce principios rectores; en el Código de Procedimiento Civil 
solo eran seis, y donde el incremento en cincuenta por ciento 
de los principios rectores, si bien ya nos dicen de la relevancia 
que en el nuevo sistema tiene la principialistica, característica 
de la ciencia, también al examinar el contenido de varios de ellos 
encontraremos que de aquel concepto, que antes se tenía, de un 
proceso judicial por el proceso judicial, ahora, al tomar distancia 
2 Revista de Derecho, vol. XV, diciembre 2003, pp. 205-213. Aparte de la 
conferencia “Investigación judicial y producción de prueba por las partes, 
que el autor dictó en Beijing, China, en noviembre de 2002; trad. español, 
del profesor Juan Andrés Varas Braun, de la Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Sociales de la Universidad Austral de Chile.
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sobre ello, aparece una preocupación por la solución del conflicto 
y pensando en la afectación que este produce entre las partes, 
particularmente nos gusta hallar e interpretar tan genuina 
preocupación como manifestación humanista que nuevamente 
pone en dialogo al Derecho Procesal, como ciencia, con la 
sociología.
Así, pues, al analizar la incidencia del Código General del 
Proceso en el proceso sobre declaración de pertenencia 
debemos empezar por señalar como relevantes los principios 
rectores contenidos en los artículos 2º y 11. En la primera de 
estas dos normas se establece el acceso a la justicia para toda 
persona o grupo de personas. Aquí, trascendiendo el tenor de la 
norma encontraremos enfatizado cómo el referenciado acceso 
se da para el ejercicio del derecho a la tutela jurisdiccional 
“efectiva”, donde, para lograr ello, se señala como uno de los 
varios garantes de efectividad, un debido proceso de duración 
razonable para lo cual, teniendo en cuenta la estructura mixta 
del actual proceso, con una fase inicial escrita y formalista 
seguida por una fase oral desformalizada, el artículo 121 mate-
rializa este principio consagrando que “salvo interrupción o 
suspensión del proceso por causa legal”, este tendrá un trámite 
no superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o 
única instancia y que tal año corre a partir de la notificación 
del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a 
la parte demandada o ejecutada. Del mismo modo, el plazo para 
resolver la segunda instancia no podrá ser superior a seis (6) 
meses, contados a partir de la recepción del expediente en la 
secretaría del juzgado o tribunal. 
De otro lado, el artículo 11 dispone que al interpretar la ley 
procesal el juez deberá tener en cuenta: 1. Que el objeto de 
los procedimientos resulta ser la efectividad de los derechos 
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reconocidos por la ley sustancial. 2. En cuanto a las dudas que 
surjan en la interpretación de las normas del código deberán 
aclararse mediante: a) la aplicación de los principios constitu-
cionales y generales del Derecho Procesal, b) garantizar, en todo 
caso, el debido proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las 
partes, y c) los derechos constitucionales fundamentales. 3. Que 
siempre el juez debe abstenerse de exigir y cumplir formalidades 
innecesarias.
1. Proceso verbal especial regulado por 
principios del Derecho Procesal
En el artículo  5°de la Ley 1561 de 2012 vamos a encontrar 
expresamente establecidos cinco principios rectores a ser apli-
cados en el proceso verbal especial mediante el cual se resuelve 
la titulación de la posesión material sobre inmuebles urbanos 
y rurales de pequeña entidad económica o también se aplicará 
para el saneamiento de títulos con falsa tradición. Estos princi-
pios son los siguientes: 1. Concentración de la prueba. 2. Impulso 
oficioso. 3. Publicidad. 4. Contradicción y 5. Prevalencia del 
Derecho sustancial y en lo no regulado en la ley que analizamos, 
se deberá aplicar las disposiciones previstas para el proceso 
verbal sobre declaración de pertenencia regulado en el Código 
General del Proceso. A su vez, en especie de reciprocidad, los 
jueces civiles del circuito que conozcan de tal proceso deberán 
ahora verificar que el inmueble no esté destinado a actividad 
ilícita y que tampoco se encuentre sometido al proceso de 
restitución de que trata la Ley 1448 de 2011. Esto conforme al 
parágrafo único del artículo 6º que sobre este particular expre-
samente dispone: “… Lo dispuesto en este artículo se aplicará a 
los Jueces Civiles del Circuito dentro de los procesos especiales 
que conozcan con ocasión del objeto de la presente ley…”
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2. Elementos que deja nuestra historia para 
entender el entorno social de aplicación 
de los procesos de legalización de predios
En Colombia tratar el tema de la propiedad sobre inmuebles 
exige conocer sobre todo, y antes que nada, la historia, nada 
pacífica sobre todo el asunto de tierras. Sobre el anterior parti-
cular coincidimos en afirmar “… que la legislación nacional es 
el resultado de la fusión de las leyes de ultramar, aunque en ella 
tienen mayor influencia los derechos español y el francés, que 
a la vez se inspiraron en el romano, el canónico y el germano”.3
Heredado de la apropiación de tierras hecha por razón del proceso 
de invasión española sustentado a través de las capitulaciones de 
conquista; contrato entre el rey y un particular para conquistar 
un territorio determinado poniéndolo bajo la soberanía de los 
monarcas españoles a cambio del título de gobernador más 
una parte de las tierras, contrato este que dio como resultado 
una alta concentración de la propiedad, situación que nada o 
muy poco ha cambiado desde la Colonia. Así, por ejemplo, ya 
en la época de la Independencia la Ley 13 de 1821 ratifica las 
posesiones adquiridas por los conquistadores, con lo cual se da 
una impronta de poder político el tener y gozar de la propiedad 
de grandes extensiones de tierra sin importar que, desde tales 
épocas, esa concentración de riqueza hubiera sido y sea, hasta 
estos precisos momentos, fuente de nuestros más sangrientos 
conflictos sociales.
En nuestro país el tema de la propiedad de tierras ha estado en 
la agenda de todos los gobiernos como nudo gordiano hasta 
3 Correa, Lilia. Magistrada, Tribunal Superior de Tunja; catedrática de 
UNIBoYACÁ. Exposición sobre “Evolución Histórica y antecedentes legales 
del Derecho Agrario en Colombia”, hecha en el marco del Congreso 
Internacional de Derecho Agrario, Pinar del Río, Cuba.
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nuestros días y las soluciones propuestas, además de ser mera-
mente paliativas, han resultado frustrantes, en sí mismas, para 
las esperanzas acumuladas durante siglos por los colombianos 
de todas las épocas. 
Así tenemos entonces, que ya en nuestra era republicana y en el 
inmediato siglo pasado la Ley 120 de 1928 le da a la declaración 
de pertenencia el carácter de acción. Esto por cuanto solo existía 
la acción reivindicatoria dentro de la cual el poseedor debía soli-
citar la declaración de dominio pero por vía de excepción. 
Quince años más tarde, en 1943, se expide la Ley 51 con la cual se 
puso punto final a la discusión sobre si era o no posible la pres-
cripción entre comuneros. A partir de esta Ley se le reconoció 
expresamente al copropietario su derecho a usucapir, como 
acción, en proceso ordinario tramitado conforme los artículos 
6º, 7º, y 8º de la Ley 120 de 1928 o, también, por vía de excepción. 
Estas dos leyes estuvieron rigiendo hasta 1970, cuando, mediante 
el artículo 690 del Código de Procedimiento Civil, expresamente 
se les derogó, disponiendo este nuevo estatuto procesal, artículo 
413, regular íntegramente la pertenencia bajo los trámites de 
proceso ordinario. 
Entre el interregno de las Leyes 120 de 1928 y 51 de 1943 se 
expide la Ley 200 en 1936 sobre Reforma Agraria, reconociendo 
propiedad a los colonos que estuvieran trabajando tierras 
inexplotadas.
Para el año 1961, mediante Ley 135 se crea el Instituto Nacional 
de la Reforma Agraria, INCORA.
En el año 68, Ley 1ª, se establece por primera vez la “unidad 
agrícola familiar” (UAF) como extensión mínima de tierra posible 
de adjudicar, y donde al preguntar ¿qué es una Unidad Agrícola 
Familiar (UAF)? el Incoder recientemente ha respondido: Es 
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la empresa básica de producción agrícola, pecuaria, acuícola o 
forestal, cuya extensión permite, con su proyecto productivo y 
tecnología adecuada, generar como mínimo dos salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. Además, permite a la familia remu-
nerar su trabajo y disponer de un capital que contribuya a la 
formación de su patrimonio.4
Para el año 1973 se expide la Ley 4ª mediante la cual se consagra 
la prescripción agraria de corto plazo para quien, creyendo de 
buena fe, está explotando un baldío durante cinco años conti-
nuos, cuando en realidad tal predio es de propiedad privada. 
En 1974 se expide el Decreto 508 para el saneamiento de la 
pequeña propiedad rural, entendida como tal la que no excediera 
15 hectáreas. El procedimiento aquí establecido era sencillo y ágil 
bajo el entendido de que la población objetivo eran campesinos 
de escasos recursos económicos.
Mediante la Ley 6ª, año 1975, se reguló el contrato de aparcería.
La Ley 30 de 1988 estableció una nueva ley agraria.
En 1994, mediante la Ley 160 se creó el Sistema Nacional de la 
Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino. Esta Ley fue 
desarrollada por los Decretos 2263, 2264, 2265 y 2266, todos 
ellos de 1994. En 1995 se expidieron los Decretos 1031 y 1032. 
Habiendo hecho el anterior muy somero recorrido por gran 
parte de la abundante legislación expedida para hacer justicia 
en la inequitativa distribución de la propiedad sobre inmuebles, 
urbanos y rurales, debemos reconocer que en muy poco se ha 
incidido sobre nuestra realidad. 
Así, por ejemplo, en especie de diagnóstico contenido en el 
informe nacional de desarrollo humano “Colombia rural, 
4 Fuente: página web del Incoder, fecha de publicación octubre 29/2012.
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razones para la esperanza, 2011” elaborado por el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo, PNUD,5 se da cuenta 
que la propiedad de la tierra en nuestro país aparece caracteri-
zada por la inequidad, el mal uso del territorio, el despojo y la 
violencia, figurando Colombia entre los países más desiguales 
en la distribución de la tierra en el mundo con problemas en su 
tenencia destacándose como causal para ello “.. los altos grados 
de informalidad en los derechos de propiedad, pues cerca del 
40% de los predios no tienen títulos, y cuando los tienen, no 
están registrados.” 
Desde el Derecho Procesal toda la problemática social que 
hemos planteado ahora puede abordarse mediante un proceso 
de duración razonable y desformalizado permitiendo, antes que 
nada, el acceso efectivo a nuestra justicia como respuesta a la 
desigualdad, iniquidad y marginalidad con que la sociedad trata 
los conflictos de legalización y titularización de inmuebles y 
predios de pequeña entidad económica. 
3. Declaración de pertenencia, ley 1561 de 
2012 sobre inmuebles urbanos de cuantía 
extraordinaria y rurales de una u.a.f. 
como nuevos
conceptos de pequeña entidad económica, competencia en 
primera instancia, jueces civiles municipales y procedimiento 
especial
Debemos recodar inicialmente que son ya varias las modifica-
ciones hechas al inicial artículo 15 del Decreto 1400 de 1970, 
5 PNUD (2011). Colombia rural. Razones para la esperanza. Informe Nacional 
de Desarrollo Humano 2011. Bogotá: INDH PNUD, septiembre. Presentado 
por Bruno Moro, representante residente del PNUD en Colombia.
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Código de Procedimiento Civil, que les asignaba conocimiento 
a los jueces civiles municipales en primera instancia de tan 
solo dos expresos asuntos: 1. Contenciosos entre particulares 
y sucesiones de menor cuantía, y 2. Procesos de alimentos que 
no correspondieran a los jueces de menores. En efecto, de tales 
asuntos hemos llegado, en el presente siglo XXI, a que estos 
jueces hoy tengan competencia en primera instancia sobre 
controversias civiles, de familia, agrarios y comerciales tanto 
por la naturaleza del asunto como también cuando estos sean 
de menor cuantía.
La ampliación de controversias bajo conocimiento de los jueces 
civiles municipales se inició en 1989 mediante el Decreto 
2282, adicionándoles conocimiento, en única instancia, sobre 
24 asuntos sometidos al trámite de verbal sumario tal como 
lo consignó el artículo 435 del C. de Procedimiento Civil pero 
dejando intacto tal Decreto el antes citado artículo 15 de este 
codificado, el cual solo se varió, ampliando la competencia, en el 
año 2003. 
Después de la anterior ampliación de la competencia, en el preci-
tado año 2003, mediante el artículo 5° de la Ley 794 se modifica 
el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil reorganizando 
el conocimiento de los jueces municipales, en primera instancia, 
de los siguientes asuntos de menor cuantía:
1. Todos los contenciosos, salvo los que correspondieran a la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
2. Sucesiones.
3. De los demás asuntos cuya competencia les sea asignada por 
la ley.
Dejamos resaltado este tercer literal, pues será la puerta de 
entrada de nuestro tema más adelante. 
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Competencia. Conforme al artículo 8º de la Ley 1561 de 2012 
el conocimiento para adelantar el proceso verbal especial para 
la titulación del derecho real de dominio o el saneamiento de la 
titulación lo tiene, en primera instancia, el juez civil municipal 
del lugar donde se encuentre ubicado el bien y donde, estando 
este bajo comprensión de dos ámbitos territoriales, a elección 
del demandante, se podrá accionar en cualquiera de ellos.
Por fuera de lo anterior, todo lo relacionado con acumulación 
de pretensiones y demandas concurriendo varios poseedores de 
un mismo inmueble de mayor extensión se pueden acumular 
pretensiones, demandas o procesos en la forma prevista en el 
Código General del Proceso para estos mismos casos. 
Derecho de postulación. No por ser clasificados como de 
pequeña entidad económica las partes en estos procesos podrán 
actuar en causa propia, todo lo contrario, siempre deberán 
concurrir a través de apoderado judicial ejercitando o haciendo 
uso del derecho de postulación tal como lo ordena el artículo 22 
de la ley que estamos analizando. 
Con lo brevemente consignado queremos evidenciar la cons-
tante evolución de la asignación de asuntos y cómo junto a ello 
también lo ha hecho el propio concepto de cuantías, pues de un 
contenido puramente económico, representado por una suma 
de dinero, este se amplifica dando paso a su equivalente en 
salarios mínimos mensuales vigentes hasta llegar ahora, con la 
Ley 1561 de 2012, al nuevo concepto de inmuebles de “pequeña 
entidad económica”. Si bien resulta novedoso el nombre, lo es 
más aún encontrar que tal calidad tiene diferente significado 
según donde se encuentre ubicado el inmueble objeto de 
proceso. En efecto, siendo de tipo urbano tendrán el carácter de 
pequeña entidad económica los inmuebles con avalúo catastral 
de hasta 250 s.m.m.v., pero si se trata de uno rural no hay ya 
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lugar a establecer equivalente monetario sino que la calidad se 
la da un nuevo equivalente legalmente llamado unidad agrícola 
familiar (UAF). 
Dejamos por el momento enunciada esta particular forma de 
cuantificación por cuanto más adelante nos ocuparemos en 
detalle de todo este novedoso asunto que en nuestro sentir 
agrega, como cuarta cuantía, la de hasta 250 s.m.m.v y que por 
tal razón hemos denominado extraordinaria por superar en 100 
s.m.m.v la mayor cuantía que el Código General del Proceso 
establece para los asuntos que sobrepasen 150 s.m.m.v. 
Hecho el anterior análisis de la cuantía nos parece pertinente 
pasar a precisar ahora sobre los siguientes conceptos: a) bienes 
inmuebles, b) ubicación urbana, c) ubicación rural.
Bienes inmuebles. Sobre este particular precisemos que 
cuando la Ley 1561 de 2012 se refiere a inmuebles debemos 
entender tal referencia hecha sobre aquellos que por su natura-
leza no pueden transportarse de un lugar a otro tal cual como 
así lo define el artículo 656 del Código Civil Colombiano donde 
se da la calidad de inmuebles “… o fincas o bienes raíces (a) las 
cosas que no pueden transportarse de un lugar a otro; como las 
tierras y minas, y las que adhieren permanentemente a ellas, 
como los edificios, los árboles….” Luego, existiendo un lote o 
predio urbano sin ningún tipo de construcción sobre el cual se 
pida su declaración de pertenencia; siempre y cuando su avalúo 
catastral no supere doscientos cincuenta salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (250 smlmv), el conocimiento del 
asunto lo tendrá, en primera instancia, el respectivo juez civil 
municipal.
Ubicación urbana. Siendo que la Ley 1561 de 2012 genera 
un nuevo procedimiento para el trámite de las demandas 
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sobre declaración de pertenencia a partir de clasificar los 
bienes inmuebles por su ubicación, urbana o rural, debemos 
tener perfecta claridad cuando estamos frente a uno u otro. En 
primer lugar, recordemos que son los concejos municipales los 
encargados de establecer la conformación del perímetro urbano 
y uso del suelo, y por tanto, será el respectivo acuerdo a donde 
debemos acudir en caso de duda sobre la calidad de inmueble 
urbano, sobre todo aquellos ubicados en la periferia de los muni-
cipios. Ahora bien, dificultándose lo anterior pensamos que en 
tan extremo caso podemos recurrir al parágrafo 1º del artículo 
1º del Decreto 508 de marzo 28 de 1974, publicado en el Diario 
Oficial No. 34.062, 17 de abril de 1974 y que sobre el particular 
aquí analizado preceptúa “… Si no existiere disposición legal-
mente expedida que fije el área de población, se entenderá por 
predio o fundo rural el que se halle situado a una distancia mayor 
de cien (100) metros de las últimas edificaciones que formen el 
núcleo urbano de la respectiva población o caserío..” 
Ubicación rural. Teniendo definido el carácter de urbano de 
un inmueble, entonces, por oposición, diremos que si un predio 
se encuentra ubicado más allá de los 100 metros, medida tal 
distancia desde la última edificación que haga parte del casco 
urbano de una población, este último bien tendrá la calidad 
inequívoca de ser rural. 
De otro lado, recordemos que el Decreto atrás referido y provi-
niendo del Ministerio de Agricultura, establecía un procedimiento 
judicial abreviado para atender todas aquellas controversias 
destinadas al saneamiento del derecho de dominio en pequeñas 
propiedades rurales y como tales se tenían “… aquellas que no 
excedan de quince (15) hectáreas, tengan el carácter de rurales y 
se hallen situadas fuera de los límites legalmente determinados 
del área de la respectiva población...” 
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3.1 Cuantía extraordinaria para declaración de 
pertenencia sobre inmuebles urbanos para asignar 
conocimiento a los jueces civiles municipales en 
primera instancia
Empezaremos precisando que el conocimiento de asuntos se 
distribuye entre jueces civiles municipales y del circuito bajo 
la dualidad cuantía y naturaleza del asunto de tal manera que 
asuntos de mínima cuantía, en única instancia y menor en 
primera instancia, su conocimiento lo tienen los jueces civiles 
municipales mientras que los jueces civiles del circuito cono-
cerán por la naturaleza del asunto, en única instancia, de unas 
particulares controversias y en primera instancia de todo aquello 
que sea de mayor cuantía. De esta forma de distribuir compe-
tencia encontramos en la Ley 1561 de 2012 una nueva cuantía, la 
cual hemos llamado “extraordinaria” al no estar instituida antes 
en ninguna normatividad procesal. 
Veamos. El artículo 25 del Código General del Proceso establece 
tres tipos de cuantías: a) mínima cuantía cuando las preten-
siones patrimoniales no excedan el equivalente a cuarenta 
salarios mínimos legales mensuales vigentes (40 smlmv); b) 
será de menor cuantía cuando las pretensiones patrimoniales 
excedan el equivalente a cuarenta salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (40 smlmv) pero sin pasar el equivalente a 
ciento cincuenta salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(150 smlmv); c) serán de mayor cuantía las pretensiones patri-
moniales que excedan el equivalente a ciento cincuenta salarios 
mínimos legales mensuales vigentes (150 smlmv). 
Cosa diferente tenemos ahora para los procesos sobre decla-
ración de pertenencia, pues todo el anterior escenario lo 
cambia radicalmente el artículo 4º de la Ley 1561 de 2012 al 
establecer una nueva modalidad de cuantía, para nosotros 
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“extraordinaria”, y la cual, diferenciando ubicación, fija en los 
jueces civiles municipales el conocimiento en primera instancia 
de los procesos sobre declaración de pertenencia cuando los 
inmuebles objeto tengan, además del carácter de urbanos, un 
avalúo catastral de hasta doscientos cincuenta salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (250 smlmv), mientras que siendo 
rural no hay ya lugar a establecer equivalente monetario sino 
que la calidad se la da un nuevo equivalente legalmente llamado 
unidad agrícola familiar (UAF).
Así, entonces, entre la Ley 1561 de 2012 y el Código General 
del Proceso existe una gran diferencia en torno a la cuantía, 
pues en la primera normativa resultan ser de “pequeña entidad 
económica” inmuebles que sobrepasan exactamente en 100 
smlmv lo que el Código General del Proceso fija como piso 
para la “mayor cuantía” y donde el nombre resulta ser un 
contrasentido, por lo cual, para nosotros, no estamos tratando 
de inmuebles de “pequeña entidad económica” sino, más bien, 
la Ley 1561 de 2012 establece una nueva modalidad de cuantía 
“extraordinaria”. 
Hecha la aclaración que antecede y sobre este primer punto en 
que se analizó la nueva modalidad de cuantía “extraordinaria” 
de inmuebles urbanos que da competencia a los jueces civiles 
municipales para conocer, en primera instancia, sobre decla-
ración de pertenencia ahora, de forma concluyente, dejamos 
consignado que, entonces, frente a otros inmuebles con avalúo 
catastral superior a doscientos cincuenta salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (250 smlmv) el conocimiento de tal 
asunto lo tendrá ya, en primera instancia, el respectivo juez civil 
del circuito.
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3.1.1 Derecho de acción y legitimación en la causa
El artículo 2° de la Ley 1561 de 2012 establece quién es la parte 
activa a partir de diferenciar la pretensión de la acción. Así, siendo 
la demanda el otorgamiento del título de propiedad, tendrá la 
acción y estará legitimado en la causa “… quien demuestre 
posesión material sobre bien inmueble, urbano o rural…”
Ahora bien, si lo pretendido es el saneamiento de la falsa tradi-
ción por razón de enajenación de cosa ajena, transferencia de 
derecho incompleto o sin antecedente propio, el derecho de 
acción y legitimación en la causa estará en cabeza de quien tenga 
título registrado a su nombre de conformidad con lo dispuesto 
en la ley registral.
3.1.2 Efectos de la sentencia favorable al accionante    
extendidos a su cónyuge o compañero permanente
Fuera de los dos anteriores casos sobre legitimación en la causa 
encontramos en el parágrafo único del mencionado artículo 2º, 
una especie de extensión pasiva de los efectos positivos de la 
sentencia, los cuales se extienden en favor del cónyuge o compa-
ñero con quien se tenga sociedad conyugal vigente, o patrimonial 
legalmente declarada o reconocida. Estas dos situaciones deberán 
ser acreditadas, igualmente, dentro del trámite procesal ante lo 
cual el juez proferirá fallo en favor de ambos cónyuges o compa-
ñeros permanentes así uno solo sea el accionante.
La anterior ampliación o extensión pasiva de los efectos posi-
tivos de la sentencia favorable al accionante requiere que al juez 
civil municipal, el demandante le suministre toda la información 
sobre existencia de sociedad conyugal vigente o patrimonial 
legalmente declarada o reconocida, lo cual deberá realizar 
bajo la gravedad del juramento. Esto así aparece expresamente 
ordenado en el artículo 10, literal b) de la Ley 1561 de 2012 así: 
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… b) La existencia o no, de vínculo matrimonial con sociedad 
conyugal vigente o de unión marital de hecho, con sociedad 
patrimonial legalmente declarada o reconocida. De existir 
alguna de las anteriores situaciones, se deberá allegar prueba 
del estado civil del demandante, la identificación completa y 
datos de ubicación del cónyuge o compañero(a) permanente, 
para que el juez dé aplicación al parágrafo del artículo 2° de esta 
ley. Las declaraciones hechas por el demandante de los literales 
a) y b) de este artículo se entenderán realizadas bajo la gravedad 
de juramento… 
Sobre el anterior particular pensamos que aquí, implícitamente, 
la Ley 1561 de 2012 agrega un caso más a los tres ya referidos en el 
artículo 83 del C.P.G. Así, frente a demandas en las cuales se pida 
título de propiedad por el poseedor material, o siendo la preten-
sión la de sanear títulos que conlleven falsa tradición de bienes 
inmuebles urbanos y rurales de pequeña entidad económica 
el accionante, como requisito especial solo necesario cumplir 
en este tipo de demandas, deberá hacer saber sobre existencia 
de la sociedad conyugal vigente o de la sociedad patrimonial 
legalmente declarada o reconocida aportando, como anexos, la 
respectiva prueba de tales hechos. Sobre este particular no sobra 
advertir que tal omisión dará lugar, entonces, a que se inadmita la 
demanda al tenor del artículo 90 del Código General del Proceso.
3.1.3 Principios del proceso verbal especial
Si bien resaltamos la inclusión de unos principios rectores para 
el proceso verbal especial aquí estudiado, somos del criterio 
que los principios rectores dan las bases para todo el Derecho 
Procesal como ciencia y donde fijar para cada procedimiento 
unos particulares principios nos regresa a etapas ya superadas 
en la evolución de la ciencia procesal que viene trabajando en 
la búsqueda de un procedimiento único, oral y por audiencias 
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mediante el cual se resuelvan todas las controversias surgidas 
entre los seres humanos por razón de su convivencia en sociedad.
Pero al estudiar proactivamente el proceso verbal especial consa-
grado en el artículo 5º de la Ley 1561 de 2012 no lo pensamos 
aislado del sistema procesal colombiano sino que, todo lo 
contrario, haciendo parte de él entendemos que además de los 
principios de concentración de la prueba, impulso oficioso, 
publicidad, contradicción y prevalencia del Derecho sustancial 
también hacen parte, entre otros, los siguientes principios 
rectores del Código General del Proceso:
a. Acceso a la justicia (artículo 2°). En este principio se consagra 
no solo la posibilidad de acudir a un juzgado sino también 
acceder a una justicia efectiva con sujeción a un debido 
proceso y este con trámite de duración razonable. 
b. Proceso oral y por audiencias (artículo 3°). Mediante este 
principio todas las actuaciones se deberán cumplir en forma 
oral, pública y en audiencias, salvo la etapa de iniciación que 
debe constar por escrito. 
c. Concentración (artículo 5°). Aquí, más bien, estamos frente 
a una regla técnica que desarrolla el principio de la oralidad 
ordenando al juez programar las audiencias y diligencias 
de manera que el objeto de cada una de ellas se cumpla sin 
solución de continuidad y sin que, por tanto, las pueda aplazar 
ni suspender. 
d. Inmediación (artículo 6º). Para nosotros este principio corres-
ponde al de concentración de la prueba y donde se le impone 
al juez el deber de practicar personalmente todas las pruebas y 
las demás actuaciones judiciales que le correspondan sin que 
pueda comisionar para la realización de tales actos procesales.
e. Interpretación de las normas procesales (artículo 11). En esta 
norma tenemos dos reglas de interpretación de la ley procesal 
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que el juez debe tener en cuenta sabiendo que los procedi-
mientos tienen como objeto la efectividad de los derechos 
reconocidos por la ley sustancial y que las posibles dudas 
que le surjan deberá aclararlas mediante la aplicación de los 
principios constitucionales y generales del Derecho Procesal 
garantizando en todo caso el debido proceso, el derecho de 
defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos consti-
tucionales fundamentales. 
Pero separadas del texto normativo las reglas sobre interpreta-
ción que se mencionan en el párrafo que antecede, encontramos, 
hacia el final del artículo 11, como verdadero principio el de la 
actuación procesal desformalizada al ordenarle allí al juez que se 
abstenga de exigir y de cumplir formalidades innecesarias.
3.2 Declaración de pertenencia sobre inmuebles 
rurales de pequeña entidad económica bajo 
conocimiento de jueces civiles municipales  
en primera instancia
Hecho el análisis de la competencia sobre inmuebles urbanos nos 
detendremos en este punto sobre la competencia de los jueces 
civiles municipales para tramitar declaración de pertenencia 
sobre predios de carácter rural. 
Queda claro que la Ley 1561 de 2012 sobre declaración de 
pertenencia cambia la forma de distribución de la competencia 
y donde, prescindiendo de la tradicional forma de establecerla 
ahora, por expreso mandato legal, el conocimiento de tales 
asuntos ya está asignado, en primera instancia, a los jueces civiles 
municipales siempre y cuando el inmueble tenga el carácter de 
“pequeña entidad económica” y analizado como se encuentra lo 
referente a los inmuebles urbanos, nos ocuparemos de los rurales 
para los cuales la precitada calidad la tendrá siempre y cuando 
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su extensión superficiaria sea igual a la de una Unidad Agrícola 
Familiar (UAF), establecida por el Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural (Incoder) o por quien cumpla las respectivas 
funciones.
Una competencia determinada no por valor sino por extensión 
ha sido una especie de constante para atender adecuadamente 
el problema de la legalización de predios rurales aparejando un 
procedimiento judicial ágil, desformalizado y oral para los clasi-
ficados como pequeñas propiedades rurales. Así, por ejemplo el 
Decreto 508 de 1974 daba tal calidad a los que no excedieran 
quince hectáreas. Esta equivalencia de extensión superficiaria se 
va a mantener, pasando por la Ley 1182 de 2008 variando, sí, el 
número de hectáreas, hasta el 11 de enero de 2013, fecha en la cual 
entró a regir la Ley 1562 de 2012, donde la medida superficiaria 
es remplazada por el concepto de UAF ante la necesidad… de 
establecer una igualdad no sólo jurídica sino económica, social y 
cultural para los protagonistas del agro, partiendo del supuesto 
de que el fomento de esta actividad trae consigo la prosperidad de 
los otros sectores económicos y de que la intervención del Estado 
en este campo de la economía busca mejorar las condiciones de 
vida de una comunidad tradicionalmente condenada a la miseria 
y la marginación social.6
La anterior forma de fijar competencia, no por cuantía sino por 
extensión superficiaria hace necesario que nos detengamos en 
conocer un poco más a fondo lo que es una Unidad Agrícola 
Familiar (UAF), la cual tiene como antecede nuestro nuevo 
ordenamiento constitucional preocupado por las tradicionales 
condiciones de marginalidad del campo. Así, en muy buena 
hora reconocida la vocación agrícola del país la misma Carta 
proclama la necesidad de tener mecanismos y acciones con 
6 Sentencia C-006/02.
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las cuales campesinos marginados de la propiedad de predios 
rurales puedan acceder a la titulación de aquellos predios baldíos, 
o de explotación privada, sobre los cuales se tenga derecho de 
prescripción. 
Bajo esta nueva orientación se expide la Ley 160 de 1994 
mediante la cual al crear el Sistema Nacional de Reforma Agraria 
y Desarrollo Rural Campesino en su artículo 1° dispone reformar 
la estructura social agraria por medio de procedimientos ende-
rezados a eliminar y prevenir la inequitativa concentración de la 
propiedad rústica o su fraccionamiento antieconómico y dotar de 
tierras a los hombres y mujeres campesinos de escasos recursos 
mayores de 16 años que no la posean, a los minifundistas, 
mujeres campesinas jefes de hogar, a las comunidades indígenas 
y a los beneficiarios de los programas especiales que establezca el 
Gobierno Nacional.
De la norma transcrita destacamos la preocupación allí mani-
fiesta por fraccionamiento antieconómico de inmuebles rurales y 
en virtud de lo cual de la determinación de número de hectáreas, 
como patrón de medida para la división material, se pasa a un 
concepto integral de desarrollo económico denominado Unidad 
Agrícola Familiar (UAF), con lo cual se busca que también el 
campo colombiano tenga la misma función social endilgada a 
todo tipo de toda propiedad. En este orden de ideas el artículo 
38 de la Ley 160 de 1994 define la UAF como “la empresa básica 
de producción agrícola, pecuaria, acuícola o forestal cuya exten-
sión, conforme a las condiciones agroecológicas de la zona y con 
tecnología adecuada, permite a la familia remunerar su trabajo y 
disponer de un excedente capitalizable que coadyuve a la forma-
ción de su patrimonio”.
En la anterior definición encontramos que las Unidades Agrí-
colas Familiares no se van a fijar ya por extensión superficiaria 
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sino, más bien, que estas serán el resultado de conceptos técnicos 
levantados bajo consideraciones de condiciones agroecológicas 
de la zona, clases de suelo y ubicación con relación a centros 
de mercadeo, información que permitirá fijar una precisa y 
determinada cantidad de hectáreas con las cuales y adecuada 
explotación, una familia pueda remunerar su trabajo quedándole 
excedentes capitalizables con los cuales pueda ir formando su 
propio patrimonio. Esto es abandonar la tradicional cultura de 
producir solo para una precaria subsistencia y en lugar de ello 
pensar en generar empresa agrícola.
Sobre el anterior particular en la antes citada sentencia C-006/02 
la Corte Constitucional consignó:… Así pues, a través de las 
unidades agrícolas familiares, el legislador busca evitar que la 
parcelación de la tierra genere la proliferación de minifundios 
que la hagan improductiva y que frustre la realización de los 
postulados constitucionales relacionados con la producción 
agrícola y la función social de la propiedad agraria, puesto que 
los minifundios no le dan la posibilidad al campesinado de 
obtener excedentes capitalizables que le permitan mejorar sus 
condiciones de vida…7
Realizado el análisis de lo que es una UAF y de que los inmuebles 
rurales que se compongan con una sola de ellas tenemos que, 
conforme a la Ley 1561 de 2012, serán los jueces civiles muni-
cipales los encargados de resolver, en primera instancia, sobre 
declaración de pertenencia. 
Finalmente sobre este mismo punto concluiremos que aquellos 
otros inmuebles rurales que estén por fuera de una UAF, no 
teniendo por ello la calidad de “pequeña entidad económica”, en 
caso de ser objeto de proceso sobre declaración de pertenencia la 
7 Magistrada Ponente, Clara Inés Vargas Hernández, expediente D-3596.
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competencia para conocer de ello la tendrán los jueces civiles del 
circuito, en primera instancia, como más adelante y en profun-
didad volveremos a referirnos.
3.3 Proceso especial para otorgar título de  
propiedad al poseedor material y saneamiento 
de títulos que conlleven falsa tradición sobre 
inmuebles urbanos y rurales de pequeña entidad 
económica
Analizado todo el asunto de la competencia de los jueces 
civiles municipales para conocer, en primera instancia, sobre la 
declaración de pertenencia, a continuación nos ocuparemos de 
mostrar el procedimiento verbal especial contenido en la Ley 
1561 de 2012 a través del cual se busca resolver los siguientes 
dos asuntos que afectan la propiedad de inmuebles urbanos 
y rurales de pequeña entidad económica: a) otorgar título 
de propiedad al poseedor material; b) sanear los títulos que 
conllevan falsa tradición. 
3.3.1 Pretensiones objeto de decisión por el procedimiento 
verbal especial contenido en la Ley 1561 de 2012
Empecemos por señalar que la Ley 1561 de 2012 en su artículo 
1º, además de establecer un procedimiento verbal especial, ahí 
mismo determina su objeto y precisa sus fines señalando que 
en cuanto al primer objeto, este puede ser el de otorgar título 
de propiedad al poseedor material de bienes inmuebles urbanos 
y rurales de pequeña entidad económica como también sanear 
títulos que conlleven falsa tradición sobre los mismos. En 
cuanto a los fines, encontramos que este procedimiento verbal 
especial busca, además, “… garantizar seguridad jurídica en los 
derechos sobre inmuebles, propiciar el desarrollo sostenible y 
prevenir el despojo o abandono forzado de inmuebles…” 
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3.4 Estudio y análisis del procedimiento verbal especial 
tramitado por fases conforme lo dispone la Ley 1561  
de 2012
En esta parte de nuestro trabajo abordaremos el tema del trámite 
procesal asignado para resolver las controversias surgidas por 
razón de asignar título de dominio al poseedor material o 
para sanear títulos ya inscritos pero bajo la modalidad de falsa 
tradición. Para el cumplimiento de nuestro cometido debemos 
partir por dejar en claro que este procedimiento se aplicará en 
los dos eventos ya referidos, siempre y cuando los inmuebles 
materia de decisión judicial estén comprendidos o clasificados 
como de pequeña entidad económica y cabrán en tal categoría 
todos aquellos, de ubicación urbana, con avalúo catastral de 
hasta 250 salarios mínimos mensuales vigentes mientras que 
los rurales, será su extensión no superior a una U.A.F. la que 
determine su inclusión y trámite de verbal especial. 
Para efectos solo de precisión temática emplearemos el mismo 
recurso didáctico que utilizamos en la docencia, y es dividir en 
tres fases todo el procedimiento así: 
a. Fase prejudicial o de calificación de demanda como requisito 
de procedibilidad.
b. Fase de iniciación mediante la cual se agota el componente 
escrito de un procedimiento mixto.
c. Fase de trámite y juzgamiento en la cual se da cabida a la parte 
oral de este procedimiento especial. 
3.4.1 Fase prejudicial o de calificación de demanda como 
requisito de procedibilidad
Aquí en esta unidad analizaremos un tema ciertamente novedoso 
como es el establecer una serie de requisitos para la procedencia 
del proceso verbal especial pero que en realidad son presupuestos 
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cuyo cumplimiento no está precisamente en manos del deman-
dante. Veamos. La Ley 1561 de 2012 en su artículo 6º instituye 
ocho requisitos para la aplicación del proceso verbal especial para 
las demandas en las cuales se pida título de propiedad por parte 
del poseedor material y también para aquellas otras que busquen 
sanear títulos que conlleven falsa tradición de bienes inmuebles 
urbanos y rurales de pequeña entidad económica y los cuales 
tienen, en nuestro sentir, dos diferentes objetivos: 1. Por un lado, 
hay unos que buscan “información previa para la calificación de 
la demanda” sobre vinculación jurídica del inmueble en asuntos 
administrativos-penales en entidades oficiales, indeterminadas, 
y para que el juez civil municipal, según sea la información 
recabada, se abstenga de tramitar la demanda o termine inme-
diatamente el proceso. 2. El otro grupo de requisitos, por su lado, 
lo que ya pretenden será establecer la “ubicación física y material 
del inmueble”. 
A efectos de dimensionar y ver en contexto los requisitos a los 
cuales hacemos mención se incluyen todos ellos en el siguiente 
cuadro. 
Requisitos diabólicos para la procedencia del  
proceso verbal especial
Información entidades oficiales
vinculación jurídica del 
inmueble
Información Alcaldía sobre  
ubicación f ísica y material del 
inmueble
Que sobre el inmueble no se 
adelanta proceso de restitución de 
que trata la Ley 1448 de 2011 y el 
Decreto 4829 de 2011.
Que el inmueble no se encuentra 
ubicado en zonas declaradas como de 
alto riesgo no mitigable identificadas 
en el Plan de Ordenamiento Territorial 
y en los instrumentos que lo desarro-
llen y complementen, o aquellas que se 
definan por estudios geotécnicos que 
adopte oficialmente la Administración 
Municipal, Distri-tal o el Departa-
mento Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina
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Inexistencia de cualquier otro 
proceso judicial o administrativo 
tendiente a la reparación o resta-
blecimiento a víctimas de despojo 
o abandono forzado de tierras.
Zonas o áreas protegidas, de confor-
midad con lo dispuesto en la Ley 2ª 
de 1959 y el Decreto 2372 de 2010 
y demás normas que sustituyan o 
modifiquen.
Que no se encuentre incluido 
en el Registro Único de Tierras 
Despojadas y Abandonadas Forzo-
samente de la Ley 387 de 1997.
Áreas de resguardo indígena o de 
propiedad colectiva de las comuni-
dades negras u otros grupos étnicos.
Que el inmueble no se encuentre 
sometido a procedimientos admi-
nistrativos agrarios de titulación 
de baldíos, extinción del derecho 
de dominio, clarificación de 
la propiedad, recuperación de 
baldíos indebidamente ocupados
Que el inmueble no se encuentra 
ubicado en zonas de cantera que 
hayan sufrido grave deterioro f ísico, 
hasta tanto se adelante un manejo 
especial de recomposición geomorfo-
lógica de su suelo que las habilite para 
el desarrollo urbano
Que el inmueble no se encuentre 
ubicado en zonas declaradas 
de inminente riesgo de despla-
zamiento o de desplazamiento 
forzado, en los términos de la Ley 
387 de 1997, sus reglamentos y 
demás normas que la adicionen o 
modifiquen, o en similares zonas 
urbanas, salvo que el poseedor que 
acuda a este proceso se encuentre 
identificado dentro del informe 
de derechos sobre inmuebles y 
territorios a los que se refiere el 
Decreto 2007 de 2001.
Que las construcciones no se encuen-
tren, total o parcialmente, en terrenos 
afectados por obra pública, de confor-
midad con lo establecido en el artículo 
37 de la Ley 9ª de 1989.
Que el inmueble no se encuentra 
ubicado en zona de deslinde de tierras 
de la Nación, o de las comunidades 
indígenas o afrodescendientes u otras 
minorías étnicas, o delimitación 
de sabanas o playones comunales 
conforme a la legislación agraria y 
aquellos que están dentro del régimen 
de propiedad parcelaria establecido 
en la Ley 160 de 1994 y las normas que 
la modifiquen o sustituyan.
Que el inmueble no está destinado a 
actividades ilícitas.
Fuente: Elaboración propia con base en la Ley 1561 de 2012, artículo 6º. 
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Mirada en detalle tan variada gama de requisitos reflexionamos si 
fueron establecidos para que funcione la Ley, o todo lo contrario, 
que no funcione. Cuesta pensar que sea la primera opción, pues 
mirado cualquiera de ellos nos viene a la memoria todo el tema 
sobre “prueba diabólica”, medio muy utilizado en las primeras 
etapas en la evolución del Derecho probatorio y donde, para los 
casos de acción reivindicatoria, el reivindicante tenía que retro-
ceder en el tiempo hasta llegar a encontrar al originario titular 
del derecho de propiedad y ante la imposibilidad de lograr ello, 
a tal exigencia se le llamó diabólica. Pues bien, de hacer un símil 
entre lo reseñado y los ocho requisitos atrás señalados encon-
tramos como característica común la absoluta imposibilidad de 
acreditar los hechos exigidos, con lo cual diríamos entonces que 
estamos frente a unos requisitos diabólicos.
Con lo analizado resulta fácil encontrar cómo la procedencia e 
implementación del proceso verbal especial resulta imposible. Es 
más. Estos requisitos son verdaderos palos que definitivamente 
entraban la aplicación de la Ley en comento, ante lo cual y a 
efectos, más bien, de que la Ley cumpla los cometidos para los 
cuales fue creada, en el siguiente punto dibujaremos vías inter-
pretativas desde las cuales, propositivamente, se puede superar 
estos obstáculos.
Para efectos de formular propuestas de solución y superar los 
obstáculos que plantea el artículo 6º de la Ley 1561 de 2012 
los ocho requisitos allí estipulados los dividiremos mirando el 
momento procesal para el cual se exigen, así: a) para la formula-
ción de la demanda, y b) para ser admitida. 
3.4.2 Requisitos para la formulación de la demanda 
Estos buscan racionalizar el trabajo judicial procurando evitar su 
desgaste innecesario cuando, desde la propia demanda, objetiva-
mente se puede apreciar la improcedencia del trámite procesal 
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por imposibilidad absoluta de la pretensión como cuando se pide 
la declaración de pertenencia sobre una vía pública. Así como 
requisitos para dar inicio al proceso verbal especial tenemos los 
siguientes: 
Particulares. Que el bien inmueble objeto de la acción no sea 
imprescriptible o sea de propiedad de entidades de derecho 
público conforme los artículos 63, 72, 102 y 332 de la Constitu-
ción Política. 
En general. Que el bien inmueble objeto de la acción no haga 
parte de aquellos cuya posesión, ocupación o transferencia, 
según el caso, estén prohibidas o restringidas por normas cons-
titucionales o legales.
3.4.3 Fase pre-procesal. Información previa como especie de 
requisito de procedibilidad para dar inicio al proceso 
verbal especial 
Empecemos por criticar la desaforada exigencia de requisitos 
que hace la Ley 1561 de 2012 en su artículo 6º y que en nuestro 
sentir pone en serio peligro y obstaculiza el efectivo ejercicio 
del derecho de acción, por lo cual los llamamos requisitos de 
procedibilidad, solo que, no siendo posible cumplirlos por el 
demandante, será la diligente gestión y compromiso de los jueces 
civiles municipales quienes activarán una fase pre-procesal la 
cual resulta más que necesaria para remover, uno a uno, los muy 
variados requisitos para admitir la demanda y los cuales instituye 
el artículo 6° bajo ocho numerales de los cuales, en nuestro sentir, 
los correspondientes a los numerales 3, 4, 5,6, 7 y 8, imponen al 
respectivo juez recoger especifica información relacionada con 
el inmueble sin la cual no podrá admitir.
Con lo anterior vemos que el pleno ejercicio del derecho de 
acción no se cumple con la sola presentación de la demanda. 
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No. Aquí frente al proceso verbal especial para otorgar título de 
propiedad al poseedor material o sanear títulos que conlleven 
falsa tradición de bienes inmuebles urbanos y rurales de pequeña 
entidad económica, formulada la respectiva demanda el juez civil 
municipal de conocimiento debe agotar una especie de fase pre-
procesal que el artículo 12 de la misma Ley llama “información 
previa a la calificación de la demanda” información que pasamos 
a estudiar a continuación. 
Información sobre situación jurídico - legal del inmueble. Los 
numerales 3º y 6º del artículo 6º de la Ley 1561 de 2012 ordenan 
que para poderse admitir la demanda el respectivo juez civil 
municipal debe tener la siguiente información:
1. Que sobre el inmueble no se adelante proceso judicial o 
administrativo tendiente a la reparación o restablecimiento a 
víctimas de despojo o abandono forzado de tierras conforme 
Ley 1448 y Decreto 4829 ambas normativas de 2011. Si en el 
momento de pedirse la información la respectiva entidad ha 
dictado resolución de inicio de estudio formal previsto en este 
último Decreto, el Juez Civil Municipal se abstendrá de admitir 
la demanda hasta tanto se decida la inclusión o no del predio 
en el Registro Único de Tierras Despojadas o Abandonadas 
Forzosamente.
2. Además de lo anterior, el Juez deberá solicitar información 
respecto a que el inmueble no se encuentre incluido en el 
Registro Único de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzo-
samente conforme Ley 387 de 1997. 
3. Que el inmueble no se encuentre sometido a procedimientos 
administrativos agrarios de titulación de baldíos, extinción del 
derecho de dominio, clarificación de la propiedad.
4. Que el inmueble no es objeto de procedimientos administra-
tivos de: a) recuperación de baldíos indebidamente ocupados, 
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b) deslinde de tierras de la Nación, o de las comunidades 
indígenas o afrodescendientes u otras minorías étnicas, c) o 
delimitación de sabanas o playones comunales conforme a la 
legislación agraria y aquellos que están dentro del régimen de 
propiedad parcelaria establecido en la Ley 160 de 1994 y las 
normas que la modifiquen o sustituyan. 
Información sobre ubicación físico – material del inmueble. 
Por su lado, los numerales 4º, 5º, 7º, y 8º del artículo 6º de la Ley 
1561 de 2012 disponen que para poderse admitir la demanda el 
respectivo juez civil municipal debe tener información sobre que 
el inmueble objeto del proceso no se encuentre ubicado o haga 
parte de las siguientes áreas o zonas: 
1. Zonas declaradas como de alto riesgo no mitigable identificadas 
en el Plan de Ordenamiento Territorial y en los instrumentos 
que lo desarrollen y complementen, o aquellas que se definan 
por estudios geotécnicos que adopte oficialmente la Adminis-
tración Municipal, Distrital o el Departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina en cualquier 
momento
2. Zonas o áreas protegidas, de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley 2ª de 1959 y el Decreto 2372 de 2010 y demás normas 
que sustituyan o modifiquen. 
3. Áreas de resguardo indígena o de propiedad colectiva de las 
comunidades negras u otros grupos étnicos. 
4. Zonas de cantera que hayan sufrido grave deterioro físico, 
hasta tanto se adelante un manejo especial de recomposición 
geomorfológica de su suelo que las habilite para el desarrollo 
urbano. 
5. Que las construcciones no se encuentren, total o parcialmente, 
en terrenos afectados por obra pública, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 37 de la Ley 9ª de 1989. 
358 
DECLARACIÓN DE PERTENENCIA CON DOS TRÁMITES ESPECIALES DIFERENTES
6. Que el inmueble no se encuentre ubicado en zonas declaradas 
de inminente riesgo de desplazamiento o de desplazamiento 
forzado, en los términos de la Ley 387 de 1997, sus reglamentos 
y demás normas que la adicionen o modifiquen, o en similares 
zonas urbanas, salvo que el poseedor que acuda a este proceso 
se encuentre identificado dentro del informe de derechos 
sobre inmuebles y territorios a los que se refiere el Decreto 
2007 de 2001. 
7. Que no esté destinado a actividades ilícitas. 
3.4.4 Forma de superar los ocho requisitos diabólicos 
contemplados en el artículo 6º de la Ley 1561 de 2012
Para superar esta variada gama de requisitos encontramos las 
siguientes dos formas: 
1. Información sobre situación jurídico – legal del inmueble 
recabada por el propio Juez Civil Municipal. 
2. Información sobre ubicación físico – material del inmueble 
suministrado bajo juramento por el demandante asimilando 
la modalidad probatoria de afirmación o negación indefinida. 
3.4.5 Información sobre situación jurídico-legal del 
inmueble recabada por el propio juez civil municipal  
en uso de especiales poderes a él conferidos
Al tenor del artículo 9 de la Ley analizada y a efectos de garan-
tizar el cumplimiento del objeto, finalidad y principios del 
proceso especial al juez se le revisten de los siguientes poderes 
especiales: 
1. De acceso a información. De forma permanente y actuando 
de manera ágil y oportuna, el juez puede acceder a todos los 
registros y bases de datos que crea conveniente, esto con el 
único fin de: 1. Verificar la situación del inmueble objeto del 
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debate procesal y 2. Para suplir cualquier deficiencia de la 
demanda, sus anexos o requisitos. 
2. En uso del poder de decisión. Podrá desechar actuaciones 
y diligencias inútiles rechazando solicitudes, incidentes y 
pruebas improcedentes o inconducentes, recursos que no 
estén legalmente autorizados y en general el empleo o uso 
de todo instrumento procesal cuando lo considere que tiene 
claro carácter dilatorio. En general el juez empleará todos los 
mecanismos puestos a su alcance a efectos de evitar desvió 
de los fines y principios establecidos en ley mientras que, en 
especial, garantizará la igualdad real de las partes, su acceso 
a una justicia gratuita, con simplicidad en sus trámites y en 
lo específico sujetará su actuación procesal a los principios 
rectores de celeridad del trámite procesal, oficiosidad, inme-
diación, sana crítica, concentración de la prueba y debido 
proceso para así, dentro de este contexto de principios pueda 
decidir de fondo lo controvertido y probado, siempre que esté 
relacionado con el objeto de la litis. 
Con relación a los requisitos que buscan “información previa 
a la calificación de la demanda” sobre vinculación jurídica del 
inmueble en asuntos administrativos-penales, el artículo 12 de 
la Ley en estudio dispone que el juez en el término de diez días, 
contados a partir del recibo de la demanda, consultará, entre 
otros, los siguientes documentos: 
1. El Plan de Ordenamiento Territorial (POT) del respectivo 
municipio.
2. Informes de inmuebles de los Comités Locales de 
Atención Integral a la Población Desplazada o en riesgo de 
desplazamiento.
Igual pedirá información sobre estado administrativo-penal del 
inmueble en las siguientes entidades: 
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a. Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder).
b. Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) o la autoridad 
catastral correspondiente.
c. Fiscalía General de la Nación y 
d. Al Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas 
Forzosamente. 
La información que solicite el juez civil municipal deberá ser 
suministrada por las entidades competentes para expedir los 
certificados o documentos públicos dentro del término peren-
torio de quince días hábiles “… so pena de que el funcionario 
renuente incurra en falta disciplinaria grave…”, tal como lo 
prevé el parágrafo único del artículo 11 de la misma Ley. 
3.4.6 Información sobre ubicación físico-material  
del inmueble suministrado bajo juramento por  
el demandante asimilando la modalidad probatoria  
de afirmación o negación indefinida
El otro grupo de requisitos, por su lado, lo que ya pretenden será 
establecer la “ubicación física y material del inmueble” para que, 
sabiendo de ello el juez, este se abstenga de tramitar la demanda 
o, según sea el caso, incluso, que el demandante sea incluido 
en los programas especiales de reubicación que deberá diseñar 
la administración municipal o distrital de conformidad con la 
política nacional para estos fines; sin que el parágrafo único del 
numeral 4º del artículo 6º aquí analizado precise como se hará 
ello. Frente a estos requisitos, en cuanto a los que no pueda cons-
tatarse la información en entidad o documento oficial alguno, 
nos hace pensar que de alguna manera se revive lo de la prueba 
diabólica a que antes hicimos referencia y donde, para asumir 
de manera propositiva ello, encontramos en sendos fallos de la 
Corte Constitucional una posible vía de suministrar al Juez del 
conocimiento otra vía de convicción. 
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Ante la exigencia de tenerse que aportar en un proceso la plena 
prueba de la incapacidad económica de una parte la Corte Cons-
titucional analizó que ello era imponer una carga excesiva a quien 
debía probar tal hecho lo que en la práctica, según esta alta corpo-
ración “… resucitaba el modelo de prueba diabólica” Agregando: 
“… la prueba de la incapacidad no es taxativa y puede darse bajo 
la modalidad de declaración indefinida, pues de lo contrario tal 
prueba podría convertirse en muchos casos, en una resurrección 
de la prueba diabólica, negándole así el acceso a los interesados”. 
(Sala Sexta de Revisión de la Corte. Sentencia T-819 de 2003, M.P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra). Igualmente, en Sentencia T-683 
de 2003 esta misma alta corporación admitió que para probar la 
incapacidad económica del solicitante ello se podía hacer “… a 
partir de otros medios de convicción, de presunciones e indicios, 
e incluso, a partir de la buena fe puesta en las afirmaciones de 
quien alega su falta de fondos materiales…”
Con fundamento en esta especie de precedentes pensamos que la 
forma de cumplir varios de los requisitos exigidos en el artículo 
6º de la Ley 1561 de 2012 sobre todo aquellos asimilables a diabó-
licos, será el propio demandante quien, desde la demanda y bajo 
juramento, manifieste el hecho negativo. Así, por vía de ejemplo, 
ante la imposibilidad de poderse establecer que el inmueble no 
está destinado a actividades ilícitas el actor, en su demanda, hará 
manifestación, bajo juramento, que el inmueble en su posesión 
“no está destinado a ninguna actividad ilícita”. 
Expresa manifestación del demandante como requisito de 
la demanda y anexos. En el momento de ejercer el derecho de 
acción y para esta especial demanda los artículos 10 y 11 señalan 
requisitos y anexos de la demanda, donde los primeros consisten 
en la expresa manifestación del demandante, bajo juramento 
que se entiende prestado con la sola presentación de la demanda, 
sobre que el bien sometido a este proceso: 1. No se encuentra en 
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las circunstancias de exclusión previstas en los numerales 1, 3, 4, 
5, 6, 7 y 8 del artículo 6° de la misma ley, y 2. Si el actor tiene o 
no establecida y vigente, en el momento de la presentación de la 
demanda, vínculo matrimonial con sociedad conyugal vigente o 
de unión marital de hecho, con sociedad patrimonial legalmente 
declarada o reconocida y existiendo, deberá allegar prueba de 
su estado civil, identificación completa y datos de ubicación del 
cónyuge o compañera permanente para efectos de extenderle a 
esta los efectos positivos del respectivo fallo. 
En cuanto a los anexos tenemos que al libelo se deberán allegar 
los siguientes: a) Certificado especial de Tradición y Libertad 
del inmueble en el cual aparezcan los nombres de todas aquellas 
personas inscritas como titulares de derechos reales principales 
sujetos a registro; b) Certificado de que no existen o no se 
encontraron nombres de titulares de derechos reales princi-
pales sobre el inmueble objeto de este proceso verbal especial. 
Este certificado solo aplica cuando el objeto del proceso sea la 
titularización del derecho real de dominio por cuanto cuando 
se pretenda sanear título de propiedad que conlleve la llamada 
falsa tradición, tal certificado resulta ser ineficaz; c) Siendo el 
inmueble parte de otro de mayor extensión o siendo parte de 
otros distintos deberá, igualmente, acompañarse el certificado 
que corresponda a la totalidad de este y de todos los inmuebles 
involucrados; d). La prueba documental correspondiente a la 
posesión o la falsa tradición, entre otros, documentos públicos 
o privados en los que conste la relación jurídica del deman-
dante con el inmueble, las respectivas constancias de pago de 
impuestos, servicios públicos, contribuciones, valorizaciones, 
actas de colindancias o cualquier otro medio probatorio que 
permita establecer la posesión alegada, sin perjuicio de las 
demás oportunidades probatorias a que tenga derecho; e) 
Plano certificado por la autoridad catastral competente sobre 
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localización del inmueble, su cabida, sus linderos con las 
respectivas medidas, nombres completos e identificación de 
colindantes, destinación económica, vigencia de la información, 
dirección o el nombre con el que se conoce el inmueble rural en 
la región; f) Plano simple cuando la autoridad competente no lo 
certifique dentro del término de quince días, caso en el cual el 
demandante probará que solicitó la certificación y que no tuvo 
respuesta a su petición; g) La respectiva prueba sobre el estado 
civil del demandante conforme a lo dispuesto en el literal b) del 
artículo 10 de ley 1561 de 2012. 
3.5 Fase de iniciación mediante la cual se agota el 
componente escrito de un procedimiento mixto
Calificación de la demanda. Conforme al artículo 13 de la Ley 
en estudio, recibida la demanda y conseguida toda la información 
a que se refiere el artículo 6º atrás suficientemente analizado, el 
juez entrará a resolver sobre su admisión, inadmisión o rechazo 
y esta última decisión la tomará cuando:
a. El inmueble esté en alguna de las circunstancias de exclusión 
previstas en los numerales 1, 3, 4, 5, 6, 7 y 8 del artículo 6° ya 
varias veces citado.
b. La demanda se dirija contra indeterminados siendo ésta para 
el saneamiento de título con la llamada falsa tradición. 
c. Advierta que la pretensión recae sobre bienes de uso público, 
bienes fiscales, bienes fiscales adjudicables o baldíos. También 
el juez declarará la terminación anticipada del proceso cuando 
aparezca probado que el inmueble pertenece o hace parte de 
cualquier otro tipo de bien imprescriptible o que el mismo es 
de propiedad de alguna entidad de derecho público. 
Por su lado, procederá a declarar la inadmisión en aquellos 
eventos en los cuales la demanda no sea subsanable oficiosamente 
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por parte del juez, caso en el cual concederá cinco días para que 
el demandante la subsane. 
No siendo ninguno de los dos anteriores escenarios, rechazo 
o inadmisión, el juez civil municipal procederá a admitir la 
demanda teniendo en cuenta que si posteriormente a ello el 
inmueble es incluido en el Registro Único de Tierras Despo-
jadas y Abandonadas Forzosamente, inclusión prevista en la 
Ley 387 de 1997, o se vincula alguno de los procedimientos 
administrativos o penales antes analizados, el juez termi-
nará el proceso y lo remitirá inmediatamente a la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas. 
3.5.1 Contenido del auto admisorio de la demanda
El artículo 14 de la Ley en estudio fija el contenido del auto admi-
sorio de la demanda el cual dividiremos en puntos temáticos de 
análisis así:
1. Admisión. Este campo lo integra el expreso reconocimiento 
sobre que la demanda al reunir todos los requisitos formales 
generales, especiales y particulares, amén de los muy 
variados de la “calificación de la demanda” dan lugar a que 
se le admita. 
2. Notificación y traslado. En un segundo campo y a efectos 
de garantizar el mandato constitucional del debido proceso 
el juez civil municipal deberá materializar expresamente ello 
disponiendo correr traslado de la demanda a los demandados, 
mediante notificación personal del auto admisorio, corrién-
doles traslado por el respectivo término o plazo que la ley les 
confiera para que estos la contesten.
3. Emplazamiento. Ordenado lo anterior y en el mismo auto 
admisorio se debe ordenar el emplazamiento de todas las 
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personas que crean tener derechos sobre el inmueble para que 
concurran al proceso. 
4. Remisión al C.G.P. para término de traslado. En este punto 
la Ley 1561 de 2012, artículo 14, numeral 2º dispone que “… 
la notificación personal del auto admisorio de la demanda 
al titular o titulares de derechos reales principales que 
aparezcan en el certificado expedido por el registrador de 
instrumentos públicos, quienes tendrán para contestar la 
demanda el término previsto para al proceso verbal en el 
estatuto general de procedimiento vigente…”
5. Cuantificación término de traslado. Acorde con la 
remisión atrás referida y estando frente a un procedimiento 
verbal el cual, según la cuantía, tiene dos procedimientos, 
y asimilando los inmuebles de “pequeña entidad econó-
mica” como de mínima cuantía, tendríamos así, entonces, 
que el “… término para contestar la demanda será de diez 
(10) días…” conforme al artículo 391, Código General del 
Proceso, Ley 1564. Para reafirmar que este es el término 
para que el demandado conteste la demanda encontramos 
que en la Ley 1561, “… Inscrita la demanda y aportadas 
las fotografías o mensajes de datos por el demandante, el 
juez ordenará correr traslado de la demanda a las personas 
emplazadas, quienes podrán contestarla en el término de diez 
(10) días…”
6. Información por el medio más expedito a entidades 
oficiales. En el auto admisorio se ordenará, adicionalmente, 
informar de la existencia del proceso. 1. A la Superintendencia 
de Notariado y Registro, 2. Instituto Colombiano para el 
desarrollo Rural (Incoder). 3. Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. 4. Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) y 5. Personería Muni-
cipal o Distrital correspondiente para que, si lo consideran 
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pertinente, hagan las declaraciones a que hubiere lugar en el 
ámbito de sus funciones.
7. Medida cautelar. Desde el propio auto admisorio de la 
demanda el juez deberá decretar medida cautelar, bien que le 
sea pedida o, aun, actuando de oficio, medida consistente en 
la inscripción de la demanda en el folio de matrícula inmo-
biliaria para el caso del saneamiento de título que conlleve la 
llamada falsa tradición. Si la pretensión es la titulación de la 
posesión, se decretará la medida cautelar sólo si existe folio 
de matrícula inmobiliaria del predio objeto de posesión. 
3.5.2 Notificación a las partes el auto admisorio de  
la demanda y forma mediante la cual se cumple el 
emplazamiento de todas las personas que crean tener 
derechos sobre el inmueble
El principio rector del Derecho Procesal sobre publicidad de 
todos los actos del juez aquí, frente al auto admisorio, tiene dife-
rentes formas de materializarse: 
Notificación mixta. Mediante el mecanismo de la notificación 
mixta se notificará a las partes procesales tal auto admisorio para 
lo cual se debe tener en cuenta que en primer lugar se notifica al 
accionante mediante estado para una vez efectuado ello, proceder 
al trámite de la notificación personal al demandado. Para esto 
último se debe empezar por remitirle aviso citatorio conforme al 
artículo 29, numeral 3º, del Código General del Proceso. 
Emplazamiento. Este llamado a toda aquella persona que crea 
tener algún derecho sobre el bien inmueble objeto de éste proceso 
verbal especial se cumple mediante un novedoso instrumento 
notificatorio consistente en una valla la cual pasamos analizar 
mediante cuadro comparativo entre las dos normativas actual-
mente vigentes, así:
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Cuadro 1. Comparativo
Ley 1561 Ley 1564 o C.G.P.
Valla con dimensión no inferior a un metro cuadrado fijada 
en lugar visible del predio objeto del proceso, junto a la vía 
pública más importante sobre la cual tenga frente o límite. 
ü
La denominación del juzgado que adelanta el proceso; ü
El nombre del demandante; ü
El nombre del demandado y, si la pretensión es la 
titulación de la posesión, la indicación de si se trata de 
indeterminados; 
ü
El número de radicación del proceso; ü
La indicación de que se trata de un proceso de titulación 
de la posesión; ü
El emplazamiento de todas las personas que crean tener 
derechos sobre el inmueble, para que concurran al proceso; ü
La identificación con que se conoce al predio; ü
Tales datos deberán estar escritos en letra de tamaño 
no inferior a siete (7) centímetros de alto por cinco (5) 
centímetros de ancho. 
ü
Cuando se trate de inmuebles sometidos a propiedad 
horizontal, a cambio de la valla se fijará un aviso en lugar 
visible de la entrada al inmueble. 
ü
Fuente: Elaboración propia con fundamento en las Leyes 1561 y 1564.
3.5.3 Trámite procesal una vez sea instalada la valla 
emplazatoria a quienes crean tener derecho sobre  
el bien objeto del proceso verbal especial 
a. Instalada la valla, o aviso en el caso de inmuebles ubicados en 
conjuntos residenciales cerrados o de propiedad horizontal, 
se debe agotar el siguiente trámite:
b. El demandante deberá aportar fotografías o mensaje de datos 
del inmueble en las que se observe el contenido de la valla o 
del aviso. 
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c. La valla o el aviso deberán permanecer instalados hasta la 
diligencia de inspección judicial. 
d. Inscrita la demanda y aportadas las fotografías o mensajes de 
datos por el demandante, el juez designará curador ad lítem 
que represente: 1. A los demandados indeterminados. 2. A 
los demandados ciertos cuya dirección se ignore. 3. A las 
personas emplazadas por creer que tienen derechos sobre el 
inmueble.
e. El curador ad lítem para contestar la demanda tendrá el 
término de diez (10) días teniendo en cuenta que aquello que 
concurran después tomarán el proceso en el estado en que se 
encuentre. 
f. Cuando la pretensión sea el saneamiento de título que 
conlleve la llamada falsa tradición, adicionalmente se ordenará 
emplazar a todos los colindantes del inmueble o inmuebles 
objeto del proceso, en armonía con el literal c) del artículo 11 
de la presente ley. 
3.6 Fase de trámite y juzgamiento mediante audiencia 
única para diligencia de inspección judicial 
en la cual se da cabida a la parte oral de este 
procedimiento especial 
Así como en la actual estructura del proceso verbal contenido 
en el Código General del Proceso, una vez tramitadas y resueltas 
las diferentes opciones de defensa que el demandado proponga; 
quedando únicamente por resolver las excepciones de fondo, se 
encontró que ahí en este punto, precisamente, sería el indicado 
para pasar de la fase escrita a la oral aquí, en este proceso 
especial, el punto de quiebre aparece en el artículo 15 de la Ley 
1561 donde se dispone que, cumplido el trámite de notificación a 
las partes del auto admisorio y vencido el término de traslado de 
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la demanda el juez, dentro de los tres días siguientes, fijará fecha 
y hora para realizar diligencia de inspección judicial la cual se 
realizará dentro de los diez días siguientes y será, precisamente, 
tal diligencia en la cual se agote la fase oral. 
3.6.1 Vicisitudes diligencia de inspección judicial
Si llegados el día y hora fijados para la diligencia el demandante 
no se presenta o no suministra los medios necesarios para 
practicarla, no podrá llevarse a cabo. Sin embargo cuando el 
demandante justifique su inasistencia o incumplimiento, dentro 
de los tres días hábiles siguientes, el juez evaluará la justificación 
y determinará si fija nueva fecha y hora o archiva la actuación. 
En caso de no ser aceptadas las razones justificativas, además del 
archivo, el Juez sancionará al demandante con multa equivalente 
al pago de un salario mínimo smlmv a favor del Tesoro Nacional. 
El archivo del expediente, por razón de lo analizado, se llevará a 
cabo sin perjuicio que posteriormente y en cualquier momento 
pueda presentarse una nueva demanda. 
3.6.2 Audiencia única oral para diligencia de inspección 
judicial
La audiencia única oral para llevar a cabo la diligencia de inspec-
ción judicial se debe iniciar en el despacho del juez para luego 
trasladarse al inmueble en compañía de un perito quien asesorará 
al juez para su plena identificación por linderos y cabida, salvo 
en aquellas áreas en donde se ejecute Programa Nacional de 
Formalización de la Propiedad Rural, liderado por el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural y para el cual ya se hubieren 
levantado los respectivos informes técnico-jurídicos, planos y 
actas de colindancias. Todas estas actuaciones serán valoradas 
por el juez como prueba suficiente de identificación, ubicación, 
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situación jurídica, social, económica, uso y destinación del 
inmueble por formalizar.
Igualmente en la identificación física del inmueble el juez, además 
de la información atrás referida podrá apoyarse, también, en 
planos georreferenciados y siendo el inmueble rural, de no ser 
posible estos planos, se presentará uno elaborado por autoridad 
catastral o por un topógrafo, agrimensor o ingeniero con matrí-
cula profesional vigente y en el cual se determine su descripción, 
cabida y linderos. 
3.6.3 Caso especial para archivo del proceso y compulsa de 
copias para investigación penal
En el parágrafo 3° del artículo 15 de la Ley 1561 encontramos una 
situación bien especial y que tiene que ver con toda la informa-
ción sobre situación tanto jurídica y física del inmueble objeto 
del preso la cual, como ya se encuentra analizada en un punto 
anterior, da lugar a la calificación sobre si se admite, inadmite 
o rechaza la demanda. Pues bien, si al momento de dar inicio 
a la diligencia de inspección judicial el juez civil municipal 
encuentra que la información a él suministrada al momento de 
la calificación no corresponde con lo que está comprobando en 
el terreno, inmediatamente ordenará el archivo del expediente 
y compulsará copias de todo lo actuado; dice la norma: “… a las 
autoridades competentes…”, pero que interpretamos, debe ser a 
la Fiscalía General de la Nación para investigar posibles delitos 
de fraude procesal o cualquier otro que se pueda tipificar.
3.6.4 Oposición del demandado
Para este especial proceso el artículo 16 de la Ley en comento 
agrega otra característica como diferenciante con el proceso 
sobre declaración de pertenencia. En efecto, el Derecho Procesal 
tiene establecida una única oportunidad el término de traslado 
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de la demanda para que el demandado se defienda haciendo uso 
de todos los diferentes instrumentos que para ello se ponen a 
su disposición, como la formulación de excepciones previas 
y de fondo, contestar la demanda, etc. Ocurre que tal como lo 
autoriza la norma antes citada resulta posible que en el momento 
de llevarse a cabo la diligencia de inspección judicial el deman-
dado pueda, oralmente, formular oposición a las pretensiones 
del demandante. Para este caso se fijan las siguientes reglas: 
1. El juez escuchará las pretensiones, excepciones, y argumentos 
de las partes. 
2. Como oposición a las pretensiones del demandante, el juez 
tendrá en cuenta las objeciones relacionadas con la propiedad, 
la posesión, la violación de normas jurídicas, el desplazamiento 
forzado, despojo o abandono forzado conforme a la Ley 1448 
de 2011. 
3. El juez podrá hacer las preguntas que estime oportunas a 
quienes participen en la audiencia, examinar los documentos 
aportados por las partes y solicitar los conceptos técnicos que 
considere pertinentes y conducentes para definir el derecho. 
4. El juez ordenará practicar las pruebas que solicite el opositor si 
fueren pertinentes y conducentes a los propósitos del proceso. 
5. Si se ordena la práctica de dictamen pericial, relacionado 
con temas distintos a los de lograr la plena identificación 
del inmueble, el juez suspenderá la diligencia, concederá 
un término máximo de diez días para que el perito rinda su 
concepto, vencidos los cuales la reanudará para que las partes 
se pronuncien sobre el mismo.
Sobre esta última regla tenemos que ajustarla a lo regulado para 
este medio probatorio por el nuevo Código General del Proceso 
donde ahora, precisamente, ya no existe el nombramiento de 
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los peritos tomados sus nombres de la lista de auxiliares de la 
justicia con lo cual que será el demandante, desde la formulación 
de la demanda y el demandado, en el momento de contestar la 
misma, quienes deberán presentar los respectivos dictámenes 
periciales a efectos de poder ser controvertidos en la diligencia 
de inspección judicial. 
Ahora bien, la quinta regla a la cual nos venimos refiriendo si 
se aplicará tal cual pero únicamente en el evento para el cual 
el señor juez civil municipal, actuando de oficio, decrete el 
dictamen de un perito sobre hechos diferentes a los de la iden-
tificación del inmueble, caso éste en el cual, conforme a la regla 
2ª del artículo 48 del C.G.P. “… el juez acudirán a instituciones 
especializadas, públicas o privadas, o a profesionales de recono-
cida trayectoria e idoneidad. El director o representante legal 
de la respectiva institución designará la persona o personas que 
deben rendir el dictamen, quien, en caso de ser citado, deberá 
acudir a la audiencia…”
3.6.5 Sentencia
Dispone el Artículo 17 que si en el la audiencia en que se lleva a 
cabo la inspección judicial se logra la plena identificación y ubica-
ción del inmueble, igual establecida idóneamente la posesión 
material que alega el demandante y de no haberse presentado 
oposiciones ni excepciones sobre las pretensiones de la demanda 
o cuando ninguna las acciones del demandado estuvieren 
llamadas a prosperar el juez proferirá inmediatamente sentencia 
de primera instancia de titulación de la posesión material sobre 
el inmueble, o saneamiento de la llamada falsa tradición, la cual 
se notificará en estrados.
En la sentencia que titula posesión sobre predios de propiedad 
privada o la que sanea título de propiedad privada que conlleva la 
llamada falsa tradición, ordenará la inscripción en el respectivo 
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folio de matrícula inmobiliario ordenando la apertura de un 
nuevo folio cuando a ello hubiere lugar. 
El tema de la sentencia lo concluiremos haciendo una breve 
referencia sobre el artículo 20 de la Ley analizada en el cual, 
sin guardar coherencia con el objeto de la misma y violando el 
presupuesto de unidad de materia y que, de manera ciertamente 
simplista establece el monto de los honorarios de los apoderados 
a ser fijados por el juez en la sentencia como si el éxito en la 
aplicación de la Ley dependiera de la justa remuneración que los 
abogados tenemos derecho a recibir por nuestra gestión remu-
neración, que dicho sea de paso, está regulada por el Colegio 
Nacional de Abogados (CONALBOS). 
Consideramos que la Ley 1561 en este punto manda un mal 
mensaje a la sociedad como si los abogados estuviéramos viendo 
en la legalización de inmuebles de pequeña entidad económica 
una oportunidad de enriquecimiento. Pobre interpretación de 
hechos se hace en este punto pues se ignora el trabajo social, 
diario y continuado que prestamos los abogados y el cual se 
asume desde las aulas universitarias cuando todos los estudiantes 
de Derecho, trabajando en los consultorios jurídicos, se forman 
y fuimos formados sabiendo que la sociedad colombiana, sobre 
todo la más vulnerable por su estado de pobreza, siempre va 
requerir de nuestros servicios prestados, con toda responsabi-
lidad y compromiso, en forma gratuita. 
Sobre el anterior particular solo consignaremos unos renglones 
del documento colocado a disposición de los suscriptores de 
Legismovil en Ambitojuridico.com y donde, refiriéndose a un 
fallo de la Sala Disciplinaria, refiere que “… los parámetros para 
determinar la proporcionalidad de la retribución percibida por 
el jurista son el trabajo efectivamente desplegado, su prestigio, la 
complejidad del asunto, la cuantía de la pretensión, la capacidad 
económica del cliente y la voluntad contractual de las partes…”
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3.6.6 Recursos
Contra la sentencia procede el recurso de apelación a ser 
concedida en el efecto suspensivo, debiéndose remitir “… inme-
diatamente el expediente al superior, quien tendrá un término 
de veinte (20) días contados a partir del recibo del expediente, 
para desatar el recurso…”, tal como expresamente dispone el 
artículo 18. 
3.6.7 Causales de nulidad
Al tenor del artículo 19 tenemos allí expresamente consagradas 
dos causales de nulidad de la sentencia proferida en los procesos 
sobre titulación o saneamiento de falsa tradición de inmuebles 
de pequeña entidad económica, pero dejando en claro que por 
las causales, igual se podrá invocar la nulidad para aquellos 
inmuebles, urbanos o rurales, que no teniendo tal calidad, tengan 
las mismas pretensiones reguladas en la Ley 1561 de 2012. 
Cuadro 2. Síntesis del tratamiento causales de nulidad.
Causal Legitimación Oportunidad Juez competente
Que la posesión 
del bien cuyo 
título se otorgó 
tuvo origen en 





en los términos 
de la Ley 1448 de 
2011.
La persona que 
haya sido víctima de 
despojo, usurpación 
o abandono forzado 
en los términos de la 
Ley 1448 de 2011 que 
no pudo oponerse en 
el proceso especial 
verbal consagrado en 
la Ley 1251 de 2012 de 
que trata esta ley.
Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de 


















excluida la causal 
del numeral 2º, 
no reúnan las 
condiciones 
establecidas en los 
demás numerales 
del artículo 6° de 
la Ley 1561
Cualquier autoridad 






después de su 
ejecutoria.





ser resuelta por 
el mismo Juez 
Civil Municipal 
que la profirió.
Fuente: Elaboración propia con fundamento en el artículo 19, Ley 1561.
3.6.8 Duración del proceso
Aplicando el artículo 2º del Código General del Proceso, el cual 
para un acceso efectivo a la justicia ordena que el mismo tenga 
un tiempo de duración razonable, la Ley 1561 dispone, salvo 
interrupción o suspensión del proceso por causa legal, tendrá un 
término o plazo de seis meses para que el juez civil municipal 
dicte sentencia de primera instancia. Este término se cuenta a 
partir de la notificación del auto admisorio de la demanda a la 
parte demandada. Por su lado, el plazo para resolver la segunda 
instancia será tan solo de tres meses, contados a partir del recibo 
del expediente en la secretaría del juzgado. 
Excepcionalmente el juez podrá prorrogar hasta por tres meses 
más, por una sola vez, el término para resolver la primera o 
segunda instancia explicando, eso sí, mediante auto la necesidad 
de la prórroga y sin que tal decisión admita recurso alguno. 
Vencido el respectivo término o plazo de instancia, o en su lugar 
el de la prórroga de tres meses, sin haberse dictado el correspon-
diente fallo el juez civil municipal y en caso de apelación, el civil 
del circuito, perderá automáticamente competencia para conti-
nuar conociendo del proceso, razón por la cual al día siguiente 
deberá informarlo a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
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de la Judicatura, o a la entidad que lo reemplace. Informada la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, ahí mismo 
el juez que perdió la competencia debe remitir el expediente al 
juez que le sigue en turno teniendo en cuenta que tal remisión se 
debe hacer directamente, esto es, no hay necesidad de reparto y 
mucho menos se requiere participación de las oficinas de apoyo 
judicial. 
El juez que recibe el proceso deberá inmediatamente informar 
a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura 
sobre la recepción del expediente, asumiendo competencia para 
dictar sentencia que deberá hacerlo dentro del término, máximo, 
de tres meses. Dictada la respectiva sentencia de instancia 
igual deberá hacerlo saber a la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura.
Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma categoría y 
especialidad, el respectivo juez que por vencimiento de términos 
pierda la competencia en el momento debe informarlo a la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, e igual-
mente hará saber a la Sala de Gobierno del Tribunal Superior 
respectivo el hecho de no existir en el lugar el juez que debe 
remplazarlo. Una vez esta última corporación le informe cuál 
es el juez que debe remplazarlo, caso este en el cual le pasará 
inmediatamente el expediente al juez que se designe. 
Vemos como engorroso este último trámate habiendo sido 
deseable que la Ley, en lugar de todas estas comunicaciones, 
hubiera dispuesto, simplemente, pasarlo al juez que de su igual 
jerarquía se encuentre ubicado en el municipio más cercano.
Finalmente, solo nos queda resaltar dos hechos sobre este punto 
de pérdida de competencia por vencimiento de términos:
1. Que resulta ser nula, de pleno derecho, la actuación posterior 
que realice el juez que haya perdido competencia por razón de 
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vencimiento de los términos o plazos para dictar sentencia de 
instancia.
2. Que el vencimiento de los términos para proferir el fallo de 
instancia debe tenerse en cuenta como criterio negativo y 
obligatorio en la calificación de desempeño del juez al cual 
se le hubieren vencido los términos para dictar sentencia de 
instancia. 
En la siguiente gráfica presentamos un esquema del proceso 
especial seguido por los jueces civiles municipales en el momento 
de resolver sobre la titularización o saneamiento de propiedad 
incluida como falsa tradición sobre inmuebles urbanos y rurales 
de pequeña entidad económica. 
Gráfica 1. Fases del proceso especial sobre declaración  
de pertenencia Código general del proceso declaración de 
pertenencia con trámite especial para inmuebles diferentes a los 
de pequeña entidad económica, competencia privativa genérica 








•	 Auto admisorio de 
la demanda
•	 emplazamientos y 
fijación de valla
•	 audiencia única oral 
para inspección 
judicial
•	 Sentencia dentro de 
la audiencia única
Fase prejudicial o 




Fase de iniciación 
mediante la cual se 
agota el componente 
escrito de un 
procedimiento mixto.
Fase de trámite y 
juzgamiento en la 
cual se da cabida 
a la parte oral de 
este procedimiento 
especial
Fuente: Elaboración propia (2016).
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La declaración de pertenencia, en el marco del Código General 
del Proceso, en cuanto a competencia y trámite procesal 
cambió, pues de una competencia privativa de los jueces civiles 
del circuito que antes se tenía en el Código de Procedimiento 
Civil, ahora se ha escindido una competencia a prevención de 
los jueces civiles municipales en primera instancia. Veamos. La 
asignación de competencia para los jueces civiles del circuito 
la trata el artículo 20 del codificado inicialmente señalado y en 
tal norma, igualmente, encontraremos cambios de fondo como 
aquellos meramente formales. 
Así, como cambios meramente formales tenemos: 1. al iniciar 
la determinación de la competencia en el Código de Proce-
dimiento Civil aparecía que ello se hacía sobre “procesos”. El 
Código General del Proceso entrega competencia, en estos 
momentos, sobre “asuntos”; 2. el tema de la competencia se 
trataba bajo el artículo 16, hoy se hace lo mismo en el 20; 3. 
la anterior disposición tenía nueve numerales mientras que 
en la nueva disposición se tienen once. Todos estos cambios, 
además, resultan ser implícitos, o sea, se deducen al comparar 
las dos normas. 
De otro lado, sobre los cambios de fondo y novedad, siendo 
explícitos, podemos referenciar: 1. incluir nuevos asuntos 
civiles de alto impacto social como lo son los de responsabi-
lidad médica, salvo los que le correspondan a la jurisdicción 
contencioso administrativa; 2. asignar conocimiento sobre 
los siguientes asuntos: a) competencia desleal, sin perjuicio 
de las funciones jurisdiccionales atribuidas a las autoridades 
administrativas, b) los relativos a propiedad intelectual que no 
estén atribuidos a la jurisdicción contencioso administrativa, 
sin perjuicio de las funciones jurisdiccionales que atribuidos 
a ciertas autoridades administrativas, c) acciones populares 
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y de grupo no atribuidas a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, d) impugnación de actos de asambleas, juntas 
directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo 
de personas jurídicas sometidas al derecho privado, sin perjuicio 
de la competencia atribuida a las autoridades administrativas 
en ejercicio de funciones jurisdiccionales, e) peticiones sobre 
pruebas extraprocesales, sin consideración a la calidad de 
las personas interesadas, ni a la autoridad donde se hayan de 
aducir. 
Veamos. Para una mayor precisión el artículo 20 del Código 
General del Proceso establece conocimiento, en primera 
instancia, de los jueces civiles del circuito sobre 10 asuntos y 
además de los taxativos en la norma enumerados, el numeral 
11, de la misma norma antes citada, agrega conocimiento de 
todos “… los demás procesos o asuntos que no estén atribuidos a 
otro juez”. El texto lo resaltamos por cuanto sobre este numeral 
precisamente nos apoyamos para, a través del presente artículo, 
exponer nuestra tesis de competencia privativa de los jueces del 
circuito para conocer de la declaración de pertenencia sobre 
bienes inmuebles, rurales o urbanos, cuando estos no sean de 
“pequeña entidad económica”.
3.7 Desarrollo de competencia privativa de los jueces 
del circuito para conocer de la declaración de 
pertenencia sobre bienes inmuebles, rurales o 
urbanos, cuando estos no sean de “pequeña  
entidad económica”
Analizados los cambios formales y de fondo ahora aquí 
debemos reseñar que no todos los cambios de fondo resultan 
ser explícitos. Existiendo cambios de fondo implícitos, como 
para nosotros lo es la supresión de competencia para los jueces 
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civiles del circuito, y no estando expresamente consignado 
su conocimiento, en primera instancia, sobre declaración 
de pertenencia por la sola naturaleza del asunto, esto es, sin 
tomar en cuenta la cuantía, como sí se establecía en el Código 
de Procedimiento Civil, artículo 16, numeral 4º, tal hecho lo 
debemos analizar un poco más en profundidad. En síntesis, 
en el anterior codificado teníamos competencia privativa de 
los jueces civiles del circuito, por la sola naturaleza del asunto 
sin tomar en cuenta la cuantía para conocer sobre declaración 
de pertenencia y donde, para reafirmar ello, el artículo 20 de 
tal codificado daba la forma de establecerla únicamente para 
cuatro procesos y entre estos no se encontraba la declaración 
de pertenencia. 
Actualmente, al estudiar la determinación de la competencia 
de los jueces civiles del circuito, en primera instancia, vemos 
que el Código General del Proceso no les asigna, expresa-
mente, conocimiento sobre declaración de pertenencia; como 
sí lo hacía el Código de Procedimiento Civil en su artículo 16, 
numeral 4º, junto con los procesos de expropiación. Ahora, 
al tenor del vigente artículo 20 del codificado inicialmente 
referenciado, numeral 5º, encontraremos que allí solo se les 
dejó competencia para adelantar procesos sobre expropiación 
suprimiendo la declaración de pertenencia. 
Por su lado, el artículo 18 señala la competencia de los jueces 
civiles municipales, en primera instancia, donde el numeral 
3º les entrega conocimiento de los procesos especiales para 
el saneamiento de la titulación de la propiedad inmueble que 
hoy día regula la Ley 1561 de julio 11, la cual, incluso, está 
parcialmente reglamentada por el Decreto Nacional 1409 de 
2014. El artículo 1º de la precitada ley le fija a esta como objeto 
“(…) promover el acceso a la propiedad, mediante un proceso 
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especial para otorgar título de propiedad al poseedor material 
de bienes inmuebles urbanos y rurales de pequeña entidad 
económica, (….)”
Sobre el anterior particular encontramos que las demandas de 
declaración de pertenencia de bienes privados y que no sean 
de pequeña entidad económica, no tienen asignado ningún 
juez para su conocimiento. Este hecho significa entonces, que 
de una competencia privativa fijada en el Código de Proce-
dimiento Civil, como ya antes se ha tenido oportunidad de 
analizar en este mismo artículo, ahora, bajo el Código General 
del Proceso, seguimos con el mismo tipo de competencia pero 
ya genérica y residual para conocer, en primera instancia, sobre 
declaración de pertenencia para bienes inmuebles, rurales o 
urbanos, cuando estos superen los parámetros cuantificativos 
que constituyen “pequeña entidad económica”. 
Concluyentemente. En estos momentos tenemos un procedi-
miento especial contenido en la Ley 1561 de 2012 para bienes 
inmuebles rurales y urbanos de “pequeña entidad económica” 
y asignada su competencia, en primera instancia, a los jueces 
civiles municipales mientras los demás inmuebles que no lo 
sean, al no tener asignado conocimiento a ningún otro juez de 
la República, conocerán de ello en primera instancia los jueces 
civiles del circuito conforme lo tiene previsto el numeral 11 
del artículo 20, el cual transcribimos, resaltado, y llamando la 
atención acerca de que en él apoyaríamos la presente conclu-
sión. Es más, en estos casos el procedimiento será el especial 
consagrado en el artículo 375 del Código General del Proceso y 
del cual presentamos un análisis a continuación.
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3.8  Declaración de pertenencia con trámite especial 
contenido en el artículo 375 del Código General 
del Proceso y conocimiento de jueces civiles 
del circuito, en primera instancia, cuando los 
inmuebles rurales y urbanos no sean de “pequeña 
entidad económica”
En el Código General del Proceso, Libro tercero, los procesos, 
Sección primera, Procesos declarativos, Título I - Proceso 
verbal, Capítulo II, disposiciones especiales, encontramos que 
el artículo 375 regula, íntegramente, un procedimiento especial 
para la declaración de pertenencia pero para inmuebles que no 
sean de “pequeña entidad económica.” Esta disposición, bajo 
diez reglas y dos parágrafos dibuja un trámite del cual resal-
tamos las siguientes características especiales: 
1. Parte activa. Legitimación en la causa. Conforme a la 
regla primera estará legitimado en la causa, por parte activa: 
a) todo aquel que pretenda haber adquirido el bien por 
prescripción; b) los acreedores que pueden hacer valer la 
prescripción adquisitiva en favor del deudor poseedor y a 
pesar de su renuencia o de su renuncia al derecho de usucapir; 
c) también estará legitimado en la causa el comunero que, 
con exclusión de los otros condueños y por el término de la 
prescripción extraordinaria, hubiere poseído materialmente 
el bien común o parte de él, siempre que su explotación 
económica no se hubiere producido: 1. por la existencia de 
un acuerdo con los demás comuneros, 2. por disposición de 
autoridad judicial, 3. por autorización del administrador de 
la comunidad. 
2. Parte pasiva. Legitimación en la causa. Teniendo en 
cuenta las reglas 5ª y 6ª, la parte estará siempre integrada 
por: a) las personas que figuren como titulares de derechos 
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reales principales sujetos a registro;8 b) las personas que se 
crean con derechos sobre el respectivo bien. Sobre estas la 
demanda se debe dirigir contra ellas, bajo la modalidad de 
indeterminadas o, de oficio, se ordenará su emplazamiento 
en el auto admisorio de la demanda quienes concurrirán 
por conducto curador ad lítem que el juez les designará y 
quien, además, representará a los demandados ciertos en el 
caso de desconocimiento de la dirección para su citación y 
correspondiente notificación personal.
3. Citación a otras personas. Cuando el bien esté gravado 
con hipoteca o prenda deberá citarse también al acreedor 
hipotecario o prendario.
4. Información a entidades sobre inicio y existencia del 
proceso. Siendo un inmueble el objeto de usucapión y 
con el fin de oír las manifestaciones a que hubiere lugar, 
en el ámbito de sus funciones y si lo consideran pertinente 
intervenir, en el auto admisorio se ordenará informar de la 
existencia del proceso: a) la Superintendencia de Notariado 
y Registro, b) el Instituto Colombiano para el Desarrollo 
Rural (Incoder), c) la Unidad Administrativa Especial de 
Atención y Reparación Integral a Víctimas, d) el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi (IGAC); e) el Registro Nacional 
de Procesos de Pertenencia que llevará el Consejo Superior 
de la Judicatura se incluirá el contenido de la valla o de un 
aviso. 
8 Recordemos que el derecho real es la relación directa entre una persona 
y una cosa y donde a su vez estos derechos se clasifican en principales 
y accesorios. El derecho real principal es el de propiedad y del cual su 
titular, al tenor del artículo 105 del Código Civil Colombiano, tiene y 
puede ejercer los atributos o facultades de uso, goce y disfrute. 
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5. Especial y particular causal de rechazo de plano o termina-
ción anticipada del proceso. No procediendo la declaración 
de pertenencia respecto de bienes imprescriptibles o de 
propiedad de las entidades de derecho público, procede el 
rechazo de plano la demanda o la declaración de terminación 
anticipada del proceso, cuando el juez advierta que la preten-
sión de declaración de pertenencia recae sobre bienes de uso 
público, bienes fiscales, bienes fiscales adjudicables o baldíos, 
cualquier otro tipo de bien imprescriptible o de propiedad de 
alguna entidad de derecho público. Los autos que declaren el 
rechazo de plano o la terminación anticipada del proceso no 
tienen recurso de apelación. 
6. Determinación de cuantía y término de traslado único 
de 20 días. Como el artículo 375 del Código General del 
Proceso no contempla término de traslado de la demanda, 
pero teniendo en cuenta que el conocimiento del asunto lo 
tienen asignado los jueces civiles del circuito, tal como atrás 
lo hemos explicado y solo para efectos de saber de cuántos 
días resulta ser el término de traslado, recurriremos aquí a lo 
estipulado en el numeral 3º, artículo 26 del Código General 
del Proceso sobre que “… los procesos de pertenencia, los de 
saneamiento de la titulación y los demás que versen sobre el 
dominio o la posesión de bienes, ...” la cuantía sea el equiva-
lente a su avalúo catastral y superando este el rango de 250 
s.m.m.v frente a inmuebles urbanos y una UAF siendo rural; 
valores tope hasta los cuales los inmuebles se clasifican como 
de “pequeña entidad económica”, para nosotros, por sustrac-
ción de materia, todos ellos serían de mayor cuantía, donde el 
procedimiento verbal correspondiente a tal entidad tiene 20 
días como término de traslado. 
7. Contenido auto admisorio. En el auto admisorio se 
ordenará, cuando fuere pertinente, la inscripción de la 
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demanda. Igualmente se ordenará el emplazamiento de las 
personas que se crean con derechos sobre el respectivo bien. 
El Consejo Superior de la Judicatura incluirá el contenido 
de la valla o del aviso en el Registro Nacional de Procesos 
de Pertenencia; este registro deberá estar disponible en la 
página web de tal entidad, por el término de un mes, dentro 
del cual podrán contestar la demanda las personas empla-
zadas y quienes concurran después tomarán el proceso en el 
estado en que este se encuentre. 
8. Características de la valla y término de fijación. La regla 
7ª señala que la valla con la cual se cumpla el emplazamiento 
de las personas que se crean con derechos sobre el respec-
tivo bien deberá tener dimensión no inferior a un metro 
cuadrado, y su contenido, deberá hacerse en letra de tamaño 
no inferior a siete centímetros de alto por cinco centímetros 
de ancho. Esta valla deberá ser instalada en lugar visible del 
predio objeto del proceso, junto a la vía pública más impor-
tante sobre la cual tenga frente o límite y siendo inmuebles 
sometidos a propiedad horizontal, a cambio de la valla se 
fijará un aviso en lugar visible de la entrada al inmueble. 
La valla o el aviso deberán permanecer instalados hasta la 
audiencia de instrucción y juzgamiento. 
9. Contenido de la valla o del aviso de emplazamiento. La 
valla, o en su lugar el aviso, deberá contener los siguientes 
datos: a) la denominación del juzgado que adelanta el 
proceso; b) el nombre del demandante; c) el nombre del 
demandado; d) el número de radicación del proceso; e) la 
indicación de que se trata de un proceso de pertenencia; 
f) el emplazamiento de todas las personas que crean tener 
derechos sobre el inmueble, para que concurran al proceso; 
g) la identificación del predio. 
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10. Anexos. La regla 5ª exige que con la demanda deberá acompa-
ñarse un certificado del registrador de instrumentos públicos 
en donde consten las personas que figuren como titulares de 
derechos reales principales sujetos a registro y que cuando 
el inmueble haga parte de otro de mayor extensión deberá 
acompañarse el certificado que corresponda a este.
11. Posibilidad de tramitar y fallar en la diligencia de 
inspección judicial. Conforme al numeral 9º del artículo 
375 del C. General del Proceso, el juez, personalmente, debe 
practicar inspección judicial sobre el inmueble y dentro de 
la misma proceder a: a) verificar los hechos relacionados 
en la demanda y constitutivos de la posesión alegada; b) 
constatar la instalación adecuada de la valla o del aviso de 
la cual se harán fotos de cómo se encuentran publicadas 
en el momento de la diligencia y en las que se observe su 
contenido, las cuales se anexarán, haciendo parte del acta 
de la diligencia; c) en la diligencia el juez podrá practicar 
las pruebas que considere pertinentes y si igualmente, así 
lo considera, además de la inspección judicial podrá, ahí 
mismo, llevar a cabo las audiencias de iniciación y de trámite 
y juzgamiento previstas en los artículos 372 y 373, pudiendo 
incluso dictar sentencia inmediatamente. 
12. Efectos de la sentencia. Al tenor del numeral 10º del artículo 
376 la sentencia que declara la pertenencia producirá efectos 
erga omnes; excepto frente al Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural (Incoder), ante el cual, en ningún caso, le 
serán oponibles respecto de los procesos de su competencia y 
se inscribirá en el registro respectivo. Una vez inscrita nadie 
podrá demandar sobre la propiedad o posesión del bien por 
causa anterior a la sentencia. 
13. Declaración de pertenencia como excepción de fondo. 
Conforme al parágrafo 1° del artículo 376, cuando la 
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prescripción adquisitiva se alegue por vía de excepción de 
fondo se debe tener en cuenta: a) que se debe formular como 
demanda aparte dirigida contra quienes figuren como titulares 
de derechos reales principales sujetos a registro, conforme al 
certificado especial del registrador de instrumentos públicos 
que se deberá anexar; b) figurando gravámenes hipotecarios 
o prendarios deberá citarse a tales acreedores; c) cuando 
el inmueble haga parte de otro de mayor extensión deberá 
acompañarse, también, el certificado que corresponda a tal 
predio (Núm. 5º, art. 375, C.G.P); d) en el auto admisorio 
se ordenará, cuando fuere pertinente, la inscripción de la 
demanda y el emplazamiento de las personas que se crean con 
derechos sobre el respectivo bien (Núm. 6º, art. 375, C.G.P); 
e). el demandante procederá al emplazamiento debiendo 
instalar la valla a la cual se refiere el numeral 7º, art. 375, 
C.G.P.; f). presentada la demanda el proceso reivindicatorio 
dentro del cual se formule, seguirá su curso, sin que en 
la respectiva sentencia pueda declararse la pertenencia 
cuando el demandado: 1. no aporte, con la contestación de la 
demanda, el certificado del registrador, o 2. si pasados treinta 
días contados desde el vencimiento del término de traslado 
de la demanda, este no hubiere hecho los emplazamientos ni 
fijado la valla.
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Gráfica 2. Resumen intervinientes procesales proceso 
declaración de pertenencia con trámite especial 
contenido en el artículo 375 del Código General del 
Proceso y conocimiento de jueces civiles del circuito, 
en primera instancia, cuando los inmuebles rurales y 
urbanos no sean de “pequeña entidad económica”.
•	 Todo aquel que 
pretenda haber 
adquirido el bien por 
prescripción
•	 Los acreedores
•	 El comunero con 
exclusión de los otros 
codueños





•	 Cuando el bien esté gravado con 
hipoteca o prenda deberá citarse 
también al acreedor hipotecario 
o prendario
•	 Informar existencia proceso 
Superintendencia de Notariado 
y Registro, Inconder, Unidad 
Administrativa Especial 
de Atención y Reparación 
Integral de Víctimas, IGAC y 
Registro Nacional de Procesos 
de Pertenencia que llevará 









OTRAS PERSONAS O 
ENTIDADES
Fuente: Elaboración propia (2016).
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Gráfica 3. Resumen Aspectos procesales declaración de 
pertenencia trámite especial contenido en el artículo 375 del 
Código General del Proceso y conocimiento de jueces civiles del 
circuito, en primera instancia, cuando los inmuebles rurales y 
urbanos no sean de “pequeña entidad económica”.
En el auto  
admisorio se ordenará  
inscribir la demanda y  
emplazar a quienes se crean con 
 derechos sobre el respectivo bien 
mediante valla instalada en lugar visible 
del predio y siendo inmuebles sometidos 
a propiedad horizontal, se fijará un  
aviso hasta la audiencia de  
instrucción y 
 juzgamiento
Declaración de  
pertenencia como  
excepción de fondo. Conforme  
al parágrafo 1º del artículo 376 se 
deberá formular como demanda aparte 
continuándose el trámite reivindicatorio, 
sin que en la respectiva sentencia  
pueda declararse la pertenencia 
cuando no se aporte certificado del  
registrador ni efectuados los  
emplazamientos ni fijado  
valla o aviso. Posibilidad de  
tramitar y fallar en la  
diligencia de inspección judicial. 
Conforme el numeral 9º del artículo  
375 del C.G.P. resulta posible que  
dentro de la misma, además de verificar 
los hechos relacionados en la demanda y 
constitutivos de la posesión alagada mas 
instalación adecuada de valla o aviso  
se podrá, ahí mismo, llevar a  
cabo las audiencias de  
iniciación y de trámite  
y juzgamiento.
Fuente: Elaboración propia (2016).
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4. Imprescribilidad de predios con presunción 
de baldíos
Prescribilidad de fundos carentes de formalización legal bajo 
presunción de propiedad privada por explotación económica 
positiva
A continuación nos ocuparemos de analizar la muy importante 
sentencia STCI776-2016 de fecha 16 de febrero de 2016 de la 
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, de la cual fue 
Magistrado Ponente el Dr. Luis Armando Tolosa Villabona.
Empecemos señalando que el fallo atrás mencionado se dicta 
actuando la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 
como segunda instancia dentro de una acción de tutela fallada 
en primera instancia por la Sala Civil y de Familia del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Tunja dentro de la acción de 
tutela instaurada por el Instituto Colombiano de Desarrollo 
Rural, en contra del Juzgado Primero Civil del Circuito de 
esa capital, con ocasión del juicio de pertenencia promovido 
por Rosa Lilia Ibagué Cuadrado respecto de “personas inde-
terminadas”, extensiva a la Procuraduría Segunda Judicial II 
Ambiental y Agraria de Boyacá, la Superintendencia de Nota-
riado y Registro y la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
para la Restitución de Tierras.
Aquí la importancia de este fallo de 2ª instancia de la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, radica en que 
replantea la tesis jurídica que había venido haciendo carrera sobre 
que un inmueble, al no tener antecedentes registrales de titulares 
inscritos, por solo este hecho adquiría el carácter de baldío y que, 
por tanto, en el respectivo proceso civil sobre declaración de 
pertenencia debía ser vinculado al pleito el Incoder.
Así las cosas, se volvió recurrente que el Instituto Colombiano 
de Desarrollo Rural, mediante acción de tutela, atacara los 
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fallos dictados argumentando que en estos casos el juzgador 
accionado había incurrido en defecto sustantivo y orgánico 
adjudicando la propiedad de un terreno sin tener competencia 
para ello; por la condición legal de baldío del bien, conforme lo 
determina la ley y la abundante jurisprudencia constitucional 
construida a partir de la sentencia T-488 de 2014 con la cual 
se logró que en múltiples casos, por vía de tutela, se revocara la 
sentencia civil o se invalidaran juicios al no haberse vinculado a 
los mismos al Incoder. 
La cuestión jurídica planteada: la base de todo el asunto lo encon-
tramos cuando en el momento de accionar una declaración de 
pertenencia aparece que el respectivo inmueble no tiene antece-
dentes registrales de titulares inscritos, ante lo cual la demanda 
se dirige, en general, contra personas indeterminadas. Aquí es, 
precisamente, donde nace todo el debate al interpretarse que 
la carencia de titulares de propiedad inscrita en el competente 
registro hace que el inmueble adquiera, por solo este hecho, la 
calidad de baldío. 
En el fallo de tutela de 2ª instancia de la Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Civil y Agraria atrás referenciado, la cuestión 
jurídica la asume en los propios términos en que se formuló la 
acción de tutela, esto es, que “... Se duele el Instituto Colombiano 
de Desarrollo Rural por cuanto en el comentado subexámine (i) 
no fue convocado pese a ser necesaria su comparecencia, dada 
la condición de baldío del bien allí reclamado; y (ii) el despacho 
acusado carecía de competencia para tramitarlo por la calidad 
del señalado predio…”
Fijados los hechos planteados por el accionante a continuación 
esta alta corporación reconoce que “… Sobre el tema, esta Sala 
recientemente ha concedido auxilios impetrados con similar 
acontecer fáctico y jurídico, siguiendo parcialmente la postura 
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adoptada por la Corte Constitucional en sentencia T-488 de 
2014,…” pero que no obstante las plurales decisiones que sobre 
el punto se han proferido, según se ha reseñado, algunas de las 
cuales han amparado derechos del Incoder por esta Sala, al acudir 
por vía de impugnación y haberse revocado sentencias, siguiendo 
la orientación de la T-488 de 2014, a pesar de las diferencias y 
semejanzas fácticas y jurídicas; en uno y otro caso, se observa 
que la protección se ha otorgado para permitir la intervención 
procesal de la entidad pública… 
En este mismo fallo se aclara que en los anteriores pronuncia-
mientos hechos por esta misma Corporación no se ha había 
analizado a fondo el carácter de baldíos de los predios por el 
solo hecho de no estar inscritos en el competente registro, 
limitándose, en todos aquellos fallos, a conceder el amparo cons-
titucional para que se citara al Incoder pero dejándole al juez de 
conocimiento “… la facultad de valorar si el predio materia de 
usucapión reviste la calidad o no de baldío”. 
Sobre el anterior particular, a renglón seguido la Sala de Casación 
Civil y Agraria de la Corte Suprema de Justicia, en el mismo fallo 
de Tutela que se analiza, consigna lo siguiente: … Esta Corte 
en amplio debate desde la llegada de este asunto, considera 
pertinente reexaminar los problemas jurídicos y la incidencia 
de la sentencia T-488 de 2014 y algunas otras de la Corte Cons-
titucional, frente a la doctrina de esta Sala sobre el particular, 
dadas las connotaciones actuales de la situación… (Negrillas por 
fuera del texto original).
Con la anterior precisión temática aborda el tema de la falta 
de competencia del juez civil, la cual fuera esgrimida como 
argumento por parte del tutelante para enfáticamente calificar 
como “falsa premisa” lo de que corresponde exclusivamente al 
Incoder decidir sobre la adjudicación y titulación del terreno a 
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particulares, dada la supuesta condición de baldío ostentada por 
este. Además de la calificación antes referida, a la misma se le da 
el carácter de simple conjetura sin asidero legal “…. por cuanto, 
como pasa a explicarse, no es admisible deprecar la calidad de 
baldío esgrimiendo solamente lo consignado en el certificado 
expedido por el Registrador de Instrumentos Públicos, en el cual 
se plasmó ‘que el predio no cuenta con antecedentes registrales ni 
titulares de derechos reales’.
Sobre el anterior particular, en sede de Casación, la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación, civil ya había hecho la 
siguiente consideración: 
(…) [N]o es válido sostener que, ante la ausencia de derechos 
reales en el certificado de registro inmobiliario correspon-
diente, éste tenga que considerarse baldío, ni tampoco que 
si la Ley autoriza en esas condiciones el inicio del proceso 
de pertenencia es para que (…) se acredite por el actor [el 
cumplimiento de] las condiciones de los artículos 3 y 4 de la 
Ley 200 de 1936 (…)9
Sobre este particular, en el fallo base de este estudio quedó abso-
lutamente claro que el certificado expedido por el registrador de 
instrumentos públicos, exigido para los procesos de pertenencia10 
al tenor del artículo 407 del derogado C. de P. Civil tiene como 
única finalidad “(…) identificar los legítimos contradictores de 
la pretensión, que no son otras personas que en él figuren como 
9 CSJ. Sentencia de 31 de octubre de 1994, Exp. 4306, citada posteriormente 
en el fallo de 28 de agosto de 2000, Exp. 5448.
10 “(…) Art. 407. (…) 5. A la demanda deberá acompañarse un certificado 
del registrador de instrumentos públicos en donde consten las personas 
que figuren como titulares de derechos reales sujetos a registro, o que 
no aparece ninguna como tal. Siempre que en el certificado figure 
determinada persona como titular de un derecho real principal sobre el 
bien, la demanda deberá dirigirse contra ella (…)”
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titulares de derechos reales, pero en manera alguna [sirve para] 
demostrar que el bien es de propiedad privada (…)”.11 Esto es, 
tal certificado solo facilita la determinación de la competencia 
funcional y territorial precisando contra quien deberá dirigirse el 
libelo de demanda.
Así con argumentos de la Corte Constitucional, Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria contenidos, entre 
otras, en sentencias de 31 de octubre de 1994, exp. 4306 y 
STC1776-2016, febrero 16 de 2016 concluiremos, entonces, que 
no es jurídico afirmar que cuando en el certificado expedido por 
el registrador de Instrumentos Públicos figura que un predio 
no cuenta con antecedentes registrales ni titulares de derechos 
reales con solo este hecho se le da a tal inmueble la calidad 
de baldío significando que la demanda se debe dirigir contra 
personas indeterminadas. 
4.1 Prescripción constitutiva y presunción legal de 
baldíos frente a concepto de propiedad privada
En el fallo que nos sirve de eje argumentativo los inmuebles 
rurales poseídos por particulares tienen la calidad jurídica de 
ser de propiedad privada “(…) cuando aquéllos son explotados 
económicamente… por medios positivos propios del dueño, 
como las plantaciones o sementeras, la ocupación con ganados 
y otros de igual significación… a la luz de lo preceptuado en los 
artículos 1° y 2° de la Ley 200 de 1936.12
11 CSJ. Sentencia de 28 de agosto de 2000, Exp. 5448.
12 “(…) Art. 1. Modificado por el artículo 2 de la Ley 4ª de 1973. Se presume 
que no son baldíos, sino de propiedad privada, los fundos poseídos por 
particulares, entendiéndose que dicha posesión consiste en la explotación 
económica del suelo por medio de hechos positivos propios de dueño, 
como las plantaciones o sementeras, la ocupación con ganados y otros de 
igual significación económica”.
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De otro lado, se suponen baldíos aquellos terrenos agrarios que 
no son objeto de aprovechamiento de esta a forma”13, precisa-
mente, se dio vuelta a la presunción consagrada en el artículo 
675 del Código Civil donde se señala que son bienes de la Unión 
las tierras que estando situadas dentro de los límites territoriales, 
carecen de otro dueño. 
En el mismo fallo, base de este análisis, finalmente se consigna 
lo siguiente: Sin duda, las presunciones mencionadas guardan 
relevancia para el entendimiento de lo que la ley considera como 
terreno baldío, pues si el particular lo explota económicamente 
por medio de hechos positivos, propios de dueño, como las 
plantaciones y sementeras y otros de igual significación, se ha 
de entender que es propiedad privada; y si el Estado discute 
esa calidad tiene que demostrar lo contrario, esto es, acudir 
a la otra presunción: no se ha explotado económicamente 
el predio y, por tanto, conserva la condición de bien inculto 
baldío. (Negrillas por fuera del texto original).
 “El cerramiento y la construcción de edificios no constituyen por sí solos 
pruebas de explotación económica pero sí pueden considerarse como 
elementos complementarios de ella. La presunción que establece este 
Artículo se extiende también a las porciones incultas cuya existencia se 
demuestre como necesaria para la explotación económica del predio, o 
como complemento para el mejor aprovechamiento de este, aunque en 
los terrenos de que se trate no haya continuidad o para el ensanche de la 
misma explotación. Tales porciones pueden ser conjuntamente hasta una 
extensión igual a la mitad de la explotada y se reputan poseídas conforme 
a este Artículo (…)”
 “(…) Art. 2. Se presumen baldíos los predios rústicos no poseídos en la 
forma que se determina en el artículo anterior (…)”
13 Los preceptos transcritos de la Ley 200 de 1936 están vigentes y son 
aplicables, pese a haber sido derogados por la Ley 1152 de 2007; pero 
por virtud a la declaratoria de inexequibilidad de esta última normativa 
mediante sentencia C-175 de 2009, recobraron todo su vigor.
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4.1.1 Imprescribilidad de predios con presunción de baldíos
Hecha la anterior precisión, ahora nos ocuparemos de reafirmar 
la imprescriptibilidad de este particular tipo de bienes inmue-
bles. Es que un terreno teniendo la calidad de baldío, siendo 
del Estado, por esta sola razón tal bien inmueble resulta ser 
imprescriptible. Como el ordenamiento jurídico nacional lo ha 
consagrado desde 1882, en la Ley 48, artículo 3: “(…) Las tierras 
baldías se reputan de uso público y su propiedad no prescribe 
contra la Nación (…)”; pasando por el Código Fiscal (Ley 110 
de 1912) que dispuso en el artículo 61: “(…) El dominio de los 
baldíos no puede adquirirse por prescripción (…)” Además, la 
Ley 160 de 1994, artículo 65, impuso la regla de que los terrenos 
baldíos adjudicables solo pueden adquirirse mediante título tras-
laticio de dominio otorgado por el Estado; y al mismo tiempo, los 
ocupantes meramente precarios de tierras baldías, por ese solo 
hecho no tienen la calidad de poseedores conforme al Código 
Civil y frente a la adjudicación por el Estado solo existe una mera 
expectativa.
La absoluta imprescribilidad de los baldíos actualmente aparece 
consagrada en sendas normas de dos leyes diferentes, así:
A. Ley 1561. Artículo 6º. Requisitos. 
Para la aplicación del proceso verbal especial de que trata esta 
ley se requiere que los bienes inmuebles no sean imprescriptibles 
o de propiedad de las entidades de derecho público, conforme 
a los artículos 63, 72, 102 y 332 de la Constitución Política y, en 
general, bienes cuya posesión, ocupación o transferencia, según 
el caso, estén prohibidas o restringidas por normas constitucio-
nales o legales. El juez rechazará de plano la demanda o declarará 
la terminación anticipada del proceso cuando advierta que la 
pretensión recae sobre bienes de uso público, bienes fiscales, 
bienes fiscales adjudicables o baldíos, cualquier otro tipo de bien 
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imprescriptible o de propiedad de alguna entidad de derecho 
público. Las providencias a que se refiere este inciso deberán 
estar debidamente motivadas y contra ellas procede el recurso 
de apelación. 
B. Código General del Proceso (Ley 1562). Artículo 375
Declaración de pertenencia. En las demandas sobre declara-
ción de pertenencia de bienes privados, salvo norma especial, se 
aplicarán las siguientes reglas: 
a. La declaración de pertenencia podrá ser pedida por todo aquel 
que pretenda haber adquirido el bien por prescripción. 
b. Los acreedores podrán hacer valer la prescripción adquisitiva 
a favor de su deudor, a pesar de la renuencia o de la renuncia 
de este. 
c. La declaración de pertenencia también podrá pedirla el 
comunero que, con exclusión de los otros condueños y por 
el término de la prescripción extraordinaria, hubiere poseído 
materialmente el bien común o parte de él, siempre que su 
explotación económica no se hubiere producido por acuerdo 
con los demás comuneros o por disposición de autoridad 
judicial o del administrador de la comunidad. 
d. La declaración de pertenencia no procede respecto de bienes 
imprescriptibles o de propiedad de las entidades de derecho 
público.
e. El juez rechazará de plano la demanda o declarará la termina-
ción anticipada del proceso, cuando advierta que la pretensión 
de declaración de pertenencia recae sobre bienes de uso 
público, bienes fiscales, bienes fiscales adjudicables o baldíos, 
cualquier otro tipo de bien imprescriptible o de propiedad de 
alguna entidad de derecho público. Las providencias a que 
se refiere este inciso deberán estar debidamente motivadas y 
contra ellas procede el recurso de apelación. 
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4.1.2 Inmuebles prescriptibles
Determinada la imprescriptibilidad de los baldíos por la 
presunción legal de tal calidad pero sí, en cambio, es explotado 
económicamente por un particular aquí se trataría ya, entonces, 
de un predio privado prescriptible. Sobre este punto en el fallo 
analizado aparece lo siguiente: 
… De vieja data esta Sala ha conceptuado en casación al respecto:
(…) [E]l requisito [para] ser prescriptible el objeto materia 
de pertenencia, es, el de no tratarse de bienes de uso público 
ni pertenecer ellos a entidades de derecho público (Art. 407 
núm. 4, C. de P.C.), no significa sin embargo que, frente a 
la prescripción extraordinaria y respecto de fundos rurales, 
el actor esté en la obligación de demostrar que el bien no 
es baldío, por haber salido del patrimonio del Estado [e] 
ingresado al de los particulares, pues esa exigencia no 
la impone el legislador, que por el contrario consagra el 
principio de prueba de dominio en su favor, al disponer 
[ello] en el artículo 1 de la Ley 200 de 1936 (…)14
Al finalizar el estudio sobre bienes imprescriptibles y prescrip-
tibles, teniendo como fuente de análisis la importante sentencia 
STCI776-2016 de fecha 16 de febrero de 2016 de la Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Civil, de la cual fue magistrado 
ponente el Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, concluiremos 
que cuando, en el certificado expedido por el registrador de 
Instrumentos Públicos, figure que un predio rural no cuenta 
con antecedentes registrales, ni titulares de derechos reales, solo 
por tal hecho se pueda presumir como baldío, puesto que si el 
accionante prueba explotación económica por hechos positivos 
propios de dueño como construcción de mejoras, plantaciones de 
14 CSJ. Sentencia de 31 de octubre de 1994, exp. 4306, citada posteriormente 
en el fallo de 28 de agosto de 2000, exp. 5448.
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cultivos y, en general, aprovechamiento agropecuario, entre otras 
actividades, y en palabras de la Corte Suprema de Justicia, se ha 
de entender que es propiedad privada; y si el Estado discute esa 
calidad tiene que demostrar lo contrario, esto es, que no se ha 
explotado económicamente tal predio y, por tanto, conserva 
la condición de bien inculto baldío. Esto, además, por cuanto 
la explotación económica de predios hace presumir que no son 
baldíos sino de propiedad privada, conforme a los artículos 1° y 
2° de la Ley 200 de 1936, preceptos éstos sobre los cuales, igual-
mente, la Corte Suprema de Justicia ha dicho “… están vigentes 
y son aplicables, pese a haber sido derogados por la Ley 1152 de 
2007; pero por virtud a la declaratoria de inexequibilidad de esta 
última normativa mediante sentencia C-175 de 2009, recobraron 
todo su vigor…”15
5. Inaplicabilidad precedente fijado en 
sentencia t-488 de 2014 de la Corte 
Constitucional
Para abordar el presente tema y de forma preliminar, debemos 
conocer que la sentencia T-488 fue dictada por la Sala Quinta de 
Revisión de la Corte Constitucional integrada por los magistrados 
Jorge Iván Palacio Palacio, Gloria Stella Ortiz Delgado y Jorge 
Ignacio Pretelt Chaljub al estudiar, en sede de revisión, el fallo 
de tutela emitido por el Juzgado Promiscuo de Familia de Paz 
de Ariporo (Casanare). Cabe anotar que la honorable magistrada 
Gloria Stella Ortiz Delgado hizo salvamento de voto.
Objeto de tutela. La acción de tutela fue propuesta contra la 
Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Paz de Ariporo 
(Casanare) al considerar el accionante vulnerados sus derechos 
al acceso a la administración de justicia, la seguridad jurídica y la 
15 Cita que bajo el No. 5, p. 12, aparece en la sentencia STC1776-2016.
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confianza legítima, por la negativa de la entidad demandada de 
inscribir la sentencia judicial que declaró a su favor la prescrip-
ción adquisitiva sobre un bien inmueble. 
5.1 Resumen de lo ocurrido con la tutela
1. Narró el tutelante que presentó demanda de declaración de 
pertenencia por prescripción extraordinaria sobre un predio 
rural de trece hectáreas, más seis mil seiscientos dieciocho 
punto cuarenta metros cuadrados de extensión. 
2. Que admitida en legal forma la demanda se le dio el trámite 
previsto en nuestro ordenamiento procesal civil lo cual 
permitió, al Juzgado Promiscuo del Circuito de Orocué 
(Casanare), dictar sentencia declarando el dominio sobre 
el bien objeto de la demanda por prescripción adquisitiva 
extraordinaria ordenándose, en el mismo fallo, “la inscripción 
de la presente sentencia en el folio de matrícula inmobiliaria 
que deberá ser abierto para tal efecto con la alinderación y 
denominación que del predio se ha consignado”.
3. Cuando el accionante buscó hacer la inscripción del fallo ante 
la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Paz de 
Ariporo, tal dependencia se negó a llevar a cabo lo ordenado 
en la sentencia fundamentándose en el Nuevo Estatuto 
Registral (Ley 1579 de 2012) y argumentando, además, lo 
siguiente: 
(…) la propiedad de los terrenos baldíos adjudicables solo 
puede adquirirse mediante título traslaticio de dominio 
otorgado por el Estado a través del Instituto Colombiano de 
la Reforma Agraria o por las entidades públicas en las que 
delegue esta facultad… Los ocupantes de tierras baldías, por 
ese solo hecho, no tienen la calidad de poseedores conforme 
al Código Civil y frente a la adjudicación por el Estado solo 
existe una mera expectativa (…)
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4. Ante lo anterior y alegándose vulnerados derechos constitu-
cionales al debido proceso, libre acceso a la administración de 
justicia, seguridad jurídica y confianza legítima se interpone 
acción de tutela ante el Juzgado Promiscuo de Orocué 
despacho que al admitirla, además de la parte accionada 
vinculó a la oficina seccional del Incoder y al procurador 
agrario de Casanare.
5. Todos los vinculados en la tutela descorrieron el traslado 
oportunamente mereciéndose resaltar lo expresado por la 
Procuradora 23 Judicial Ambiental y Agraria quien señaló 
que al haberse negado el señor registrador inscribir el fallo 
extralimitó sus funciones por cuanto a ningún funcionario 
del Estado, ni a los particulares, le está dado incumplir lo 
ordenado en fallos por jueces de la república por cuanto ello 
generaría inestabilidad jurídica. 
6. En fallo de única instancia de tutela se le ordenó al Regis-
trador de Instrumentos Públicos Seccional Paz de Ariporo 
“proceder dentro del improrrogable término de cuarenta y 
ocho (48) horas siguientes a la notificación del presente fallo 
a INSCRIBIR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo 
del Circuito de Orocué de fecha 20 de noviembre de 2012 y 
abrir el correspondiente Folio de Matrícula Inmobiliaria”.
De los anteriores hechos llamamos desde ahora la atención 
sobre la manifestado por la procuradora 23 judicial, ambiental 
y agraria por cuanto, como lo consignaremos más adelante, 
desconcertantemente, por decir lo menos, la Sala Quinta 
de Revisión de la Corte Constitucional, con los votos de los 
magistrados Jorge Iván Palacio Palacio y Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub, van a decir que los fallos de los jueces de la república 
pueden ser dejados de cumplir por cualquier autoridad admi-
nistrativa, claro está, al menos, la honorable magistrada Gloria 
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Stella Ortiz Delgado hizo salvamento de voto con argumenta-
ción que de alguna manera amplifica lo que ya había señalado 
la procuradora 23 judicial, ambiental y agraria. 
5.2 Lo actuado en sede de revisión
Escogida para su revisión la tutela a que nos hemos venido 
refiriendo, inmediatamente se ordenó vincular al trámite: 1. al 
Juzgado Promiscuo del Circuito de Orocué; 2. al Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural; 3. al Incoder; 4. a la Superinten-
dencia de Notariado y Registro; 5. a la Procuraduría General 
de la Nación; 6. a la Contraloría General de la República. Se 
fundamentó tal vinculación con la argumentación que textual-
mente se transcribe: (i) son las autoridades que eventualmente 
ostentarían una obligación primaria respecto de la satisfacción 
de los derechos fundamentales que se encuentran en discusión; 
(ii) la decisión que se tome podría involucrarlos directamente, y 
(iii) atendiendo a que el caso reviste interés público por tratarse 
de supuestos bienes baldíos de la Nación (…)
Además, expresamente se les ordenó responder particulares 
cuestionarios para cada una de ellas así: al Ministerio de Agri-
cultura y Desarrollo Rural y al Incoder, (i) ¿cuál es la naturaleza 
jurídica del bien objeto de discusión y si se puede considerar un 
terreno baldío? y (ii) ¿cuáles son las políticas públicas vigentes 
en relación con la asignación de bienes baldíos, particularmente 
en el departamento de Casanare? A la Contraloría General de 
la República y a la Procuraduría General de la Nación, (i) ¿qué 
actividades específicas, dentro de sus competencias legales, 
adelantan con respecto a la correcta asignación de baldíos? y 
(ii) ¿existe alguna directriz institucional al respecto? A la Super-
intendencia de Notariado y Registro se le preguntó si había 
adoptado alguna directiva de alcance nacional con respecto al 
registro e inscripción de terrenos baldíos.
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En lo hasta aquí referido sorprende el giro que da la tutela donde, 
planteada la misma por la negativa de un funcionario a inscribir 
lo ordenado en fallo judicial donde, en estas primeras decisiones, 
intempestivamente la sala de revisión pasa a entender “… que 
el caso reviste interés público por tratarse de supuestos bienes 
baldíos de la Nación…” 
Pero no se trata aquí de un tema de poca monta. Todo lo 
contrario. El nuevo tema de “baldíos” para nosotros no es otra 
cosa que un caballo de Troya por cuanto en realidad lo que allí 
encontramos es que mediante la tutela aquí referida se buscó 
abrir la posibilidad para que, sin siquiera existir una acción de 
tutela el juez constitucional, actuando de oficio y argumentando 
vías de hecho, proceda a revocar; como ocurrió en el presente 
caso, providencias judiciales. Esta puerta debemos cerrarla 
de inmediato pues pone en peligro caros principios consti-
tucionales como lo son, entre otros, la autonomía judicial, la 
desconcentración de la administración de justicia y la seguridad 
jurídica. Sobre este delicado tema volveremos a referirnos más 
adelante. 
5.3 Ilusionismo constitucional, nueva especialidad de magia 
jurídica
Ilusionismo16 es la palabra que inmediatamente asimilamos al 
tratar de entender cómo hizo la Sala Quinta de Revisión de la 
16 Definición en Wikipedia: Ilusionismo. Vulgarmente denominado magia, es 
un arte escénico, subjetivo, narrativo y espectáculo de habilidad e ingenio, 
que consiste en producir artificialmente efectos en apariencia maravillosos 
e inexplicables mientras se desconoce la causa que los produce. Estos 
efectos (desapariciones, transformaciones, uniones, lecturas de la mente, 
etc.), que fingidamente hacen parecer realidad lo imposible, se conocen 
como efectos, juegos de magia, ilusiones y vulgarmente como trucos de 
magia. Dentro de la magia caben diversas especialidades: fantasistas, 
prestidigitadores, prestímanos, cartománticos, escamoteadores y 
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Corte Constitucional; con los votos de los magistrados Jorge Iván 
Palacio Palacio y Jorge Ignacio Pretelt Chaljub para, de una tutela 
contra el registrador de Instrumentos Públicos, Seccional Paz 
de Ariporo, “saltar” a revisar, para dejar sin efecto, la sentencia 
dictada por un juez de la República en proceso sobre declaración 
de pertenencia en firme y ejecutoriada, más aún cuando esta 
última no era el objeto de reproche constitucional. Ante estos 
hechos y la imposibilidad cierta de hallar suficientes razones 
jurídicas para esta especie de cambiazo, el análisis de todos 
estos graves hechos solo encuentra apoyo en una especie de 
ilusionismo constitucional desde el cual, la misma Sala Quinta 
de Revisión explica su acto de magia jurídica en las facultades 
extra y ultra petita en materia de tutela consignando al respecto, 
textualmente lo siguiente: 
(..) en atención a las consideraciones presentadas en los 
capítulos anteriores en torno al régimen de bienes baldíos 
en el país y en virtud de las facultades extra y ultra petita en 
materia de tutela, considera necesario juzgar en primer 
momento (i) la legalidad de la sentencia de pertenencia y 
posteriormente evaluar (ii) la determinación del Registrador 
de Paz de Ariporo quien se negó a inscribir el respectivo fallo 
(…) (Negrillas por fuera del texto original). 
Es más, las facultades extra y ultra petita le permitieron a la 
citada Sala Quinta ir más allá del orden constitucional pues, sin 
existir accion de tutela contra la sentencia, oficiosamente tal 
sala decidió atacar por “… vía de hecho… la sentencia judicial 
de pertenencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito 
de Orocué (Casanare) el 20 de noviembre de 2012…”, claro está, 
justificando ello así: 
reyes de la evasión con o sin ataduras, que protegen sus trucos con el 
compromiso del secreto profesional.
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(…) Si bien la sentencia de pertenencia proferida por el 
Juzgado Promiscuo del Circuito de Orocué no fue objeto 
directo de la acción de tutela, se estima indispensable juzgar 
su contenido, en tanto el referido fallo es el que, en últimas, 
origina la presente controversia. Adicionalmente, como se 
explicó anteriormente, la defensa del patrimonio público es 
uno de los derechos de mayor connotación en el Estado de 
Derecho, por lo cual el juez de tutela al asumir conocimiento 
de un expediente particular puede ejercer oficiosamente 
su protección. Incluso, de manera ulterior, cuando en el 
momento oportuno los órganos de control y además autori-
dades fallaron u omitieron sus deberes.
Igual, el acto al cual nos estamos refiriendo alcanzó, incluso, para 
auto-exonerarse de valorar los criterios de procedibilidad, lo cual 
se argumentó de la siguiente manera:
En esta medida, la Sala Quinta de Revisión examinará la 
providencia a partir de la doctrina constitucional de la tutela 
contra providencias judiciales, advirtiendo de antemano 
que los criterios de procedibilidad se valorarán desde la 
óptica del juez constitucional, de quien oficiosamente surge 
el análisis jurídico, (…)
9.1.1 Análisis formal de la acción de tutela. Causales 
genéricas de procedibilidad
En la medida en que el examen constitucional sobre la 
sentencia de pertenencia es impulsado oficiosamente por 
el juez de tutela, pierde sentido el análisis de las causales 
genéricas de procedibilidad, las cuales, en su mayoría, están 
diseñadas para valorar la diligencia del actor o demandante. 
Finalmente, sobre este punto y agotada toda capacidad de 
asombro, no podemos por ello pasar por alto que, incluso 
acuciosamente, esta misma Sala, de oficio, construyó el defecto 
fáctico sobre el cual ella misma se pronunciaría para ahí mismo 
y, a renglón seguido, declararlo probado; en palabras comunes, 
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actuó como juez y parte. Sobre este particular encontramos en el 
fallo de revisión de tutela lo siguiente: 
“(…) 9.1.2. Análisis de fondo. Causales específicas de 
procedibilidad. 
Según se desprende del expediente de tutela y de las consi-
deraciones desarrolladas en los capítulos anteriores, la 
Sala evidencia que la providencia dictada por el Juzgado 
Promiscuo de Orocué incurrió en (i) un defecto fáctico debido 
a que no valoró acertadamente el folio de matrícula aportado 
y omitió practicar otras pruebas conducentes para auscultar 
la naturaleza jurídica del terreno en discusión. Esto, a su 
vez, condujo a (ii) un desconocimiento del precedente y un 
defecto orgánico al haberse adelantado un proceso civil de 
pertenencia sobre un presunto terreno baldío.
i. Defecto fáctico.
El principal yerro, que a su vez causa las demás inconsistencias 
del proceso de pertenencia, es un defecto fáctico. De acuerdo 
a la jurisprudencia, esta causal guarda relación con las “fallas 
en el fundamento probatorio” de la sentencia judicial atacada. 
Corresponde al juez constitucional establecer si al dictarse 
la providencia, el operador judicial desconoció “la realidad 
probatoria del proceso”. Para la Corte el defecto fáctico puede 
darse tanto en una dimensión negativa como positiva. Desde 
la primera perspectiva, se reprocha la omisión del fallador en 
la “valoración de pruebas determinantes para identificar la 
veracidad de los hechos analizados por el juez”. La segunda 
aproximación “abarca la valoración de pruebas igualmente 
esenciales que el juzgador no puede apreciar, sin desconocer 
la Constitución”.
En este caso concreto, la Corte encuentra que el Juzgado 
Promiscuo del Circuito de Orocué (Casanare) recibió reporte de 
la Oficina de Instrumentos Públicos de Paz de Ariporo indicando 
que sobre el predio “El Lindanal” no figuraba persona alguna 
como titular de derechos reales. En este mismo sentido, el actor 
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Gerardo Escobar Niño reconoció que la demanda se propuso 
contra personas indeterminadas. Pese a ello, el juzgado promiscuo 
consideró que el bien objeto de la demanda es inmueble “puede 
ser objeto de apropiación privada”.
El juzgado promiscuo de Orocué no solo valoró las pruebas 
sobre la situación jurídica del predio “El Lindanal” con 
desconocimiento de las reglas de la sana crítica, sino que 
también omitió sus deberes oficiosos para la práctica de 
las pruebas conducentes que determinaran si realmente 
era un bien susceptible de adquirirse por prescripción. 
En efecto, el juez solo tuvo en cuenta las declaraciones 
de tres vecinos y las observaciones de una inspección 
judicial, para concluir que el accionante había satisfecho 
los requisitos de posesión. Tales elementos probatorios, 
aunque reveladores sobre el ejercicio posesorio, cierta-
mente no son pertinentes ni conducentes para determinar 
la naturaleza jurídica del predio a usucapir. El juez omitió 
entonces una prueba fundamental: solicitar un concepto 
al Incoder sobre la calidad del predio “El Lindanal”, 
presupuesto sine qua non para dar inicio al proceso de 
pertenencia. (…) (Mayúsculas por fuera del texto original).
Sobre todo lo anteriormente transcrito simplemente nos remi-
timos a la definición contenida en la nota de referencia número 
20 sobre ilusionismo. 
5.4 Indebida intromisión del juez constitucional en 
asunto propio de la jurisdicción ordinaria
Con lo analizado en los puntos precedentes buscamos demostrar 
cómo en el caso de la Sentencia T-488 de julio 9 de 2014 se dio una 
indebida intromisión del juez constitucional en asunto propio de 
la jurisdicción ordinaria, pues, actuando de oficio, cumplió un 
juicio de corrección e inmiscuyéndose en el análisis probatorio 
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hecho por el juez del conocimiento lo descalificó totalmente 
procediendo, en consecuencia, en fallo a consignar lo siguiente:
(…) En mérito de lo expuesto, la Sala Quinta de Revisión de 
la Corte Constitucional, administrando justicia en nombre 
del pueblo y por mandato de la Constitución Política, 
RESUELVE:…
TERCERO.- DEJAR SIN EFECTOS todas las providencias 
proferidas desde el auto admisorio por el Juzgado Promiscuo 
del Circuito de Orocué, dentro del proceso agrario de perte-
nencia, con radicación número 852302044001-2011-0031, 
iniciado por el señor Gerardo Escobar Niño contra personas 
indeterminados. En caso que el accionante pretenda reiniciar 
el proceso de prescripción, el juez deberá vincular oficiosa-
mente al Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder) 
para que se pronuncie sobre los hechos de la demanda y ejerza 
las actuaciones que considere necesarias. (…)
5.5 Otro argumento más para la inaplicabilidad  
del precedente de la sentencia T-448
Con el fallo de tutela T-488 regresamos al año 1991 cuando, en 
un exceso de fervor por la jurisdicción constitucional, una cierta 
corriente doctrinal buscó abrirle camino como tercera instancia 
y donde mediante juicio de corrección y nueva interpretación, 
tanto normativa como probatoria, la Corte Constitucional 
pudiera dejar sin efecto, por vía de tutela, providencias judiciales 
de todas las demás jurisdicciones. Resaltamos que esta corriente 
doctrinal con tan amplia concepción, sin embargo, exigía que, en 
todo caso de ataque ante juez constitucional contra providencias 
judiciales, ello solo resultaba posible mediante la formulación de 
una tutela por parte interesada. 
Fue así que la propia Corte Constitucional y por razón de la 
entrada en vigencia del Decreto 2591 de 1991, empezó a construir 
una rica jurisprudencia con relación a la “acción de tutela contra 
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providencias judiciales” pero considerándola como instrumento 
excepcional y para de ella hacer uso solo en situaciones en las 
cuales la decisión de un juez incurriera en graves yerros de 
absoluta relevancia constitucional. En este sentido y desde un 
primer momento, a la acción de tutela contra providenciales 
judiciales se le dio alcance de un juicio de validez, no juicio de 
corrección, de la providencia particularmente cuestionada. 
De otro lado, quedó absolutamente claro que jamás podría ser 
nueva instancia, de orden constitucional, en la cual se volviera 
al análisis de pruebas o de interpretación normativa que hubiere 
hecho el juez de cualquier otra jurisdicción al resolver la respec-
tiva controversia.
El inicio de una clara línea jurisprudencial sobre la acción de tutela 
contra providencias judiciales, en nuestro sentir, puede estar en 
el momento en que la Corte Constitucional, mediante sentencia 
C-543 de 1992, declaró la inexequibilidad de los artículos 11, 
12 y 40 del decreto 2591 de 1991 referidos a la caducidad y 
competencia especial de la tutela frente a providencias judiciales 
al considerar que contrariaban principios constitucionales de 
gran valía como la autonomía judicial, la desconcentración de la 
administración de justicia y la seguridad jurídica.
No obstante, reconociendo que las autoridades judiciales, a través 
de sus sentencias, pueden desconocer derechos fundamentales, 
se admitió como única excepción para que procediera el amparo 
de tutela, que el juez hubiese incurrido en lo que se denominó 
una vía de hecho. A partir de este precedente, la Corte comenzó 
a construir una línea jurisprudencial sobre el tema, y delimitó los 
defectos que configuraban la vía de hecho. 
En sentencia T-231 de 1994 se establecen los siguientes tipos 
de defectos constitutivos de vías de hecho. Sobre este parti-
cular consignó la Corte lo siguiente: Si este comportamiento 
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–abultadamente deformado respecto del postulado en la 
norma– se traduce en la utilización de un poder concedido al 
juez por el ordenamiento para un fin no previsto en la disposi-
ción (defecto sustantivo), o en el ejercicio de la atribución por un 
órgano que no es su titular (defecto orgánico), o en la aplicación 
del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes 
del supuesto legal (defecto fáctico), o en la actuación por fuera 
del procedimiento establecido (defecto procedimental), esta 
sustancial carencia de poder o de desviación del otorgado por 
la ley, como reveladores de una manifiesta desconexión entre la 
voluntad del ordenamiento y la del funcionario judicial, aparejará 
su descalificación como acto judicial.
Luego, en sentencia C-590 del 8 de junio de 2005, la Corte 
Constitucional fija los denominados requisitos generales y unos 
especiales para la procedencia excepcional de la acción de tutela 
contra providencias judiciales.
Nos ocupamos en este breve análisis de señalar el inicio de una 
consistente y clara jurisprudencia constitucional para mostrar 
que todo ataque contra providencias judiciales, ante juez cons-
titucional, solo resulta posible, como mecanismo excepcional, si 
es activado mediante formulación de tutela por vías de hecho. 
Es decir, no es posible que el máximo órgano de la jurisdic-
ción constitucional pueda, actuando de oficio, dejar sin efecto 
providencias judiciales argumentando vías de hecho como lo 
hizo la Sala Quinta de Revisión de la Corte Constitucional en la 
sentencia T-448.
Todos los razonamientos hasta aquí expuestos resultan sufi-
cientes para concluir que la referida Sentencia T-448 no puede 
ser tomada como precedente jurisprudencial.
Resumiendo el contenido de la sentencia T-488, tenemos lo 
siguiente:
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1. Que frente a predios rurales, la ausencia de historial registral 
y el no figurar titulares del derecho real de dominio legal-
mente inscritos ante la oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos, daban al predio la calidad de baldíos.
2. Que la calidad de baldío hacía perder competencia para 
conocer sobre la titularización de tal predio, mediante 
proceso de declaración de pertenencia, a la especialidad 
civil de la jurisdicción ordinaria, por cuanto el título de 
propiedad, en estos casos, solo lo puede otorgar el Incoder. 
El resultado inmediato de tal fallo fue que desde julio de 2014 
se tomara como precedente y como tal fuera el fundamento 
para que decisiones dictadas por los jueces civiles, a lo largo y 
ancho del país se impugnaran, mediante tutelas accionadas por 
Incoder logrando así dejar sin efecto gran cantidad de fallos ya 
proferidos.
El precitado precedente ha estado siendo invocado, pero 
pensamos que ha llegado el momento, en palabras de la Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil y Agraria, sentencia 
STC1776-2016 de fecha 16 de febrero de 2016, de “… reexa-
minar los problemas jurídicos y la incidencia de la sentencia 
T-488 de 2014…”
Para facilitar lo anterior y teniendo en cuenta que en el precitado 
fallo de la Corte Suprema de Justicia se fija una nueva doctrina 
y precedente buscando, a la vez, posibilitar su juicioso análisis 
comprensivo, hemos dividido en tres ejes temáticos el nuevo 
fallo, todo lo cual nos sirve como argumento para mostrar, final-
mente, la inaplicabilidad de la sentencia T-488 ante una mejor 
y más fuerte sustentación jurídica que soporta el novísimo fallo 
antes citado de fecha febrero del 2016. 
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Primer eje sobre el cuales se articula un nuevo precedente  
en la sentencia STC1776-2016
Cuestión jurídica materia de pronunciamiento
¿Cuál es la finalidad del certificado expedido por el registrador 
de Instrumentos Públicos para los procesos sobre declaración de 
pertenencia?
Nuevo precedente
Debe precisarse que el certificado expedido por el registrador de 
Instrumentos Públicos es exigido en los juicios de pertenencia1 con la 
única finalidad de “(…) identificar los legítimos contradictores de la 
pretensión, que no son otras personas que en él figuren como titulares 
de derechos reales, pero en manera alguna [sirve para] demostrar que el 
bien es de propiedad privada (…)”2
Segundo eje sobre el cual se articula un nuevo precedente  
en la sentencia STC-1776-2016
Cuestión jurídica materia de pronunciamiento
¿Contra quién se dirige la demanda en caso tal que en el certificado 
conste que no aparece ninguna persona como titular de derechos reales 
principales o no se ha registrado el bien?
Nuevo precedente
Por tanto, en caso de no constar en ese documento inscrito ningún 
particular titular del derecho de dominio, no se colige la calidad de 
baldío del fundo, sino que, para formar adecuadamente el contradictorio, 
se dirige la demanda en contra de personas indeterminadas. Sobre el 
particular, la Corte Constitucional expresó:
“(…) El certificado expedido por el registrador de instrumentos públicos, de 
que trata el numeral 5o. del artículo 407 del C.P.C., demandado, constituye 
un documento público (C.P.C., art. 262-2) que cumple con varios propó-
sitos, pues no sólo facilita la determinación de la competencia funcional y 
territorial judicial para la autoridad que conocerá del proceso –juez civil 
del circuito del lugar donde se encuentre ubicado el inmueble (C.P.C., art. 
16-5)–, sino que también permite integrar el legítimo opositor, por cuanto 
precisa contra quien deberá dirigirse el libelo de demanda”.
“Así se tiene que, el sujeto pasivo de la demanda de declaración de perte-
nencia estará conformado por la persona o personas que aparezcan en el 
aludido certificado como titulares de derechos reales principales sujetos a 
registro –propiedad, uso, usufructo o habitación– sobre el bien en litigio, a 
quienes se les notificará del auto admisorio de la demanda, permitiéndoles 
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iniciar la correspondiente defensa de sus derechos. Si en ese documento 
no se señala a nadie con tal calidad, porque no hay inscrito o no se ha 
registrado el bien, se daría lugar al certificado negativo, obligando dirigir la 
demanda contra personas indeterminadas (…)”
“(…) Puede suceder que en relación con el bien exista total certeza por parte 
del Registrador sobre la ausencia de registro de dichos derechos reales en 
cabeza de alguna persona y en ese orden de ideas no tenga ninguna dificultad 
para expedir el certificado negativo respectivo donde conste que “no aparece 
ninguna” persona como titular “de derechos reales sujetos a registro”. Caso 
en el cual podrá admitirse la demanda en contra de personas indetermi-
nadas y darse curso a la actuación en los términos señalados en el Código de 
Procedimiento Civil (…)” (Subrayados fuera de texto).3
Tercer eje sobre el cuales se articula un nuevo precedente  
en la sentencia STC-1776-2016
Cuestión jurídica materia de pronunciamiento
¿Por el solo hecho de que frente a predios rurales, cuando en el 
certificado conste que no aparece ninguna persona como titular de 
derechos reales principales o no se ha registrado el bien, se presume, 
entonces, que el bien es baldío?
Ahora bien, suponer la calidad de baldío solamente por la ausencia 
de registro o por la carencia de titulares de derechos reales inscritos 
en el mismo, implica desconocer la existencia de fundos privados 
históricamente poseídos, carentes de formalización legal, postura 
conculcadora de las prerrogativas de quienes detentan de hecho la 
propiedad de un determinado bien.
Admitir lo aducido por el ente tutelante, equivaldría a revertir 
injustificadamente la carga de la prueba en detrimento de los particulares 
para favorecer a una entidad pública, cuando, contrariamente, es deber 
del Estado propender por garantizar el acceso a la administración de 
justicia sin mayores trabas que las previamente estatuidas en la Ley. 
Mayor reproche merece que el Incoder pretenda imponer tal criterio 
haciendo uso de la acción de tutela, mecanismo judicial diseñado por el 
constituyente para proteger los derechos fundamentales de las personas, 
más no para socavar los derechos de campesinos minifundistas. Incluso, 
los baldíos, que son explotados por particulares para incorporarlos 
a la economía nacional, cuentan con el beneficio del legislador para 
que se adjudiquen en pleno dominio, partiendo de la noción de que el 
aprovechamiento de la tierra significa que le pertenece al labriego y el 
Estado debe así declararlo.
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El hecho de que no aparezca anotado en la oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos del lugar de ubicación, un predio rústico con el 
nombre de persona como propietaria, en el proceso de registro a partir 
de 1977, no puede constituir indicio suficiente para pensar que se trata 
de un bien baldío, y por tanto imprescriptible, ni puede apreciarse que 
deriva inferencia que lleve a esa conclusión, para superar la presunción 
advertida de ser un predio privado.
Con mayor razón, en este caso, al obrar certificados y fichas catastrales 
en nombre de las personas que han poseído el inmueble desde 1953, 
y de las personas que vendieron la posesión quieta y pacífica a la 
prescribiente Rosa Lilia Ibagué Cuadrado, quien arribó al predio en 
1984 una vez compró la posesión quieta y pacífica, como aparece en la 
escritura pública No. 2697 de 18 de diciembre de ese año, de la Notaría 
Primera de Tunja, y pagado los impuestos prediales. Estos elementos, 
en puridad, no acreditan la propiedad del predio “Miravilles”, pero sí 
sirven para mostrar, ahí sí indiciariamente, la condición privada del 
mismo. Si un predio es baldío, no tiene el cargo de impuesto predial, 
ni se califican catastralmente construcciones, como aparece en los 
certificados aportados al proceso de declaración de pertenencia.
5. Para esta Corporación las disquisiciones precedentes demuestran 
con suficiencia la inviabilidad de otorgar el amparo elevado por 
el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, apartándose así del 
precedente fijado por la Corte Constitucional en la sentencia T-488 de 
20144, que en una de sus Salas de revisión de tutelas, con salvamento de 
voto, en un caso de similar acontecer fáctico, equivocadamente omitió 
aplicar la presunción de propiedad privada fijada en la Ley 200 de 1936, 
sustentando tal yerro solamente en que en el certificado expedido por 
registrador de instrumentos públicos del inmueble reclamado que “no 
figuraba persona alguna como titular de derechos reales”.
5.1 Las dos presunciones, ampliamente debatidas en esta motivación, 
previstas en los arts. 1 modificado por el 2 de la Ley 4 de 1973, 2 y 3 
de la Ley 200 de 1936, consistentes: la primera, en que “(…) presume 
que no son baldíos, sino de propiedad privada, los fundos poseídos 
por particulares, entendiéndose que dicha posesión consiste en la 
explotación económica del suelo por medio de hechos positivos propios 
de dueño, como las plantaciones o sementeras, la ocupación con ganados 
y otros de igual significación económica (…)” (art. 1) ; y la segunda, “(…) 
presum[ir] baldíos los predios rústicos no poseídos en [esa] forma (…)”, 
han sido desarrolladas por la doctrina de esta Corte, siguiendo las tesis 
de R. Von Ihering, en las sentencias siguientes: Cas. del 24 de julio de 
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1937, XLV, 329; Sent. S. de n. G., del 9 de marzo de 1939, XLVII, 798; 
Cas. del 18 de mayo de 1940, XLIX, 311. La del art. 1 de la Ley 200 de 
1936, modificado por el 2 de la Ley 4 de 1973: “(…) Se trata de una 
presunción a favor de los particulares y en contra de la Nación con que 
el art. 1 reformó la presunción tradicional de dominio establecida por 
los arts. 675 del C.C. y 44 del C. F. (…)” (Sent. 22 de junio de 1956, 
LXXXIIII, 74; 31 de julio de 1962, XCIX, 172).
Las dos, complementarias entre sí, hallan asiento sólido en la propia ley 
y en la doctrina jurisprudencial de esta Corte; pero cuando la decisión 
de tutela T-488 de 2014 encuentra defecto fáctico en el proceder del 
juez de la pertenencia porque en el predio “Lindanal” “(…) no figuraba 
persona alguna como titular de derechos reales (…)”, y al mismo tiempo 
el prescribiente reconoció “(…) que la demanda se propuso contra 
personas indeterminadas (…)”, y pese a ello el juez consideró que 
“(…) el bien objeto de la demanda es inmueble que “puede ser objeto 
de apropiación privada” (…)”, y como secuela, surgían “(…) indicios 
suficientes para pensar razonablemente que el predio en discusión podía 
tratarse de un bien baldío y en esa medida no susceptible de apropiación 
por prescripción (…)”, y de consiguiente, se incurría en desconocimiento 
del precedente y en defecto orgánico por incompetencia, desconoce 
rectamente y de tajo, tanto las presunciones citadas e instaladas 
en el ordenamiento patrio desde 1936, que han servido de apoyo a 
innumerables decisiones políticas para la reforma agraria del país y a 
repetidas sentencias judiciales.
Así mismo, desecha la abigarrada doctrina probable de esta Corte, 
luego reiterada en las sentencias de casación del 16 de diciembre de 
1997, expediente 4837; del 28 de agosto de 2000, exp. 5448, reiterando la 
del 9 de marzo de 1939, G. J. XLVII, p. 798; según las cuales, se presume 
“(…) que no son baldíos, sino de propiedad privada, los fundos poseídos 
por particulares (…)” (art. 1 de la Ley 200 de 1936, modificado por el 
2 de la Ley 4 de 1973), cuando hay explotación económica del suelo 
con actos positivos propios de dueño; y por supuesto, a la sentencia 
C-383 de 2000 de la propia Corte Constitucional, cuando juzgó la 
exequibilidad de la regla 407 del C. de P. C. sobre la posibilidad de 
demandar a indeterminados con apoyo en certificado registral negativo, 
en el imperio del Código Procesal de 1970.
5.2 Bajo el entendimiento de la sentencia de tutela aludida, por vía de 
la simple revisión de una acción constitucional “interpartes” y resuelta 
por una Sala de decisión, donde uno de los integrantes salvó voto 
parcialmente, adviértase, no solo se descartan las reglas 1, 2 y 3 de la 
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Ley de Tierras del treinta y seis, como se viene discurriendo; también 
resultan quebrantados, por integrar conceptualmente el mismo plexo 
normativo, el art. 12 ejúsdem, modificado por el art. 4 de la Ley 4 de 
1973, y de contera, los arts. 51 y 52 de la Ley 9 de 1989. El art. 12 por 
medio del cual se estableció “(…) una prescripción adquisitiva del 
dominio en favor de quien, creyendo de buena fe que se trata de tierras 
baldías, posea en los términos del artículo 1 de esta Ley, durante cinco 
(5) años continuos, terrenos de propiedad privada no explotados por 
su dueño en la época de la ocupación, ni comprendidos dentro de las 
reservas de la explotación, de acuerdo con lo dispuesto en el mismo 
artículo (…)”; prescripción que cubre exclusivamente “(…) el terreno 
aprovechado o cultivado con trabajos agrícolas, industriales o pecuarios 
y que se haya poseído quieta y pacíficamente durante los cinco (5) años 
continuos y se suspende en favor de los absolutamente incapaces y de los 
menores adultos (…)” (ejúsdem). El 51 de la Ley 9 de 1989, en cuanto 
reduce la prescripción extraordinaria y ordinaria de dominio para 
viviendas de interés social al término de 5 y 3 años respectivamente; 
preceptiva última que morigera la obligación de presentar el certificado 
del registrador.
5.3 Del mismo modo, desconocería la Ley 1561 de 2012 que derogó 
la Ley 1182 de 2008, cuyo propósito ha sido, según el Congreso 
colombiano, promover el acceso a la propiedad mediante un proceso 
especial, que fija competencia privativa a los jueces municipales, no al 
Incoder, para “(…) otorgar título de propiedad al poseedor material de 
bienes inmuebles urbanos y rurales de pequeña entidad económica, y 
para sanear títulos que conlleven la llamada falsa tradición, con el fin de 
garantizar seguridad jurídica en los derechos sobre inmuebles, propiciar 
el desarrollo sostenible y prevenir el despojo o abandono forzado de 
inmuebles (…)” (art. 1 de la Ley 1561 de 2012).
La Ley 1561 de 2012 autoriza al juez para otorgar título de propiedad 
a “(…)quien tenga título registrado a su nombre con inscripción que 
conlleve la llamada falsa tradición, tales como la enajenación de cosa 
ajena o la transferencia de derecho incompleto o sin antecedente propio, 
de conformidad con lo dispuesto en la ley registral, lo saneará, siempre 
y cuando cumpla los requisitos previstos en esta ley (…)” (subrayas de 
la Sala, art. 2 de la misma ley). Y dentro de los anexos de la demanda, 
deberá adjuntarse según el art. 11, si la pretensión es titular la posesión, 
“(…) certificado de tradición y libertad o certificado de que no existen 
o no se encontraron titulares de derechos reales principales sobre el 
inmueble (…)”
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5.4 No sobra agregar que por la misma senda, y según las determinaciones 
tomadas en esa acción, se repudiaría la historia registral del país, que 
se caracteriza por ser incompleta y anacrónica. Un registro imparcial 
e integral no puede imponerse exclusivamente a los particulares; pero 
finalmente, esa decisión traduce la confusión entre la prueba con el 
mismo derecho de propiedad.
1 Código General del Proceso. Artículo 375, Regla 5ª. A la demanda deberá acompa-
ñarse un certificado del registrador de instrumentos públicos en donde consten las 
personas que figuren como titulares de derechos reales principales sujetos a registro. 
Cuando el inmueble haga parte de otro de mayor extensión deberá acompañarse el 
certificado que corresponda a este. Siempre que en el certificado figure determinada 
persona como titular de un derecho real sobre el bien, la demanda deberá dirigirse 
contra ella. Cuando el bien esté gravado con hipoteca o prenda deberá citarse también 
al acreedor hipotecario o prendario. 
 El registrador de instrumentos públicos deberá responder a la petición del certificado 
requerido en el inciso anterior, dentro del término de quince (15) días. 
2 CSJ. Sentencia de 28 de agosto de 2000, Exp. 5448.
3 Corte Constitucional, sentencia C-275 de 5 de abril de 2006. 
4 “En este caso concreto, la Corte [Constitucional] encuentra que el Juzgado Promiscuo 
del Circuito de Orocué (Casanare) recibió reporte de la Oficina de Instrumentos 
Públicos de Paz de Ariporo indicando que sobre el predio “El Lindanal” no figuraba 
persona alguna como titular de derechos reales. En este mismo sentido, el actor 
Gerardo Escobar Niño reconoció que la demanda se propuso contra personas indeter-
minadas. Pese a ello, el Juzgado promiscuo consideró que el bien objeto de la demanda 
es inmueble que “puede ser objeto de apropiación privada”.
 “Así planteadas las cosas, careciendo de dueño reconocido el inmueble y no habiendo 
registro inmobiliario del mismo, surgían indicios suficientes para pensar razonable-
mente que el predio en discusión podía tratarse de un bien baldío y en esa medida no 
susceptible de apropiación por prescripción (…)”
Fuente: Elaboración propia (2016).
6. Proceso administrativo de legalización 
asentamientos precarios de origen ilegal 
ocupados con vivienda de interés social 
(VIS)
Con lo analizado hasta aquí pretendimos compartir lo que hemos 
tenido oportunidad de estudiar con relación a lo que hemos 
llamado legalización o titularización de inmuebles, analizado 
todo el asunto a través de sendas normativas procesales conte-
nidas en las Leyes 1561 y 1562. 
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En el siguiente aparte nos ocuparemos de abordar muy breve-
mente lo que hace alusión a los aspectos físicos y materiales 
de viviendas construidas en ciudades generando crecimiento 
urbano pero sin control del Estado. 
En el documento Conpes 330517 encontramos lo siguiente:
(…) el crecimiento de las ciudades colombianas ha seguido 
un patrón desequilibrado (…) entre los fenómenos espaciales 
resultantes se encuentra el predominio de los asentamientos 
precarios en las periferias, la expansión irracional y el deterioro 
y despoblamiento de las zonas interiores de las ciudades. 
En términos sectoriales, sobresale el déficit cuantitativo y 
cualitativo de vivienda, la escasez del suelo urbanizable en la 
mayoría de las ciudades, la sostenibilidad de los incrementos 
de cobertura en agua y saneamiento, así como el desorden 
del transporte público. (…) Los asentamientos precarios 
constituyen la manifestación f ísica y espacial de la pobreza 
y la desigualdad de un país mayoritariamente urbano (…) La 
urbanización ilegal trae consigo consecuencias económicas, 
sociales y ambientales que no solo afectan a la población de 
ingresos bajos, sino acarrean perjuicios para la sociedad en 
conjunto. Entre estos pueden mencionarse el deterioro de la 
calidad de vida; deficiencias en servicios públicos, vialidad y 
equipamientos; obstrucción de obras públicas; precariedad 
de títulos; evasión fiscal; y extra-costos al presupuesto 
público. A esto se suma el alto impacto ambiental relativo por 
la ocupación de zonas no aptas para la urbanización, inclu-
yendo daño a las fuentes de agua, pérdida de vegetación e 
incremento de la escorrentía con la consecuente generación 
de situaciones de riesgo.
17 Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. Viceministerio 
de Vivienda y Desarrollo Territorial. Dirección del Sistema Habitacional. 
Guía Metodológica No. 2. Procedimiento de Legalización de Asentamientos 
Humanos, p. 5.
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De esta especie de diagnóstico resaltaremos como elementos 
nucleares de una problemática social que nos dice de un 
crecimiento de ciudades inequitativo que puede tener como 
patrón, que hacia las periferias se generen asentamientos 
precarios mientras que hacia el interior de las ciudades se da 
“… la expansión irracional y el deterioro y despoblamiento…”
La anterior situación se agudiza cuando se diagnostica un déficit 
no solo cuantitativo sino también cualitativo de vivienda y este 
último, probablemente, puede estar originado en la escasez de 
suelo urbanizable unido a la imposibilidad de dar respuesta 
efectiva en cobertura y calidad de servicios públicos esenciales 
como transporte, agua potable, saneamiento básico, redes 
eléctricas y distribución de gas domiciliario. Pero aun así y sin 
planificación y adecuación de suelo urbanizable, todas nuestras 
ciudades han venido mostrando crecimiento poblacional sin que 
a los nuevos ciudadanos se les ofrezca mejores condiciones de 
vida digna, trabajo, salud y recreación. Esto es así por razón de 
una desgracia nacional llamada desplazamiento, sobre lo cual la 
CNUR, Agencia de la O.N.U. para los refugiados en su página 
web ha publicado: 
… Colombia continúa enfrentando las consecuencias de 50 años 
de conflicto armado interno y violencia debido a la presencia 
de grupos armados ilegales, tráfico de droga, minas antiper-
sonal y disputas por el control del territorio. Como resultado la 
población civil se enfrenta al reclutamiento forzado de niños, 
control de comunidades, amenazas y asesinatos selectivos 
al igual que violencia sexual y basada en género (SGBV). La 
inseguridad, sobre todo, continúa siendo una realidad dentro 
del territorio colombiano y la situación empeora a lo largo de 
las zonas fronterizas, lo que ha obligado a cerca de 327.000 
colombianos hasta ahora, a huir cruzando las fronteras, en 
busca de protección internacional en países vecinos como 
Ecuador.
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6.1 Tendencias de Desplazamiento
Desde 1997 al 1 de diciembre de 2013 han sido registradas 
oficialmente 5.185.406 personas desplazadas internas con 
un impacto desproporcionado en la población afrocolom-
biana y las comunidades indígenas.  De estas declaraciones, 
99.150 personas han sido víctimas de desplazamiento en 
2012. Entre el año 2007 y el 2013 ha aumentado la concen-
tración de la tasa de expulsión en el país. Mientras que en el 
2007 el 25% de las tasas de expulsión se concentraba en 17 
municipios, en el 2013 sólo 10 municipios (Buenaventura, 
Medellín, Tierralta, Suárez, Ricaurte, Riosucio, López de 
Micay y Puerto Asís) concentraron el 50%.   Los 3 depar-
tamentos con la concentración más alta de eventos de 
desplazamientos masivos (más de 50 personas) durante 
el 2013 son Nariño, Antioquia y Chocó (Costa Pacífica). 
Sólo entre enero y noviembre de 2013, el ACNUR registró 
un total de noventa eventos de desplazamiento masivo, 
afectando a cerca de 6.881 familias. La  mayoría de los 
desplazados internos, son desplazados de zonas rurales a 
centros urbanos, aunque los desplazamientos intra-urbanos 
también están en aumento ya que el 51% los desplazados 
internos residen en las 25 ciudades principales…
Los anteriores datos y cifras hablan de una situación cuyo primer 
impacto lo vemos en nuestras ciudades con un crecimiento de 
su población, siendo este uno de los factores que inciden como 
determinantes de asentamientos humanos de origen ilegal; por 
ser producto de la apropiación popular de predios o lotes de 
gran extensión, mecanismo conocido como invasión y el cual 
permite que, mediante planes de vivienda autogestionaria, se 
solucione de una manera precaria la necesidad de vivienda 
originando así, también, los denominados barrios piratas, los 
cuales, a su vez, también son promovidos muchas veces, por 
urbanizadores ilegales que suelen ser el mismo propietario del 
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terreno, quien a través de un elemental loteo o parcelación 
ofrece lotes sin infraestructura vial y de servicios.
La legalización de un asentamiento humano de origen clan-
destino se puede llevar a cabo sin necesidad de más requisitos 
que el establecido por el artículo 48, Ley 9ª de 1989, y en donde 
se exige que el asentamiento humano, para efectos de su 
legalización, esté conformado por viviendas de interés social y 
donde la competencia para ejecutar planes de legalización de 
asentamientos urbanos la tienen exclusivamente las entidades 
municipales, las cuales, por intermedio de sus administraciones 
municipales o distritales, deciden acometer el saneamiento de 
carácter administrativo pues resulta claro que tal decisión no 
tiene, ni puede tener, ningún efecto jurídico sobre el derecho 
de propiedad por cuanto aquí no se busca legalizar dominio 
como tampoco la actuación administrativa va a limitar o afectar 
derechos de propiedad. 
6.2 Fundamento normativo
Como fundamento legal citamos la Ley 9ª de 1989, la cual en su 
artículo 48 establece que:
Los concejos, el Concejo Intendencial y las juntas metropo-
litanas podrán delegar en los alcaldes e Intendente de San 
Andrés y Providencia la legalización de las urbanizaciones 
constituidas por viviendas de interés social. La legalización 
implicará la incorporación al perímetro urbano o de servicios 
y la regularización urbanística del asentamiento humano. 
Parágrafo. Los asentamientos urbanos de vivienda de interés 
social, por fuera del perímetro urbano actual de los municipios, 
que existieran el 28 de julio de 1988, desarrollados por las 
organizaciones contempladas en el artículo 62, recibirán 
el mismo tratamiento que los incorporados al perímetro 
urbano y de servicios, serán regularizados urbanísticamente 
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y podrán por consiguiente solicitar la prestación de servicios 
en los términos contemplados en el artículo 47 de la presente 
Ley. 
Conforme a la disposición transcrita la legalización de asenta-
mientos humanos se logra por intermedio de un procedimiento 
o actuación administrativa, la cual, culminantemente, recono-
cerá la existencia del asentamiento humano y, al aprobar los 
correspondientes planos, expedirá la reglamentación que lo 
regularizará urbanísticamente, lo que implicará, por lo demás, la 
incorporación al perímetro urbano de los sectores del territorio 
municipal o distrital que comprendan zonas, barrios, asenta-
mientos, desarrollos o edificios legalizados.
La legalización del asentamiento humano debe ser ordenada por 
el Concejo, quien delegará en el respectivo alcalde la potestad 
de ordenar, mediante decreto, la legalización de barrios, asenta-
mientos y desarrollos en general. 
Una vez ordenada la legalización, el Departamento Adminis-
trativo de Planeación deberá iniciar y concluir el proceso de 
legalización con arreglo a lo previsto en el respectivo Acuerdo. 
6.3 Iniciativa para el proceso de legalización
El proceso de legalización deberá iniciarse, continuarse y 
concluirse oficiosamente por el Departamento Administrativo 
de Planeación; sin embargo, cualquier entidad u organismo 
público o cualquier persona o grupo de personas que acredite 
interés jurídico, podrá solicitar que se inicie la actuación 
mediante escrito que se radicará en el Departamento Admi-
nistrativo de Planeación, indicando, como mínimo, el nombre 
de quien suscribe, el interés jurídico que le asiste, el nombre 
y la localización aproximada del desarrollo cuya legalización 
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se solicita, la Zona Administrativa en donde se encuentra y 
el nombre de los barrios, desarrollos o fincas vecinos o colin-
dantes. En el mismo escrito se podrán solicitar las pruebas que 
pueden servir a la finalidad buscada. Para estos efectos se consi-
dera que tienen interés jurídico los propietarios, poseedores, 
arrendatarios y tenedores de inmuebles a cualquier título, sus 
representantes o mandatarios y los titulares de derechos reales 
sobre inmuebles y de derechos derivados de promesas de venta 
o de documentos de los cuales se infiera obligación de trans-
ferir la propiedad, la tenencia o posesión y sus representantes 
o mandatarios. 
Conclusiones
El estudio efectuado sobre el proceso de declaración de perte-
nencia regulado por la Ley 1561 de 2012 nos permite concluir:
Actualmente la declaración de pertenencia se tramitará, según 
el inmueble objeto de pretensión, bajo la normatividad procesal 
específica que para tal efecto se tenga establecido. 
Una normativa está contenida en la Ley 1561 de 2012 regulando 
el trámite procesal para inmuebles de pequeña entidad econó-
mica, mientras aquellos que no lo son, se tramitarán por las 
disposiciones de la Ley 1564 de 2012.
El concepto de pequeña entidad económica distingue la ubica-
ción del inmueble, pues siendo este rural, tal calidad la adquieren 
los que tengan, como máximo, una Unidad Agrícola Familiar 
(U.A.F), mientras que, siendo urbana, será una cuantía máxima 
de 250 S.M.M.V la que le dé tal entidad.
La distinción si es o no de pequeña entidad económica solo sirve 
para fijar competencia, así: siendo de pequeña entidad económica 
su conocimiento lo tienen a prevención y en primera instancia, 
424 
DECLARACIÓN DE PERTENENCIA CON DOS TRÁMITES ESPECIALES DIFERENTES
los jueces civiles municipales, mientras aquellos otros que no lo 
sean el conocimiento lo tendrán, igual y en primera instancia, los 
jueces civiles del circuito. 
Desaparece la competencia privativa de los jueces civiles del 
circuito para conocer sobre declaración de pertenencia como lo 
establecía el Código de Procedimiento Civil. 
La declaración de pertenencia sobre inmuebles, sean estos o no 
de pequeña entidad económica, tendrán el mismo trámite verbal 
fijado para los asuntos de menor y mayor cuantía. 
En el actual trámite verbal para la declaración de pertenencia se 
establece una especie de extensión pasiva de los efectos positivos 
de la sentencia, la cual, siéndole favorable al accionante, tales 
efectos se extienden en favor: 1. del cónyuge con quien se tenga 
sociedad conyugal vigente; 2. de la compañera o compañero 
permanente con sociedad patrimonial legalmente declarada o 
reconocida. Estas dos situaciones deberán ser acreditas, igual-
mente, dentro del trámite procesal ante lo cual el juez proferirá 
fallo en favor de ambos cónyuges o compañeros permanentes, así 
uno solo sea el accionante.
Mediante el procedimiento verbal especial contenido en la Ley 
1561 de 2012 los jueces civiles municipales resolverán dos tipos 
diferentes de controversias relacionados con inmuebles urbanos 
y rurales de pequeña entidad económica, así: a) proceso especial 
para otorgar título de propiedad al poseedor material, y b) sanea-
miento de títulos que conlleven falsa tradición.
Teniendo en cuenta la remisión al C.G.P. para término de traslado 
que frente a los inmuebles de pequeña entidad económica hace la 
Ley 1561 de 2012, artículo 14, numeral 2º, la cuantificación del 
término de traslado y estando frente a un procedimiento verbal, 
el cual, según la cuantía, tiene dos procedimientos, y al asimilar la 
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“pequeña entidad económica” como mínima cuantía tendríamos 
así, entonces, que el “… término para contestar la demanda será 
de diez (10) días…” conforme al artículo 391 del Código General 
del Proceso. 
Reafirmando el término de traslado de 10 días para los verbales 
en los cuales el objeto litigioso sea un inmueble de pequeña 
entidad económica, encontramos que en la Ley 1561, “… Inscrita 
la demanda y aportadas las fotografías o mensajes de datos por el 
demandante, el juez ordenará correr traslado de la demanda a las 
personas emplazadas, quienes podrán contestarla en el término 
de diez (10) días…”
Como quiera que la asimilación del concepto “pequeña entidad 
económica” como mínima cuantía solo tiene efectos para la 
cuantificación del término de trasladado, tal clasificación no 
aplica en materia de recursos por cuanto en este proceso contra 
la sentencia procede el recurso de apelación a ser concedida en 
el efecto suspensivo, debiéndose remitir “… inmediatamente el 
expediente al superior, quien tendrá un término de veinte (20) 
días contados a partir del recibo del expediente, para desatar el 
recurso…”, tal como expresamente dispone el artículo 18. 
Al finalizar el estudio sobre bienes imprescriptibles y pres-
criptibles, teniendo como fuente de análisis la importante 
sentencia STCI776-2016 de fecha 16 de febrero de 2016 de la 
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, de la cual 
fue magistrado ponente el Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, 
concluiremos que cuando, en el certificado expedido por el 
registrador de Instrumentos Públicos, figure que un predio rural 
no cuenta con antecedentes registrales, ni titulares de derechos 
reales, solo por tal hecho no se pueda presumir como baldío 
puesto que si el accionante prueba explotación económica, en 
palabras de la Corte Suprema de Justicia, “… se ha de entender 
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que es propiedad privada; y si el Estado discute esa calidad tiene 
que demostrar lo contrario, esto es, que no se ha explotado econó-
micamente tal predio y, por tanto, conserva la condición de bien 
inculto baldío”. Con este fallo tenemos, entonces, la absoluta 
inaplicabilidad del precedente fijado en sentencia t-488 de 2014 
de la Corte Constitucional.
El presente cuadro relaciona las diferentes dependencias oficiales 
en las cuales puede encontrarse información o documentación 
necesaria para adelantar los procesos para la titulación, 
formalización, restitución y, en general, la regularización de la 
propiedad de las tierras rurales, así como abreviaturas de uso 
frecuente en normas legales. 
CONPES: Consejo Nacional de Política Económica y Social
DANE: Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
DNE: Dirección Nacional de Estupefacientes 
DNP: Departamento Nacional de Planeación 
FIG: Federación Internacional de Geómetras 
FNA: Fondo Nacional Agrario 
IGAC: Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
Incoder: Instituto Colombiano de Desarrollo Rural
INCORA: Instituto Colombiano de Reforma Agraria 
INVIAS: Instituto Nacional de Vías 
IPDR: Implementación de Proyectos de Desarrollo Rural 
LGAF: Marco de Evaluación de la Gobernanza de la Tierra 
MADR: Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural
PPE: Población en Pobreza Extrema
PPED: Población en Pobreza Extrema y Desplazada 
Rimisp: Centro Latinoamericano para el Desarrollo Rural 
José IgnacIo castaño garcía
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RUPD: Registro Único de Población Desplazada
RUPTA: Registro Único de Predios y Territorios Abandonados 
por la Violencia 
SIDRA: Subsidio Integral Directo de Reforma Agraria 
SINAP: Sistema Nacional de Áreas Protegidas
SIRA: Subsidio Integral de Reforma Agraria 
SISBEN: Sistema de Identificación de Potenciales Beneficia-
rios de Programas Sociales
SIT: Subsidio Integral de Tierra 
SNR: Superintendencia de Notariado y Registro 
UAEGRTD: Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas 
UAF: Unidad Agrícola Familiar 
UPRA: Unidad de Planeación de Tierras Rurales, Adecuación 
de Tierras y Usos Agropecuarios. Fue creada por el gobierno 
nacional por medio del Decreto 4145 de noviembre de 2011 
como unidad administrativa especial de carácter técnico y 
especializado, sin personería jurídica y se encuentra adscrita 
al MADR dándole apoyo en los procesos de planificación del 
sector agropecuario.
ZFM: Zonas de Formalización Masiva 
MADR: Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Es 
órgano del Estado que tiene la función de formular las políticas 
para el desarrollo de los sectores agropecuario, pesquero y de 
desarrollo rural.
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Los acuerdos firmados por el gobierno con las FARC-EP, movi-
miento insurgente que ha tenido como una de sus banderas de 
lucha la reivindicación campesina en materia de tierras, ha puesto 
el principal énfasis en el campo. Como simples académicos de 
la juridicidad colombiana, pensamos que la negativa plebiscitaria 
solo ha sido un traspié transitorio que podrá ser enderezado, y que 
–esa es nuestra esperanza–, Colombia se alista a pasar la página 
de la infame guerra interna que durante los últimos cincuenta 
años ha asolado nuestros campos y ciudades. Es esta una guerra 
que, además, ha venido suscitando numerosos conflictos de 
orden jurídico relacionados con el dominio de bienes inmuebles, 
motivo por el cual, en el caso de que finalmente prospere la paz, 
deberán ser tratados y resueltos en el posconflicto, dentro de 
una macropolítica para su formalización, que deberá brindar 
los espacios jurídicos adecuados para incrementar la riqueza 
de vastos sectores poblacionales, pues la realidad es que la 
propiedad, como medio primario generador de riqueza, deberá 
representar entre 50% y 60% del patrimonio de las familias para 
asegurar su prosperidad o al menos su estabilidad económica. 
Así, la búsqueda de un proceso judicial, que brinde trámite 
expedito para declarar la pertenencia y sanear títulos con falsa 
tradición, deber tener firmes efectos positivos colaterales en la 
reducción de la pobreza. 
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